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El Centro de Derechos Humanos (CDH) es un órgano académico de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Chile. Su objetivo es contribuir al progreso, enseñanza y difusión de la disciplina de los Derechos Humanos 
entendida en su acepción más amplia, esto es, comprensiva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho de Refugiados.
El tema de los Derechos Humanos ha estado en el centro de las preocupaciones, debates y controversias 
políticas y jurídicas que han marcado la historia reciente de Chile y América. Actualmente, el desafío es dotar a 
esta temática de sólidos fundamentos jurídicos y académicos con una clara visión de futuro. El CDH asume este 
reto y se propone orientar sus esfuerzos al servicio del desarrollo de una cultura de los derechos humanos en 
nuestro país y en nuestra región.
El Programa Democracia y Derechos Humanos contempla tres áreas de trabajo: estado de derecho, 
transparencia y lucha contra la corrupción y procesos de democratización. Este Boletín se inserta dentro del área 
estado de derecho, la que ha sido diseñada con miras a la construcción de una cultura de respeto y protección de 
los derechos humanos por parte de los Estados de la región, acorde con el desarrollo del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. Esto supone, para las democracias latinoamericanas, la necesidad de adecuar aspectos 
orgánicos, sustantivos y procedimentales a las obligaciones internacionales que han contraído en esta materia.
Esta área de trabajo se estructura en torno a dos ejes temáticos. Por una parte, los sistemas internacionales 
de protección de derechos humanos, con especial énfasis en el sistema interamericano. Y por otra, las 
capacidades internas de los Estados en materia de Derechos Humanos. Nuestro aporte está dirigido al desarrollo 
de actividades de docencia e investigación que contribuyan al fortalecimiento de las capacidades institucionales 
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Programa Democracia  y Derechos Humanos
The United Nations Democracy Fund (UNDEF) finances projects carried out by a wide 
range of governance actors, including NGOs, civil society organizations, executive, 
legislative and judicial branches of government, constitutionally independent national 
bodies, and the United Nations, its relevant departments, specialised agencies, funds 
and programmes. UNDEF aims to support those partners who undertake action-
oriented projects to bring about measurable and tangible improvements in democracy 
and human rights on the ground, thereby translating the concept of “democracy” into 
practical solutions for people to have their voices and choices heard.
Disclaimer
This publication has been produced with the assistance of the United Nations 
Democracy Fund. The content of this publication is the sole responsibility of Centro de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, and does 
not necessarily reflect the views of the United Nations, the United Nations Democracy 
Fund or its AdvisoryBoard”.
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El Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, a través de su nuevo Programa “Democracia y Derechos 
Humanos” ha definido como una de sus líneas principales de investigación el trabajo sobre la jurisprudencia emanada de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Durante el año 2009 comenzamos a editar el  Boletín de Jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, tarea que fue continuada el 2010 y que ahora recoge el trabajo de la Corte IDH 
durante el año 2011.  
Como parte de nuestros esfuerzos por promover la labor de la Corte y lograr un impacto en el ámbito nacional, surgió la 
idea de contar con un resumen de las sentencias dictadas en el año por la Corte Interamericana.  Ahora, tengo la satisfacción 
de presentar un nuevo número especial de nuestro Boletín que da cuenta de la jurisprudencia dictada por la Corte en 2011.  Al 
igual que en las dos versiones anteriores, en cada sentencia el lector encontrará un resumen de los hechos y luego un extracto 
de las consideraciones de fondo y de las medidas de reparación de la sentencia, dando cuenta del razonamiento de la Corte 
y de sus conclusiones. Hago presente al lector que los subtítulos utilizados en su mayoría no son los originales, sino que son 
nuestros y tienen por objeto facilitar la lectura y comprensión de cada sentencia.
Este Boletín Especial con la jurisprudencia del año 2011 de la Corte, buscar dar al lector una síntesis del trabajo de este 
tribunal y lo hará pensar acerca de la evolución del sistema.  No hay duda de que en nuestra región los desafíos en materia 
de derechos humanos siguen siendo urgentes y complejos, donde concurren diversas violaciones de derechos humanos 
que requieren de la atención de nuestro principal órgano jurisdiccional.  Polémicas como las que generó el caso Gelman vs. 
Uruguay, respecto de las violaciones de derechos humanos ocurridas en el pasado reciente de nuestra región y los límites a 
las políticas públicas que pueden desarrollar los Estados en este ámbito, han reabierto un debate muy interesante sobre la 
legitimidad del control internacional de los derechos humanos.
Por otra parte, el caso López Mendoza vs. Venezuela y la respuesta de las autoridades estatales frente al mismo, no solo 
han reabierto debates sobre “soberanía vs. derechos humanos” que creíamos parte de los libros de historia del derecho, sino 
que han puesto el acento en la necesidad de efectividad en el sistema y de mecanismos que garanticen el cumplimiento de 
las sentencias de la Corte.
Finalmente, me parece importante destacar algunos casos que resolvió la Corte en este período, en los cuales se abordan 
temas que no son las violaciones tradicionales de derechos humanos, sino que aspectos vinculados con reclamaciones 
patrimoniales.  Desde distintas perspectivas, los casos Salvador Chiriboga vs. Ecuador, Abrill Alosilla vs. Perú y Barbani Duarte vs. 
Uruguay, presentan reclamaciones patrimoniales basadas en derechos humanos, sea mediante la invocación de la propiedad 
directamente o la falta de un debido proceso.  Esta es una clara demostración de que la agenda temática y los actores que 
llegan al sistema se han ido ampliando a través de los años.
Por último, nos alegra que la Corte durante este 2011 haya retomado un buen ritmo de producción de sentencias.
Esperamos, una vez más, que este esfuerzo sea útil para todos y todas aquellos/as que deseen conocer y utilizar las 








Sentencia: Serie C Nº 221
Fecha de Sentencia: 24 de febrero 2011
Víctima: María Claudia García, María Macarena Gelman y Juan Gelman
Estado parte: Uruguay
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf
En el año 1973, el Presidente electo de Uruguay -Juan María Bordaberry- disolvió las Cámaras del parlamento y llevó a 
cabo un golpe de Estado, dando inicio a un período de dictadura “cívico-militar” que se prolongó hasta 1985. En este contexto, 
Uruguay se hace parte de la denominada “Operación Cóndor”, alianza que unía a las fuerzas de seguridad y servicios de 
inteligencia de las dictaduras del Cono Sur en la represión contra personas consideradas “elementos subversivos”. 
En este marco político-social se inserta el caso de María Claudia García Iruretagoyena. Esta estudiante de filosofía de 19 
años, fue detenida con 7 meses de embarazo junto a su marido -Marcelo Ariel Gelman- el 24 de agosto de 1976 por comandos 
militares argentinos y uruguayos, en Buenos Aires. Ambos fueron llevados a un centro de detención clandestino conocido 
como “Automotores Orteletti”, donde permanecieron juntos algunos días, y posteriormente fueron separados.
María Claudia fue trasladada a Montevideo -Uruguay- de forma clandestina, donde permaneció aislada en su lugar de 
detención y, a comienzos de noviembre, dio a luz a una niña en el Hospital Militar. Aproximadamente a finales de diciembre de 
1976 a María Claudia García le fue sustraída su hija recién nacida. Tras este evento se le habría dado muerte a María Claudia 
en Uruguay o Argentina. El 14 de enero de 1977, la hija de ésta –María Macarena- fue colocada en un canasto y dejada en la 
puerta de la casa del policía uruguayo Ángel Tauriño. 
Juan Gelman y su esposa, suegros de María Claudia, realizaron sendas investigaciones para averiguar el paradero de su 
familia desparecida. En este contexto, el 31 de marzo de 2000, a la edad de 23 años, María Macarena Tauriño tuvo por primera 
vez contacto con su abuelo paterno, enterándose así, de los hechos que rodearon la desaparición de sus padres biológicos. 
En el año 2000, María Macarena emprendió acciones legales para determinar su parentesco biológico y posteriormente 
cambiar su apellido. Por otra parte, en 2005, solicitó la reapertura de la causa de sus padres biológicos alegando hechos 
sobrevinientes, lo que redundó en pericias antropológicas desarrolladas hasta el año 2009; las que finalmente no tuvieron 
resultados positivos. 
Juan Gelman emprendió distintas acciones en el orden ejecutivo, administrativo y judicial entre los años 2002 a 2005, 
para buscar responsabilidades en Uruguay por la privación de libertad y homicidio de María Claudia García, así como la 
sustracción de su nieta y la supresión de su estatuto civil. Dichas actuaciones no pudieron prosperar, en gran medida, por la 
aplicabilidad de la Ley de Caducidad al caso de acuerdo al criterio vertido por el Ejecutivo a este respecto.
La Ley de Caducidad, fue promulgada en 1986 teniendo por objeto caducar el ejercicio de la pretensión punitiva del 
Estado respecto a los delitos cometidos hasta el 1º de marzo de 1985 por funcionarios militares y policiales. Dicha ley, cuenta 
con la anuencia de la Suprema Corte de Justicia (que rechazó una solicitud de inconstitucionalidad en 1988), así como con 
la legitimación democrática de la población que a través de dos “iniciativas populares” (1989 y 2009) ha demostrado que no 
existe una mayoría del electorado dispuesta a declarar nula esta ley.
Juan Gelman, en noviembre de 2003, interpuso un recurso administrativo de revocación contra el referido acto del 
ejecutivo que determinó la aplicación de esta ley al caso, así como una solicitud de declaración de inconstitucionalidad de la 
ley; ambas acciones fueron desestimadas. 
Hasta la fecha, la causa se encuentra en investigación presumarial y no hay mayores avances en la misma. No existe 
ninguna persona formalmente acusada ni sancionada, ni se ha logrado determinar el paradero de María Claudia García.
El 21 de enero de 2010 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió a la Corte la demanda en contra 
del Estado de Uruguay. El Estado hizo un reconocimiento parcial de responsabilidad ante la Corte, admitiendo los hechos y 
vulneraciones de derechos perpetrados contra las víctimas del caso, pero limitando éste al ámbito de los acontecimientos 
ocurridos durante la dictadura militar y destacando la vigencia y legitimidad del ordenamiento jurídico del Uruguay. La Corte 
declaró la violación de los artículos 3, 4, 5 y 7 en relación al artículo 1.1 de la CADH y con los artículos I y XI de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de María Claudia García, así como la responsabilidad 
por la violación de los artículos 3, 4, 5, 7, 17, 18, 19 y 20.3, en relación con el artículo 1.1 de la CADH y con los artículos I y XI de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, respecto de María Macarena Gelman. Respecto de 
Juan Gelman se declaró la violación de los artículos 5 y 17 en relación al artículo 1.1 de la CADH. Finalmente, la Corte declaró 
la responsabilidad del Estado por la violación de los artículos 8.1 y 25 en relación al artículo 1.1. y 2 de la CADH en perjuicio de 
Juan y María Macarena Gelman.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD Y A LA 
LIBERTAD PERSONAL DE MARÍA CLAUDIA GARCÍA, EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y 
GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 3, 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma y los 
artículos I y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
Definición de desaparición forzada y su carácter de violación múltiple y continuada de derechos humanos
Dada la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de los derechos lesionados, el concepto 
de desaparición forzada de personas se ha consolidado internacionalmente en tanto grave violación de derechos humanos. 
(párr.64)
Esta caracterización resulta consistente con otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales 
que señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la 
intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la 
suerte o el paradero de la persona interesada. (párr.65)
Recientemente, en consideración de las definiciones contenidas en la Declaración correspondiente, en la Convención 
Internacional, en el Estatuto de Roma y en la Convención Interamericana, el referido Grupo de Trabajo amplió el concepto de 
desaparición forzada, inter alia, en los siguientes términos:
“3. En su Observación General sobre el artículo 4 de la Declaración, el Grupo de Trabajo estableció que, aún si los 
Estados no están obligados a seguir estrictamente la definición contenida en la Declaración en sus códigos penales, 
sí deben asegurar que el acto de desaparición sea definido de forma tal que claramente se distinga de otras ofensas, 
tales como el secuestro. […]
6.  Bajo los Métodos de Trabajo, el esclarecimiento ocurre cuando el paradero de la persona desaparecida sea 
claramente establecidos, independientemente si la persona está viva o muerta. Sin embargo, esto no significa que 
esos casos no caigan dentro de la definición de desaparición forzada incluidas en la Declaración, si (i) la privación de 
libertad ocurrió contra la voluntad de la persona; (ii) con participación de agentes estatales, al menos indirectamente o 
por su aquiescencia, y (iii) agentes estatales se hayan negado posteriormente a reconocer el acto o revelar el destino o 
paradero de la persona  […].
7.  Bajo la definición de desaparición forzada contenida en la Declaración, el delito en cuestión comienza con el arresto, 
detención o secuestro contra la voluntad de la víctima, lo que significa que la desaparición forzada puede ser iniciada 
por una detención ilegal o por cualquier arresto o detención inicialmente legal. Esto es, la protección de una víctima 
contra la desaparición forzada debe ser efectiva contra el acto de privación de libertad, cualquiera sea la forma que 
ésta tome, y no limitada a casos de privación ilegítima de libertad”. 
(párr. 67)
En este caso es necesario reiterar el fundamento jurídico que sustenta una perspectiva integral sobre la desaparición 
forzada de personas en razón de la pluralidad de conductas que, cohesionadas por un único fin, vulneran de manera 
permanente, mientras subsistan, bienes jurídicos protegidos por la Convención. (párr.72)
En una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o permanente de la figura de la desaparición 
forzada de personas, ésta permanece mientras no se conozca el paradero de la persona desaparecida y se determine con 
certeza su identidad. (párr.73)
La desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos protegidos por la Convención Americana 
que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente 
grave cuando forma parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado. (párr.74)
Obligaciones del Estado ante la prohibición de desaparición forzada: 
deberes de respeto, garantía y prevención
La práctica de desaparición forzada implica un craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos y su prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens. (párr.75)
De conformidad con el artículo I, incisos a y b, de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
los Estados Partes se comprometen a no practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, 
y a sancionar a los responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción, lo que es consecuente con la obligación estatal 
de respetar y garantizar los derechos contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, la cual puede ser cumplida 
de diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las particulares necesidades de 
protección. (párr.76)
El deber de prevención del Estado abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural 
que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos. Así, la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y 
la existencia de registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alia, contra la desaparición forzada. A 
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contrario sensu la puesta en funcionamiento y el mantenimiento de centros clandestinos de detención configura per se una 
falta a la obligación de garantía, por atentar directamente contra los derechos a la libertad personal, integridad personal, vida 
y personalidad jurídica. (párr.77)
En tal sentido, en el presente caso el análisis de las desapariciones forzadas debe abarcar el conjunto de los hechos que 
se presentan a consideración del Tribunal. Sólo de este modo el análisis legal de este fenómeno es consecuente con la compleja 
violación de derechos humanos que ésta conlleva, con su carácter continuado o permanente y con la necesidad de considerar 
el contexto en que ocurrieron los hechos, a fin de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus 
consecuencias, teniendo en cuenta el corpus juris de protección tanto interamericano como internacional. (párr. 78)
Por el modo en que María Claudia García fue privada de su libertad en avanzado estado de embarazo, secuestrada 
en Buenos Aires por autoridades argentinas y probablemente uruguayas en un contexto de detenciones ilegales en centros 
clandestinos (“Automotores Orletti” y el SID), y posteriormente trasladada a Montevideo, bajo la Operación Cóndor, su privación 
de libertad fue manifiestamente ilegal, en violación del artículo 7.1 de la Convención, y sólo puede ser entendida como el inicio 
de la configuración de la violación compleja de derechos que implica la desaparición forzada. Constituyó además un flagrante 
incumplimiento de la obligación estatal de mantener a las personas privadas de libertad en centros de detención oficialmente 
reconocidos y presentarla sin demora ante la autoridad judicial competente. (párr. 91)
Violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica en el marco de una desaparición forzada
En casos de desaparición forzada de personas se viola el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, 
reconocido en el artículo 3 de la Convención Americana, pues se deja a la víctima en una situación de indeterminación jurídica 
que imposibilita, obstaculiza o anula la posibilidad de la persona de ser titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en 
general, lo cual constituye una de las más graves formas de incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y 
garantizar los derechos humanos. (párr.92)
Su traslado desde Argentina a Uruguay pretendió sustraerla de la protección de la ley en ambos Estados, tanto por 
su permanencia en centros clandestinos de detención, como por el hecho mismo de haber sido forzada a salir de su país sin 
ningún tipo de control migratorio, persiguiéndose así anular su personalidad jurídica, negar su existencia y dejarla en una 
suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el Estado e inclusive la comunidad internacional, lo 
que, por ende, constituye también una violación de su derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, reconocido en el 
artículo 3 de la Convención. (párr. 93)
Violación de la integridad personal y del derecho a la vida en el marco 
de una desaparición forzada: incomunicación coactiva e infracción al deber de prevención
Por otro lado, la desaparición forzada de María Claudia García es violatoria del derecho a la integridad personal porque 
el solo hecho del aislamiento prolongado y de la incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e inhumano en 
contradicción con los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención. (párr. 94)
Además, una vez detenida, ella estuvo bajo control de cuerpos represivos oficiales que impunemente practicaban 
la tortura, el asesinato y la desaparición forzada de personas, lo que representa, por sí mismo, una infracción al deber de 
prevención de violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, reconocidos en los artículos 5 y 4 de la Convención 
Americana, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse los hechos de torturas o de privación de la vida de la persona 
en el caso concreto. (párr. 95)
Si bien no hay información categórica acerca de lo ocurrido a María Claudia García con posterioridad a la sustracción 
de su hija, la práctica de desapariciones ha implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de 
juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y de procurar la impunidad 
de quienes lo cometieron, lo que significa una brutal violación del derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la Convención. 
(párr. 96)
Violencia contra la mujer: afectación a la integridad física y psíquica basada en el género
El estado de embarazo en que se encontraba María Claudia García cuando fue detenida constituía la condición de 
particular vulnerabilidad por la cual se dio una afectación diferenciada en su caso. A su vez, en Argentina ya había sido 
separada de su esposo y luego trasladada al Uruguay sin conocer el destino de aquél, lo que en sí mismo representó un acto 
cruel e inhumano. Posteriormente, fue retenida en un centro clandestino de detención y torturas, a saber, el SID, donde su 
tratamiento diferenciado respecto de otras personas detenidas –pues estuvo separada de éstas- no se dio para cumplir una 
obligación especial de protección a su favor, sino para lograr la finalidad de su retención ilegal, de su traslado al Uruguay y 
de su eventual desaparición forzada, cual era, la instrumentalización de su cuerpo en función del nacimiento y el período de 
lactancia de su hija, quien fue entregada a otra familia luego de ser sustraída y sustituida su identidad (infra párrs. 106 a 116). 
Los hechos del caso revelan una particular concepción del cuerpo de la mujer que atenta contra su libre maternidad, lo que 
forma parte esencial del libre desarrollo de la personalidad de las mujeres. Lo anterior es aún más grave si se considera, según 
fue señalado, que su caso se dio en un contexto de desapariciones de mujeres embarazadas y apropiaciones ilícitas de niños 
ocurridos en el marco de la Operación Cóndor. (párr. 97)
Los señalados actos cometidos contra María Claudia García pueden ser calificados como una de las más graves y 
reprochables formas de violencia contra la mujer, que habrían sido perpetrados por agentes estatales argentinos y uruguayos, 
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que afectaron gravemente su integridad personal y estuvieron claramente basados en su género. Los hechos le causaron 
daños y sufrimientos físicos y psicológicos que, por los sentimientos de grave angustia, desesperación y miedo que pudo 
experimentar al permanecer con su hija en un centro clandestino de detención, donde usualmente se escuchaban las torturas 
infligidas a otros detenidos en el SID, y no saber cuál sería el destino de ella cuando fueron separadas, así como haber podido 
prever su fatal destino, constituyen una afectación de tal magnitud que debe ser calificada como la más grave forma de 
vulneración de su integridad psíquica. (párr. 98)
Desaparición forzada como práctica sistemática de “terrorismo de Estado”
Esta desaparición forzada constituye, por la naturaleza de los derechos lesionados, una violación de una norma jus 
cogens, especialmente grave por haber acontecido como parte de una práctica sistemática de “terrorismo de Estado” a nivel 
inter-estatal. (párr. 99)
La preparación y ejecución de la detención y posterior desaparición forzada de María Claudia García no habrían podido 
perpetrarse sin el conocimiento u órdenes superiores de las jefaturas militares, de policía e inteligencia de ese entonces, o sin la 
colaboración, aquiescencia o tolerancia, manifestadas en diversas acciones realizadas en forma coordinada o concatenada, 
de miembros de los cuerpos de seguridad y servicios de inteligencia (e inclusive diplomáticos) de los Estados involucrados, por 
lo que los agentes estatales faltaron gravemente a sus deberes de prevención y protección de los derechos de las víctimas, 
consagrados en el artículo 1.1 de la Convención Americana, y utilizaron la investidura oficial y recursos otorgados por el Estado 
para cometer las violaciones. (párr. 100)
[…] [E]l Estado es responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, la integridad personal, la vida y al 
reconocimiento a la personalidad jurídica de la señora María Claudia García Iruretagoyena, reconocidos en los artículos 7.1, 
5.1 y 5.2, 4.1 y 3, en razón del incumplimiento de sus obligaciones de respetar y garantizar esos derechos, establecidas en 
el artículo 1.1, todos de la Convención Americana, en relación con los artículos I y XI de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. (párr. 101)
2.  DERECHOS AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL DEL 
NIñO, A LA HONRA, A LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, AL NOMBRE Y A LA NACIONALIDAD DE MARÍA 
MACARENA GELMAN, Y EL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL DE JUAN GELMAN, Y LA OBLIGACIÓN 
DE RESPETAR LOS DERECHOS 
Artículos 3, 5, 11, 17, 18, 19 y 20  de la Convención Americana y el artículo 5, todos en relación con el 
artículo 1.1 de la misma
Afectación del derecho a la integridad psíquica en razón de la sustracción de la identidad de niños y niñas 
Los hechos del caso revelan que la integridad personal de María Macarena Gelman García pudo verse afectada por 
las circunstancias de su nacimiento y de sus primeras semanas de vida. No obstante, resulta evidente que la vulneración del 
derecho a la integridad psíquica ocurrió a partir del momento en que descubrió su verdadera identidad, lo que quiere decir 
que la violación de su integridad psíquica y moral es una consecuencia tanto de la desaparición forzada de su madre y de 
haberse enterado de las circunstancias de la muerte de su padre biológico, como de la violación de su derecho a conocer la 
verdad sobre su propia identidad, de la falta de investigaciones efectivas para el esclarecimiento de los hechos y del paradero 
de María Claudia García y, en general, de la impunidad en la que permanece el caso, lo cual le ha generado sentimientos de 
frustración, impotencia y angustia. (párr. 118)
En este sentido, María Macarena Gelman declaró ante la Corte sobre cómo esta grave alteración en sus condiciones de 
existencia ha afectado su proyecto de vida desde que conoció su verdadera identidad, cuando tenía cerca de 24 años de edad. 
[…] La perita concluyó que María Macarena Gelman “presenta síntomas que perturban su vida, le impiden retomar un proyecto 
para su futuro, y le causan dolor”. (párr. 119)
Deber del Estado de adoptar medidas especiales de 
protección en atención al curpus juris de los derechos de la niñez
Lo anterior revela que la sustracción de niños y/o niñas efectuada por agentes estatales para ser entregados 
ilegítimamente en crianza a otra familia, modificando su identidad y sin informar a su familia biológica sobre su paradero, tal 
como ocurrió en el presente caso, constituye un hecho complejo que implica una sucesión de acciones ilegales y violaciones 
de derechos para encubrirlo e impedir el restablecimiento del vínculo entre los menores de edad sustraídos y sus familiares. 
(párr. 120)
En su condición de ese entonces, como niña, María Macarena Gelman tenía derecho a medidas especiales de protección 
que, bajo el artículo 19 de la Convención, correspondían a su familia, la sociedad y el Estado. A su vez, las alegadas violaciones 
a los derechos reconocidos en los artículos 3, 17, 18 y 20 de la Convención deben interpretarse a la luz del corpus juris de los 
derechos de la niñez  y, en particular según las circunstancias especiales del caso, armónicamente con las demás normas que 
les atañen, en especial con los artículos 7, 8, 9, 11, 16, y 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño. (párr. 121)
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Afectación de los derechos a la identidad, a la protección de la familia y a 
la nacionalidad como consecuencia de la sustracción ilegal de niños y niñas
Así, la referida situación afectó lo que se ha denominado el derecho a la identidad, que si bien no se encuentra 
expresamente contemplado en la Convención, en las circunstancias del presente caso es posible determinarlo sobre la base 
de lo dispuesto por el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece que tal derecho comprende, 
entre otros, el derecho a la nacionalidad, al nombre y a las relaciones de familia. Asimismo, el derecho a la identidad puede ser 
conceptualizado, en general, como el conjunto de atributos y características que permiten la individualización de la persona en 
sociedad y, en tal sentido, comprende varios otros derechos según el sujeto de derechos de que se trate y las circunstancias 
del caso. (párr. 122)
En cuanto a la sustracción y apropiación ilícita de niños y niñas, jurisprudencia argentina ha considerado que ello 
afectaba el derecho a la identidad de las víctimas, toda vez que se había alterado el estado civil de los niños y se habían 
atribuido datos filiatorios que impidieron conocer la verdadera identidad de los mismos, quedando eliminado cualquier indicio 
relativo a su verdadero origen y evitando el contacto con la verdadera familia. […] (párr. 124)
Por otro lado, el derecho a que se proteja la familia y a vivir en ella, reconocido en el artículo 17 de la Convención, 
conlleva que el Estado está obligado no sólo a disponer y ejecutar directamente medidas de protección de los niños, sino 
también a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. Por ende, la separación de niños 
de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación del citado derecho, pues inclusive las separaciones legales del 
niño de su familia solo pueden proceder si están debidamente justificadas en el interés superior del niño, son excepcionales y, 
en lo posible, temporales. (párr. 125) 
Particularmente cuando María Macarena Gelman se encontraba en su primera infancia, hubo una injerencia ilegal por 
parte del Estado en su familia de origen, la cual vulneró el derecho de protección a la misma, al imposibilitar u obstaculizar 
su permanencia con su núcleo familiar y establecer relaciones con él. El Estado tenía conocimiento de la existencia de María 
Macarena Gelman y de la situación en la que ésta se encontraba, pero hasta el año 2000 omitió toda gestión para garantizarle 
su derecho a la familia. (párr. 126)
En cuanto al derecho al nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención y también en diversos instrumentos 
internacionales, la Corte ha establecido que constituye un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona, 
sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada ante el Estado. Además, el nombre y el apellido son “esenciales 
para establecer formalmente el vínculo existente entre los diferentes miembros de la familia”. Este derecho implica, por ende, 
que los Estados deben garantizar que la persona sea registrada con el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el 
momento del registro, sin ningún tipo de restricción ni interferencia en la decisión de escoger el nombre y, una vez registrada 
la persona, que sea posible preservar y restablecer su nombre y su apellido. En el contexto de este caso, María Macarena 
Gelman vivió con otro nombre e identidad durante más de 23 años. Su cambio de nombre, como medio para suprimir su 
identidad y ocultar la desaparición forzada de su madre, se mantuvo hasta el año 2005, cuando las autoridades uruguayas le 
reconocieron su filiación y aceptaron el cambio de nombre. (párr. 127)
Por otra parte, el derecho a la nacionalidad, consagrado en el artículo 20 de la Convención, en tanto vínculo jurídico entre 
una persona y un Estado, es un prerrequisito para que puedan ejercerse determinados derechos y es también un derecho de 
carácter inderogable reconocido en la Convención Americana . En consecuencia, el derecho a la nacionalidad conlleva el deber 
del Estado con el que se establece tal vinculación, tanto de dotar al individuo de un mínimo de amparo jurídico en el conjunto 
de relaciones, como de protegerlo contra la privación en forma arbitraria de su nacionalidad y, por tanto, de la totalidad de 
sus derechos políticos y de aquellos derechos civiles que se sustentan en ésta. Igualmente, importa, cuando se trate de niños 
y niñas, tener en cuenta la protección específica que les corresponde, por ejemplo, que no se les prive arbitrariamente del 
medio familiar  y que no sean retenidos y trasladados ilícitamente a otro Estado . En el presente caso, el traslado ilícito a otro 
Estado de la madre de María Macarena Gelman en estado de embarazo, con el referido propósito (supra párr. 97), frustraron 
el nacimiento de la niña en el país de origen de su familia biológica donde normalmente hubiese nacido, lo que tuvo como 
consecuencia que, mediante su supresión de identidad, adquiriera la nacionalidad uruguaya por una situación arbitraria, en 
violación del derecho reconocido en el artículo 20.3 de la Convención. (párr. 128)
Reconocimiento de un contenido y alcance amplio del derecho a  la libertad personal
En este caso, los hechos afectaron el derecho a la libertad personal de María Macarena Gelman puesto que, adicionalmente 
al hecho de que la niña nació en cautiverio, su retención física por parte de agentes estatales, sin el consentimiento de sus 
padres, implican una afectación a su libertad, en el más amplio término del artículo 7.1 de la Convención. Este derecho implica 
la posibilidad de todo ser humano de auto-determinarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido 
a su existencia. En el caso de los niños y niñas, si bien son sujetos titulares de derechos humanos, aquéllos ejercen sus derechos 
de manera progresiva a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal, por lo que en su primera infancia 
actúan en este sentido por conducto de sus familiares. En consecuencia, la separación de un niño de sus familiares implica, 
necesariamente, un menoscabo en el ejercicio de su libertad. (párr. 129)
Sustracción, supresión y sustitución de identidad de 
niños y niñas como forma particular de desaparición forzada
Los hechos probados afectaron también el derecho a la vida, previsto en el artículo 4.1 de la Convención, en perjuicio de 
María Macarena Gelman, en la medida que la separación de sus padres biológicos puso en riesgo la supervivencia y desarrollo 
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de la niña, supervivencia y desarrollo que el Estado debía garantizar, acorde a lo dispuesto en el artículo 19 de la Convención y 
en el artículo 6 de la Convención sobre Derechos del Niño, especialmente a través de la protección a la familia y la no injerencia 
ilegal o arbitraria en la vida familiar de los niños y niñas, pues la familia tiene un rol esencial en su desarrollo. (párr. 130)
La situación de un menor de edad cuya identidad familiar ha sido alterada ilegalmente y causada por la desaparición 
forzada de uno de sus padres, como es el caso relativo a María Macarena Gelman, solo cesa cuando la verdad sobre su 
identidad es revelada por cualquier medio y se garantizan a la víctima las posibilidades jurídicas y fácticas de recuperar su 
verdadera identidad y, en su caso, vínculo familiar, con las consecuencias jurídicas pertinentes. Así, el Estado no garantizó su 
derecho a la personalidad jurídica, en violación del artículo 3 de la Convención. (párr. 131)
En mérito de lo anterior, la sustracción, supresión y sustitución de identidad de María Macarena Gelman García como 
consecuencia de la detención y posterior traslado de su madre embarazada a otro Estado pueden calificarse como una forma 
particular de desaparición forzada de personas, por haber tenido el mismo propósito o efecto, al dejar la incógnita por la falta 
de información sobre su destino o paradero o la negativa a reconocerlo, en los propios términos de la referida Convención 
Interamericana. Esto es consistente con el concepto y los elementos constitutivos de la desaparición forzada ya abordados 
(supra párrs. 64 a 78), entre ellos, la definición contenida en la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas, de 2007, que en su artículo 2° se refiere a “cualquier otra forma de privación de 
libertad”. […] (párr. 132)
Afectación de los derechos a la protección de la familia e integridad personal del señor Juan Gelman
Los hechos también afectaron el derecho a la integridad personal de Juan Gelman, en especial, el derecho a que se 
respete su integridad psíquica, contemplado en el artículo 5.1 de la Convención, ya que los familiares de las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En particular, en casos que involucran la desaparición 
forzada de personas, es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de 
la víctima es una consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho mismo, que se 
acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del 
paradero de la víctima o de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido . Además, la privación 
del acceso a la verdad de los hechos acerca del destino de un desaparecido constituye una forma de trato cruel e inhumano 
para los familiares cercanos, lo que hace presumir un daño a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas 
de ciertas violaciones de derechos humanos. (párr. 133)
Derechos vulnerados
La Corte declara que el Estado es responsable por haber violado, desde el nacimiento de María Macarena Gelman y 
hasta el momento en que recuperó su verdadera y legítima identidad, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, 
a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a la familia, al nombre, a los derechos del niño y a la nacionalidad, 
reconocidos en los artículos 3, 4, 5, 7, 17, 18, 19 y 20.3, en relación con los artículos 1.1 de la Convención y los artículos I y XI 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de ella. (párr. 137)
Además, el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal y a la protección de la familia, 
reconocidos en los artículos 5 y 17, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Juan 
Gelman. (párr. 138)
3.  derecHos a las Garantías Judiciales Y a la protecciÓn Judicial en relaciÓn con la 
obliGaciÓn de respetar los derecHos, el deber de adoptar disposiciones en derecHo INTERNO 
Y LAS OBLIGACIONES SOBRE INVESTIGACIÓN DERIVADAS DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS
Artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los 
artículos I.b y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
Obligación jus cogens del Estado de investigar ex oficio y de sancionar a los responsables en los casos de 
desaparición forzada
Esta Corte ha destacado que la obligación estatal de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos y, en 
su caso, enjuiciar y sancionar a los responsables, adquiere particular importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y 
la naturaleza de los derechos lesionados, especialmente en vista de que la prohibición de la desaparición forzada de personas 
y su correlativo deber de investigarla y sancionar a sus responsables han alcanzado desde hace mucho carácter de jus 
cogens. (párr.183)
 […] [R]esulta fundamental que los familiares u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos 
judiciales rápidos y eficaces como medio para determinar su paradero o su estado de salud o para individualizar a la autoridad 
que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. (párr. 185)
En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a desaparición 
forzada debe iniciarse una investigación. Esta obligación es independiente de que se presente una denuncia, pues en casos 
de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar el 
caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los 
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medios legales disponibles y orientarse a la determinación de la verdad. Este es un elemento fundamental y condicionante 
para la protección de los derechos afectados por esas situaciones. En cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario 
público o particular que haya tenido noticia de actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo 
inmediatamente. (párr.186)
La obligación de investigar y el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los familiares no sólo se desprenden 
de las normas convencionales de derecho internacional, imperativas para los Estados Parte, sino que, según el Estado de que 
se trate, además deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y 
a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten querellas, pruebas, peticiones o cualquier 
otra diligencia, con la finalidad de participar procesalmente en la investigación penal con la pretensión de establecer la verdad 
de los hechos. (párr.188)
La referida obligación internacional de procesar y, si se determina su responsabilidad penal, sancionar a los autores de 
violaciones de derechos humanos, se desprende de la obligación de garantía consagrada en el artículo 1.1 de la Convención 
Americana. Esta obligación implica el deber de los Estados Parte de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, 
todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de 
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. (párr. 189) 
Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos 
reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la 
reparación de los daños producidos por la violación de derechos humanos. (párr. 190)
Importancia de satisfacer el derecho a la verdad en el marco de investigaciones por desaparición forzada
Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablece, en cuanto sea posible, a la 
víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a 
las personas sujetas a su jurisdicción. (párr. 191)
La satisfacción de la dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la determinación procesal de la más completa 
verdad histórica posible, lo cual incluye la determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas 
que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades. (párr. 192)
Obligación de todos los órganos del Estado, en especial de los jueces, 
de ejercer ex officio un “control de convencionalidad”
Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos 
sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no 
se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin, por lo que los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” 
entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. (párr. 193)
 
Principio de efectividad de la investigación en casos de violaciones graves a los DDHH
La Justicia, para ser tal, debe ser oportuna y lograr el efecto útil que se desea o se espera con su accionar y, 
particularmente tratándose de un caso de graves violaciones de derechos humanos, debe primar un principio de efectividad 
en la investigación de los hechos y determinación y en su caso sanción de los responsables. (párr.194)
Incompatibilidad de las leyes de amnistía con el sistema internacional de 
derechos humanos en caso de graves violaciones a los derechos humanos
Las amnistías o figuras análogas han sido uno de los obstáculos alegados por algunos Estados para investigar y, en su 
caso, sancionar a los responsables de violaciones graves a los derechos humanos. Este Tribunal, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, los órganos de las Naciones Unidas y otros organismos universales y regionales de protección de los 
derechos humanos se han pronunciado sobre la incompatibilidad de las leyes de amnistía relativas a graves violaciones de 
derechos humanos con el derecho internacional y las obligaciones internacionales de los Estados. (párr. 195)
También en el ámbito universal, los órganos de protección de derechos humanos establecidos por tratados han 
mantenido el mismo criterio sobre la prohibición de amnistías que impidan la investigación y sanción de quienes cometan 
graves violaciones a los derechos humanos. El Comité de Derechos Humanos, en su Observación General 31, manifestó que 
los Estados deben asegurar que los culpables de infracciones reconocidas como delitos en el derecho internacional o en la 
legislación nacional, entre ellos la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, las privaciones de vida sumarias y 
arbitrarias y las desapariciones forzosas, comparezcan ante la justicia y no traten de eximir a los autores de su responsabilidad 
jurídica, como ha ocurrido con ciertas amnistías. (párr. 205)
Por su parte, el Comité contra la Tortura también ha manifestado que las amnistías que impidan la investigación de 
actos de tortura, así como el juicio y eventual sanción de los responsables, son violatorias de la Convención contra la Tortura 
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. (párr. 208)
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Igualmente en el ámbito universal, aunque en otra rama del derecho internacional como lo es el derecho penal 
internacional, las amnistías o normas análogas también han sido consideradas inadmisibles. […] (párr. 209)
En el Sistema Europeo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que es de la mayor importancia, para 
efectos de un recurso efectivo, que los procesos penales referentes a crímenes como la tortura, que impliquen violaciones 
graves a los derechos humanos no sean prescriptibles y que no se deben permitir amnistías o perdones al respecto […]. (párr. 
213)
En el Sistema Africano, la Comisión Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos consideró que las leyes de 
amnistía no pueden proteger al Estado que las adopta de cumplir con sus obligaciones internacionales […]. (párr. 214)
Reconocimiento en la jurisprudencia interna de los Estados, 
de las limitaciones en la aplicación de las amnistías 
De igual modo, diversos Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, por medio de sus más altos 
tribunales de justicia, han incorporado los estándares mencionados, observando de buena fe sus obligaciones internacionales. 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina resolvió, en el Caso Simón, declarar sin efectos las leyes de amnistía 
que en ese país constituían un obstáculo normativo para la investigación, juzgamiento y eventual condena de hechos que 
implicaban violaciones a derechos humanos […]. (párr. 215)
En Chile, la Corte Suprema de Justicia concluyó que las amnistías respecto de desapariciones forzadas abarcarían sólo 
un período determinado de tiempo y no todo el lapso de duración de la desaparición forzada ni sus efectos […]. (párr. 216)
La Corte Suprema de Justicia de Honduras determinó que los decretos 199-87 y 87-91 de amnistía eran inconstitucionales 
y consideró que el artículo 205.16 de la Constitución hondureña otorga al Congreso Nacional facultades para conceder amnistía 
por delitos políticos y comunes conexos […]. (párr. 220)
La Corte Constitucional de Colombia, en diversos casos, ha tenido en cuenta las obligaciones internacionales en casos de 
graves violaciones de derechos humanos y el deber de evitar la aplicación de disposiciones internas de amnistía […]. (párr. 222)
Como se desprende de lo contenido en los párrafos precedentes, todos los órganos internacionales de protección de 
derechos humanos y diversas altas cortes nacionales de la región que han tenido la oportunidad de pronunciarse respecto del 
alcance de las leyes de amnistía sobre graves violaciones de derechos humanos y su incompatibilidad con las obligaciones 
internacionales de los Estados que las emiten, han concluido que las mismas violan el deber internacional del Estado de 
investigar y sancionar dichas violaciones. (párr. 224)
Las leyes de amnistía vulneran las obligaciones de investigar y 
sancionar a los responsables en caso de violaciones graves a los derechos humanos
Esta Corte ha establecido que “son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el 
establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de 
las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias 
y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos”. (párr. 225)
En ese sentido, las leyes de amnistía, en casos de graves violaciones a los derechos humanos, son manifiestamente 
incompatibles con la letra y el espíritu del Pacto de San José, pues infringen lo dispuesto por sus artículos 1.1. y 2, es decir, 
en cuanto impiden la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos y, 
consecuentemente, el acceso de las víctimas y sus familiares a la verdad de lo ocurrido y a las reparaciones correspondientes, 
obstaculizando así el pleno, oportuno y efectivo imperio de la justicia en los casos pertinentes, favoreciendo, en cambio, la 
impunidad y la arbitrariedad, afectando, además, seriamente el estado de derecho, motivos por los que se ha declarado que, 
a la luz del Derecho Internacional ellas carecen de efectos jurídicos. (párr. 226)
En especial, las leyes de amnistías afectan el deber internacional del Estado de investigar y sancionar las graves 
violaciones de derechos humanos al impedir que los familiares de las víctimas sean oídos por un juez, conforme a lo señalado 
en el artículo 8.1 de la Convención Americana y violan el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 del mismo 
instrumento precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de 
los hechos, incumpliendo asimismo el artículo 1.1 de la Convención. (párr. 227)
A la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados 
Parte tienen el deber de adoptar providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del 
ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención y, una vez ratificada 
la Convención Americana corresponde al Estado, de conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas 
para dejar sin efecto las disposiciones legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden la investigación de graves 
violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la impunidad, 
además que impiden a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad de los hechos. (párr. 228)
La incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de graves violaciones de derechos humanos y 
no se restringe sólo a las denominadas “autoamnistías” y ello en atención, más que al proceso de adopción y a la autoridad 
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que emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar impunes graves violaciones al derecho internacional cometidas . La 
incompatibilidad de las leyes de amnistía con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos 
no deriva de una cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos consagrados en los 
artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. (párr. 229)
Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones de la Ley de Caducidad que 
impiden la investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, 
no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos del presente caso y la identificación y el 
castigo de los responsables, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves violaciones de derechos 
humanos consagrados en la Convención Americana que puedan haber ocurrido en el Uruguay. (párr. 232)
La obligación de investigar los hechos en el presente caso de desaparición forzada se ve particularizada por lo establecido 
en los artículos III, IV, V y XII de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en cuanto a la investigación de la 
desaparición forzada como delito continuado o permanente, el establecimiento de la jurisdicción para investigar dicho delito, 
la cooperación con otros Estados para la persecución penal y eventual extradición de presuntos responsables y el acceso a la 
información sobre los sitios de detención. (párr. 233)
Necesidad de aplicar como delito autónomo la desaparición forzada para 
asegurar la investigación de los hechos y la sanción a los responsables
Es necesario reiterar que este es un caso de graves violaciones de derechos humanos, en particular desapariciones 
forzadas, por lo que es ésta la tipificación que debe primar en las investigaciones que corresponda abrir o continuar a nivel 
interno. Como ya se ha establecido, por tratarse de un delito de ejecución permanente, es decir, cuya consumación se prolonga 
en el tiempo, al entrar en vigor la tipificación del delito de desaparición forzada de personas, la nueva ley resulta aplicable, sin 
que ello represente su aplicación retroactiva . En este mismo sentido se han pronunciado tribunales de la más alta jerarquía 
de los Estados del continente americano al aplicar normas penales en casos relativos a hechos cuyo principio de ejecución 
comenzó antes de la entrada en vigor del tipo penal respectivo. (párr. 236)
Para que, en el presente caso, la investigación sea efectiva, el Estado ha debido y debe aplicar un marco normativo 
adecuado para desarrollarla, lo cual implica regular y aplicar, como delito autónomo en su legislación interna, la desaparición 
forzada de personas, puesto que la persecución penal es un instrumento adecuado para prevenir futuras violaciones de 
derechos humanos de esta naturaleza  y, asimismo, el Estado debe garantizar que ningún obstáculo normativo o de otra 
índole impida la investigación de dichos actos y, en su caso, la sanción de sus responsables. (párr. 237)
Límites a la legitimidad democrática de las leyes de amnistía
El hecho de que la Ley de Caducidad haya sido aprobada en un régimen democrático y aún ratificada o respaldada 
por la ciudadanía en dos ocasiones no le concede, automáticamente ni por sí sola, legitimidad ante el Derecho Internacional. 
La participación de la ciudadanía con respecto a dicha Ley, utilizando procedimientos de ejercicio directo de la democracia 
–recurso de referéndum (párrafo 2º del artículo 79 de la Constitución del Uruguay)- en 1989 y –plebiscito (literal A del artículo 
331 de la Constitución del Uruguay) sobre un proyecto de reforma constitucional por el que se habrían declarado nulos los 
artículos 1 a 4 de la Ley- el 25 de octubre del año 2009, se debe considerar, entonces, como hecho atribuible al Estado y 
generador, por tanto, de la responsabilidad internacional de aquél. (párr. 238)
La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente respeto del Derecho Internacional, 
incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, lo cual ha sido así considerado incluso por la propia Carta 
Democrática Interamericana . La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una sociedad está limitada por 
las normas y obligaciones internacionales de protección de los derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención 
Americana, de modo que la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus características tanto 
formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de graves violaciones a las normas del Derecho Internacional 
de los Derechos, la protección de los derechos humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es decir, 
a la esfera de lo “susceptible de ser decidido” por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales también 
debe primar un “control de convencionalidad” (supra párr. 193), que es función y tarea de cualquier autoridad pública y no 
sólo del Poder Judicial. En este sentido, la Suprema Corte de Justicia ha ejercido, en el Caso Nibia Sabalsagaray Curutchet, un 
adecuado control de convencionalidad respecto de la Ley de Caducidad, al establecer, inter alia, que “el límite de la decisión 
de la mayoría reside, esencialmente, en dos cosas: la tutela de los derechos fundamentales (los primeros, entre todos, son 
el derecho a la vida y a la libertad personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni interés general ni bien común o público en 
aras de los cuales puedan ser sacrificados) y la sujeción de los poderes públicos a la ley” . Otros tribunales nacionales se han 
referido también a los límites de la democracia en relación con la protección de derechos fundamentales. (párr. 239)
Deber del Estado de dar efectividad a las investigaciones por delitos de desaparición 
forzada: derecho a conocer la verdad y acceso a la justicia de los familiares de las víctimas
Con todo, es evidente que las investigaciones en el Estado relativas a este caso han sobrepasado cualquier parámetro 
de razonabilidad en la duración de los procedimientos, aunado a que, pese a tratarse de un caso de graves violaciones de 
derechos humanos, no ha primado el principio de efectividad en la investigación de los hechos y determinación y en su caso 
sanción de los responsables. (párr. 242)
Toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene, de acuerdo 
III. REPARACIONES
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con los artículos 1.1, 8.1, 25, así como en determinadas circunstancias al artículo 13 de la Convención , el derecho a conocer la 
verdad, por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido , derecho que también ha sido reconocido 
en diversos instrumentos de Naciones Unidas y por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos  y cuyo 
contenido, en particular en casos de desaparición forzada, es parte del mismo un “derecho de los familiares de la víctima de 
conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos”  y que se enmarca en el derecho de acceso a 
la justicia y la obligación de investigar como forma de reparación para conocer la verdad en el caso concreto . (párr. 243)
La Corte Interamericana concluye que el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, 
previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los artículos 
I.b y IV de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de una investigación efectiva de 
la desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena y la sustracción, supresión y sustitución de identidad y entrega a 
terceros de María Macarena Gelman, en perjuicio de Juan y María Macarena Gelman. (párr. 244)
En particular, debido a la interpretación y a la aplicación que se ha dado a la Ley de Caducidad, la cual carece de efectos 
jurídicos respecto de graves violaciones de derechos humanos en los términos antes indicados (supra párr. 232), ha incumplido su 
obligación de adecuar su derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 de la misma, en relación con los artículos 8.1, 
25 y 1.1 del mismo tratado y los artículos I.b, III, IV y V de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 
(párr. 246)
Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención, la Corte ha indicado que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente  y que esa disposición “recoge una 
norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 
responsabilidad de un Estado”. (párr. 247)
Parte lesionada1. 
Se considera parte lesionada en este caso a María Claudia García, María Macarena Gelman y Juan Gelman. Así lo ha 
reconocido el Estado y así se declara en esta Sentencia. (párr. 249)
Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables y 2. 
adecuar la legislación interna para estos efectos
Deber de conducir eficazmente la investigación 
La Corte determina, en vista de los hechos probados y de conformidad con las violaciones declaradas, que el Estado debe 
investigar los hechos, identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de la desaparición forzada de María Claudia 
García, la de María Macarena Gelman, esta última como consecuencia de la sustracción, supresión y sustitución de su identidad, 
así como de los hechos conexos. (párr. 252)
Para ello, dado que la Ley de Caducidad carece de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana y la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede impedir la investigación y eventual sanción 
de los responsables de graves violaciones de derechos humanos, el Estado deberá asegurar que aquélla no vuelva a representar 
un obstáculo para la investigación de los hechos materia del presente caso ni para la identificación y, si procede, sanción de los 
responsables de los mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas en Uruguay. (párr. 253)
El Estado debe conducir la mencionada investigación eficazmente, de modo que se lleve a cabo en un plazo razonable, 
disponiendo al respecto la indispensable celeridad de la actual causa incoada o la instrucción de una nueva, según sea más 
conveniente para ello y asegurando que las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes ex officio, 
contando al efecto de las facultades y recursos necesarios y permitiendo que las personas que participen en la investigación, 
entre ellas los familiares de las víctimas, los testigos y los operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad. 
(párr. 255)
Particularmente, la Corte considera que, con base en su jurisprudencia  el Estado debe asegurar el pleno acceso y 
capacidad de actuar de los familiares de las víctimas en todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables. 
Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán ser publicados para que la sociedad uruguaya conozca 
los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. (párr. 256)
Importancia de determinar el paradero de la víctima
La aspiración de los familiares de las víctimas de identificar el paradero de los desaparecidos y, en su caso, conocer donde 
se encuentran sus restos, recibirlos y sepultarlos de acuerdo a sus creencias, cerrando así el proceso de duelo que han estado 
viviendo a lo largo de los años, constituye una medida de reparación y, por lo tanto, genera el deber correlativo para el Estado 
de satisfacer esa expectativa , además de proporcionar con ello información valiosa sobre los autores de las violaciones o la 
institución a la que pertenecían. (párr. 258)
En consecuencia, como una medida de reparación del derecho a conocer la verdad que tienen las víctimas, el Estado 
debe continuar con la búsqueda efectiva y localización inmediata de María Claudia García, o de sus restos mortales, ya sea a 
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través de la investigación penal o mediante otro procedimiento adecuado y efectivo. La realización de dichas diligencias debe ser 
efectuada acorde a los estándares internacionales. (párr. 259)
Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus familiares y en lo posible procurar su presencia. En el evento que 
se encuentren los restos mortales de María Claudia García, éstos deberán ser entregados a sus familiares a la mayor brevedad 
posible, previa comprobación genética de filiación. Además, el Estado deberá asumir los gastos fúnebres, en su caso, de común 
acuerdo con sus familiares. Los gastos que todo lo anterior ocasione deberán ser asumidos por el Estado. (párr. 260)
M3. edidas de satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición
Satisfacción
Acto público de reconocimiento de responsabilidad y recuperación de la memoria histórica
[…] El Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional 
en relación con los hechos del presente caso, refiriéndose a las violaciones establecidas en esta Sentencia. El acto deberá 
llevarse a cabo mediante una ceremonia pública conducida por altas autoridades nacionales y con presencia de las víctimas del 
presente caso. El Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la modalidad de cumplimiento del acto público 
de reconocimiento, así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. Dicho acto 
deberá ser difundido a través de medios de comunicación y, para su realización, el Estado cuenta con el plazo de un año contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 266)
Asimismo, según su compromiso y en el plazo de un año, el Estado deberá develar, en un lugar con acceso público 
del edificio del SID, una placa con la inscripción de los nombres de las víctimas y el período en que estuvieron allí detenidas 
ilegalmente. (párr. 267)
Publicación de la sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia: por una sola vez, en el Diario Oficial, la presente Sentencia, con los respectivos 
títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página; en otro diario de amplia circulación nacional, y por un sola vez, el resumen oficial 
de la presente Sentencia elaborado por la Corte, y el resumen oficial y el presente Fallo íntegramente en un sitio web oficial, que 
deberá estar disponible por un período de un año. (párr. 271)
Garantías de no repetición
Creación de unidades especializadas para investigación de denuncias de graves violaciones 
de derechos humanos y la elaboración de protocolo para recolección e identificación de restos
El Tribunal valora que el Estado haya iniciado actividades para continuar las investigaciones destinadas a determinar el 
paradero de los desaparecidos durante la época de la dictadura militar en Uruguay, así como la medida ofrecida por el Estado 
para crear una Comisión Interministerial que se encargue de dar impulso a las investigaciones para esclarecer el destino de 
los desaparecidos entre los años 1973 a 1985, por lo cual la Corte dispone que en dicha instancia el Estado debe asegurar la 
participación de una representación de las víctimas de dichos hechos, si éstas así lo determinan, la que podrá canalizar la aportación 
de información relevante. El actuar de la Comisión interministerial estará sujeto a la confidencialidad que la información requiere y 
contará con una representación del Ministerio Público que sirva de contacto para recopilar dicha información. (párr. 274)
El Tribunal estima de manera positiva la disposición del Estado para establecer un “Protocolo para la recolección e 
información de restos de personas desaparecidas” y ordena al Estado que efectivamente lo adopte y lo ponga en conocimiento 
de las autoridades encargadas para su inmediata ejecución. (párr. 275)
Capacitación a funcionarios judiciales
[…] El Tribunal establece que, sin perjuicio de los programas de capacitación para funcionarios públicos en materia de 
derechos humanos que ya existan en Uruguay, el Estado debe implementar, en el Centro de Estudios Judiciales del Uruguay, en 
un plazo razonable y con la respectiva disposición presupuestaria, programas permanentes sobre Derechos Humanos dirigidos 
a los agentes del Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial del Uruguay, que contemplen cursos o módulos sobre la 
debida investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de desaparición forzada de personas y de sustracción de niños y 
niñas. (párr. 278)
Acceso público a archivos estatales
La Corte valora positivamente que exista una ley en Uruguay que proteja el derecho al acceso a la información pública, 
como lo ha informado el Estado. Si bien en el presente caso no se ha constatado la aplicación de dicha norma a favor de las 
víctimas, el Tribunal ha observado que una de las limitaciones para avanzar en la investigación es que la información acerca de 
las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la dictadura reposa en diferentes archivos de seguridad nacional 
que se encuentran disgregados y cuyo control no es adecuado. Puesto que tal información puede ser útil para los funcionarios 
que realizan las investigaciones judiciales al respecto, el Estado deberá adoptar las medidas pertinentes y adecuadas para 
garantizar el acceso técnico y sistematizado a esa información, medidas que deberá apoyar con las asignaciones presupuestarias 
adecuadas. (párr. 282)
19
 Indemnizaciones, compensaciones, gastos y costas4. 
Daño material
La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los supuestos en que corresponde indemnizarlo. 
Este Tribunal ha establecido que el daño material supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados 
con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso”. (párr. 290)
La Corte fija en equidad la cantidad de $ 5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de María 
Macarena Gelman por los gastos incurridos en la búsqueda del paradero de su madre. (párr. 291)
Atendiendo a los ingresos que habría probablemente percibido María Claudia García durante su vida, de no haber acontecido 
su desaparición forzada, el Tribunal decide fijar, en equidad y por concepto de la correspondiente por lucro cesante, la cantidad de 
US $300.000,00 (trescientos mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda uruguaya, la que deberá 
ser distribuida en partes iguales entre sus derechohabientes conforme al derecho aplicable. (párr. 293)
Daño inmaterial
La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia puede constituir per se una forma de 
reparación. No obstante, el daño inmaterial comprende “tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a 
sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, 
en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”. Además, es necesario considerar las circunstancias del caso sub 
judice, por los sufrimientos que las violaciones cometidas causaron a las víctimas, dada la profunda afectación que los hechos 
ocasionaron en el caso de María Claudia García, especialmente por su estado de embarazo. Por otra parte, es particularmente 
relevante el cambio en las condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario que sufridas 
por María Macarena Gelman. En consecuencia, la Corte estima pertinente fijar una cantidad, en equidad, como compensación por 
concepto de daños inmateriales, las cantidades de: US $100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de la señora María Claudia García de Gelman; y US $80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
María Macarena Gelman García. (párr. 296)
La Corte toma en cuenta la decisión expresa del señor Juan Gelman de ser excluido como beneficiario de indemnizaciones 
compensatorias (supra párr. 286). No obstante, el Tribunal reconoce la profunda afectación que los hechos del caso han tenido en 
su vida y su incesante búsqueda de justicia en Uruguay y Argentina, expresada en su activo impulso a las investigaciones, lo cual 
sin duda ha tenido importante impacto económico y ha alterado su vida y la de su familia. (párr. 297)
Costas y gastos
Los gastos y costas comprenden los generados tanto ante las autoridades de la jurisdicción interna, como ante el Sistema 
Interamericano. Al respecto, el Tribunal reitera que las pretensiones de las víctimas o sus representantes en materia de costas 
y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse en el primer momento procesal que se les concede, esto es, en el 
escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en un momento posterior, conforme a 
las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento. Asimismo, no es suficiente la remisión de 
documentos probatorios, sino que se requiere que las partes hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que 
se considera representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con claridad los rubros y la 
justificación de los mismos. (párr. 302)
La Corte observa que de los comprobantes enviados respecto de algunos gastos no se desprende claramente su relación 
con erogaciones vinculadas al presente caso. Sin embargo, también constata que los representantes incurrieron en diversos 
gastos ante ella, relativos, entre otros aspectos, a recolección de prueba, transporte, servicios de comunicación en el trámite 
interno e internacional del presente caso. El Tribunal reitera que le corresponde apreciar prudentemente tales gastos, teniendo 
en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos, apreciación que puede realizar con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las 
partes, siempre que su quantum sea razonable, disponiendo el reembolso por parte del Estado a las víctimas o sus representantes 
de aquellos que considere razonables y debidamente comprobados. (párr.303)
La Corte determina, en equidad, que el Estado debe entregar, por concepto de gastos y costas, la cantidad de US$ 
28.000,00 (veintiocho mil dólares de los Estados Unidos de América) a los representantes de María Macarena Gelman y Juan 
Gelman. Igualmente, señala que en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la presente sentencia, podrá disponer 
el reembolso a las víctimas o sus representantes, por parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa 
procesal. (párr. 304)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño material e inmaterial y el reintegro de 
costas y gastos, directamente a las personas indicadas en la misma, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación 
del presente Fallo, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 305)
En caso de que los beneficiarios hayan fallecido o fallezcan antes de que les sea entregada la indemnización respectiva, 
ésta se efectuará directamente a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 306)
El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o 
en un equivalente en moneda uruguaya, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que esté vigente en la bolsa de 
Nueva York, el día anterior al pago. (párr. 307)
CASO N° 222 SALVADOR CHIRIBOGA VS. ECUADOR
I. HECHOS
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Caso: Salvador Chiriboga vs. Ecuador
Sentencia: Serie C Nº 222
Fecha de sentencia de repariciones y costas: 3 de marzo 2011
Víctima: María Salvador Chiriboga
Estado parte: Ecuador
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_222_esp.pdf
Entre diciembre de 1974 y septiembre de 1977 los hermanos María Salvador Chiriboga y Julio Guillerno Salvador 
Chiriboga (en adelante “los hermanos Salvador Chiriboga”) heredaron de su padre un predio de 60 hectáreas de la lotización 
“Batán de Merizalde”. 
El 13 de mayo de 1992 el Concejo Municipal de Quito, declaró aquél predio de utilidad pública con fines de expropiación 
y de ocupación urgente para la construcción del Parque Metropolitano de la ciudad de Quito.
Frente a esta medida, los hermanos Salvador Chiriboga interpusieron diversos recursos ante las instancias estatales, 
con el fin de controvertir la declaración de utilidad pública, así como para reclamar una justa indemnización de acuerdo con lo 
establecido por la legislación ecuatoriana y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
El 11 de mayo de 1994 los hermanos Salvador Chiriboga interpusieron el recurso subjetivo Nº 1016 ante la Primera Sala 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Quito, mediante el cual apelaron la declaratoria de utilidad pública. A partir del 
5 de julio de 2002 María Salvador ha solicitado que se dicte sentencia, lo que no había sucedido hasta la fecha de la dictación 
de la sentencia de la Corte IDH.
Asimismo, los hermanos Salvador Chiriboga apelaron la declaratoria de utilidad pública ante el Ministerio de Gobierno, 
el cual, con fecha 16 de septiembre de 1997 emitió el Acuerdo Ministerial Nº 408, por el que se anuló la orden de expropiación. 
Sin embargo, el 18 de septiembre de ese mismo año, el Ministerio de Gobierno dejó sin efecto tal acuerdo, promulgando el 
Acuerdo Ministerial Nº 417. 
El 17 de diciembre de 1997 los hermanos Salvador Chiriboga interpusieron el recurso subjetivo Nº 4431 ante la Sala 
Segunda del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Quito, con el propósito de que se declarara la ilegalidad del Acuerdo 
Ministerial Nº 417. La señora Salvador Chiriboga ha presentado varios escritos en los que solicitaba se dictara sentencia, sin 
haber obtenido respuesta. 
El 16 de julio de 1996 el Municipio de Quito presentó una demanda de expropiación del predio de los hermanos 
Salvador Chiriboga. El Tribunal calificó la demanda y en septiembre de 1996 autorizó la ocupación inmediata del inmueble, 
consignándosele a la señora Salvador Chiriboga una suma de dinero a determinar por el municipio. La ocupación del inmueble 
por el municipio de Quito ocurrió entre el 7 y el 10 de julio de 1997, sin que se dictara una resolución judicial que fijara en forma 
definitiva el valor del bien y ordenara el pago de la indemnización.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en sentencia de fondo de 6 de mayo de 2008, estimó que el Estado de 
Ecuador era responsable de la violación del derecho consagrado en el artículo 21.2 de la Convención Americana, en relación 
con los derechos establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de dicha Convención, todo ello en relación con el artículo 1.1 de dicho 
instrumento en perjuicio de María Salvador Chiriboga.  En esta sentencia se consideró apropiado que la determinación del 
monto y el pago de la indemnización justa por la expropiación de los bienes, se hicieran de común acuerdo entre el Estado y 
los representantes, acuerdo que no se alcanzó y que requirió un pronunciamiento de la Corte IDH que se hizo efectivo a través 
de su sentencia de reparaciones y costas, emitida con fecha 3 de marzo del año 2011. 
El 2 de junio de 2011 el Estado presentó una demanda de interpretación de la Sentencia, solicitándole a la Corte IDH 
que interpretara la sentencia de reparaciones y costas específicamente en relación a: i) el estado en que debían quedar 
los procesos internos y ii) la sustentación del monto indemnizatorio determinado por la Corte IDH en aquella sentencia. En 
sentencia de fecha 29 de agosto de 2011, la Corte desestimó referirse a ambas solicitudes.
II. REPARACIONES
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Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención, la Corte ha indicado que toda violación de una obligación 
internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente  y que esa disposición recoge una 
norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 
responsabilidad de un Estado. (párr. 32) 
Dado lo anterior, de conformidad con el criterio fijado y reiterado en la jurisprudencia de la Corte respecto de la 
naturaleza y el alcance de la obligación de reparar , así como de las consideraciones expuestas sobre el fondo y las violaciones 
a la Convención declaradas en el Capítulo VI de la Sentencia de fondo, este Tribunal procederá a analizar las pretensiones 
presentadas por las partes sobre reparaciones, con el objeto de disponer las medidas tendientes a reparar los daños derivados 
de las violaciones declaradas.  (párr. 34)
En específico, la Corte estima que el caso sub judice tiene características específicas al tratarse de afectaciones derivadas 
de la falta de pago de una justa indemnización, de conformidad con lo establecido en el artículo 21.2 de la Convención.  El propio 
artículo dispone que a fin de limitar el derecho a la propiedad privada se deberá otorgar el pago de una justa indemnización, 
como parte del requisito de la norma para poder restringir este derecho. En este sentido, la Corte analizará los parámetros 
para fijar el valor de la justa indemnización en la jurisdicción internacional, y posteriormente determinará los daños materiales 
e inmateriales, y dispondrá las indemnizaciones correspondientes, así como otras medidas para su reparación integral. 
(párr.35)
Parte lesionada1. 
La Corte tomará como parte lesionada a la señora María Salvador Chiriboga, en su carácter de víctima de las violaciones 
declaradas en su perjuicio en el Capítulo VI de la Sentencia de fondo dictada el 6 de mayo de 2008.  (párr.36)
Justa indemnización exigida por el artículo 21 de la Convención Americana2. 
Los representantes alegaron que debe considerarse como justa indemnización “aquella que permita a la víctima 
mantener la integridad patrimonial”, es decir, que no resulte en un detrimento del patrimonio, de tal manera que el valor de la 
indemnización sea idéntico al valor del bien expropiado que ha salido del patrimonio del titular de la propiedad.  Agregaron 
que una forma de medir el valor del terreno es tener en cuenta el valor del bien en el mercado […] manifestaron que el valor del 
bien en ningún caso podía ser menor a […] a US$84.326.787,50 […], más sus intereses. […] (párr. 37)
[…] [E]l Estado estimó que, teniendo como base los criterios presentados por el perito Gonzalo Estupiñán Narváez para 
realizar el avalúo del predio, el metro cuadrado equivaldría a la cantidad de US$9,36 por metro cuadrado (nueve dólares de los 
Estados Unidos de América con treinta y seis centavos), lo que daría un total de US$6.043.635,25  (seis millones cuarenta y tres 
mil seiscientos treinta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América con veinticinco centavos). (párr. 40)
La Comisión señaló […] que ésta [indemnización] debe ser adecuada, pronta y efectiva. Agregó que para que la justa 
indemnización sea adecuada se debe tomar como referencia el valor comercial del bien anterior a la declaratoria pública, 
destacando que dicha indemnización “debe pagarse en un plazo corto [dado que] desde hace más de una década, la víctima 
no puede ejercer efectivamente su derecho a la propiedad y se encuentra en un estado de incertidumbre jurídica.” (párr. 41)
Diligencias, peritajes y normativa en el trámite interno e internacional
El 1 de octubre de 2007 Edmundo Gutiérrez del Castillo, propuesto por la Comisión y los representantes, rindió su peritaje 
ante fedatario público, y manifestó que los terrenos […] poseen las características para estimar que su valor es US$90 por m2  
sin urbanizar, lo que implica un valor total de la propiedad correspondiente a US$58.111.875. (párr. 49)
[…] Julio Raúl Moscoso Álvarez, propuesto por la Comisión y los representantes […] indicó que el valor del inmueble se 
fija con arreglo al valor que tenga el bien expropiado al tiempo de iniciarse el expediente de ocupación, sin tener en cuenta la 
plusvalía que resulte como consecuencia directa del proyecto que motive la expropiación y sus futuras ampliaciones. (párr. 
50)
El peritaje de Gonzalo Estupiñán Narváez […] [estableció que] el terreno expropiado “jamás fue considerado por la 
Planificación Municipal como terreno urbano o con posibilidad de urbanización”  y que la única posibilidad era el uso agrícola. 
[…] el Estado alegó que el avalúo total del predio corresponde a US$6.043.635,25, siendo US$9,36 por m2, a la fecha entre el 7 
y 10 de julio de 1997, lo que refleja el momento cuando ocurrió la ocupación del inmueble por parte del Municipio. (párr. 52)
Práctica internacional en material de expropiación
Esta Corte nota que en el derecho internacional, a través de la práctica de diferentes tribunales internacionales, no existe 
un criterio uniforme para establecer la justa indemnización, sino que cada caso es analizado teniendo en cuenta la relación 
que se produce entre los intereses y derechos de la persona expropiada y los de la comunidad, representados en el interés 
social.  Por su parte, se puede observar que la Corte Europea de Derechos Humanos (en adelante “Corte Europea” o “Tribunal 
Europeo”) aplica distintos métodos de cálculo sobre los cuales fundamenta sus decisiones sobre reparaciones. Entre éstos 
destaca que para elegir el método de cálculo que servirá de base en la evaluación del valor del bien, toma en cuenta los precios 
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en el mercado inmobiliario de bienes similares y examina las justificaciones a los avalúos propuestos por las partes. En caso 
de existir una diferencia importante entre las evaluaciones de los peritajes, el Tribunal Europeo ha desechado alguno de estos 
como elemento de referencia. Asimismo, la Corte Europea distingue entre expropiaciones lícitas e ilícitas, utilizando diferentes 
métodos de cálculo, dependiendo del caso, para determinar el monto de la justa indemnización. En su jurisprudencia reciente 
ha establecido nuevos criterios en casos de expropiaciones ilícitas, el cual ha sido retomado en los últimos casos aplicándolo 
también para expropiaciones consideradas como lícitas. (párr.57)
Por otro lado, la Corte Europea ha destacado que las limitaciones del derecho a la propiedad por parte del Estado en 
casos en los que se persigue un motivo de protección del medio ambiente, se encuentra en el marco del interés general. […] En 
razón de esa ponderación, si la carga que ha debido asumir el beneficiario ha sido excesiva, y sumando los demás requisitos, 
puede encontrar una violación del derecho a la propiedad, lo cual va a influir al fijar la justa indemnización. (párr.58)
Por su parte, la Corte Permanente de Justicia Internacional estableció que en casos de expropiación el pago de una 
indemnización constituye un principio general en derecho internacional, y que una reparación equitativa es aquella que 
corresponde “al valor que tenía la empresa al momento de la desposesión”. En la práctica de los tribunales de arbitraje 
internacional destaca que la fijación del monto de la indemnización se realiza sobre la base del “justo valor del mercado”, 
lo que es equivalente a la reparación integral y efectiva por el daño sufrido. Para determinar dicho monto, estos tribunales 
se basan normalmente en peritajes, pero en ocasiones han también determinado el valor del bien sobre la base de una 
aproximación en atención a los avalúos propuestos por las partes. Asimismo, los tribunales han tomado en cuenta otras 
circunstancias relevantes, incluyendo las “consideraciones equitativas” y se observan diferentes criterios en cuanto a la fecha 
a partir de la cual se calcula el monto de la indemnización. Además, la práctica internacional ha recogido los principios de que 
la indemnización deberá ser adecuada, pronta y efectiva. (párr.59)
Competencia de la Corte para fijar el valor de la justa indemnización
 […] [L]a Corte reconoce que compete a los Estados fijar los criterios para determinar el pago de una indemnización en 
derecho interno por una expropiación, de acuerdo con sus normativas y prácticas, siempre y cuando éstos sean razonables 
y de conformidad con los derechos reconocidos en la Convención. En el presente caso concedió a las partes un plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la Sentencia de fondo, para que alcanzaran un acuerdo, sin que lo lograran. 
Asimismo, la víctima ha esperado más de 19 años para la determinación de un monto definitivo como justo pago por la 
expropiación de sus bienes. En este sentido, sería irrazonable continuar esperando un fallo definitivo en sede interna cuando 
la Sentencia de fondo evidencia la violación del plazo razonable por parte del Estado para solucionar el asunto. Por lo tanto, de 
conformidad con el objeto y fin de la Convención Americana para la protección efectiva del derecho a la propiedad privada, 
y atendiendo lo dispuesto en el párrafo 134 de la Sentencia de fondo, la Corte fijará el valor de la justa indemnización en vía 
internacional. (párr.61)
Determinación de la justa indemnización por esta Corte3. 
Criterios de una justa indemnización en el ámbito internacional
Este Tribunal reitera que en casos de expropiación el pago de una indemnización constituye un principio general del 
derecho internacional, el cual deriva de la necesidad de buscar un equilibrio entre el interés general y del propietario. Este 
principio ha sido reconocido en la Convención Americana en su artículo 21, lo cual dispone que a fin de privar a alguien de sus 
bienes se deberá otorgar el pago de una “indemnización justa”, por lo que dicho pago constituye en sí un requisito para poder 
restringir el derecho a la propiedad. (párr. 60)
Conforme a lo dispuesto en el párrafo 98 de la Sentencia de fondo, en casos de expropiación, para que la indemnización 
sea justa y conforme a las exigencias del artículo 21 de la Convención Americana, “se debe tomar como referencia el valor 
comercial del bien objeto de la expropiación anterior a la declaratoria de utilidad pública de éste, y atendiendo el justo equilibrio 
entre el interés general y el interés particular”. De acuerdo con el párrafo 96 de la Sentencia de fondo, dicha indemnización 
deberá realizarse de manera adecuada, pronta y efectiva. (párr.62)
De los peritajes antes señalados se desprende que éstos parten en su mayoría de una comparación de los precios 
comerciales de lotes urbanizados cercanos a la zona y luego efectúan ajustes considerando los distintos factores del predio. 
Por otro lado, se puede notar que el perito Estupiñán Narváez parte de un valor rural de dedicación agrícola en un área rural 
cercana y lo ajusta para ubicarlo en una zona de Quito, basándose en los precios comerciales de una y otra zona. (párr.64)
Al respecto, el Tribunal observa que las diferencias relevantes entre los avalúos propuestos para la determinación de la 
justa indemnización tienen su origen en un desacuerdo entre las partes en lo relativo a la naturaleza jurídica del terreno y en 
particular las limitaciones jurídicas al uso del bien impuesto por la reglamentación de la Municipalidad de Quito, desacuerdo 
que repercute en los métodos de cálculo usados para la evaluación del bien. (párr.65)
Esta Corte nota que la determinación del avalúo de un predio objeto de expropiación por razones ambientales puede 
depender de varios elementos y no es siempre adecuado evaluarlo en comparación con bienes en el mercado que no presenten 
las mismas características. Por lo tanto, este Tribunal estima que, para fijar el valor de un bien objeto de expropiación, se debe 
tomar en cuenta sus características esenciales, es decir, naturales (tales como su ubicación o sus características topográficas 
y ambientales) y jurídicas (tales como las limitaciones o posibilidades del uso del suelo y su vocación). (párr.67)
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Características  naturales del biena) 
En relación con las características naturales del predio, la Corte observa que Vicente Domínguez Zambrano en su 
dictamen y su ampliación, señaló además que “el predio no serviría para urbanizarse debido al impedimento y resolución 
municipal, mas no por las condiciones de factibilidad, consolidación del suelo y muchas otras características físicas, 
topográficas, paisajísticas y muchas otras condiciones, que lo hacen de privilegiada atracción y requerimiento”. Asimismo, 
indicó que el predio “no es urbanizable, es rústico, por el que atraviesan dos líneas de transmisión eléctrica de alta tensión […] 
El perito Gonzalo Estupiñán Narváez expresó que “por su ubicación en la periferia de la ciudad o dentro de las zonas urbanas 
no resulta adecuado establecer un valor netamente rural, razón por la cual es necesario determinar un método que también 
considere su localización urbana […]. (párr.68)
 Características jurídicas del bienb) 
En relación con las características jurídicas del bien, la Corte considera que uno de los factores que otorgan valor a un 
predio es su posible uso, vocación y su edificabilidad, por lo que se debe establecer, para efectos de evaluación en el presente 
caso, y entre otros criterios, las limitaciones jurídicas al uso de suelo que fueron impuestas al terreno expropiado antes de la 
declaración de utilidad pública. (párr.69)
Al respecto, este Tribunal observa que distintos peritajes coinciden sobre la existencia de limitaciones legales al uso del 
terreno de la señora Salvador Chiriboga, anteriormente a la declaratoria de utilidad pública. […] el perito Gonzalo Estupiñán 
Narváez señala que el terreno expropiado jamás fue considerado por la planificación municipal como terreno urbano o con 
posibilidad de urbanización. El informe pericial rendido por la perito Jakeline Jaramillo reconoce que “[y]a desde 1980 el 
Municipio de Quito a través del Plan Quito definió un uso de parque de recreación urbano a la zona donde se encuentra incluida 
la propiedad [y que d]icho uso de suelo fue ratificado en el Reglamento Urbano de 1990 en su propuesta de Uso de Suelo y del 
Sistema Ambiental y Recreativo”. (párr.70)
Este Tribunal observa que, de conformidad con los mencionados actos de autoridad, anteriores a la declaratoria de 
utilidad pública, el predio objeto de la expropiación  perteneciente a  la señora María Salvador Chiriboga se encontraba limitado 
en su uso y goce, y restringidas sus posibilidades de edificación y de enajenación. En consecuencia, el valor del terreno se vio 
afectado en cuanto a su potencial comercial. (párr.72)
La Corte concluye que, de acuerdo a las características esenciales del terreno, así como el acervo probatorio, se puede 
desprender que se trata de un predio rústico, en cuanto a la ausencia de edificaciones y algunas afectaciones del terreno, con 
características particulares debido a su localización urbana, al cual le fueron impuestas limitaciones a su uso y goce con la 
finalidad de alcanzar beneficios ambientales, ecológicos y recreativos, los cuales contribuyen a la preservación de los recursos 
naturales en beneficio de la sociedad, siendo todo ello valorado para fijar su justo precio. […] (párr.73)
Valoración del justo equilibrio entre el interés general y el particular
Respecto a la justa indemnización, la Corte estableció en su Sentencia de 6 de mayo de 2008 que, en casos de expropiación, 
además de tomar como elemento de referencia el valor comercial del bien objeto de la expropiación anterior a la declaratoria 
de utilidad pública, se debe atender “el justo equilibrio entre el interés general y el interés particular”. Así, el Tribunal refirió que 
“a fin de que el Estado pueda satisfacer legítimamente un interés social y encontrar [dicho] justo equilibrio […,] debe utilizar los 
medios proporcionales a fin de vulnerar en la menor medida el derecho a la propiedad de la persona objeto de la restricción”. 
Para ello, resulta indispensable observar las “justas exigencias” de una “sociedad democrática”, valorar los distintos intereses 
en juego y las necesidades de preservar el objeto y fin de la Convención. Todo ello será ponderado al momento de fijar el valor 
del bien como justa indemnización, en particular respecto de bienes que tienen un carácter ambiental. (párr.76)
Al respecto, el Tribunal recuerda que en su Sentencia de fondo indicó que la privación del derecho de propiedad por 
parte del Estado se fundó en razones de utilidad pública y de interés social, y destacó que “un interés legítimo o general basado 
en la protección del medio ambiente, como se observa en el presente caso, representa una causa de utilidad pública legítima”. 
[…] Asimismo, “el Estado incumplió con las formas establecidas en la ley al vulnerar la protección y garantías judiciales, ya 
que los recursos interpuestos han excedido para su resolución el plazo razonable y han carecido de efectividad. Lo anterior 
ha privado indefinidamente a la víctima de su bien, así como del pago de una justa indemnización, lo que ha ocasionado una 
incertidumbre tanto jurídica como fáctica, la cual ha derivado en cargas excesivas impuestas a la misma, convirtiendo a dicha 
expropiación en arbitraria […]. (párr.77)
Por otra parte, la Corte nota que el Parque Metropolitano de Quito es un área de recreación y protección ecológica de 
gran importancia […] A su vez, cabe destacar que el predio objeto de la expropiación representa el 11% de la totalidad de la 
superficie del parque. Todo ello debe ser debidamente valorado. (párr.79)
Determinación del justo precio y pago de la indemnización
En consideración de las pretensiones de reparaciones, la Corte valoró en su conjunto la prueba aportada por las partes, 
y la elaboración y conclusiones de los diversos peritajes, los cuales son diferentes e inclusive discrepantes. En todos ellos 
existen elementos útiles, aunque ninguno es determinante por sí mismo en forma integral. Por ello, el Tribunal considera esas 
opiniones como elementos para configurar los criterios establecidos en la presente Sentencia. (párr. 81)
Adicionalmente, en la Sentencia de fondo la Corte estableció la existencia del interés legítimo de la expropiación basado 
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en las razones de utilidad pública con fundamento en la protección del medio ambiente, lo cual resulta en el beneficio social 
que genera el Parque Metropolitano, que es de vital importancia para la ciudad de Quito, y el predio expropiado representa 
un gran aporte no sólo para el parque en sí, sino para toda la sociedad y el medio ambiente en general (supra párr. 73). Sin 
embargo, el Estado incumplió con el pago requerido por el artículo 21.2 de la Convención y los criterios de plazos razonables 
en perjuicio de la víctima. (párr. 83)
Por tanto, de acuerdo a las pretensiones de las partes, las restricciones jurídicas que afectan el predio, las cuales 
impactaron sobre su valor, puesto que el inmueble objeto de la expropiación ha sido destinado a la protección ambiental y 
recreación, lo cual es de gran relevancia e interés público para la ciudad de Quito […] en atención al justo equilibrio entre el 
interés público y el interés particular, la Corte, de acuerdo a los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y equidad, fija la 
suma de US$18,705,000.00 (dieciocho millones setecientos cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto 
de justa indemnización en sede internacional, la cual incluye el valor del inmueble expropiado y sus accesorios. (párr.84)
La Corte determinará la procedencia de los intereses en el apartado referente al daño material de esta Sentencia 
(infra párrs. 91 a 101). Asimismo, con el fin de lograr que el pago sea pronto y efectivo, el Estado deberá liquidar los montos 
adeudados de conformidad con lo establecido en el apartado de Modalidades de pago referente al daño material de este Fallo 
(infra párrs. 102 y 103). (párr. 85)
Indemnizaciones4. 
Daño material
La Corte ha desarrollado el concepto de daño material y las situaciones en que corresponde indemnizarlo. Sin embargo, 
en el presente caso el Tribunal no analizará el daño material desde la perspectiva tradicional del daño emergente o pérdida de 
ingresos, sino derivado del incumplimiento en el pago de una justa indemnización, lo cual ha generado una afectación en la 
esfera material de la víctima y ha derivado la responsabilidad internacional del Estado. (párr.86)
La Corte reitera que, a la fecha, el proceso de expropiación aún se encuentra en trámite ante la jurisdicción interna, 
después de más de catorce años de haberse iniciado y se encuentra pendiente el pago de la justa indemnización, pese a 
que la señora María Salvador Chiriboga se ha visto desposeída de su propiedad. Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha señalado que las medidas empleadas combinadas con la duración excesiva de la actuación judicial coloca a 
los peticionarios en una larga situación de incertidumbre, lo que agrava los efectos perjudiciales de estas medidas, por lo que 
éstos han tenido que soportar una carga especial que rompe con el justo equilibrio entre las exigencias del interés general y 
la salvaguarda del derecho al respeto de los bienes, en casos como éste, la Corte Europea ha ordenado el pago de intereses 
calculados sobre la base de una tasa legal. (párr.93)
Esta Corte observa que otros tribunales internacionales, en casos de expropiación, han determinado el pago de intereses 
simples o compuestos para reparar el daño causado. Es así como el Tribunal Europeo, en casos de expropiación, ha resuelto 
fijar un interés simple, mientras que los tribunales de arbitraje en materia de inversión, desde un enfoque comercial, reconocen 
que en varias circunstancias se justifica el otorgamiento de un interés compuesto, con el fin de compensar de manera integral 
las pérdidas sufridas y otorgar una protección adicional a los inversionistas extranjeros en el contexto global. (párr.94)
En el presente caso, el Estado debió realizar, como lo establece el artículo 21 de la Convención, el pago de la justa 
indemnización, la cual debía efectuarse de manera pronta, como se indicó en la Sentencia de fondo.  Sin embargo, esto no 
ocurrió y derivó en la violación de los artículos 21.2, 8.1 y 25.1 de la Convención. Es deber del Estado respetar y garantizar la 
protección del derecho a la propiedad privada, el cual en el caso sub judice ha sido examinado por la Corte desde la perspectiva 
de un derecho humano, a la luz del objeto y fin de la Convención Americana, y no en consideración de intereses comerciales o 
de inversión que es propio de tribunales de otra índole. (párr.97)
Tasa idónea para determinar los intereses en materia de indemnizaciones por expropiación
Los representantes alegaron la tasa Libor para el cálculo de los intereses y el Estado no se opuso específicamente al uso 
de esa tasa como referencia.  En aras de satisfacer el propósito de que se cumpla con la justa indemnización y con el pago de 
los intereses correspondientes es necesario determinar éstos últimos, para evitar que su fijación sea sometida a otro trámite 
interno que dilataría su pago. Dado lo expuesto y debido a que no existe controversia entre la partes para aplicar dicha tasa, 
así como por considerarla razonable al caso concreto, esta Corte estima oportuno aplicar en el presente caso la tasa Libor 
para realizar el cálculo de los intereses respectivos.  Además, este Tribunal considera inaplicable un interés compuesto, dada 
la naturaleza del presente caso. (párr.98)
En consecuencia, la Corte establece que  el interés que es debido cubrir por la falta de pago oportuno por parte del 
Estado, debe calcularse con base en un interés simple, aplicando la tasa Libor como referencia, sobre el monto de la justa 
indemnización que fijó este Tribunal (supra párr. 84). (párr. 99)
[…] Asimismo, la Corte estableció en su Sentencia de fondo que la ocupación de la propiedad de la señora Salvador 
Chiriboga por parte del Municipio de Quito ocurrió entre los días 7 y 10 de julio de 1997. Dado que es a partir de esa fecha que 
la víctima perdió el goce efectivo de la posesión del inmueble, este Tribunal considera adecuado establecer que a partir del 7 
de julio de 1997 se debe efectuar el cálculo de los intereses correspondientes. (párr.100)
Esta Corte concluye que el Estado debe pagar a la víctima los intereses simples devengados de acuerdo a la tasa 
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Libor sobre el monto de la justa indemnización a partir de julio de 1997 hasta febrero de 2011, cuyo monto asciende a 
US$9,435.757,80 (nueve millones cuatrocientos treinta y cinco mil setecientos cincuenta y siete dólares de los Estados Unidos 
de América con ochenta centavos). (párr. 101)
Modalidades de Pago de la justa indemnización e intereses
El Estado debe realizar el pago, en dinero efectivo, del capital adeudado, que incluye la justa indemnización y los  
intereses (supra párrs. 84 y 101) en cinco tractos equivalentes, en el período de cinco años, estableciendo los días 30 de marzo 
de cada año como fecha de pago, a saber: el primer pago, el 30 de marzo de 2012, el segundo pago el 30 de marzo de 2013, 
el tercer pago el 30 de marzo de 2014, el cuarto pago el 30 de marzo de 2015, y el quinto pago el 30 de marzo de 2016. (párr. 
102)
Daño inmaterial 
La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño inmaterial y ha establecido que comprende tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. 
(párr.105)
La Corte retoma lo establecido en la Sentencia de fondo, en el sentido de que la señora Salvador Chiriboga se encuentra 
en un estado de incertidumbre jurídica como resultado de la demora en los procesos, ya que no ha podido ejercer efectivamente 
su derecho a la propiedad, la cual se encuentra ocupada por el Municipio de Quito desde hace más de una década, sin que se 
haya definido a quien corresponde la titularidad del predio. Se ha generado una denegación de justicia por no haberse emitido 
un fallo definitivo que determine el monto de la justa indemnización del inmueble, que hizo que el procedimiento expropiatorio 
no sea efectivo y resulte arbitrario. Dicha situación persiste hasta hoy y ha producido una carga desproporcionada en perjuicio 
de la víctima, en detrimento del justo equilibrio. (párr.111)
La jurisprudencia de este Tribunal ha establecido reiteradamente que una sentencia constituye per se una forma de 
reparación. No obstante, en consideración de lo expuesto, las circunstancias del caso sub judice, y de la violación declarada 
en la Sentencia de fondo del  artículo 21.2 en relación con los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención y todo en relación con el 
artículo 1.1, en perjuicio de la víctima, esta Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación, en equidad, por 
la suma de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora María Salvador Chiriboga por 
concepto de daño inmaterial. (párr.112)
Medidas de restitución, Satisfacción y Garantías de no Repetición 5. 
Restitución
La Corte deberá considerar las cargas adicionales que se han presentado en detrimento del patrimonio de María 
Salvador Chiriboga.  En el párrafo 115 de la Sentencia de fondo, la Corte indicó que la señora Salvador Chiriboga ha tenido 
que incurrir en el pago indebido de tributos y sanciones entre los años 1991 y 2007, y que el Estado reconoció el error en 
que incurrió respecto del cobro de impuestos y multas a dicha señora, por lo que decretó la devolución de lo indebidamente 
pagado, mediante una resolución del concejo municipal. (párr.114)
El Tribunal reitera que las cargas adicionales consistentes en el pago de impuestos y multas por solar no edificado 
fueron indebidamente cobradas a la señora Salvador Chiriboga y en el presente caso revelan la imposición de cargas que se 
consideran excesivas y desproporcionadas para la víctima. En ese sentido, la Corte ha declarado en situaciones específicas 
la existencia de cargas especialmente gravosas para el patrimonio de una persona. Si bien el Estado emitió la Resolución 
del Concejo Metropolitano de Quito No. C 0704 aprobada el 27 de septiembre de 2007, la cual fue modificada por el Concejo 
Metropolitano de Quito, en sesión pública ordinaria celebrada el 24 de octubre de 2007 […] con el fin de disponer la devolución 
de lo cobrado por el Municipio de Quito así como los intereses, a la fecha de la presente Sentencia no se ha concretado. 
(párr.122)
[…] En consecuencia, la Corte considera que el Estado deberá devolver a la señora María Salvador Chiriboga, en dinero 
efectivo, la cantidad total de US$43.099,10 (cuarenta y tres mil noventa y nueve dólares de los Estados Unidos de América con 
diez centavos) por concepto de impuestos y multas indebidamente cobrados, y los intereses correspondientes, en el plazo de 
seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr.124)
Satisfacción
Publicación de la sentencia
Como lo ha dispuesto esta Corte en otros casos a título de medida de satisfacción, el Estado deberá publicar en el 
Diario Oficial, por una sola vez, los párrafos […] de la Sentencia emitida el 6 de mayo de 2008 y los párrafos […] de la presente 
Sentencia, todos ellos incluyendo los nombres de cada capítulo y el apartado […] así como los puntos resolutivos de ambas 
Sentencias, y en otro diario de amplia circulación nacional el resumen oficial elaborado por la Corte que incluye lo pertinente 
de la Sentencia de fondo como de la presente Sentencia.  Para estas publicaciones se fija el plazo de seis meses, a partir de la 
notificación de este Fallo. (párr.127)
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Solicitud de un acto público de reconocimiento de la responsabilidad internacional
La Corte ha ordenado la realización de actos de reconocimiento público de responsabilidad internacional como garantía 
de no repetición de los hechos, generalmente, aunque no exclusivamente, con el objeto de reparar violaciones a los derechos 
a la vida, a la integridad y libertad personales. El Tribunal no estima que dicha medida resulte necesaria para reparar las 
violaciones constatadas en el presente caso, ya que emisión de la Sentencia de 6 de mayo de 2008 y la presente Sentencia y 
su publicación constituyen por sí mismas importantes medidas de reparación. (párr.129)
Garantías de no repetición
Solicitud de medidas de capacitación para funcionarios administrativos y judiciales
  
Al respecto, en la Sentencia de fondo se estableció que la normativa interna, a saber, constitucional, procesal civil, 
procesal contencioso administrativo y procedimental administrativo aplicada al presente caso, se ajusta a la Convención 
Americana, y no se demostró que las violaciones y circunstancias evidenciadas en el caso sub judice configuren una 
problemática generalizada en la sustanciación de este tipo de juicios en el Ecuador. Por lo tanto, el Tribunal decidió que “no 
puede concluir que el Estado haya incumplido el artículo 2 de la Convención Americana”. En consecuencia, por los motivos 
antes señalados, esta Corte estima que no corresponde ordenar las medidas de capacitación solicitadas. (párr.131)
Costas y gastos6. 
Respecto al reembolso de las costas y gastos, el Tribunal ha indicado que le corresponde apreciar prudentemente su 
alcance, el cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de 
la jurisdicción internacional de la protección de los derechos humanos.  Esta apreciación puede ser realizada con base en el 
principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 
139)
La Corte observa que los representantes no presentaron alegatos específicos para justificar los montos de honorarios 
y gastos incurridos ante las instancias interna e interamericana […] este Tribunal entiende que es lógico suponer que 
efectivamente la víctima ha tenido una serie de erogaciones tanto en el ámbito interno como a nivel internacional ante la 
Comisión Interamericana y la Corte, como consecuencia de la tramitación del presente caso. (párr. 140)
En razón de lo anterior, y haciendo una apreciación prudente del alcance específico de las costas y gastos, tomando en 
cuenta no sólo la comprobación de éstos y las circunstancias del caso concreto, sino también la naturaleza de la jurisdicción 
internacional de protección de derechos humanos, el Tribunal estima en equidad que el Estado debe reintegrar la cantidad de 
US$ 50,000.00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a la señora María Salvador Chiriboga, quien entregará 
la cantidad que corresponda a sus representantes, para compensar las costas y los gastos realizados ante las autoridades de 
la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante el sistema interamericano. El Estado deberá efectuar 
el pago por concepto de costas y gastos dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 
En el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, el Tribunal podrá disponer el reembolso por 
parte del Estado a las víctimas o sus representantes de los gastos razonables debidamente comprobados. (párr. 141)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados7. 
El pago de la justa indemnización, las indemnizaciones por concepto de daño material y daño inmaterial, la cantidad 
cobrada indebidamente por concepto de tributos y multas por solar no edificado y sus intereses correspondientes, así como el 
reembolso de costas y gastos será entregado directamente a María Salvador Chiriboga.  En caso de que fallezca antes de que 
le sea cubierta la indemnización respectiva, ésta se entregará a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. 
Lo anterior debe ser realizado dentro de los plazos señalados en los apartados correspondientes en la presente Sentencia. 
(párr.142)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América. (párr. 143)
CASO N° 223ABRIL ALOSILLA Y OTROS VS. PERÚ
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Caso: Abril Alosilla y otro vs. Perú
Sentencia Nº: Serie C N° 223
Fecha de Sentencia: 4 de marzo de 2011
Víctima: Abril Alosilla y otros
Estado parte: Perú
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_223_esp.pdf
En 1989 la empresa pública de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado de Lima (SEDAPAL) clasificaba los cargos de 
su personal en tres grupos. El grupo de los “obreros y empleados” estaba sujeto a negociación colectiva, mientras los grupos 
de “Funcionarios” y “Alta Dirección” (víctimas de este caso) no podían utilizar dicho proceso. 
En junio de 1989 SEDAPAL estableció un sistema de reajuste de remuneración denominado “Ratios Salariales”. Este 
sistema consistía en el reajuste automático de la remuneración mensual del personal correspondiente a las categorías de 
Funcionarios y de Alta Dirección, tomando como base la remuneración del peón o cargo más bajo de la empresa, con la 
finalidad de mantener en forma automática la equidistancia salarial en la estructura de cargos. Así, cada vez que aumentaba la 
remuneración del cargo más bajo como consecuencia de un proceso de negociación colectiva, debía producirse un incremento 
en los demás cargos de la empresa que no podían negociar colectivamente. 
En 1990, un grupo de trabajadores pertenecientes al segundo y tercer grupo de SEDAPAL inició acciones judiciales en 
contra de esta empresa para obtener las remuneraciones impagas por la no ejecución del sistema de Ratios Salariales. El 23 
de junio de 1992 se acordó, mediante transacción extrajudicial, que la ratio salarial debía aplicarse a partir de junio de 1989 y 
se estableció, asimismo, la forma en que se realizarían los pagos. 
Entre noviembre de 1991 y noviembre de 1992 se emitieron tres decretos legislativos, mediante los cuales se adoptaron 
medidas tendientes, entre otras, a incrementar la productividad de la empresa. Entre dichas medidas se encontraba la supresión 
de ciertos sistemas de reajuste salarial. 
El Decreto Ley N° 757, publicado el 13 de noviembre de 1991, estableció que los pactos o convenios colectivos no podían 
incorporar sistemas de reajuste automático. Luego, el Decreto Ley N° 25541, publicado el 11 de junio de 1992, estableció que 
las normas, pactos o cláusulas de reajuste automático habían concluido en su aplicación a partir de la entrada en vigencia del 
primer decreto. Finalmente, el Decreto Ley N° 25876, publicado el 25 de noviembre de 1992, estableció que las disposiciones 
legales, pactos o convenios colectivos, costumbre, transacciones o pronunciamientos judiciales o administrativos de reajuste 
automático habían concluido en su aplicación a partir de la entrada en vigencia del primer decreto. 
El primer decreto estableció la eliminación del reajuste automático de salarios únicamente en cuanto a los “pactos y 
convenios colectivos”. En cambio, el segundo y tercer decreto dispusieron suprimir el sistema de reajuste derivado también 
de otros actos jurídicos no contemplados en el primer decreto legislativo, desde la fecha en que había entrado en vigencia el 
primero.
Las víctimas del presente caso no estaban regidas por “pactos o convenios colectivos”, sino que su sistema de incremento 
salarial había sido establecido mediante transacción. A pesar de ello, en aplicación del tercer decreto, la empresa SEDAPAL 
adoptó una serie de medidas para eliminar retroactivamente todos los efectos que, a partir de la entrada en vigencia del 
primer decreto en enero de 1992 y hasta la entrada en vigencia del tercero en diciembre de 1992, se hubieran generado en 
virtud del sistema de reajuste automático, provocando los siguientes efectos: (i) disminución de los salarios de las presuntas 
víctimas a partir de diciembre de 1992, (ii) cobro retroactivo de los pagos realizados entre enero y noviembre de 1992 conforme 
al aumento por Ratios Salariales, y (iii) nulo incremento de los salarios a partir de julio de 1992 como consecuencia de la última 
ratio salarial procedente.
En mayo de 1993 un grupo de 225 trabajadores interpuso un recurso de amparo contra SEDAPAL, con el objeto de que 
el Decreto Ley N° 25876 no fuera aplicado retroactivamente. En última instancia, la Sala de Derecho Constitucional y Social 
de la Corte Suprema indicó que dicho decreto era una norma interpretativa, razón por la cual podía aplicarse a partir de la 
entrada en vigencia del primer decreto. 
La Corte IDH aceptó el reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por el Estado relativo a la vulneración del 
derecho a la protección judicial de los interesados y declaró su responsabilidad por la violación del derecho a los artículos 21.1, 
21.2 y 25.1 de la CADH en perjuicio de las 233 víctimas.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1. DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL Y A LA PROPIEDAD PRIVADA EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES 
DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 25.1, 21.1 y 21.2 en relación con el artículo 1.1  de la Convención Americana 
En el presente caso la Corte ha aceptado el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por el Estado en 
relación con la falta de protección judicial respecto a la aplicación retroactiva de normas relacionadas con el sistema de ratios 
salariales (supra párrs. 23 y 26). Para determinar los alcances de esta violación del artículo 25.1  en relación con el artículo 1.1  
de la Convención Americana y resolver la controversia en torno a la violación de los artículos 21.1 y 21.2 de dicha Convención, 
así como las demás controversias subsistentes, se desarrollarán: 1) los hechos establecidos, para luego analizar 2) los alcances 
de la violación del derecho a la protección judicial en el presente caso y 3) la alegada violación del derecho a la propiedad 
privada. (párr. 50)
Contenido y alcance del derecho a la protección judicial: 
necesidad de contar con recursos judiciales efectivos
[…] [L]a Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Parte de garantizar, 
a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 
de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. En ese sentido, no pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un 
caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de 
justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial 
mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento.  (párr. 75)
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad del Estado en el sentido de que no 
existió protección judicial respecto a la aplicación retroactiva de normas en desconocimiento del derecho interno. Ello implica 
que la decisión adoptada por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema ocasionó que el recurso judicial 
interpuesto por las víctimas no fuera efectivo para proteger dichas garantías del derecho interno. En consecuencia, la Corte 
considera que el Estado violó el derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25.1, en relación con el artículo 1.1 de 
la Convención Americana, en perjuicio de las 233 personas indicadas en el anexo a la presente Sentencia. (párr. 76)
Derecho de propiedad: derechos adquiridos como 
fundamento del principio de irretroactividad de la ley
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte resalta que el representante no objetó la derogación del sistema de ratios 
salariales, sino la aplicación de una norma que, retroactivamente, dejó sin efecto dicho sistema. La aplicación retroactiva 
de esta norma tuvo como consecuencia que las víctimas dejaran de recibir el monto total de su remuneración, toda vez 
que sufrieron descuentos y omisiones de incrementos que les correspondían (supra párrs. 63 y 64). Estos hechos tuvieron 
efectos negativos sobre derechos adquiridos de los trabajadores en relación con la remuneración que había ingresado a su 
patrimonio. (párr. 81)
Al respecto, este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia un concepto amplio de propiedad que abarca, entre otros, 
el uso y goce de los bienes, definidos como cosas materiales apropiables o como objetos intangibles, así como todo derecho 
que pueda formar parte del patrimonio de una persona. Asimismo, la Corte ha protegido, a través del artículo 21 convencional, 
los derechos adquiridos, entendidos como derechos que se han incorporado al patrimonio de las personas. Respecto a los 
derechos adquiridos, cabe resaltar que éstos constituyen uno de los fundamentos del “principio de la irretroactividad de la 
ley, es decir, que la nueva ley no tiene la virtud de regular o afectar las situaciones jurídicas del pasado que han quedado 
debidamente consolidadas, y que resultan intangibles e incólumes frente a aquélla, cuando ante una determinada situación 
de hecho se han operado o realizado plenamente los efectos jurídicos de las normas en ese momento vigentes”. Por último, 
resulta necesario reiterar que el derecho a la propiedad no es absoluto y, en ese sentido, puede ser objeto de restricciones y 
limitaciones, siempre y cuando éstas se realicen por la vía legal adecuada y de conformidad con los parámetros establecidos 
en dicho artículo 21.  (párr. 82)
Ámbito de aplicación del derecho de propiedad: efectos patrimoniales del derecho a la pensión
Por otra parte, en otro caso  esta Corte declaró una violación del derecho a la propiedad por la afectación patrimonial 
causada por el incumplimiento de sentencias que pretendían proteger el derecho a una pensión. El Tribunal señaló que, desde 
el momento en que un pensionista cumple con los requisitos para acogerse al régimen de jubilaciones previsto en la ley, 
éste adquiere un derecho de propiedad sobre el monto de las pensiones. Asimismo, declaró que el derecho a la pensión que 
adquiere dicha persona tiene “efectos patrimoniales”, los cuales están protegidos bajo el artículo 21 de la Convención. Al 
respecto, la Corte considera que igual que las pensiones que han cumplido con los requisitos de ley son parte del patrimonio 
de un trabajador, el salario, los beneficios y aumentos que ingresen al mismo también se encuentran protegidos por el derecho 
a la propiedad consagrado en la Convención.  (párr. 83)
III. REPARACIONES
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[…] El derecho adquirido en cuestión hace referencia a los montos que ya habían ingresado al patrimonio de los 
trabajadores, así como a los incrementos al salario que se hubieran establecido bajo el sistema de ratios hasta antes de su 
derogación. La Corte considera que este derecho adquirido se vio afectado por la aplicación retroactiva del referido Decreto 
Ley, la cual, según el allanamiento del Estado, fue hecha en forma contraria al derecho interno y sin que las víctimas contaran 
con protección judicial (supra párrs. 17, 18 y 19). La afectación patrimonial también se configuró por el descuento porcentual 
en las remuneraciones mensuales que se impuso a las víctimas (supra párrs. 63 y 64).  En conclusión, las víctimas no pudieron 
gozar integralmente de su derecho a la propiedad sobre sus remuneraciones. (párr. 84)
Teniendo en cuenta que la falta de protección judicial afectó derechos adquiridos sobre remuneraciones que habían 
ingresado al patrimonio de las víctimas, la Corte declara que el Estado violó el derecho a la propiedad privada reconocido en 
los artículos 21.1 y 21.2, en relación con los artículo 25.1 y 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de las 233 personas 
indicadas en el anexo de la presente Sentencia. (párr. 85)
Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ha indicado que toda violación 
de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente  y que esa 
disposición “recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional 
contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”. (párr. 86)
Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la 
Corte deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (párr. 87)
Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana, a 
quien ha sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso 
son los 233 trabajadores de SEDAPAL señalados en la demanda de la Comisión, así como en el listado que aparece en el anexo 
a la presente Sentencia, quienes serán considerados beneficiarios de las reparaciones que ordene este Tribunal. (párr. 89)
Medidas de satisfacción2. 
Publicación de la Sentencia
Ni la Comisión ni el representante solicitaron a la Corte que ordene al Estado esta medida de reparación. (párr. 91)
Sin embargo, como lo ha dispuesto este Tribunal en otros casos, el Estado deberá publicar, por una sola vez, en el Diario 
Oficial la presente Sentencia, con los respectivos títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página, así como la parte resolutiva 




Durante más de ocho años las partes han intentado llegar a un acuerdo sobre el monto del daño material y han fallado 
los diversos mecanismos impulsados al respecto. […] (párr. 98)
Ante la Corte el representante y el Estado han presentado peritajes mediante los cuales se calcula el monto por concepto 
de daño material que deberían recibir las víctimas. El Tribunal observa que el cálculo ofrece cierta complejidad teniendo 
en cuenta que no es posible realizar un cómputo general aplicable a todos los trabajadores, sino que, por el contrario, es 
necesario un cálculo caso por caso. A pesar de esta complejidad, y teniendo en cuenta que han transcurrido aproximadamente 
dieciocho años sin que las víctimas hayan accedido a tribunales o instancias internas que determinen la indemnización que 
les corresponde, la Corte entra a valorar la prueba disponible en el expediente para resolver la controversia entre las partes 
respecto al cálculo del monto respectivo.  (párr. 99)
Al respecto, la Corte observa que ambos peritajes indican diversos criterios tenidos en cuenta al momento de efectuar 
los cálculos sobre el alcance del daño material en el presente caso. […] (párr. 101)
Ahora bien, la Corte considera que la reparación del daño material, en el marco de las circunstancias del presente 
caso, exige el pago de i) lo disminuido en los salarios a partir de diciembre de 1992; ii) lo descontado entre enero y noviembre 
de 1992, y iii) lo no incrementado como consecuencia de la aplicación de la última ratio salarial que les correspondía a las 
víctimas (supra párr. 63). Los dos peritajes toman en consideración estos tres factores. Sin embargo, si bien concuerdan en los 
montos que se deben reintegrar por concepto de disminución de los salarios y no incremento de los mismos, no coinciden 
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en los montos concernientes al cobro retroactivo. Igualmente, existen diferencias sobre otros criterios que se utilizan para los 
cálculos. (párr. 102)
Teniendo en cuenta lo expuesto, la Corte considera que si bien los peritajes del representante y del Estado coinciden 
en señalar que la omisión de incremento salarial a las víctimas debe considerarse “hasta la actualidad”, ambas partes hacen 
interpretaciones distintas a dicha afirmación. Así, mientras que el representante considera que desde 1993 hasta la fecha 
existe una omisión en el pago del monto salarial que los trabajadores adquirieron por la aplicación de las ratios salariales, 
así como del incremento al salario de los trabajadores que se debió realizar en julio de 1992, el Estado considera que los 
beneficios de la reestructuración salarial de 1993 comprenden ya dichos montos y que, en esa medida, los trabajadores no 
son acreedores a reintegro alguno de salario desde el año 1993 hasta la actualidad. A partir de ello, y ya que el peritaje del 
Estado precisa que a través de la reestructuración salarial de 1993 se  logró reconocer como salario un monto equivalente o 
superior a lo que hubiera implicado la aplicación de la ratio salarial que había ingresado en el patrimonio de las víctimas, el 
Tribunal considera que lo que procede evaluar es si frente a tal argumento el representante desvirtuó que la reestructuración 
incluyó la omisión en el pago del monto incorporado a dicho patrimonio en aplicación del sistema de ratios. (párr. 107)
En cuanto al alegato del representante en el sentido de que “no le otorga[ba] ninguna importancia jurídica” a la 
restructuración salarial de 1993 por “dejar sin efecto” derechos de los trabajadores, el Tribunal observa que no se presentó 
ante la Corte pruebas específicas que desvirtuaran los efectos de dicha reestructuración ni las precisiones efectuadas por el 
peritaje presentado por el Estado y por el testigo De Los Santos respecto a la forma en la que dicha reestructuración incluso 
habría mejorado la remuneración salarial de los trabajadores en dicho momento. (párr. 109)
En relación con la presunta inexistencia de aumentos salariales en 2002, según la prueba remitida por el representante, 
es un aspecto que se encuentra en discusión en el ámbito interno. Asimismo, la prueba remitida sobre la presunta falta de 
aumentos no incluye información específica respecto a la reestructuración salarial ocurrida en 1993. (párr. 111)
En cuanto al principio de estoppel, el Tribunal indicó anteriormente que implica que una vez el Estado se haya allanado 
ante la Comisión respecto a ciertas controversias, no le es posible adoptar posiciones contrarias sobre las mismas ante la 
Corte (supra párr. 26). Lo anterior no conlleva, necesariamente, que el reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado 
deba ser ampliado o genere efectos a controversias que no fueron materia del allanamiento. Por tanto, el hecho que el Estado 
haya reconocido su responsabilidad y, por otra parte, no acepte el quantum del daño material planteado por el representante 
no constituye una violación a dicho principio. (párr. 112)
El Tribunal concluye que el representante no presentó pruebas y argumentos específicos que permitan desvirtuar los 
alcances que se da a la reestructuración salarial de 1993 en el peritaje presentado por el Estado. […] El representante tampoco 
indicó cuál de los montos de salario se utilizó como base para realizar la reestructuración salarial, si fue el monto anterior o el 
posterior a la derogación del sistema de ratios salariales. Finalmente, tampoco es de recibo el alegato en el sentido de que una 
licitación abierta por SEDAPAL, en 2010, desacredita el peritaje del Estado. […] (párr. 114) 
En consecuencia, teniendo en cuenta que el representante no presentó pruebas y argumentos específicos que permitan 
desvirtuar los alcances de la reestructuración salarial de 1993 en el peritaje presentado por el Estado y que la licitación abierta 
por SEDAPAL no constituye prueba para desvirtuar dichos alcances, la Corte decide fijar la cantidad total de S/. 9,622,607,88 
(nueve millones seiscientos veintidós mil seiscientos siete y 88/100 Nuevos Soles), la cual ha sido determinada sobre la base 
de criterios de equidad considerando, entre otros elementos, el peritaje del Estado. Dicho monto debe distribuirse en la forma 
detallada en el anexo adjunto a la presente Sentencia y es equivalente a US$ 3,475,120.22 (tres millones cuatrocientos setenta 
y cinco mil ciento veinte y 22/100 dólares de los Estados Unidos de América), conforme al tipo de cambio vigente al día de 
emisión de la presente Sentencia, según el Banco Central de Reserva del Perú. (párr. 115)
Daño inmaterial
A partir de las pretensiones del representante, el Tribunal procederá a determinar la posible generación de daño 
inmaterial por: a) la supuesta afectación a las víctimas por la excesiva duración del proceso; b) las supuestas represalias 
en contra de algunas de las víctimas; c) la supuesta “conducta temeraria” del Estado al no haber llegado a un acuerdo en 
el proceso de solución amistosa y por cuestionar los montos de reparación propuestos por el representante; d) la alegada 
afectación al proyecto de vida de las víctimas, y e) consideraciones finales del Tribunal sobre el daño inmaterial en el presente 
caso. (párr. 118)
Alegada afectación de las víctimas por la excesiva duración del proceso
Al respecto, la Corte considera que, a raíz de la duración de los procesos internos e internacionales correspondientes al 
presente caso, las 233 víctimas deben haber sufrido una serie de afectaciones. Sin embargo, el Tribunal observa que el fondo 
del presente caso se ha circunscrito a la violación de los derechos a la protección judicial y a la propiedad (supra párrs. 76 y 85). 
En el presente caso no ha sido declarada una violación relacionada con la irrazonabilidad del plazo en que se tramitaron los 
procesos judiciales. De otra parte, con posterioridad al reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado en 2002, la 
demora se relaciona con la falta de acuerdo entre las partes sobre el monto correspondiente a las indemnizaciones debidas. 
En este sentido, esta demora no es necesariamente atribuible al Estado y por ello no es un factor que pueda ser relevante para 
la determinación del daño inmaterial. (párr. 120)
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Necesidad de nexo causal entre las reparaciones, los hechos del caso y las violaciones declaradas
Al respecto, el Tribunal recuerda que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos (supra párr. 87). 
Por lo tanto, la Corte debe observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. En el presente 
caso, el Tribunal no analizó la responsabilidad estatal por la supuesta congelación de salarios, la alegada indebida ubicación 
en subcategorías laborales o los supuestos despidos arbitrarios de algunas de las víctimas, dado que dichos hechos no forman 
parte del marco fáctico de la demanda (supra párr. 51), por lo que no puede ordenar medidas que se dirijan a reparar los 
perjuicios relacionados con dichas alegadas situaciones. […] (párr. 122)
La supuesta “conducta temeraria” del Estado al no haber llegado 
a un acuerdo en el proceso de solución amistosa y por cuestionar los montos de reparación
Sobre el particular, el Tribunal considera necesario recordar que el procedimiento de solución amistosa a nivel de la 
Comisión Interamericana no obliga a ninguna de las partes a arribar a un acuerdo. En ese sentido, el propio Reglamento de 
la Comisión establece la posibilidad de que alguna de las partes no preste su consentimiento respecto a un posible acuerdo y 
determina como parte del procedimiento la continuación del caso. De esta manera, el que no se haya concretado un acuerdo 
en el marco del procedimiento de solución amistosa en el presente caso no configura violación alguna a la Convención 
Americana y, en ese sentido, no genera una obligación de reparar por parte del Estado. El Tribunal recuerda que no toda 
posición adoptada dentro del marco del procedimiento ante la Comisión genera automáticamente un reconocimiento de 
hechos o de responsabilidad, ni la asunción de un deber correspondiente. (párr. 124)
Asimismo, la Corte hace notar que el cuestionamiento de los montos solicitados por concepto de daño material e 
inmaterial se relaciona con el principio del contradictorio y no constituye una violación autónoma que determine la obligación 
estatal de reparar a las víctimas, ni es un factor a tener en cuenta para establecer el monto del daño inmaterial en el presente 
caso. (párr. 125)
La alegada afectación al proyecto de vida de las víctimas
La Corte considera que cualquier trabajador organiza sus finanzas y realiza sus proyecciones de gasto sobre la base de 
su salario. La posibilidad de disponer mensualmente de ingresos otorga seguridad económica a los trabajadores para poder 
hacer frente a sus diferentes necesidades. A través de sus declaraciones, algunas de las víctimas se han referido a su caso 
particular y, en algunos casos, al de las 233 víctimas en el presente caso, para informar sobre las dificultades y necesidades 
que generó la disminución, el descuento y el no incremento de sus salarios. Así, algunos de ellos habrían comprometido su 
patrimonio a través de préstamos o la venta de sus bienes, habrían perdido la oportunidad de apoyar económicamente a 
familiares enfermos o tuvieron que adaptarse a una nueva realidad socioeconómica. De esta manera su seguridad económica 
y la posibilidad de disposición de los ingresos con los que contaban mensualmente se vieron afectadas ante las acciones 
violatorias del Estado ya declaradas en el capítulo VII. Sin embargo, la Corte ha establecido que la omisión en el incremento de 
salarios ocurrió sólo hasta 1993 (supra párr. 114). Al respecto, el Tribunal observa que no se presentó suficiente prueba sobre 
los hechos alegados por algunas víctimas, por lo que no es posible determinarlos temporalmente y, en consecuencia, no es 
posible asociarlos con los perjuicios sufridos por las específicas violaciones declaradas en el presente caso. (párr. 130)
El daño inmaterial es inherente a toda violación de derechos humanos
No obstante todo lo anterior, la Corte debe reconocer que las violaciones que ha declarado en esta Sentencia sí 
produjeron un daño inmaterial, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona que padece una violación a sus 
derechos humanos experimente un sufrimiento.  (párr. 131)
La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la Sentencia puede constituir per se una forma de 
reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, la Corte estima pertinente fijar una cantidad, en 
equidad, como compensación por concepto de daños inmateriales. En consecuencia, la Corte fija en equidad una compensación 
de US$ 1.500 (mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América), como indemnización por daño inmaterial. El mencionado 
monto deberá ser entregado a cada víctima o a su derechohabiente dentro de un plazo de un año a partir de la notificación 
de la presente Sentencia. (párr. 132)
Costas y gastos4. 
El Tribunal ha señalado que “las pretensiones de las víctimas o sus representantes en materia de costas y gastos, y 
las pruebas que las sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto es, 
en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en un momento posterior, 
conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento”. En cuanto al reembolso de las 
costas y gastos, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las 
autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo 
en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados 
por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 137)
[…] [E]l Tribunal puede inferir que el representante incurrió en gastos para asistir a la audiencia pública del caso (supra 
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párr. 12), así como en gastos relativos al ejercicio de su representación legal, tales como la remisión de sus escritos, gastos de 
comunicación, entre otros, durante el proceso ante esta Corte. Asimismo, es razonable suponer que durante los años de trámite 
del presente caso ante la Comisión las víctimas y el representante realizaron erogaciones económicas. Teniendo en cuenta lo 
anterior y ante la falta de comprobantes de estos gastos, la Corte fija, en equidad, que el Estado debe entregar la cantidad total 
de US$ 15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda peruana, por concepto 
de costas y gastos en el litigio del presente caso. Dicha cantidad deberá ser liquidada por el Estado al representante, el cual la 
entregará a quienes corresponda. Igualmente, señala que en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la presente 
Sentencia podrá disponer el reembolso a las víctimas o su representante, por parte del Estado, de los gastos razonables en que 
incurran en dicha etapa procesal. (párr. 139)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados5. 
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño material e inmaterial directamente a 
sus beneficiarios, y el reintegro de costas y gastos directamente al representante, dentro del plazo de un año, contado a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 140)
Salvo en lo que concierne a lo dispuesto en el párrafo 115 supra, el Estado debe cumplir sus obligaciones mediante 
el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en un equivalente en moneda peruana, utilizando para el cálculo 
respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vigente en la bolsa de Nueva York, Estados Unidos de América, el 
día anterior al pago. (párr. 142)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en Perú. (párr. 145)
CASO N° 226VERA VERA Y OTRA VS. ECUADOR
I. HECHOS
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Caso: Vera Vera y otra vs. Ecuador
Sentencia Nº: Serie C N° 226
Fecha de Sentencia: 19 de mayo de 2011
Víctima: Pedro Miguel Vera y Francisca Mercedes Vera Valdez
Estado parte: Ecuador
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_226_esp.pdf
El 12 de abril de 1993, Pedro Miguel Vera Vera, de 20 años de edad, fue detenido por agentes de la Policía Nacional de 
Ecuador, luego de ser perseguido por un grupo de personas que lo acusaba de haber cometido un robo a mano armada. En la 
persecución recibió un impacto de bala a la altura del pecho en el costado izquierdo del cuerpo, hecho que notaron al detenerlo 
los policías que lo trasladaron al Cuartel de Policía. Veinte minutos después, el señor Vera Vera fue trasladado al Hospital 
Público de Santo Domingo de los Colorados, donde ingresó a la sala de Emergencias y fue atendido por dos médicos.
Al día siguiente, el señor Vera Vera fue dado de alta por tres médicos de turno, quienes estimaron que su herida no 
ameritaba hospitalización, que se encontraba en “mejores condiciones” y que necesitaba “cuidados generales”. Acto seguido 
fue trasladado al Centro de Detención Provisional de Santo Domingo.
El 14 de abril, el señor Vera Vera fue atendido por un médico de la Unidad Policial, que certificó que éste presentaba 
una herida por proyectil de arma de fuego, aparentemente sin mayores complicaciones. Por su parte, la señora Francisca 
Mercedes Vera Valdez, madre del  señor Vera Vera, tuvo que proporcionar algunos medicamentos para la atención de su hijo 
mientras éste estuvo detenido. A petición de la señora Vera Valdez, el Comisario Segundo del Penal, designó a dos peritos 
médicos para que realizaran el reconocimiento médico correspondiente; el informe de los peritos recomendó que se le sacara 
una radiografía al señor Vera Vera para descartar lesiones definitivas y que se le extrajera quirúrgicamente el proyectil.
El 16 de abril, a solicitud de la señora Vera Valdez, el Juez Décimo Primero de lo Penal ordenó el traslado del señor 
Vera Vera al Hospital Regional, a fin de que fuera intervenido quirúrgicamente. Sin embargo, el señor Vera Vera permaneció 
en el Centro de Detención Provisional hasta el 17 de abril de 1993, día en que fue trasladado nuevamente al Hospital, en el 
que permaneció hasta el 22 de abril de 1993. Este último día, gracias a las gestiones de la señora Vera Valdez, el señor Vera 
Vera fue trasladado al Hospital Eugenio Espejo de Quito, donde se le practicó una intervención quirúrgica de emergencia. La 
señora Vera Valdez y su esposo se vieron obligados a conseguir un préstamo para cubrir los gastos de traslado de su hijo en 
ambulancia y, una vez en el hospital, su hijo no fue intervenido sino hasta que ella consiguió por sus medios -a falta de dinero-, 
dos de las cuatro pintas de sangre que le fueron solicitadas por el Hospital.  
El 23 de abril de 1993, Pedro Miguel Vera Vera falleció en el Hospital Eugenio Espejo de Quito, horas después de la 
operación, mientras se encontraba bajo la custodia del Estado. No fue sino hasta que se realizó la autopsia, que se le extrajo 
el proyectil del arma de fuego. 
El 4 de mayo de 1993 el Juez Décimo Primero declaró extinta la acción penal iniciada en contra del señor Vera Vera, 
en vista de su fallecimiento. La única indagación realizada por el Estado en relación con los hechos del presente caso consta 
en un informe policial elaborado en 1995, es decir, dos años después de la ocurrencia de los mismos. La indagación no estuvo 
orientada a la determinación de la verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de los responsables de los hechos, ni 
fue realizada por una entidad imparcial sino por la propia institución policial. 
La Corte IDH declaró que el Estado de Ecuador es responsable por la violación de los artículos 4.1, 5.1 y 5.2 de la CADH, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Vera Vera; la violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la CADH, 
en perjuicio del señor Vera Vera y la señora Vera Valdez; y por la violación del artículo 5.1 de la CADH, en perjuicio de la señora 
Vera Valdez.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHOS A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y A LA VIDA DE PEDRO MIGUEL VERA VERA, EN RELACIÓN CON 
LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 5.1, 5.2 y 4.1 en relación al artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos
Una inadecuada atención médica de privados de libertad puede 
comprometer la responsabilidad internacional del Estado
De los alegatos presentados por las partes, la Corte observa que no existe controversia sobre los hechos relativos a 
la persecución de la que fue objeto el señor Pedro Miguel Vera Vera el día 12 de abril de 1993, luego de que supuestamente 
fue sorprendido cometiendo un robo a mano armada, al disparo que recibió durante la misma y a su fallecimiento el 23 de 
abril de 1993 mientras se encontraba bajo custodia del Estado. Sin embargo, éste alegó [el Estado] que no puede imputársele 
responsabilidad por la muerte del señor Vera Vera dado que no se trata de una “muerte violenta” sino de la complicación de 
la herida que recibió. Señaló que, en todo caso, lo que se configuraría sería una mala práctica médica que no podía haberse 
presumido por el Estado y que pudo haber sido denunciada por los familiares del señor Vera Vera pero que, sin embargo, ello 
no fue así. (párr. 37)
Para examinar la alegada responsabilidad internacional del Estado por la violación a los derechos a la integridad personal  
y a la vida, en relación con las obligaciones de respeto y garantía a cargo de éste, del señor Pedro Miguel Vera Vera, la Corte 
precisará, en atención al acervo probatorio, las distintas etapas de la detención y la atención médica recibidos por aquél. Por 
la variedad y complejidad de los hechos alegados en el presente caso, éstos serán detallados en las partes correspondientes 
de este capítulo. Posteriormente, el Tribunal analizará los alegatos de las partes y determinará si dicha atención se brindó 
de forma inadecuada a la luz de los estándares derivados de la Convención, configurándose así posibles violaciones a los 
derechos a la integridad personal y a la vida del señor Pedro Miguel Vera Vera. (párr. 38)
Deberes del Estado ante los derecho a la vida e integridad personal de los detenidos o reclusos
Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundamental en la Convención Americana, por cuanto de su 
salvaguarda depende la realización de los demás derechos. En razón de dicho carácter, los Estados tienen la obligación de 
garantizar la creación de las condiciones que se requieran para su pleno goce y ejercicio. (párr. 39)
Por otro lado, el derecho a la integridad personal es de tal importancia que la Convención Americana lo protege 
particularmente al establecer, inter alia, la prohibición de la tortura, los tratos crueles, inhumanos y degradantes y la 
imposibilidad de suspenderlo durante estados de emergencia. (párr. 40)
Los derechos a la vida y a la integridad personal no sólo implican que el Estado debe respetarlos (obligación negativa), 
sino que, además, requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlos (obligación positiva), en 
cumplimiento de su deber general establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana. (párr. 41) 
El Tribunal ha señalado que de las obligaciones generales de respetar y garantizar los derechos que establece el artículo 
1.1 de la Convención Americana derivan deberes especiales determinables en función de las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre. En 
tal sentido, esta Corte ha indicado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda persona privada de 
libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal. Como responsable de los 
establecimientos de detención, el Estado se encuentra en una posición especial de garante de los derechos de toda persona 
que se halle bajo su custodia. Esto implica el deber del Estado de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos y de 
garantizar que la manera y el método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la 
detención. En este sentido, los Estados no pueden invocar privaciones económicas para justificar condiciones de detención que 
no cumplan con los estándares mínimos internacionales en esta área y no respeten la dignidad del ser humano. (párr. 42)
La atención médica como parte del derecho a la vida e integridad 
personal de los detenidos y su vinculación con el derecho a  la salud
Los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e inmediatamente vinculados con la atención a la 
salud humana. En este sentido, el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece que toda persona tiene derecho a la salud, entendida 
como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social, e indica que la salud es un bien público. Así, esta Corte 
ha establecido que el Estado tiene el deber, como garante de la salud de las personas bajo su custodia, de proporcionar a los 
detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento médicos adecuados cuando así se requiera. (párr. 43) 
Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no satisface los requisitos materiales mínimos de 
un tratamiento digno conforme a la condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana. Así, la 
falta de atención médica adecuada a una persona que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría 
considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en 
particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos 
y mentales acumulativos  y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros. (párr. 44)
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La Corte recuerda que numerosas decisiones de organismos internacionales invocan las Reglas Mínimas de Naciones 
Unidas para el Tratamiento de Reclusos a fin de interpretar el contenido del derecho de las personas privadas de la libertad a 
un trato digno y humano. […], dichas Reglas señalan, inter alia, que “[e]l médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea 
posible después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para determinar la existencia 
de una enfermedad física o mental, [y] tomar en su caso las medidas necesarias[.]”. (párr. 50)
También es pertinente recordar que el Principio 24 para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión establece que: “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con 
la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas recibirán 
atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”. (párr. 51)
De esta manera, la Corte constata que el señor Vera Vera fue dado de alta del Hospital Regional de Santo Domingo 
de los Colorados sin que se hubiesen realizado los exámenes o diagnósticos pertinentes en atención a su condición y a las 
lesiones que presentaba (supra párrs. 48 a 49). (párr.54)
Estándares de diligencia requeridos en el tratamiento y atención médica de privados de libertad
Al respecto, el Tribunal observa que, de conformidad con el peritaje de los señores Hans Petter Hougen y Önder Özkalipci 
rendido en el presente caso (supra párr. 20), si el señor Vera Vera “hubiera sido sometido a un examen físico adecuado en la 
unidad médica policial, el doctor responsable debería haber objetado el alta de [la presunta víctima] y […] haberl[a] devuelto 
inmediatamente al hospital, especialmente [dado] que no había posibilidad de un apropiado monitoreo de [su] condición […] 
en el centro de detención”. (párr. 64)
Aunado a lo anterior, no se desprende del acervo probatorio que el señor Vera Vera haya sido sometido a exámenes 
médicos especiales al momento de ingresar a la Unidad Policial. Por otro lado, el Tribunal observa que pese a no contar 
con los equipos necesarios para detectar complicaciones que podrían requerir tratamiento y control por parte de médicos 
especializados, el médico de la Unidad Policial concluyó que no era necesaria la extracción de la bala que el señor Vera Vera 
tenía alojada en el costado, por lo que no fue trasladado a un hospital sino hasta cuatro días después, al presentarse los 
síntomas de complicaciones (supra párrs. 55 y 62). Todo ello, pese a las recomendaciones de los peritos médicos designados 
por el Comisario Segundo Nacional de Policía tras la realización del reconocimiento médico del señor Vera Vera (supra párr. 
59). Por lo tanto, la Corte estima que el tratamiento y la atención médica recibida por el señor Vera Vera en el cuartel de policía 
fue negligente. (párr. 65)
[…] Debido a esta demora de diez días, a que la atención médica que recibió previo a que fuera intervenido quirúrgicamente 
no fue apropiada, y al hecho de que la señora Vera Valdez se vio obligada a impulsar la operación, la Corte considera que 
las autoridades ecuatorianas no proporcionaron atención médica adecuada y oportuna al señor Pedro Miguel Vera Vera. 
(párr.73)
La negligencia médica como factor que compromete la responsabilidad internacional del Estado
En definitiva, el Tribunal observa que en este caso, el Estado no brindó atención médica adecuada y oportuna al señor 
Pedro Miguel Vera Vera. Lo anterior, puesto que éste fue dado de alta luego de su primer internamiento en el Hospital de Santo 
Domingo de los Colorados sin que se hubiesen realizado los exámenes o diagnósticos pertinentes en atención a las lesiones 
que presentaba (supra párrs. 52 a 54); cuando estuvo detenido en el Centro de Detención Provisional de Santo Domingo, el 
Estado no dispuso inmediatamente el traslado del señor Vera Vera a un hospital que contara con las facilidades para atender 
sus necesidades de salud sino que se le mantuvo en ese lugar hasta que las complicaciones de su herida fueron evidentes 
(supra párrs. 55, 62 y 65); cuando se le trasladó por segunda vez al Hospital de Santo Domingo de los Colorados el señor Vera 
Vera no fue intervenido quirúrgicamente ni se adoptaron otras medidas apropiadas para atender su grave estado de salud, lo 
cual le provocó un deterioro físico mayor (supra párr. 66). Posteriormente, en el hospital Eugenio Espejo de Quito ya no se pudo 
salvar la vida del señor Vera Vera dado que su condición de salud era ya muy delicada. En definitiva, la intervención quirúrgica 
que requería el señor Vera Vera no se realizó sino hasta diez días después de que recibió un impacto de bala y fue detenido, no 
obstante su grave estado de salud (supra párrs. 70, 72 y 73). Además, la atención médica brindada por el Estado fue impulsada 
por la señora Vera Valdez en reiteradas ocasiones (supra párrs. 56 a 58, 60, 66, 69, 71 y 73). Para la Corte, la serie de omisiones 
en que incurrió el Estado a través de sus agentes a lo largo del tiempo en que Pedro Miguel Vera Vera estuvo bajo su custodia 
constituyó negligencia médica que resultó en su muerte, lo cual compromete su responsabilidad internacional.  (párr. 75)
Así, la Corte Europea ha tomado en cuenta factores tales como la falta de asistencia médica de emergencia y 
especializada pertinente, deterioro excesivo de la salud física y mental de la persona privada de la libertad y exposición a 
dolor severo o prolongado a consecuencia de la falta de atención médica oportuna y diligente, las condiciones excesivas de 
seguridad a las que se ha sometido a la persona a pesar de su evidente estado de salud grave y sin existir fundamentos o 
evidencias que las hicieran necesarias, entre otros, para valorar si se ha dado un tratamiento inhumano o degradante a la 
persona privada de la libertad. (párr. 77) 
Al respecto, el Tribunal observa que en el presente caso la negligencia médica de las autoridades estatales ante el tipo 
de lesión que sufrió el señor Vera Vera, es decir, una herida de bala, ocasionó un doloroso deterioro en su estado físico durante 
el transcurso de diez días, que culminó con su muerte, resultados que pudieron haberse evitado con tratamiento médico 
adecuado y oportuno (supra párr. 75). Asimismo, por su estado de salud y por su privación de libertad, era evidente que el 
señor Vera Vera no hubiera podido valerse por sí mismo para que fuera atendido de manera oportuna ya que ello era una 
obligación de las autoridades que estaban a cargo de su custodia. Para la Corte, estos hechos configuran tratos inhumanos y 
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degradantes en el sentido del artículo 5.2 de la Convención Americana en detrimento del señor Vera Vera. (párr. 78)
Por lo tanto, para este Tribunal es claro que la falta de atención adecuada y oportuna mientras el señor Pedro Miguel 
Vera Vera se encontraba bajo custodia del Estado generó violaciones a sus derechos a la integridad personal y a la vida, por lo 
cual estima que el Estado ecuatoriano violó los artículos 5.1, 5.2 y 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en su perjuicio. (párr.79)
Situación generalizada de deficiencias carcelarias, en particular, de los servicios 
de salud de los privados de la libertad en Ecuador, alegada por los representantes
En el capítulo VI de esta Sentencia (supra párr. 30), la Corte ya hizo referencia a que en su demanda la Comisión se 
refirió a una supuesta situación generalizada en el Ecuador de “sobrepoblación de presos en establecimientos del sistema 
penitenciario, […] pobre dotación de las clínicas de salud en los centros penitenciarios en términos de equipos y medicinas, 
así como [de] falta de requerimientos mínimos como […] acceso a atención médica,” entre otros, para situar las violaciones de 
derechos humanos sufridas por el señor Pedro Miguel Vera Vera en 1993. (párr. 80)
La Corte observa que el único documento remitido por la Comisión Interamericana como sustento de esta afirmación 
es el Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador, de 24 de abril de 1997, realizado a partir de una visita 
in loco llevada a cabo en dicho Estado en 1994 por la Comisión. La Corte destaca que, entre otros, el informe versa sobre 
la disponibilidad de tratamiento médico y psicológico a los prisioneros, sin aportar mayores datos, estadísticas y pruebas 
específicas acerca de los recursos disponibles y las prácticas seguidas para brindar atención médica a personas privadas de 
la libertad en el Estado en esa época. Al respecto, la Corte considera que, ante el Tribunal, dicho informe por sí mismo no es 
suficiente para acreditar una supuesta situación general en Ecuador durante la época de los hechos de este caso sobre el 
tema planteado por la Comisión. (párr. 81)
2.  DERECHOS A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL DE PEDRO MIGUEL VERA VERA Y 
FRANCISCA MERCEDES VERA VALDEZ
Artículos 8.1 y 25. 1 en relación al artículo 1.1 de la Convención Americana
Deber del Estado de contar con amplias posibilidades de participación 
en el proceso para las víctimas o los familiares de las víctimas de derechos humanos
El Tribunal ya estableció en esta Sentencia que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 4.1, 5.1 y 5.2 de 
la Convención Americana en perjuicio del señor Pedro Miguel Vera Vera […] A continuación, el Tribunal analizará la supuesta 
falta de investigación de estos hechos por parte del Estado a la luz de los derechos las garantías judiciales y protección judicial 
reconocidos en la Convención Americana. (párr. 85)
La Corte ha señalado que del artículo 8 de la Convención Americana se desprende que las víctimas de violaciones 
de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos 
procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en la búsqueda de una 
debida reparación. Asimismo, la Corte ha considerado que los Estados tienen la obligación de proveer recursos judiciales 
efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, 
a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, el Tribunal ha señalado que la obligación de investigar 
y el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los familiares no sólo se desprenden de las normas convencionales 
de derecho internacional, imperativas para los Estados Parte, sino que además deriva de la legislación interna que hace 
referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares 
denuncien o presenten querellas, pruebas, peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad de participar procesalmente 
en la investigación penal con la pretensión de establecer la verdad de los hechos. (párr. 86)
Deber del Estado de investigar ex officio el fallecimiento de personas 
bajo su custodia y de dar una explicación satisfactoria al respecto
A la luz de ese deber, cuando se trata de la investigación de la muerte de una persona que se encontraba bajo custodia 
del Estado, como en el presente caso, las autoridades correspondientes tienen el deber de iniciar ex officio y sin dilación, una 
investigación seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada a través de todos los medios legales disponibles 
y estar orientada a la determinación de la verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos los responsables de 
los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. Es pertinente destacar que el deber 
de investigar es una obligación de medios, y no de resultados. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de 
intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios. (párr. 87)
La Corte ha establecido que el Estado es responsable, en su condición de garante de los derechos consagrados en 
la Convención, de la observancia de los derechos a la vida y a la integridad personal de todo individuo que se halla bajo su 
custodia. Puede considerarse responsable al Estado por los tratos crueles, inhumanos o degradantes que sufre una persona 
que ha estado bajo la custodia de agentes estatales, o que ha fallecido en tales circunstancias, cuando las autoridades no 
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han realizado una investigación seria de los hechos seguida del procesamiento de los responsables.  En tal sentido, recae 
en el Estado la obligación de proveer una explicación inmediata, satisfactoria y convincente de lo sucedido a una persona 
que se encontraba bajo su custodia, y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios 
adecuados. (párr. 88)
[…] [T]eniendo en cuenta la reiterada jurisprudencia de la Corte acerca de la investigación que se debe realizar toda vez 
que existan posibles violaciones a la vida e integridad personal de un detenido que se encuentra bajo la custodia del Estado 
(supra párrs. 86 a 88), este Tribunal considera que el informe policial del Estado ecuatoriano realizado dos años después 
de los hechos no cumple con los estándares establecidos por esta Corte para el cabal cumplimiento de su obligación de 
investigar bajo la Convención, ya que no se utilizaron todos los medios legales disponibles, la indagación no estuvo orientada 
a la determinación de la verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos los responsables de los hechos, ni fue 
realizada por una entidad imparcial sino por la propia institución policial. (párr. 89)
El Estado señaló durante la tramitación de este caso que no podía suponerse que el señor Vera Vera había sido víctima 
de una negligencia médica (supra párr. 36) dado que en todo momento fue atendido por diversos médicos. Sin embargo, el 
Tribunal estima pertinente precisar que en el presente caso también se alegó que, además de la falta de investigación de la 
negligencia médica cometida en perjuicio del señor Vera Vera, tampoco se ha investigado la responsabilidad sobre el disparo 
que recibió. (párr. 90)
Así, la Corte estima que conforme al deber de custodia, una vez que el señor Vera Vera fue detenido y agentes estatales 
se percataron de que éste se encontraba herido de bala, el Estado debió iniciar una investigación sobre tal situación. Este 
deber de custodia también implicaba que inmediatamente después de la muerte del señor Vera Vera correspondía al Estado 
brindar una explicación satisfactoria al respecto, ya que no se trataba de cualquier persona sino de una que se encontraba 
bajo su resguardo. (párr. 91)
Deber de investigar y sancionar a los responsables en atención a la propia normativa interna ecuatoriana
Asimismo, la Corte observa que el deber de investigar las circunstancias del fallecimiento del señor Vera Vera mientras 
se encontraba bajo la custodia del Estado se desprendía de la legislación penal ecuatoriana al momento de los hechos. […] 
(párr. 92)
Al respecto, el Tribunal recuerda que el objeto de su mandato es la aplicación de la Convención Americana y de otros 
tratados que le otorguen competencia. No corresponde a este Tribunal determinar responsabilidades individuales […] esta 
Corte ha señalado que la obligación de investigar los hechos, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de un delito 
que constituye una violación de derechos humanos, es un compromiso que emana de la Convención Americana, y que la 
responsabilidad penal debe ser determinada por las autoridades judiciales competentes siguiendo estrictamente las normas 
del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana. (párr. 93)
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte se encuentra impedida para determinar si lo sucedido al señor Vera Vera se 
encuadra en los tipos penales de lesiones u homicidio señalados por el representante y el perito Manuel Ramiro Aguilar Torres 
ya que ello, precisamente, corresponde a las autoridades competentes del Estado. […] En tal sentido, el Tribunal destaca que 
el análisis del presente apartado no debe referirse a las actuaciones tendientes a la investigación de los hechos que debieron 
o no realizar los familiares del señor Vera Vera, particularmente, a si aquéllos debieron presentar una denuncia formal, sino 
que, tratándose de una obligación ex officio a cargo del Estado, el Tribunal debe analizar la actividad desplegada por éste al 
respecto. (párr. 94)
[…] Asimismo, la Corte destaca que el propio Código Penal vigente durante la comisión de los hechos establecía como 
“delitos contra la actividad judicial” la falta de denuncia por parte de todo funcionario, agente de policía, médico, cirujano, entre 
otros, de hechos constitutivos de delito habiendo tenido noticia de ellos. (párr. 95)
Al respecto, surge del expediente, conjuntamente con lo indicado por el propio Estado, que éste no ha llevado a cabo 
investigación alguna sobre las causas de la muerte del señor Vera Vera. (párr. 96)
Deber reforzado de investigar al estar la víctima bajo la custodia del Estado: 
su vinculación con la impunidad y el derecho al acceso a la justicia
Es jurisprudencia de este Tribunal que el actuar omiso y negligente de los órganos estatales no es compatible con las 
obligaciones emanadas de la Convención Americana, con mayor razón si están en juego bienes jurídicos esenciales de las 
personas, como lo es la vida. Por lo anterior, la Corte considera que en el presente caso el Estado incumplió con su obligación 
general de investigar la muerte del señor Pedro Miguel Vera Vera. La Corte estima que esta obligación es aun más relevante en 
el presente caso, ya que su fallecimiento ocurrió cuando el señor Vera Vera se encontraba bajo custodia estatal. Lo anterior ha 
propiciado la impunidad de los hechos, la cual ha sido definida por el Tribunal como la falta en su conjunto de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 
Convención Americana. (párr. 97)
En razón de que el señor Vera Vera permaneció herido de bala diez días desde su detención hasta su muerte, durante 
los cuales estuvo bajo la custodia del Estado, la Corte considera que el derecho de acceso a la justicia le asistía, ya que era una 
obligación del Estado la investigación sobre tales hechos. Luego de su fallecimiento, este derecho asiste a su madre, la señora 
Francisca Mercedes Vera Valdez. (párr. 98)
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En consideración de todo lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, conjuntamente con el artículo 1.1 de este instrumento, en perjuicio del señor Pedro Miguel Vera Vera y de la señora 
Francisca Mercedes Vera Valdez, por la falta de investigación, juzgamiento y, en su caso, sanción de los responsables del 
fallecimiento de aquél estando bajo custodia estatal. (párr. 99)
3.  DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR Y GARANTIZAR 
LOS DERECHOS  RESPECTO DE LA SEñORA FRANCISCA MERCEDES VERA VALDEZ
Artículo 5.1 en relación al artículo 1.1 de la Convención Americana
Facultad de la Corte Interamericana para conocer de violaciones a la Convención 
Americana que no han sido alegadas por la Comisión ni los Representantes
El Tribunal tiene competencia, a la luz de la Convención Americana y con base en el principio iura novit curia, el cual se 
encuentra sólidamente respaldado en la jurisprudencia internacional, para estudiar la posible violación de las normas de la 
Convención que no han sido alegadas en los escritos presentados ante ella, en la inteligencia de que las partes hayan tenido 
la oportunidad de expresar sus respectivas posiciones en relación con los hechos que las sustentan. (párr. 100)
En el presente caso ni la Comisión ni el representante alegaron la violación del derecho a la integridad personal que 
consagra el artículo 5.1 de la Convención Americana, en perjuicio de la señora Francisca Mercedes Vera Valdez. No obstante, 
la Corte estima que los hechos de este caso, sobre los cuales las partes han tenido amplia posibilidad de presentar alegatos y 
defenderse, muestran una afectación a este derecho, como se expondrá a continuación. (párr. 101) 
Afectación a la integridad psíquica y moral de los familiares 
de las víctimas de violaciones a los derechos humanos
Los hechos establecidos en el capítulo VII de la presente Sentencia muestran la estrecha vinculación afectiva de la 
señora Francisca Mercedes Vera Valdez con su hijo Pedro Miguel Vera Vera y sus esfuerzos para tratar de lograr que fuera 
atendido en instituciones de salud apropiadas, de manera acorde con el tipo de lesión que presentaba y con el estado físico 
en el que encontraba […]. (párr. 102)
En otras oportunidades, el Tribunal ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de algunos 
familiares con motivo del sufrimiento que estos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones de las autoridades 
estatales, tomando en cuenta, entre otros, la existencia de un estrecho vínculo familiar. (párr. 104)
Para el Tribunal es claro que los hechos establecidos en esta Sentencia demuestran el sufrimiento que padeció la señora 
Vera Valdez por el trato dispensado al señor Vera Vera mientras estuvo privado de libertad con una herida de bala, por el trato 
recibido por ella misma ante sus esfuerzos por procurarle una atención médica adecuada y por la falta de esclarecimiento 
de los responsables por el fallecimiento de su hijo. La Corte no considera necesario mayor abundamiento al respecto y, por lo 
tanto, considera que el Estado es responsable por la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Francisca Mercedes Vera Valdez. (párr. 105)
III. REPARACIONES
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Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ha indicado que toda violación 
de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa 
disposición “recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional 
contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”.  (párr. 106)
Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la 
Corte deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (párr. 107)
Parte Lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha 
sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso son el 
señor Pedro Miguel Vera Vera y la señora Francisca Mercedes Vera Valdez, por lo que serán considerados beneficiarios de las 
reparaciones que ordene esta Corte. (párr. 109)
Obligación de investigar los hechos2. 
Requerimiento de la Comisión de no aplicar la figura de la prescripción al caso
La Comisión […] Indicó que “[l]a posible caracterización del rol específico y del nivel de responsabilidad que tuvo cada 
una de estas [personas] en la muerte de la víctima no p[odía] ser establecido con certeza en el marco del presente proceso 
internacional”. Por otro lado, también señaló que en el presente caso existían “varios elementos que permit[ían] concluir la 
gravedad de la violación ocurrida[.]” Finalmente, alegó que “el transcurso del tiempo que haría aplicable la figura de prescripción 
a los hechos del presente caso, ocurrió como consecuencia de una clara negligencia”. (párr. 115)
El Tribunal procederá a analizar los argumentos de la Comisión Interamericana los cuales, básicamente, consisten 
en los siguientes puntos: a) la no aplicación de la prescripción ha procedido aún en casos que no se refieren a violaciones 
graves a los derechos humanos; b) la gravedad de las violaciones ocurridas en este caso; c) la cadena de hechos y el nivel de 
involucramiento de diversas autoridades no hace posible establecer con certeza las responsabilidades correspondientes en 
este proceso internacional, por lo cual debe investigarse a nivel interno; d) el tiempo transcurrió a causa de la negligencia de las 
autoridades estatales, y e) la necesidad de realizar un juicio de ponderación entre los derechos de los imputados y los derechos 
de las víctimas o sus familiares. (párr. 116)
Necesidad de estar ante “violaciones graves a los derechos humanos” 
para considerar la no aplicación de figuras como la prescripción
En primer lugar, respecto al punto a), la Corte ya ha señalado que la prescripción en materia penal determina la extinción 
de la pretensión punitiva por el transcurso del tiempo y que, generalmente, limita el poder punitivo del Estado para perseguir la 
conducta ilícita y sancionar a sus autores. Como señaló la Comisión, el Tribunal precisó en la Sentencia dictada en el caso Albán 
Cornejo Vs. Ecuador el criterio consistente en que “[s]in perjuicio de lo anterior, la prescripción de la acción penal es inadmisible 
e inaplicable cuando se trata de muy graves violaciones a los derechos humanos en los términos del Derecho Internacional. 
La jurisprudencia constante y uniforme de la Corte así lo ha señalado”. Por lo tanto, la improcedencia de la prescripción no fue 
declarada en dicho caso por no tratarse de una violación grave a los derechos humanos, conforme al criterio de la Corte ya 
señalado. De manera más reciente, en la Sentencia dictada por el Tribunal en el caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia, 
se reiteró dicho criterio […] Esta jurisprudencia también fue sostenida en el último caso en conocimiento de la Corte a la fecha 
en el cual se alegaron violaciones graves a derechos humanos, es decir, en Gelman Vs. Uruguay.  De lo anterior se desprende 
que, en la jurisprudencia de la Corte, la improcedencia de la prescripción usualmente ha sido declarada por las peculiaridades 
en casos que involucran graves violaciones a derechos humanos, tales como la desaparición forzada de personas, la ejecución 
extrajudicial y tortura. En algunos de esos casos, las violaciones de derechos humanos ocurrieron en contextos de violaciones 
masivas y sistemáticas. (párr. 117)
En relación con el punto b), el Tribunal estima que toda violación a los derechos humanos supone una cierta gravedad 
por su propia naturaleza, porque implica el incumplimiento de determinados deberes de respeto y garantía de los derechos y 
libertades a cargo del Estado a favor de las personas. Sin embargo, ello no debe confundirse con lo que el Tribunal a lo largo 
de su jurisprudencia ha considerado como “violaciones graves a los derechos humanos”, las cuales, como se desprende de lo 
establecido precedentemente (supra párr. 117), tienen una connotación y consecuencias propias. Aceptar lo señalado por la 
Comisión en el sentido de que por sus características el presente caso reviste una gravedad por la cual no sería procedente 
la prescripción implicaría que en todo caso sometido a la Corte, por tratarse de violaciones de derechos humanos que, en sí 
mismas, implican gravedad, no procedería dicho instituto procesal. Ello no se ajusta a los criterios precisados por este Tribunal 
en cuanto a la improcedencia de la prescripción  (supra párr. 117).  (párr. 118)
Por lo que se refiere al punto c), la Corte reitera que lo señalado anteriormente en esta Sentencia (supra párr. 93) en el 
sentido de que no le corresponde determinar responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales 
internos o a otros tribunales internacionales, sino conocer los hechos traídos a su conocimiento y calificarlos en el ejercicio 
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de su competencia contenciosa. La sola circunstancia de que por la serie de hechos y el nivel de involucramiento de diversas 
autoridades no es posible establecer con certeza las responsabilidades correspondientes en este proceso internacional, por lo 
cual deberían realizarse investigaciones a nivel interno, no es suficiente para que este Tribunal estime que en el presente caso 
no sea procedente la prescripción. (párr. 119)
En cuanto al punto d), la Corte estima que por la naturaleza del presente caso, el hecho de que el Estado hasta la fecha 
no haya llevado a cabo ningún tipo de investigación por sí mismo tampoco basta para que la prescripción no sea procedente. 
(párr. 120)
En vista de todo lo anterior, teniendo en cuenta su jurisprudencia constante y más reciente, la Corte estima que no es 
posible determinar la improcedencia de la prescripción penal a los hechos del presente caso que han quedado probados y 
establecidos en esta Sentencia. (párr. 122)
No obstante, la Corte considera que en razón del derecho de la madre y de los familiares de conocer completamente lo 
sucedido al señor Vera Vera, el Estado debe satisfacer, de alguna manera, como medida complementaria de satisfacción a las 
establecidas en esta Sentencia, dicha expectativa mínima, informando al Tribunal de las gestiones que realice y los resultados 
que obtenga. Luego de recibir las correspondientes observaciones de el  representante y de la Comisión Interamericana, la 
Corte podrá ordenar la publicación de tales resultados. (párr. 123)
Medidas de satisfacción y garantías de no repetición3. 
Publicación y difusión de la Sentencia
Como ha procedido el Tribunal en otras ocasiones, en vista de los hechos y las violaciones de derechos humanos 
declaradas en esta Sentencia, la Corte considera que el Estado deberá publicar en el Diario Oficial, por una sola vez, los 
párrafos […] El Estado también deberá publicar en otro diario de amplia circulación nacional el resumen oficial de la Sentencia 
emitida por la Corte. Adicionalmente, como ha sido ordenado por el Tribunal en ocasiones anteriores, el presente Fallo deberá 
publicarse íntegramente en un sitio web oficial adecuado, y permanecer disponible durante un período de un año. Para realizar 
las publicaciones en los periódicos y en un sitio web, se fijan los plazos de seis y dos meses, respectivamente, contados a partir 
de la notificación de la presente Sentencia. Por último, como garantía de no repetición, el Estado debe asegurar la difusión 
de la presente Sentencia entre las autoridades policiales, penitenciarias y personal médico a cargo de personas privadas de 
libertad. (párr. 125)
Acto de disculpa pública y reconocimiento público de responsabilidad internacional
La Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado “efectuar un reconocimiento público de responsabilidad internacional 
[.]” El representante solicitó al Tribunal que ordene al Estado realizar “actos de disculpa pública a la víctima y su familia, [y de] 
reproche a los actores materiales e intelectuales de los hechos ocurridos [.]” El Estado no formuló alegatos específicos sobre 
este punto. (párr. 126)
El Tribunal estima suficiente, para reparar las violaciones constatadas en el presente caso, la emisión de la Sentencia 
y su publicación, así como las medidas de carácter pecuniario ordenadas en la misma (infra párrs. 131, 132, 136 y 137). (párr. 
127)
 Indemnizaciones compensatorias4. 
Daño material
En primer lugar, el Tribunal observa que el representante no aportó pruebas que permitan acreditar los montos señalados 
como salario mínimo vigente en el país al momento de los hechos o la expectativa de vida probable, de acuerdo a sus alegatos. 
No obstante, por las violaciones declaradas en esta Sentencia en perjuicio del señor Pedro Miguel Vera Vera, este Tribunal 
decide fijar en equidad la cantidad de US$20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño material, la cual deberá ser entregada a la señora Francisca Mercedes Vera Valdez. Dicho monto deberá ser pagado en 
el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párrs. 146 y 147).  (párr. 131)
Por otro lado, el Tribunal no cuenta con elementos probatorios que acrediten los montos que habría desembolsado 
la señora Francisca Mercedes Vera Valdez a fin de que su hijo recibiera atención médica en el Centro de Detención de Santo 
Domingo de los Colorados y en los dos hospitales en que fue atendido (supra párrs. 56, 69, 71 y 73). No obstante, como se 
señaló en esta Sentencia (supra párrs. 56, 67, 69, 71 y 73), la Corte dio por probados tales hechos. […] La Corte también toma 
en cuenta que a pregunta expresa formulada durante la audiencia pública, el representante manifestó que los familiares 
del señor Vera Vera no cuentan con comprobantes de gastos dado el transcurso del tiempo, lo cual el Tribunal acepta por 
considerarlo razonable dados los hechos establecidos en esta Sentencia. Por lo tanto, la Corte decide fijar en equidad la 
cantidad de US$2,000.00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño material a favor de la 




Al respecto, este Tribunal observa que el señor Pedro Miguel Vera Vera recibió tratos inhumanos y degradantes mientras 
permaneció herido de bala bajo la custodia del Estado, hasta que finalmente falleció. En consideración del carácter de las 
violaciones cometidas, la Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a su favor, la cual deberá ser entregada a la señora Francisca Mercedes Vera Valdez en el plazo que la 
Corte fije para tal efecto (infra párrs. 146 y 147). (párr. 136)
Asimismo, quedó ampliamente probado en esta Sentencia que la señora Francisca Mercedes Vera Valdez sufrió angustia 
y dolor a causa de la negligencia médica sufrida por su hijo mientas permaneció detenido con una herida de bala, por su 
muerte bajo custodia del Estado, y por la posterior denegación de justicia en relación con estos hechos (supra párrs. 101 a 
105). […] En razón de lo anterior, el Tribunal estima pertinente fijar, en equidad, la suma de US$20,000.00 (veinte mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a favor de la señora Francisca Mercedes Vera Valdez, como compensación por concepto de 
daño inmaterial, en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párr. 145). (párr. 137)
Otras pretensiones de reparación5. 
 
La Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado “adoptar todas las medidas legales, administrativas y de otra 
índole para asegurar que las personas privadas de libertad tengan acceso oportuno a los servicios médicos que requieran 
de conformidad con su situación de salud”. Por su parte, el representante pidió al Tribunal que ordene al Estado “cre[ar] una 
política pública que permita el acceso a la salud de la personas privadas de la libertad”[…] (párr. 138)
En esta Sentencia el Tribunal señaló que no había prueba suficiente sobre la situación carcelaria en la época de los 
hechos alegados en el presente caso, y que la supuesta situación actual del sistema penitenciario no formaba parte de la base 
fáctica del mismo (supra párrs. 31, 33 y 81). Por lo tanto, es improcedente que la Corte se refiera a las reparaciones solicitadas 
por la Comisión y el representante al respecto.   (párr. 139)
Costas y gastos6. 
La Corte observa que el representante no presentó prueba alguna respecto a la tramitación del presente caso ante la 
Comisión Interamericana. Asimismo, que respecto de algunas de las pruebas de gastos realizados con ocasión de este proceso, 
el representante no especificó ni argumentó a qué tipo de gastos correspondían dichos comprobantes y su relación con este 
caso. Sin embargo, al respecto, también consta en el expediente que el representante presentó algunos comprobantes de 
gastos incurridos con ocasión de la audiencia pública celebrada en el presente caso (supra párrs. 8 y 9), tales como traslado, 
hospedaje, visas, vacunación por la fiebre amarilla e impuestos de salida . El Tribunal también toma en cuenta que en este caso 
no ha habido una investigación de los hechos a nivel interno, y que los gastos de abogado realizados para lograr el traslado 
del señor Vera Vera del cuartel de policía a un hospital ya fueron contemplados al determinar el daño material a favor de la 
señora Vera Valdez (supra párr. 132). (párr. 143)
Con base en lo anterior, la Corte toma en cuenta los gastos comprobados por el representante relacionados con 
la audiencia pública celebrada en el presente caso. Por otro lado, la Corte observa que el trámite de éste ante el sistema 
interamericano ha insumido dieciséis años y medio aproximadamente, durante los cuales, la Corte presume se ha incurrido 
en gastos de comunicación, transporte y suministros, entre otros. Por lo tanto, considera, en equidad, que el Estado debe 
pagar, por concepto de costas y gastos, la cantidad de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América). 
Esta cantidad deberá ser entregada directamente al representante. Igualmente, la Corte precisa que en el procedimiento de 
supervisión del cumplimiento de la presente Sentencia, podrá disponer el reembolso a la víctima o su representante, por parte 
del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 145)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados7. 
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño material e inmaterial directamente a la 
señora Francisca Mercedes Vera Valdez, y el pago por concepto de costas y gastos directamente al representante, dentro del 
plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 
146) 
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América. (párr. 148)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al 
interés bancario moratorio en Ecuador. (párr. 151)
CASO N° 227 CHOCRÓN CHOCRÓN VS. VENEZUELA
I. HECHOS
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Caso: Chocrón Chocrón vs. Venezuela
Sentencia: Serie C Nº 227
Fecha de Sentencia: 1º de julio 2011
Víctima: Mercedes Chocrón Chocrón
Estado parte: Venezuela
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_227_esp.pdf
En el año 1999 se convocó a un referéndum popular en el marco de una profunda crisis en poder judicial venezolano al 
encontrarse en tela de juicio su independencia, autonomía e imparcialidad. 
Como resultado del referéndum se promulgó el 12 de agosto de 1999, un Decreto de reorganización del Poder Judicial 
y del Sistema Penitenciario, el que instauró una Comisión de Emergencia Judicial (Comisión de Emergencia) que tenía dentro 
de sus competencias organizar el proceso de selección de los jueces mediante concursos públicos de oposición para todos 
los tribunales y circuitos judiciales, así como seleccionar a los jueces correspondientes. Asimismo, se estableció que los cargos 
que quedaran vacantes serían ocupados por los respectivos suplentes, hasta que se realizaran los concursos públicos de 
oposición.
Por otra parte, mediante decreto de 22 de diciembre de 1999, se creó la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración 
del Sistema Judicial (“CFRSJ”), la que quedó investida de las atribuciones que tenía la Comisión de Emergencia y de la 
competencia disciplinaria judicial, hasta que la Asamblea Nacional aprobara la legislación que determinaría los procesos y 
tribunales disciplinarios. 
El 2 de agosto de 2000 el Tribunal Supremo de Justicia (“TSJ”) dictó la Normativa sobre la Dirección, Gobierno y 
Administración del Poder Judicial, mediante la cual creó tanto la Dirección Ejecutiva de la Magistratura como la Comisión Judicial. 
Según esta Normativa, con la entrada en funcionamiento de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, la CFRSJ quedaría a cargo 
de funciones disciplinarias, sólo mientras se dictara la legislación y se crearan los correspondientes tribunales disciplinarios. La 
Comisión Judicial, por su parte, fue delegada por el TSJ para nombrar jueces designados con carácter provisorio o temporal y 
remover a los mismos, cuando no operaba una causal disciplinaria.
Durante estos años, la institución de los jueces provisorios y temporales fue una institución común, constituyendo un 
56% de la planta judicial. Tanto la Sala Político Administrativa como la Sala Constitucional del Tribunal Supremo han sostenido 
que los jueces provisorios y temporales son de libre nombramiento y remoción, siendo comunes los casos donde existían 
remociones de manera discrecional, sin procedimiento previo ni motivación de la resolución.
En este contexto, el 28 de octubre de 2002, la señora Mercedes Chocrón Chocrón -víctima del presente caso- fue 
designada “con carácter temporal” por la Comisión Judicial como Jueza del Juzgado de Primera Instancia del Circuito Judicial 
Penal de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Tres meses después de su nombramiento, la Comisión 
Judicial decidió dejar sin efecto su designación como jueza temporal, basándose en observaciones que habrían hecho llegar 
ciertos magistrados, las cuales nunca fueron comunicadas a la señora Chocrón. 
El 26 de febrero de 2003, la destituida jueza presentó un recurso administrativo de reconsideración ante la Comisión 
Judicial, señalando que la decisión se emitió sin que hubiera en su contra ningún expediente o averiguación administrativa. 
El 16 de junio del mismo año, la Comisión Judicial declaró sin lugar el recurso de reconsideración interpuesto por la señora 
Chocrón, argumentando que la designación de la recurrente se había realizado en el ejercicio de una facultad eminentemente 
discrecional del órgano competente. Además, se señaló que el acto de “dejar sin efecto” el nombramiento, no constituía un 
acto disciplinario puesto que, no se trataba de la aplicación de una sanción, sino que de un acto fundado en motivos de 
oportunidad.
El 5 de mayo de 2003 la señora Chocrón interpuso un recurso administrativo de nulidad por razones de inconstitucionalidad 
e ilegalidad conjuntamente con una acción de amparo cautelar contra la resolución que dejó sin efecto su nombramiento, 
acciones que fueron desestimadas por la Sala político administrativa del Tribunal Supremo de Justicia.
El 25 de noviembre de 2009 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  presentó una demanda en contra de 
Venezuela. La Corte declaró que el Estado era responsable por la vulneración de los artículos 8.1 y 25.1 en relación al artículo 
1.1 de la Convención Americana; y del artículo 2, en relación con los artículos 8.1 y 25.1 de la CADH, en perjuicio de la señora 
Chocrón Chocrón.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  GARANTÍAS JUDICIALES, PROTECCIÓN JUDICIAL Y DERECHOS POLÍTICOS EN RELACIÓN CON LAS 
OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y EL DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE 
DERECHO INTERNO 
Artículos 8,  25 y 23.1.c en relación a los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana
 
Principio de independencia judicial: su incompatibilidad 
con la libre remoción de jueces provisorios y temporales
La Comisión señaló que “a diferencia de otros cargos públicos, donde pudiera operar una suerte de libre nombramiento 
y remoción, en el caso de los jueces y juezas la garantía de estabilidad en el ejercicio de su cargo debe ser reforzada”. Agregó 
que las garantías de independencia judicial “no distinguen entre personas nombradas de manera provisoria, temporal o 
permanente”. Además, indicó que los jueces provisorios y temporales “deben contar con un plazo o condición definida de 
permanencia en el cargo”, “a fin de garantizar que estos jueces no serán removidos de sus cargos en razón de los fallos que 
adopten o en virtud de decisiones arbitrarias” contra ellos. (párr. 90)
Con base en lo anterior, el Estado alegó que el nombramiento de la señora Chocrón Chocrón cumplió con el estándar 
de independencia judicial, por cuanto es “claro concluir, que mayor independencia tendrán los jueces cuando son designados 
por el propio [P]oder [J]udicial, como sucedió en el [presente] caso”. […] (párr. 93)
La Corte estima oportuno hacer algunas precisiones respecto a ciertos alegatos del Estado. En primer lugar, la Corte 
observa que en el presente caso no se encuentran en discusión el procedimiento de designación de la señora Chocrón Chocrón 
en el último cargo que ejerció como jueza temporal y la autonomía presupuestaria del Poder Judicial en Venezuela, por lo 
que no procederá a analizar dichos argumentos. En segundo lugar, contrario a lo argumentado por el Estado respecto al 
largo período de desempeño como jueza que habría tenido la señora Chocrón Chocrón, la Corte observa que la presunta 
víctima sólo llevaba tres meses en su cargo cuando su nombramiento fue dejado sin efecto (supra párr. 81). En tercer lugar, el 
Tribunal resalta que no es competente para establecer específicamente cuál es el mejor diseño institucional para garantizar 
la independencia judicial. La competencia contenciosa de la Corte se restringe a analizar si, en un caso concreto en que se ha 
aplicado un diseño institucional específico, se ha violado la Convención Americana y, en su caso, determinar las reparaciones 
pertinentes. (párr. 95)
[…] Lo que procede analizar es si son acertados los argumentos desarrollados por el Estado para dejar sin efecto la 
designación de jueces provisorios o temporales sin que, presuntamente, se les garantice una decisión motivada ni una mínima 
estabilidad en el ejercicio del cargo. Alcance de las garantías  judiciales y protección judicial efectiva para los jueces. (párr. 96)
[…] La jurisprudencia de la Corte ha señalado que el alcance de las garantías judiciales y de la protección judicial 
efectiva para los jueces debe ser analizado en relación con los estándares sobre independencia judicial. Al respecto, en el caso 
Reverón Trujillo la Corte precisó que los jueces, a diferencia de los demás funcionarios públicos, cuentan con garantías debido 
a la independencia necesaria del Poder Judicial, lo cual la Corte ha entendido como “esencial para el ejercicio de la función 
judicial”. Al respecto, el Tribunal reiteró que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos es 
la garantía de la independencia de los jueces. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general y 
sus integrantes en particular se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de 
órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por parte de aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión o apelación.  
(párr.97)
[…] Conforme a la jurisprudencia de esta Corte y del Tribunal Europeo, así como de conformidad con los Principios 
Básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura (en adelante “Principios Básicos”), las siguientes 
garantías se derivan de la independencia judicial: un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo  y la 
garantía contra presiones externas. (párr. 98)
Además, el Comité de Derechos Humanos ha señalado que los jueces sólo pueden ser removidos por faltas de disciplina 
graves o incompetencia y acorde a procedimientos justos que aseguren la objetividad e imparcialidad según la constitución 
o la ley. Este Tribunal ha acogido estos principios y ha afirmado que la autoridad a cargo del proceso de destitución de un 
juez debe conducirse independiente e imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio 
del derecho de defensa. Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva del observador sobre la 
posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias concretas sin temor a represalias. (párr. 99)
Así, en el caso Reverón Trujillo, la Corte constató que los jueces provisorios en Venezuela ejercen exactamente las mismas 
funciones que los jueces titulares, esto es, administrar justicia. En consecuencia, el Tribunal señaló que los justiciables tienen 
el derecho, derivado de la propia Constitución venezolana y de la Convención Americana, a que los jueces que resuelven sus 
controversias sean y aparenten ser independientes. Para ello, el Estado debe ofrecer las garantías que emanan del principio 
de la independencia judicial, tanto a los jueces titulares como a los provisorios. (párr. 103)
La Corte reitera que aunque las garantías con las que deben contar los jueces titulares y provisorios son las mismas 
(supra párr. 103), éstas no conllevan igual protección para ambos tipos de jueces, ya que los jueces provisorios y temporales 
son por definición elegidos de forma distinta y no cuentan con una permanencia ilimitada en el cargo. En este sentido, en el 
caso Reverón Trujillo la Corte reconoció, tal como lo alega de nuevo el Estado en el presente caso, que los jueces provisorios 
y temporales no han demostrado las condiciones y aptitud para el ejercicio del cargo con las garantías de transparencia que 
imponen los concursos. Sin embargo, el Tribunal reitera que lo anterior no quiere decir que los jueces provisorios y temporales 
no deban contar con ningún procedimiento al ser nombrados, ya que según los Principios Básicos “[t]odo método utilizado 
para la selección de personal judicial garantizará que éste no sea nombrado por motivos indebidos”. (párr. 104)
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Deber de asegurar cierto grado de inamovilidad a los jueces, 
sean éstos provisorios o permanentes, con el fin de evitar presiones externas
Asimismo, el Tribunal reitera que de la misma forma en que el Estado está obligado a garantizar un procedimiento 
adecuado de nombramiento para los jueces provisorios, debe garantizarles cierta inamovilidad en su cargo. Esta Corte ha 
manifestado que la provisionalidad “debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el cumplimiento de un plazo 
predeterminado o la celebración y conclusión de un concurso público de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante 
del juez provisorio con carácter permanente”. De esta manera, la garantía de la inamovilidad se traduce, en el ámbito de los 
jueces provisorios, en la exigencia de que ellos puedan disfrutar de todos los beneficios propios de la permanencia hasta tanto 
acaezca la condición resolutoria que ponga fin legal a su mandato. (párr. 105)
Además, en el caso Reverón Trujillo la Corte señaló que la inamovilidad de los jueces provisorios está estrechamente 
ligada a la garantía contra presiones externas, toda vez que si los jueces provisorios no tienen la seguridad de permanencia 
durante un período determinado, serán vulnerables a presiones de diferentes sectores, principalmente de quienes tienen la 
facultad de decidir sobre destituciones o ascensos en el Poder Judicial. (párr. 106)
El carácter provisorio de los jueces debe ser excepcional y limitado en el tiempo
[…] [E]sta Corte ha sostenido que los nombramientos provisionales deben constituir una situación de excepción y no 
la regla, ya que la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces 
se encuentren en dicha situación, generan importantes obstáculos para la independencia judicial. De otra parte, el Tribunal 
ha precisado que para que el Poder Judicial cumpla con la función de garantizar la mayor idoneidad de sus integrantes, 
los nombramientos en provisionalidad no pueden prolongarse de manera indefinida, de tal forma que se conviertan en 
nombramientos permanentes. Ello es una nueva razón que explica que la provisionalidad sea admisible como excepción y no 
como regla general y que deba tener una duración limitada en el tiempo, en orden a ser compatible con el derecho de acceso 
a las funciones públicas en condiciones de igualdad. (párr. 107)
Teniendo en cuenta lo expuesto en su jurisprudencia previa, la Corte reitera que el régimen de transición en Venezuela 
persigue un fin legítimo y acorde con la Convención, esto es, que el Poder Judicial se encuentre integrado por las personas 
más idóneas para cumplir la función jurisdiccional. No obstante, la aplicación en la práctica de dicho régimen se ha mostrado 
inefectiva para cumplir con el fin propuesto […] el mencionado discurso de la Presidenta del TSJ (supra párr. 70) indica que el 
proceso de reestructuración, pese al tiempo transcurrido, sigue implementándose de distintas maneras. (párr. 108)
En tercer lugar, en el 2010 el Poder Judicial tenía un porcentaje de jueces provisorios y temporales de aproximadamente 
el 56%, conforme a lo señalado en el discurso de la Presidenta del TSJ, porcentaje que en la época de los hechos del presente 
caso alcanzó el 80% (supra párr. 69 y 71). Esto, además de generar obstáculos a la independencia judicial (supra párr. 97), 
resulta particularmente relevante por el hecho de que Venezuela no ofrece a dichos jueces la garantía de inamovilidad que 
exige el principio de independencia judicial. Además, la Corte observa que los jueces provisorios y temporales son nombrados 
discrecionalmente por el Estado, es decir, sin la utilización de concursos públicos de oposición […]. (párr. 110)
Ámbito de aplicación de las garantías del debido proceso
Este Tribunal ha señalado que es exigible a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, cuyas 
decisiones puedan afectar los derechos de las personas, que adopte dichas decisiones con pleno respeto de las garantías del 
debido proceso legal. Al respecto, el artículo 8 de la Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, el cual está 
compuesto por un conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a efectos de que las personas 
estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos 
. De otra parte, la Corte ha señalado que “cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente juris-
diccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del 
artículo 8 de la Convención Americana”. En ese sentido, la Corte recuerda que “[e]n cualquier materia, inclusive en la laboral 
y la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los 
derechos humanos. Es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el 
orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados”.  (párr.115)
Deber de motivación de las resoluciones administrativas
Al respecto, en el presente caso la Corte constata que la designación de la señora Chocrón Chocrón fue dejada sin efecto 
con base en unas “observaciones” cuyo contenido y naturaleza jamás le fue precisado (supra párrs. 81 y 82). Dado que no se 
conoce el sentido de dichas observaciones y, en atención a los alegatos de las partes, el Tribunal considera que en el presente 
caso no cuenta con elementos suficientes que le permitan concluir que la decisión que dejó sin efecto el nombramiento de la 
señora Chocrón Chocrón tiene naturaleza sancionatoria. Sin perjuicio de ello, el Tribunal observa, con base en la respuesta de 
los diversos recursos ejercidos en contra del acto de remoción, que el actuar de la Comisión Judicial se sustentó en su facultad 
de remover discrecionalmente a los jueces provisorios y temporales (supra párrs. 84 y 85), razón por la cual procede analizar 
si ello implicó la violación de garantías judiciales de la señora Chocrón Chocrón. (párr. 116)
Sobre el particular, la Corte observa que el nombramiento temporal de la señora Chocrón Chocrón no estaba limitado 
por un plazo o una condición resolutoria específica (supra párr. 78). Por ello, teniendo en cuenta que el Tribunal ha reiterado que 
los jueces provisorios y temporales deben contar con cierto tipo de estabilidad en el cargo, puesto que la provisionalidad no 
equivale a libre remoción (supra párr. 105), la presunta víctima podía contar con la expectativa legítima de permanecer en su 
cargo hasta la realización de los concursos públicos de oposición establecidos en la Constitución. Esto implica que la remoción 
de la señora Chocrón Chocrón sólo podía proceder en el marco de un proceso disciplinario o a través de un acto administrativo 
debidamente motivado. En consecuencia, el acto que dejó sin efecto el nombramiento de la señora Chocrón Chocrón tenía 
que estar motivado. (párr. 117)
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Contenido y alcance del deber de motivación 
Sobre este deber de motivar las decisiones que afectan la estabilidad de los jueces en su cargo, la Corte reitera su 
jurisprudencia en el sentido que la motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que 
protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las 
decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por tanto, las decisiones que adopten los órganos internos 
que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones 
arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles 
fueron los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio 
de arbitrariedad. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las 
decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante 
las instancias superiores. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para 
salvaguardar el derecho a un debido proceso. (párr.118)
Teniendo en cuenta estos alcances del deber de motivar tanto en el derecho internacional como en el derecho interno, 
así como las garantías de independencia judicial que deben operar para sancionar o remover a un juez (supra párrs. 98 a 
100), el Tribunal considera que la facultad de dejar sin efecto el nombramiento de jueces con base en “observaciones” debe 
encontrarse mínimamente justificada y regulada, por lo menos en cuanto a la precisión de los hechos que sustentan dichas 
observaciones y a que la motivación respectiva no sea de naturaleza disciplinaria o sancionatoria. […] En el presente caso, 
aún cuando la Corte no pudo concluir que el acto que dejó sin efecto el nombramiento de la señora Chocrón Chocrón tuviera 
naturaleza sancionatoria (supra párr. 116), el Tribunal considera que la discrecionalidad no fundamentada transformó el acto 
administrativo de remoción en un acto arbitrario que, al afectar indebidamente su derecho a la estabilidad en el cargo, vulneró 
el deber de motivación. (párr.120)
El derecho a defensa y su vinculación con el deber de motivación
De otra parte, al existir observaciones en contra de la señora Chocrón Chocrón, las mismas tenían que mencionarse 
expresa y claramente para permitirle ejercer plenamente su derecho a la defensa. Impedir que la persona ejerza su derecho 
de defensa, desde que se inicia un proceso que la involucra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación 
de derechos, es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona. El 
derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 
amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. (párr. 121)
En suma, todo juez provisional o temporal en Venezuela, sometido a un proceso para dejar sin efecto su nombramiento 
por razones no disciplinarias, debe tener claridad respecto al contenido de las “observaciones” planteadas sobre su persona y 
cargo, de manera que, de ser el caso, pueda controvertirlas. Además, en el presente caso, si el acto de remoción de la señora 
Chocrón Chocrón se hubiese motivado, la presunta víctima podría haber preparado en mejor forma los recursos interpuestos 
para su defensa, sin el margen de error que las conjeturas producen. (párr. 122)
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió con su deber de motivar la decisión que dejó 
sin efecto el nombramiento de la señora Chocrón Chocrón como jueza temporal y, en consecuencia, con su obligación de 
permitir una defensa adecuada que le otorgara la posibilidad de controvertir las observaciones efectuadas en su contra, todo 
lo cual vulnera las debidas garantías establecidas en el artículo 8.1, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana. 
(párr. 123)
Derecho a un recurso judicial efectivo en los procedimientos administrativos
La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Parte de garantizar, 
a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 
de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. En ese sentido, no pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un 
caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de 
justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial 
mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. (párr. 127) 
De otra parte, como lo ha señalado anteriormente el Tribunal, al evaluar la efectividad de los recursos incoados en la 
jurisdicción contencioso administrativa nacional, la Corte debe observar si las decisiones tomadas en aquélla han contribuido 
efectivamente a poner fin a una situación violatoria de derechos, a asegurar la no repetición de los actos lesivos y a garantizar 
el libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por la Convención. El Tribunal no evalúa la efectividad de los recursos 
interpuestos en función a una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima. (párr. 128)
Al respecto, la Corte observa que, en el presente caso, la Comisión Judicial y la Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo de Justicia basaron sus decisiones fundamentalmente en el argumento según el cual dicha Comisión puede dejar 
sin efecto de manera discrecional el nombramiento de jueces provisorios o temporales. […] Así, la Corte considera que ante los 
recursos interpuestos por la señora Chocrón Chocrón ésta no recibió una respuesta que pudiera salvaguardar las exigencias 
mínimas de motivación y derecho a la defensa en relación con el acto administrativo emitido en su contra. La respuesta 
recibida impidió impugnar efectivamente la decisión de la Comisión Judicial, debido a la utilización de un criterio contrario al 
principio de independencia judicial (supra párr. 89).  (párr. 129)
Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la protección judicial reconocido en 
el artículo 25.1, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de la señora Chocrón Chocrón. (párr. 
130)
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Derecho a acceder a un cargo público en condiciones de igualdad
Los representantes alegaron la violación del artículo 23.1.c de la Convención, ya que “resulta evidente que las 
condiciones generales de acceso y permanencia entre jueces provisorios y titulares no son iguales en Venezuela […], pues unos 
son funcionarios de libre nombramiento y remoción y otros tienen estabilidad, autonomía e independencia”. […]  Agregaron 
que esta distinción “es claramente arbitraria y caprichosa” dado que “[n]o resulta razonable ni legítimo que existan jueces que 
puedan ser removidos discrecionalmente [y otros no]”. (párr. 131)
Teniendo en cuenta que la violación del artículo 23.1.c no fue alegada por la Comisión Interamericana (supra párr. 132), 
la Corte reitera que las presuntas víctimas y sus representantes pueden invocar la violación de otros derechos distintos a los ya 
comprendidos en la demanda mientras ello se atenga a los hechos ya contenidos en la demanda (supra párr. 42) y se realice en 
el momento procesal oportuno -en el escrito de solicitudes y argumentos-, lo cual ocurrió en el presente caso. Esta posibilidad 
tiene el propósito de hacer efectiva la facultad procesal de locus standi in judicio que se les reconoce a las presuntas víctimas 
o a sus representantes en el Reglamento del Tribunal, sin desvirtuar por ello los límites convencionales a su participación y al 
ejercicio de la competencia de la Corte, ni un menoscabo o vulneración para el derecho de defensa del Estado, el cual cuenta 
con las oportunidades procesales para responder a los alegatos de la Comisión y de los representantes en todas las etapas 
del proceso. […] (párr. 134)
Al respecto, la Corte resalta que en los casos Apitz Barbera y otros, y Reverón Trujillo, este Tribunal precisó que el artículo 
23.1.c no establece el derecho a acceder a un cargo público, sino a hacerlo en “condiciones generales de igualdad”. Esto quiere 
decir que el respeto y garantía de este derecho se cumplen cuando “los criterios y procedimientos para el nombramiento, 
ascenso, suspensión y destitución [sean] razonables y objetivos” y que “las personas no sean objeto de discriminación” en el 
ejercicio de este derecho. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos ha interpretado que la garantía de protección abarca 
tanto el acceso como la permanencia en condiciones de igualdad y no discriminación respecto a los procedimientos de 
suspensión y destitución. En este sentido, el Tribunal ha señalado que el acceso en condiciones de igualdad constituiría una 
garantía insuficiente si no está acompañado por la protección efectiva de la permanencia en aquello a lo que se accede, más 
aún si se tiene en cuenta la estabilidad como componente de la independencia judicial. Además, la igualdad de oportunidades 
en el acceso y la estabilidad en el cargo garantizan la libertad frente a toda injerencia o presión política. (párr. 135)
La Corte observa que en el presente caso no se encuentra en controversia el acceso a funciones públicas por parte de la 
señora Chocrón Chocrón. De otra parte, en relación con lo mencionado por el Estado sobre la necesidad de disponer de jueces 
temporales (supra párr. 133), tampoco se encuentra en controversia la posible utilización de este tipo de jueces para ocupar 
vacantes en un proceso de reestructuración judicial o ante necesidades del servicio. Además, el Tribunal nota que este caso 
no es similar al caso Reverón Trujillo, donde existía una diferencia de trato entre jueces que eran objeto de reintegro después 
de una destitución arbitraria y jueces que no obtenían tal reparación. En todo caso, el Tribunal hace notar que los alegatos 
presentados por los representantes concernientes a las condiciones de permanencia de los jueces temporales y provisorios 
han sido respondidos en aspectos valorados en los apartados 3, 4 y 5 previos, razón por la cual la Corte considera innecesario 
pronunciarse sobre la alegada violación al artículo 23.1.c de la Convención Americana. (párr. 136)
Deber de adoptar disposiciones de derecho interno en el ámbito de la administración de la justicia
El artículo 2 de la Convención obliga a los Estados Partes a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales 
y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 
los derechos y libertades protegidos por la Convención. Es decir, los Estados no sólo tienen la obligación positiva de adoptar 
las medidas legislativas necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos en ella consagrados, sino que también deben 
evitar promulgar aquellas leyes que impidan el libre ejercicio de estos derechos, y evitar que se supriman o modifiquen las 
leyes que los protegen. (párr. 140) 
En el presente caso, la Corte nota que la reestructuración del Poder Judicial en Venezuela inició con el Decreto de 
reorganización del Poder Judicial en agosto de 1999 (supra párrs. 53 a 55), hace más de 12 años. Si bien en el marco de dicha 
reestructuración se adoptó el Código de Ética del Juez Venezolano y la Jueza Venezolana, según la información disponible en 
el expediente, la implementación del mismo a través de la creación de los tribunales disciplinarios no se habría materializado 
hasta la fecha del presente fallo, a pesar de que la Constitución estableció que la legislación referida al Sistema Judicial debía 
ser aprobada dentro del primer año luego de la instalación de la Asamblea Constituyente (supra párr. 56). Además, diversos 
pronunciamientos de la Comisión Judicial y del Tribunal Supremo de Justicia, incluidos los efectuados en el caso concreto, han 
defendido el criterio de libre remoción de los jueces provisorios y temporales (supra párrs. 67, 68, 74, 84, 85, 87 y 88), a pesar 
de que este tipo de jueces deben contar con un mínimo de estabilidad. (párr. 141)
En consecuencia, la inexistencia de normas y prácticas claras sobre la vigencia plena de garantías judiciales en la 
remoción de jueces provisorios y temporales, por sus consecuencias específicas en el caso concreto, generan una afectación 
al deber de adoptar medidas idóneas y efectivas para garantizar la independencia judicial, lo cual genera un incumplimiento 
del artículo 2, en relación con los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana. (párr. 142)
III. REPARACIONES
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La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, 
la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, 
como ocurre en la mayoría de los casos, el Tribunal determinará medidas para garantizar los derechos conculcados, reparar 
las consecuencias que las infracciones produjeron y establecer una indemnización que compense los daños ocasionados. […] 
(párr. 145)
Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana, a 
quien ha sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Por tanto, esta Corte considera 
como “parte lesionada” a la señora Mercedes Chocrón Chocrón, quien en su carácter de víctima de las violaciones declaradas 
en el capítulo VII será acreedora de las reparaciones que el Tribunal ordene a continuación. (párr. 147)
Medidas de reparación integral: restitución, satisfacción y garantías de no repetición2. 
Restitución
Reincorporación de la víctima a su cargo
En consecuencia, la Corte declara que en este caso el Estado debe reincorporar a la señora Chocrón Chocrón a un cargo 
similar al que desempeñaba, con la misma remuneración, beneficios sociales y rango equiparables a los que le correspondería 
a la fecha si hubiese sido reincorporada en su momento. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año a partir de la 
notificación de esta Sentencia. La Corte aclara que la reincorporación deberá ser en la misma condición de temporalidad que 
tenía la señora Chocrón Chocrón al momento de su destitución. No obstante, esta provisionalidad debe ser entendida en el 
sentido que la Corte ha expuesto en este Fallo (supra párr. 105). (párr. 153)
Sin embargo, si por motivos ajenos a la voluntad de la víctima, el Estado no pudiese reincorporar a la señora Chocrón 
Chocrón al Poder Judicial, deberá pagarle una indemnización, que esta Corte fija en equidad en US$ 30.000, 00 (treinta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en el plazo de seis meses a partir de la 
decisión que establezca que la señora Chocrón Chocrón no será reintegrada o desde el momento en el que venza el plazo de 
un año establecido en el párrafo anterior. (párr. 154)
Satisfacción
Publicación de la sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;
b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y
c) la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial. (párr. 158)
Garantías de no repetición
Deber de adecuar la legislación interna a los estándares internacionales en la materia
Teniendo en cuenta que el Tribunal declaró las violaciones a los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial, ambas en relación con el principio de independencia judicial (supra párrs. 123 y 130), la Corte considera que, como 
garantía de no repetición, el Estado deberá, en un plazo razonable, adecuar la legislación, resoluciones y reglamentos internos 
emitidos como parte de la reestructuración judicial en Venezuela con los estándares internacionales en la materia y de la 
Convención Americana. Ello implica la modificación de las normas y prácticas que consideran de libre remoción a los jueces 
provisorios o temporales y el respeto pleno de las garantías judiciales y demás derechos para este tipo de jueces. (párr. 162)
En relación con el Código de Ética del Juez Venezolano y la Jueza Venezolana (supra párr. 66), la Corte observa que 
el perito Canova manifestó que “[n]i la creación de [los] Colegios Electorales Judiciales ni el nombramiento de los jueces 
disciplinarios […], han sido efectuados hasta este momento”. Por tanto, si bien a la fecha de emisión de la presente Sentencia 
ya ha sido promulgado el referido Código de Ética, el Tribunal ordena que el mismo sea implementado a la mayor brevedad a 
fin de garantizar la imparcialidad, independencia y estabilidad de los órganos disciplinarios pendientes de creación. […] (párr. 
163)
Obligación de los jueces y demás órganos vinculados a la administración 
de justicia de efectuar ex officio un “control de convencionalidad”
Por otra parte, la Corte resalta que el Tribunal Supremo de Justicia, la Comisión Judicial y los demás órganos disciplinarios 
deberán velar por la salvaguarda de los derechos de los jueces provisorios y temporales. Al respecto, conforme lo ha establecido 
en su jurisprudencia previa, este Tribunal recuerda que es consciente de que las autoridades internas están sujetas al imperio 
de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es 
Parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás órganos 
vinculados a la administración de justicia, también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar para que los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y 
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órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben 
tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana. (párr. 164)
Así, por ejemplo, tribunales de la más alta jerarquía en la región se han referido y han aplicado el control de 
convencionalidad teniendo en cuenta interpretaciones efectuadas por la Corte Interamericana. La Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia de Costa Rica ha señalado que:
debe advertirse que si la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano natural para interpretar la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos […], la fuerza de su decisión al interpretar la convención y enjuiciar leyes nacionales 
a la luz de esta normativa, ya sea en caso contencioso o en una mera consulta, tendrá –de principio- el mismo valor de 
la norma interpretada. 
(párr. 165)  
La Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina ha referido que las decisiones de la Corte Interamericana 
“resulta[n] de cumplimiento obligatorio para el Estado Argentino (art. 68.1, CADH)”, por lo cual dicha Corte ha establecido que 
“en principio, debe subordinar el contenido de sus decisiones a las de dicho tribunal internacional”. […] (párr. 170)
Además, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que en virtud de que la Constitución colombiana señala que 
los derechos y deberes constitucionales deben interpretarse “de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia”, se deriva “que la jurisprudencia de las instancias internacionales, encargadas de interpretar 
esos tratados, constituye un criterio hermenéutico relevante para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre 
derechos fundamentales”. (párr. 171)
En conclusión, independientemente de las reformas legales que el Estado deba adoptar (supra párr. 162), es necesario 
que las interpretaciones judiciales referidas a las garantías judiciales y demás derechos de los jueces provisorios y temporales 
se realicen a la luz de la independencia judicial, adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal 
que han sido reiterados en el presente caso. Con base en el control de convencionalidad, se debe disponer el conocimiento de 
los hechos que supongan dejar sin efecto nombramientos, remover o destituir jueces temporales o provisorios a la autoridad 
competente, en el marco de un proceso en el que la persona involucrada pueda ejercer su derecho defensa, se cumpla con 
la obligación de motivar la decisión y pueda acceder a un recurso efectivo, garantizando la permanencia debida en el cargo. 
(párr. 172)
Otras medidas de reparación solicitadas
Por lo anteriormente señalado, la Corte considera que no es necesario ordenar una medida de reparación específica 
para garantizar el cumplimiento de buena fe de las obligaciones generadas por la presente Sentencia, ni para resguardar a la 
víctima y a sus representantes de posibles represalias, por cuanto éstas son obligaciones que el Estado ostenta por aplicación 
directa de los principios básicos del Derecho Internacional, la Convención Americana y el Reglamento de la Corte. (párr. 176)
Indemnización compensatoria3. 
Daño material
Ahora bien, la Corte considera que la liquidación por prestaciones sociales efectuada a favor de la señora Chocrón 
Chocrón se refiere únicamente a los años de servicio como jueza temporal. Sin embargo, en el marco del daño material, deben 
ser reconocidos los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir por la víctima desde el momento de su remoción 
arbitraria hasta la fecha de emisión de la presente Sentencia, incluyendo los intereses pertinentes y otros conceptos anexos. 
En consecuencia, el Tribunal decide fijar, en equidad, la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América) que el Estado deberá pagar en el plazo de un año contado a partir de la notificación del presente Fallo. (párr.184)
Daño inmaterial
[…] En la misma línea, la víctima indicó que “después de [su] remoción jamás h[a] vuelto a ejercer la carrera de abogad[a] 
porque […] consider[a] que sig[ue] siendo juez y que […] no v[a] a ejercer más la carrera hasta que no se resuelva [su] situación 
jurídica”. (párr. 189)
Al respecto, la Corte ha sostenido que es propio de la naturaleza humana que toda persona que padece una violación a 
sus derechos humanos experimente un sufrimiento, razón por la cual el daño inmaterial resulta evidente. (párr. 190)
No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice y que el Tribunal no cuenta con otro elemento a 
valorar, salvo la referida declaración de la víctima, la Corte decide ordenar, en equidad, que el Estado pague la cantidad 
de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, por concepto 
de indemnización por daño inmaterial. El Estado deberá efectuar el pago de este monto directamente a la señora Chocrón 
Chocrón dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 191)
Costas y gastos4. 
En el presente caso el Tribunal observa que los representantes no remitieron comprobantes que acreditaran los montos 
en que la víctima debió incurrir en el trámite del caso a nivel interno, respecto a honorarios profesionales y gastos procesales. 
Sin embargo, la Corte considera que es razonable suponer que durante los años de trámite del presente caso ante la 
jurisdicción interna la víctima realizó erogaciones económicas. Por otra parte, la Corte observa que la señora Chocrón Chocrón 
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y los representantes incurrieron en diversos gastos relativos a honorarios, recolección de prueba, transporte, servicios de 
comunicación, entre otros, en el trámite internacional del presente caso. Si bien algunos montos no han quedado acreditados 
en su totalidad, el Tribunal puede inferir que la víctima y los representantes incurrieron en gastos por montos aproximados. 
(párr. 197)
Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes, la Corte determina que el Estado debe entregar a la víctima la 
cantidad de US$ 18.000,00 (dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de América), por concepto de costas y gastos. Dicha 
cantidad deberá ser cancelada dentro del plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. La señora 
Chocrón Chocrón entregará, a su vez, la cantidad que estime adecuada a quienes fueron sus representantes en el fuero interno 
y en el proceso ante el Sistema Interamericano. En el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, 
el Tribunal podrá disponer el reembolso por parte del Estado a la víctima o sus representantes de los gastos razonables 
debidamente comprobados en dicha etapa procesal. (párr. 198)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados5. 
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño material e inmaterial directamente a la 
víctima, así como el reintegro de costas y gastos, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, en los términos de los párrafos siguientes. Asimismo, el Estado deberá pagar a la víctima la cantidad establecida en 
el párrafo 154 de la presente Sentencia en el plazo de seis meses contados a partir de la decisión que establezca que la señora 
Chocrón Chocrón no será reintegrada a un cargo similar al que desempeñaba o desde el momento en el que venza el plazo de 
un año para dicho reintegro. (párr. 199)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en su 
equivalente en moneda venezolana, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté 
vigente en la bolsa de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 201) 
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 204)
CASO N° 228 MEJÍA IDROVO VS. ECUADOR
I. HECHOS
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Caso: Mejía Idrovo vs. Ecuador
Sentencia: Serie C Nº 228
Fecha de Sentencia: 5 de julio 2011
Víctima: José Alfredo Mejía Idrovo
Estado parte: Ecuador
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_228_esp.pdf
En el año 2000, el Sr. José Alfredo Mejía Idrovo, Coronel del Ejército ecuatoriano, se presentó ante el Consejo de Oficiales 
Generales de la Fuerza Terrestre (“Consejo de Oficiales Generales”) para que lo calificaran para ascender al grado de General. En 
diciembre del año 2000, este Consejo le remitió una nota agradeciéndole sus servicios a la Institución y deseándole que la vida le 
deparara mejores oportunidades en la condición de “Oficial en Servicio Pasivo”. 
El 15 de diciembre de 2000, el Sr. Mejía solicitó la reconsideración de esta decisión. Sin embargo, el Consejo de Oficiales 
Generales resolvió ratificar su pronunciamiento considerando “no favorable” el ascenso del Sr. Mejía al inmediato grado 
superior.  
El 30 de enero de 2001 el Presidente de la República de Ecuador expidió el Decreto Ejecutivo No. 1185 en el cual se 
estableció que el Sr. Mejía dejaba de ser parte de la Fuerza Terrestre. Asimismo, el 18 de julio de 2001 expidió el Decreto Ejecutivo 
No. 1680, mediante el cual se dio de baja al Sr. Mejía, según la Ley de Personal de las Fuerzas Armadas.  
El Sr. Mejía interpuso un recurso de amparo ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Quito, mediante el cual solicitó 
que se dejaran sin efecto los Decretos No. 1185 y  No. 1680 de disponibilidad y baja. La Segunda Sala declaró inadmisible la 
acción de amparo, resolución que fue confirmada en segunda instancia con fecha 19 de octubre de 2001. 
El 4 de octubre de 2001 el Sr. Mejía presentó un recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, mediante el 
cual solicitó que se declarara la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos Nros. 1185 y 1680, y se ordenara su reincorporación 
a las Fuerzas Armadas Permanentes y su ascenso a General de Brigada.  
El 12 de marzo del 2002 la Sala Plena del Tribunal Constitucional admitió la demanda, declaró la inconstitucionalidad 
de los Decretos Ejecutivos Nros. 1185 y 1680, y dispuso la reparación de los daños causados al Sr. Mejía. Entre otros aspectos, 
el Tribunal Constitucional señaló que dichos Decretos habían carecido de motivación y que las normas de la Ley de Personal 
favorecían el ascenso del Sr. Mejía, por lo que, si en base a esta normativa se había dado el ascenso de otros Oficiales Superiores, 
el no haber procedido en igual forma con el Sr. Mejía violaba el derecho a la igualdad de las personas ante la ley.
El 30 de mayo de 2002, a solicitud de la Comandancia del Ejército, el Presidente del Tribunal Constitucional emitió una 
Resolución en la que estableció que la decisión era de cumplimiento inmediato, en lo relativo a la reparación de los daños 
causados al Sr. Mejía. Sin embargo, aclaró que, por el efecto irretroactivo de la resolución, el Sr. Mejía no debía ser reintegrado a 
las Fuerzas Armadas. 
El Sr. Mejía presentó una serie de escritos dirigidos al Tribunal Constitucional a efectos de que se diera cumplimiento a la 
decisión del Pleno de 12 de marzo de 2002. El 20 de mayo de 2003 el Pleno del Tribunal Constitucional dispuso que las partes 
debían estarse a la resolución del Pleno del Tribunal Constitucional de 12 de marzo de 2002 y que ninguna providencia posterior 
podía modificar dicha resolución.
El 22 de abril de 2009 el Sr. Mejía interpuso, ante la recientemente creada Corte Constitucional del Ecuador (que reemplazó 
al Tribunal Constitucional), una acción por incumplimiento de la Resolución del Tribunal Constitucional de 12 de marzo de 2002 en 
contra del Comandante General del Ejército. El 8 de octubre de 2009 la Corte Constitucional resolvió, inter alia: (i) la reincorporación 
del Sr. Mejía a la situación profesional que ostentaba dentro de la Fuerza Terrestre, a la fecha inmediatamente anterior a la 
expedición de los decretos ejecutivos declarados inconstitucionales; y (ii) el reconocimiento de sus derechos patrimoniales.  
El 18 de octubre de 2010, el Sr. Mejía fue reincorporado al servicio activo como Coronel del Ejército mediante Decreto 
Ejecutivo.
El 30 de octubre de 2009, el Sr. Mejía solicitó a la Corte Constitucional que aclarara y ampliara la Sentencia de Incumplimiento, 
principalmente en lo que se refería al ascenso a los grados inmediatos superiores. El 11 de marzo de 2010 la Corte Constitucional 
rechazó la solicitud, señalando que la reincorporación debía darse en las condiciones que se encontraba al momento de la 
expedición de los Decretos Ejecutivos declarados inconstitucionales. 
El 19 de noviembre de 2009 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  presentó una demanda en contra de 
Ecuador. La Corte declaró que el Estado era responsable por la violación del derecho a la protección judicial establecido en los 
artículos 25.1 y 25.2.c) de la CADH, en relación con el artículo 1.1 de ese instrumento, en perjuicio del Sr. Mejía.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL  
Artículos 8.1, 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana
Falta de motivación de las resoluciones administrativas
Dado que el Tribunal Constitucional en su sentencia se pronunció sobre la falta de motivación de las decisiones del 
Consejo de Oficiales Generales, esta Corte considera que dicha omisión fue reconocida y subsanada en la jurisdicción interna. 
Además, cabe señalar que ni la Comisión en la demanda, ni los representantes en su escrito de solicitudes y argumentos alegaron 
expresamente la violación del artículo 8 de la Convención por la falta de motivación en las decisiones emitidas por el Consejo de 
Oficiales Generales en diciembre de 2001. (párr. 64)
Falta de competencia del Presidente del Tribunal Constitucional 
para admitir una solicitud de aclaración extemporánea 
Esta Corte considera que el juez, como director del proceso, debe velar por que se cumplan a cabalidad las reglas del 
debido proceso de las partes y el incumplimiento de éste podría acarrear la aplicación de reglas de nulidad. (párr. 77)
Se constata de los hechos del caso que el Presidente, por un lado, admitió una aclaración extemporánea.  Por otro lado, 
siendo que la normativa vigente en ese entonces disponía que sólo el juez que dictó la sentencia podrá aclararla o ampliarla, el 
Presidente unipersonalmente resolvió aclarar la sentencia, cuando esto correspondía al pleno del Tribunal Constitucional, por lo 
que su decisión no fue conforme a la normativa aplicable (supra párr. 71). Este Tribunal considera que el Presidente del Tribunal 
Constitucional actuó fuera de su competencia, por lo que no se garantizó el debido proceso al aplicar procedimientos que no 
estaban legalmente establecidos. (párr. 78)
Además, esta Corte observa que después de la emisión de la referida decisión del Presidente del Tribunal Constitucional, 
en el procedimiento se creó una situación de inseguridad jurídica e incertidumbre respecto a la ejecución del fallo del Tribunal 
Constitucional de 12 de marzo de 2002. Ello debido a que el señor Mejía Idrovo exigía el cumplimiento de lo resuelto por el pleno 
de dicho tribunal, mientras que la parte demandada, el Presidente de la República, sostenía que cumpliría lo resuelto por el 
Presidente del Tribunal Constitucional. (párr. 79)
En razón de lo expuesto en el presente apartado, la Corte concluye que en este caso, el Presidente del Tribunal Constitucional 
actúo fuera de su competencia al admitir una solicitud de aclaración extemporánea, y aclarar una sentencia emitida por el Pleno 
del Tribunal Constitucional. (párr. 82)
No obstante lo anterior, esta Corte se remite a la resolución emitida el 20 de mayo de 2003 por el Pleno del Tribunal 
Constitucional, que dejó sin efecto la decisión del Presidente del Tribunal Constitucional de 30 de mayo de 2002, al disponer que 
“las partes, en lo principal, estén a la resolución del Pleno del Tribunal Constitucional del 12 de marzo de 2002, y que ninguna 
providencia posterior puede modificar la resolución mencionada”  (supra párr. 54). Por ello, este Tribunal concluye que dichas 
irregularidades fueron subsanadas en la jurisdicción interna. En razón de ello, no procede declarar la violación del artículo 8.1 de 
la Convención en el presente caso. (párr. 83)
Contenido y alcance del art. 25 de la Convención
En vista de los hechos respecto de los cuales se alegan violaciones del artículo 25 de la Convención (supra párrs. de 48 a 
58), la Corte observa los siguientes puntos de controversia: a) la idoneidad y efectividad del recurso de inconstitucionalidad; b) el 
alcance del deber de reparación de dicho recurso; c) el cumplimiento de la sentencia del Tribunal Constitucional, y d) la ejecución 
de la Sentencia de incumplimiento dictada por la Corte Constitucional.  (párr. 89)
En razón de lo anterior, la Corte analizará en los siguientes apartados si: a) el recurso de inconstitucionalidad brindó la 
protección judicial de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención Americana, y b) si se brindó la tutela 
judicial efectiva por parte de las autoridades para la ejecución de los fallos internos de conformidad con el artículo 25.2.c) de la 
Convención. (párr. 90)
El artículo 25.1 de la Convención garantiza la existencia de un recurso sencillo, rápido y efectivo ante juez o tribunal 
competente. La Corte recuerda su jurisprudencia constante en relación con que dicho recurso debe ser adecuado y efectivo.  
(párr. 91) 
Requisitos del derecho a recurso consagrado en el art. 25 de la Convención Americana: idoneidad
Respecto a la idoneidad del recurso de inconstitucionalidad, la Corte encuentra que no existe controversia entre las 
partes en cuanto a que dicho recurso fue el adecuado para proteger los derechos que la presunta víctima alegó ante el Tribunal 
Constitucional […] Al respecto, la Corte se supedita a la decisión y alcance de la Sentencia dictada por la propia Corte Constitucional 
el 8 de octubre de 2009, mediante la cual interpretó la Sentencia de 12 de marzo de 2002 del Tribunal Constitucional y se refirió al 
alcance de la reparación y sostuvo que ésta incluye la reincorporación del señor Mejía Idrovo, sin considerar esto como un efecto 
retroactivo, así como el reconocimiento de sus derechos patrimoniales y el derecho de repetición (supra párr. 56). En razón de lo 
anterior, la Corte encuentra que el recurso de inconstitucional fue el recurso adecuado, es decir idóneo para tutelar la situación 
jurídica infringida en el presente caso. (párr. 93) 
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Requisitos del derecho a recurso consagrado en el art. 25 de la Convención Americana: efectividad
En cuanto a la efectividad del recurso, la Corte ha establecido que para que tal recurso efectivo exista, no basta con 
que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente 
idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No 
pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias 
particulares de un caso dado, resulten ilusorios.  (párr. 94)
El Tribunal ha señalado que “el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, 
a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las 
violaciones de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. […] Así, el proceso debe 
tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación 
idónea de dicho pronunciamiento”. (párr. 95)
Claridad y precisión de las resoluciones como presupuesto de su efectividad
En específico, la Corte estima que para mantener el efecto útil de las decisiones, los tribunales internos al dictar sus 
fallos en favor de los derechos de las personas y ordenar reparaciones, deben establecer de manera clara y precisa ―de 
acuerdo con sus ámbitos de competencia― el alcance de las reparaciones y las formas de ejecución de las mismas. De 
acuerdo con los estándares de este Tribunal y del derecho internacional de los derechos humanos, el alcance de estas medidas 
debe ser de carácter integral, y de ser posible, con el fin de devolver a la persona al momento previo en el que se produjo la 
violación (restitutio in integrum). Dentro de estas medidas se encuentran, según el caso, la restitución de bienes o derechos, la 
rehabilitación, la satisfacción, la compensación y las garantías de no repetición, inter alia.  (párr. 96)
En el presente caso, una vez establecido que el recurso de inconstitucionalidad fue el adecuado para remediar los 
derechos alegados por el señor Mejía Idrovo, la Corte observa que la sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de marzo 
de 2002, si bien declaró la inconstitucionalidad de los decretos ejecutivos de disponibilidad y baja, así como dispuso en lo 
general que se repararen los daños a la presunta víctima, esta careció de precisión y claridad para determinar el alcance de 
las reparaciones referidas y su forma de ejecución. Posteriormente, la Resolución del Presidente del Tribunal de 30 de mayo de 
2002 -la cual desprendió las irregularidades ya analizadas (supra párrs. 53, 78 y 79), contribuyó a confundir en mayor medida 
el alcance de la sentencia emitida por el pleno del Tribunal Constitucional al restringir su aplicación de manera unilateral, 
declarándola como irretroactiva y por tanto impidiendo el reintegro del accionante a las Fuerzas Armadas. No obstante, luego 
la Corte Constitucional esclareció el sentido y alcance de lo ordenado en la sentencia de 12 de marzo de 2002. (párr. 97)
En razón de lo anterior, la Corte estima que en el presente caso el recurso de inconstitucionalidad si bien fue el idóneo 
para proteger la situación jurídica infringida, careció de efectividad al no remediar la situación planteada y no haber permitido 
que produjera el resultado para el cual fue concebido, al no precisar el alcance de lo ordenado, en contravención con lo 
dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención. (párr. 98)
Deber de garantizar la tutela judicial efectiva en la ejecución de fallos internos
El artículo 25.2.c) de la Convención establece que los Estados se comprometen a “garantizar el cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.  (párr. 103)
Así, la Corte ha señalado que “[e]n los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos responsabilidades 
concretas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante 
las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos 
fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los medios 
para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes, de manera que 
se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. El proceso debe tender a la materialización de la protección 
del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento”. Por tanto, “la 
efectividad de las sentencias depende de su ejecución. Esto último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada 
otorga certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la 
obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. Lo contrario supone la negación misma del derecho involucrado”.  (párr. 104)
La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos estándares específicos que permitan 
hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela judicial, debido proceso, seguridad jurídica, independencia judicial, y estado 
de derecho. La Corte concuerda con el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al considerar que para lograr plenamente la 
efectividad de la sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral  y sin demora.  (párr. 105) 
Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución sean accesibles para 
las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. 
Adicionalmente, las disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdiccional deben estar formuladas de manera 
idónea para asegurar la puntual ejecución de las sentencias sin que exista interferencia por los otros poderes del Estado  y 
garantizar el carácter vinculante y obligatorio de las decisiones de última instancia. La Corte estima que en un ordenamiento 
basado sobre el principio del Estado de Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, deben 
atender las decisiones judiciales, así como dar impulso y ejecución a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de la 
decisión ni retrasar indebidamente su ejecución.  (párr. 106)
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En vista de lo anterior, la Corte encuentra que el Estado no cumplió por un período prolongado con una tutela judicial 
efectiva para ejecutar sus propios fallos internos. Luego de nueve años de haberse declarado la inconstitucionalidad de los 
Decretos Ejecutivos Nos. 1185 y 1680 que ordenaron la disposición y baja del ejército al señor Mejía Idrovo, el Estado no había 
dado cumplimiento efectivo con las obligaciones derivadas del fallo. Lo anterior generó una violación en perjuicio de la víctima 
al dejarlo en un estado de indefensión e inseguridad jurídica, que le impidió restablecer debidamente los derechos reclamados 
y reconocidos por las autoridades competentes. Asimismo, siendo que el fallo del Tribunal Constitucional era autoejecutable, 
las autoridades responsables de su implementación fueron omisas en acatarlo. Fue recién siete años después de emitido 
dicho fallo, que la víctima contó con medidas necesarias para reclamar tal incumplimiento. No obstante, hasta la fecha no 
se ha cumplido en todos los extremos con lo ordenado en la sentencia de la Corte Constitucional (supra párrs. 56 y 107 infra 
párrs. 154 y 155). Por tanto, el Estado, a través del Poder Judicial y demás autoridades encargadas de hacer ejecutar el fallo, 
ha incumplido con su deber de garantizar el acatamiento íntegro de las citadas sentencias, en violación de lo dispuesto en el 
artículo 25.2.c) de la Convención. (párr. 111) 
 
En conclusión del presente Capítulo, la Corte considera que el Estado no garantizó un recurso efectivo que remediara 
la situación jurídica infringida y tampoco garantizó la ejecución de los fallos internos, mediante una tutela judicial efectiva, 
en violación de los artículos 25.1 y 25.2.c) de la Convención Americana, en perjuicio del señor José Alfredo Mejía Idrovo. (párr. 
112)
2.  DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO E IGUALDAD ANTE LA LEY
Artículos 2 y 24 de la Convención Americana 
Alegada vulneración al deber de adoptar disposiciones de derecho interno
La Comisión Interamericana no alegó la violación del artículo 2 de la Convención Americana. En su escrito de solicitudes 
y argumentos, los representantes manifestaron que la actuación de las autoridades nacionales demuestra que el Estado 
“no ha dado cumplimiento a la obligación contenida en el artículo 2 de la Convención Americana al no haber adoptado, 
con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para 
hacer efectivos los derechos [del señor Mejía Idrovo, ya que] han transcurrido 8 desde años desde que el órgano de control 
constitucional sentenció que los decretos ejecutivos eran inconstitucionales, pues el procedimiento observado por el Ejecutivo 
para separar al recurrente de las filas del Ejército fue violatorio del debido proceso”. […]  “Al proceder de esta forma el Estado ha 
dejado en el desamparo a la presunta víctima, sin que haya efectuado una acción tendiente a establecer mecanismos legales 
o administrativos que permitan adecuar el derecho interno para que los recursos sean efectivos”, lo cual ha violado el artículo 
2 de la Convención. […](párr. 113)
La Corte observa que los representantes se limitaron en su escrito de solicitudes y pruebas a formular su alegato sin 
haber ofrecido prueba para la sustentación de la presunta violación del artículo 2 de la Convención. Asimismo, en su escrito de 
alegatos finales los representantes no se pronunciaron al respecto. En razón de lo anterior, la Corte desestima dicho alegato 
por falta de elementos. Además, el Tribunal ya se pronunció en lo sustantivo respecto de la falta de ejecución de sentencia en 
el apartado correspondiente (supra VI. C. b)). (párr. 115)
Criterios probatorios para considerar una diferencia de trato como discriminatoria
La Comisión no alegó la violación del artículo 24 de la Convención Americana. Los representantes alegaron la violación 
del artículo 24 por la negativa del ascenso del señor Mejía Idrovo, mientras que se ascendió a otras personas que se encontraban 
supuestamente en situación semejante a la suya. […] (párr. 116)
El Estado alegó que no existe violación del artículo 24 de la Convención, y en su contestación a la demanda señaló que, 
de acuerdo a la Opinión Consultiva 4/84,  “no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente discriminatorio […] por esto 
pueden verificarse desigualdades de hecho que legítimamente pueden traducirse en desigualdades de tratamiento jurídico, 
sin que tales situaciones entren en contradicción con la justicia o menoscaben derechos […]”. (párr. 117)
En el presente caso, la Corte nota que el Tribunal Constitucional en su decisión de 12 de marzo 2002 (supra párr. 50), 
indicó que “si en base [a la Ley de Personal] se dio el ascenso de otros Oficiales Superiores, el no haber procedido de igual forma 
con el ciudadano reclamante viola el derecho a la igualdad de las personas ante la ley […]”. Posteriormente a las sentencias 
emitidas por la Corte Constitucional el 8 de octubre de 2009 y 11 de marzo de 2010, el señor Mejía Idrovo el 18 de octubre de 
2010 fue reincorporado al servicio activo como coronel del Ejército (supra párrs. 57 y 58). (párr. 120)
Además, cabe señalar que, pese al pronunciamiento del Tribunal Constitucional al respecto, no cuenta con elementos 
suficientes para establecer, a la luz de la Convención Americana si hubo una protección desigual en la ley interna. Los 
representantes en este caso no remitieron pruebas específicas, tal como la situación de los otros solicitantes que participaron 
en el proceso de calificación, nombres y los criterios técnicos que les fueron aplicados, en cada caso, para su ascenso, que le 
permitan al Tribunal, actuando dentro de los límites de su jurisdicción, concluir que el señor Mejía Idrovo hubiera sido objeto en 
este aspecto de un trato discriminatorio.  (párr. 121)
En consideración de lo expuesto, este Tribunal estima que en el presente caso no tiene elementos probatorios suficientes 





La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, 
la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior.  De no ser esto factible, 
como ocurre en la mayoría de los casos, entre ellos éste, el tribunal internacional determinará medidas para garantizar 
los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones produjeron y establecer una indemnización que 
compense los daños ocasionados. (párr. 128)
Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la 
Corte deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (párr. 129)
Parte Lesionada1. 
Cabe señalar que el representante solicitó mediante sus diversos escritos que se reparara a los familiares del señor 
Mejía Idrovo por cuanto “sufrieron padecimientos morales al ser sometidos a enjuiciamiento penal por apoyar la lucha de José 
Mejía” y exigir […] el cumplimiento de la sentencia por el organismo de control constitucional”, así como por los sufrimientos 
derivados de la denegación de justicia en perjuicio de su familia. No obstante, la Corte ha establecido que las presuntas 
víctimas deben estar señaladas en la demanda y en el informe de la Comisión según el artículo 50 de la Convención. Además, 
de conformidad con el artículo 33.1 del Reglamento, corresponde a la Comisión y no a este Tribunal, identificar con precisión 
y en la debida oportunidad procesal a las presuntas víctimas en un caso ante esta Corte. Por tanto, siendo que los familiares 
del señor Mejía Idrovo no fueron señalados como víctimas, la Corte no puede acreditarlos como parte lesionada en el presente 
caso. (párr. 131)
Medidas de reparación integral: restitución y satisfacción 2. 
El Tribunal determinará otras medidas que buscan reparar el daño inmaterial y que no tienen naturaleza pecuniaria, y 
dispondrá medidas de alcance o repercusión pública. (párr. 132) 
La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido reiteradamente que la sentencia constituye 
per se una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, en vista de las afectaciones 
al señor Mejía Idrovo, derivado de las alteraciones a sus condiciones y proyecto de vida, expectativas de desarrollo profesional, 
y las restantes consecuencias de orden inmaterial sufridas como consecuencia de la violaciones de los artículos 25.1 y 25.2c) 
de la Convención Americana, declaradas en perjuicio de la víctima, la Corte estima pertinente fijar las siguientes medidas. (párr. 
134)
Restitución
Reincorporación al cargo que ocupaba la víctima
En razón de lo anterior, la Corte encuentra que durante el trámite del caso ante este Tribunal el señor Mejía Idrovo fue 
reincorporado a su cargo, y con ello se le ha restituido en sus derechos por el tiempo que se produjo la violación. Por tanto, ha 
sido reparado en cuanto a este aspecto. (párr. 138)
Satisfacción 
Publicación de la sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
a)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario  Oficial;
b)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y
c)  la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en el sitio web oficial.  (párr. 141)
Otras medidas de reparación solicitadas 
Medidas de capacitación para funcionarios públicos
Este Tribunal estima que al no haberse probado la alegada violación del artículo 2 de la Convención o la existencia de 
patrones generalizados de incumplimiento de fallos, no resulta necesario ordenar dicha medida en el presente caso. (párr. 
144) 
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Obligación de realizar investigaciones administrativas que derivaron en la violación
El Tribunal observa que no fue demostrado por los representantes la existencia de obstáculos que impidan la investigación, 
juzgamiento y sanción de los responsables, por lo que dicha solicitud carece de nexo de causalidad con las violaciones declaradas 
en el presente fallo. (párr. 146) 
Indemnización compensatoria por daños materiales e inmateriales3. 
Este Tribunal ha establecido que el daño material supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del 
caso”. Asimismo, la Corte ha desarrollado el concepto de daño inmaterial y ha establecido que “puede comprender tanto los 
sufrimientos y las aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia”. En 
el presente caso es comprensible la existencia de daños de carácter material como inmaterial. (párr. 150)
En atención a la coincidencia entre las partes con el monto establecido por el propio Estado para reparar los daños 
materiales e inmateriales sufridos por la víctima, la Corte, en el presente caso, estima pertinente acoger el monto de US$ 
358.033,59 (trescientos cincuenta y ocho mil treinta y tres dólares de los Estados Unidos de América con cincuenta y nueve 
centavos) propuesto por Ecuador, el cual se encuentra calculado hasta junio de 2009. Posteriormente, el Estado remitió a la Corte 
nueva información  que incluye lo que correspondería al período comprendido entre junio de 2009 a septiembre de 2010 hasta 
la reincorporación del señor Mejía Idrovo a las fuerzas armadas. Teniendo en cuenta los parámetros del cálculo remitido por el 
Estado, este Tribunal fija, en equidad, la cantidad de US$26,000.00 (veintiséis mil dólares de los Estados Unidos de América) por el 
mencionado período, que se adiciona al monto por concepto de daño material antes indicado. Por lo tanto, la Corte considera que 
el Estado debe pagar al señor Mejía Idrovo la suma total de US$384,033.59 (trescientos ochenta y cuatro mil treinta y tres dólares 
de los Estados Unidos de América con cincuenta y nueve centavos) a título de indemnización compensatoria por los daños 
materiales e inmateriales. Dicho monto deberá ser pagado al señor Mejía Idrovo en el plazo de un año, a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, sin la aplicación de ningún descuento o deducción por concepto de impuestos. (párr. 156)
Costas y Gastos4. 
Como lo ha señalado la Corte, las costas y gastos hacen parte del concepto de reparación, toda vez que la actividad 
desplegada por las víctimas con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que 
deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. 
En cuanto a su reembolso, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados 
ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante este Tribunal, teniendo 
en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados 
por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 161)   
El Tribunal ha señalado reiteradamente que “las pretensiones de las víctimas o sus representantes en materia de costas 
y gastos, y las pruebas que los sustentan, deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, esto 
es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales  pretensiones se actualicen en un momento posterior, 
conforme a las nuevas costas y gastos que se haya incurrido en el procedimiento.  Al respecto, se constató que los representantes 
incurrieron en gastos relacionados con la tramitación del presente caso ante la jurisdicción interna, […] No obstante, la Corte 
nota que los comprobantes y la solicitud del pago por los servicios profesionales del señor Edison Burbano Portilla, los gastos 
relacionados con el traslado y estadía del abogado Xavier Mejía y del señor Mejía Idrovo en la Ciudad de Washington en el año 
2008, así como respecto a algunos gastos incurridos por CEDHU ante la Comisión fue presentada extemporáneamente (supra 
párr. 39) y por ende es improcedente. (párr. 162)
Sin perjuicio de lo anterior, y teniendo en cuenta que la víctima o sus representantes han incurrido en determinados 
gastos, la Corte fija en equidad una cantidad total de US$15,000.00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de costas y gastos incurridos en el litigio del proceso interamericano en el presente caso. Dicha cantidad deberá ser 
entregada al señor Mejía Idrovo, quien a su vez deberá entregar la cantidad que corresponda a las personas u organizaciones 
que lo hayan representado. (párr. 163)
En el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, el Tribunal podrá disponer el reembolso por 
parte del Estado a la víctima o sus representantes de los gastos razonables debidamente comprobados. (párr. 164)
Modalidades de cumplimiento de los pagos ordenados5. 
Las indemnizaciones establecidas por concepto de daño material e inmaterial no excluyen cualquier otro beneficio que 
por ley pudiera ser acreedor el señor Mejía Idrovo de acuerdo a las normas del Ecuador. (párr. 166)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América. (párr. 168)
 Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnizaciones y como reintegro de costas y gastos deberán 
ser entregadas a la persona indicada en forma íntegra conforme a lo establecido en este Fallo, sin reducciones derivadas de 
eventuales cargas fiscales. (párr. 170)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al 
interés bancario moratorio en Ecuador. (párr. 171)
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Sentencia: Serie C Nº 229
Fecha de Sentencia: 26 de agosto 2011
Víctima: Iván Eladio Torres Millacura, María Leontina Millacura Llaipén, Fabiola Valeria 
Torres y Marcos Alejandro Torres Millacura
Estado parte: Argentina
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_229_esp.pdf
En la época en que se produjeron los hechos del presente caso el joven Iván Eladio Torres Millacura tenía 26 años de 
edad, vivía en la ciudad de Comodoro Rivadavia, en la Provincia de Chubut, Argentina y era el sostén económico de su madre, 
hermana y sobrina. Realizaba trabajos de construcción, en algunas ocasiones junto con su hermano Marcos Alejandro Torres 
Millacura. 
En la Provincia del Chubut se cometían abusos policiales en perjuicio de jóvenes de escasos recursos, quienes eran 
detenidos en base a la utilización de la Ley 815, “Ley Orgánica de Policía” de la Provincia. En este contexto, el señor Torres 
Millacura frecuentemente fue detenido, amenazado y golpeado por la policía de esa ciudad. 
El 26 de septiembre de 2003, el señor Torres Millacura fue detenido por policías de Comodoro Rivadavia y trasladado 
a la Comisaría Seccional Primera de esa ciudad, en respuesta a un llamado telefónico alertando sobre la presencia de dos 
personas con “actitud sospechosa”. Esta detención no fue registrada en el parte diario policial correspondiente puesto que el 
señor Torres Millacura ya era conocido en esa Comisaría, y como no habían motivos o mérito para su detención, se dispuso su 
liberación. Posteriormente el Estado reconoció que en el marco de esta detención el señor Torres Millacura fue efectivamente 
detenido y llevado a un lugar conocido como “Km. 8”, en el cual fue sometido a un simulacro de fusilamiento.
Posteriormente, el 2 de octubre de 2003, el señor Torres Millacura se encontraba con dos amigos en la plaza Bitto de 
Comodoro Rivadavia. A la media noche aproximadamente, ambos entraron a una heladería y desde allí vieron pasar cerca del 
señor Torres Millacura a un patrullero con tres policías en su interior. Pocos minutos después, cuando regresaron a la plaza, no 
encontraron al señor Torres Millacura. A partir del día 3 de octubre de 2003, no volvieron a verlo.  
Un testigo señaló haber visto que Iván Eladio Torres Millacura era golpeado por varios policías en la Comisaría Seccional 
Primera de Comodoro Rivadavia hasta caer desmayado, y que luego fue retirado de allí “a la rastra”. 
  
La señora María Millacura Llaipén, madre de la víctima, acudió a la Comisaría Seccional Primera los días 4, 6 y 8 de 
octubre de 2003 a realizar la primera denuncia sobre la desaparición de su hijo, sin embargo, en dicho lugar no quisieron 
recibirla. No fue sino hasta el 14 de octubre del mismo año que la denuncia fue formalmente recibida. 
En la investigación por la desaparición del señor Torres Millacura se cometieron una serie de irregularidades, tales 
como manipulación en la recaudación de la prueba, obstrucción de la justicia y retardo procesal, que llevaron a la impunidad 
de los responsables. El Estado no procuró obtener de manera pronta y efectiva los medios de prueba que permitieran la 
identificación de los responsables, no obstante contar con información brindada por los familiares de la víctima, amigos y 
conocidos. Por otra parte, los policías que inicialmente fueron encomendados para la investigación eran aquellos sindicados 
como responsables de  los hechos del caso. Asimismo, el juez de instrucción de Comodoro Rivadavia que estuvo a cargo del 
expediente en sus inicios retardó la investigación de la causa judicial. Asimismo, el Registro de la Comisaría Seccional Primera 
fue manipulado y varios testigos fueron amenazados por el mismo personal policial responsable de la desaparición del señor 
Torres Millacura. 
Durante más de 6 años han sido reiteradas las solicitudes y denuncias ante las autoridades para dar con el paradero 
del señor Torres Millacura. Desde la denuncia, el Estado tardó más de 4 años para que se dictara sentencia de primera 
instancia. Han trascurrido más de 8 años y no se ha logrado dar con su paradero ni se han determinado las responsabilidades 
correspondientes, continuando el presente caso en impunidad.
El Estado de Argentina realiza un reconocimiento parcial de responsabilidad sobre los hechos del caso relativos a las 
detenciones y posterior desaparición forzada de la víctima. La Corte Interamericana declaró que el Estado de Argentina era 
responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, personalidad jurídica, a la vida, 
a las garantías judiciales y protección judicial, establecidos en los artículos 7, 5, 3, 4, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos respectivamente; en relación a los artículos I.a), I.b), II y XI de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas; y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
57
1.  DERECHOS AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL 
Y A LA LIBERTAD PERSONAL EN RELACIÓN CON EL DEBER DE RESPETAR LOS DERECHOS RESPECTO DE IVÁN 
ELADIO TORRES MILLACURA
Artículos 3, 4, 5 y 7  de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1  de la misma
Seguridad, orden público y la prohibición de detenciones ilegales o arbitrarias
La Convención ha consagrado como principal garantía de la libertad y la seguridad individual la prohibición de la detención 
o encarcelamiento ilegal o arbitrario. La Corte ha manifestado que el Estado, en relación con la detención ilegal, “si bien […] tiene 
el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en 
todo momento, de aplicar procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo 
que se encuentre bajo su jurisdicción”. (párr. 69)
Así es que con la finalidad de mantener la seguridad y el orden públicos, el Estado legisla y adopta diversas medidas de 
distinta naturaleza para prevenir y regular las conductas de sus ciudadanos, una de las cuales es promover la presencia de 
fuerzas policiales en el espacio público. No obstante, la Corte observa que un incorrecto actuar de esos agentes estatales en 
su interacción con las personas a quienes deben proteger, representa una de las principales amenazas al derecho a libertad 
personal, el cual, cuando es vulnerado, genera un riesgo de que se produzca la vulneración de otros derechos, como la integridad 
personal y, en algunos casos, la vida. (párr. 70)
Garantías que deben cumplir las detenciones
El artículo 7 de la Convención consagra garantías que representan límites al ejercicio de la autoridad por parte de agentes 
del Estado. Esos límites se aplican a los instrumentos de control estatales, uno de los cuales es la detención. Dicha medida debe 
estar en concordancia con las garantías consagradas en la Convención, siempre y cuando su aplicación tenga un carácter 
excepcional y respete el principio a la presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, 
indispensables en una sociedad democrática. (párr. 71)
Al respecto, la Corte ya ha establecido que el artículo 7 de la Convención tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas 
entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad 
y a la seguridad personales”. Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a 
no ser privado de la libertad ilegalmente (art. 7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos 
formulados en contra del detenido (art. 7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la 
prisión preventiva (art. 7.5) y a impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6). Cualquier violación de los numerales 2 al 7 del 
artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma. (párr. 73)
Garantías que deben respetar las detenciones: tipicidad
Particularmente, el artículo 7.2 de la Convención establece que “nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las 
causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas 
conforme a ellas”. La reserva de ley debe forzosamente ir acompañada del principio de tipicidad, que obliga a los Estados a 
establecer, tan concretamente como sea posible y “de antemano”, las “causas” y “condiciones” de la privación de la libertad 
física. De este modo, el artículo 7.2 de la Convención remite automáticamente a la normativa interna. Por ello, cualquier requisito 
establecido en la ley nacional que no sea cumplido al privar a una persona de su libertad, generará que tal privación sea ilegal y 
contraria a la Convención Americana. (párr. 74)
Garantías que deben respetar las detenciones: deber de registro
De los hechos reconocidos por el Estado surge que la detención del señor Torres Millacura llevada a cabo el 26 de 
septiembre de 2003 por policías de Comodoro Rivadavia no fue “asenta[da] en los registros policiales habilitados al efecto”, como 
exigía el artículo 10, inciso b), de la Ley 815. […] (párr. 75)
Al respecto, el Tribunal considera pertinente recordar que el artículo 7 de la Convención Americana protege contra toda 
interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. En tal sentido, para los efectos del artículo 7 de la Convención, una “demora”, 
así sea con meros fines de identificación de la persona, constituye una privación a la libertad física de la persona y, por lo tanto, 
toda limitación a la misma debe ajustarse estrictamente a lo que la Convención Americana y la legislación interna establezcan al 
efecto, siempre y cuando ésta sea compatible con la Convención. En tal sentido, la detención del señor Torres Millacura, aún si fue 
realizada para fines de identificación, tuvo que haber sido debidamente registrada en el documento pertinente, señalando con 
claridad las causas de la detención, quién la realizó, la hora de detención y la hora de su puesta en libertad, así como constancia 
de que se dio aviso al juez de instrucción competente, en su caso, como mínimo. Al no haber sido registrada la detención del señor 
Torres Millacura, la Corte considera que los policías incumplieron uno de los requisitos previstos en la Ley 815 y que, por lo tanto, 
el Estado violó los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de este instrumento. (párr. 76)
Sobre esta disposición [artículo 7.3] la Corte ha establecido en otras oportunidades que: 
nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aún calificados de legales- 
puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre 
otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad. (párr. 77)
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Garantías que deben respetar las detenciones: ausencia de arbitrariedad
De lo anterior se desprende, junto con lo señalado sobre la reserva de ley (supra párr. 74), que una restricción a la libertad 
que no esté basada en una causa o motivo concretos puede ser arbitraria y, por tanto, violatoria del artículo 7.3 de la Convención. 
(párr. 78)
Para la Corte, al no establecer causas concretas por las cuales una persona podía ser privada de su libertad, el artículo 10, 
inciso b) de la Ley 815 permitió a los policías de la Provincia del Chubut interferir con la libertad física de las personas de forma 
imprevisible y, por lo tanto, arbitraria. Consecuentemente, la Corte considera que dicha disposición fue contraria a los artículos 
7.3 y 2 de la Convención Americana. (párr. 80)
Ahora bien, puesto que el artículo 10, inciso b) de la Ley 815 fue aplicada al señor Iván Eladio Torres Millacura en la 
detención del 26 de septiembre de 2003, la Corte considera que el Estado violó los artículos 7.1 y 7.3 de la Convención Americana, 
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de aquél, ya que su detención no fue llevada a cabo con base en 
causas concretas sino de forma imprevisible. (párr. 81)
Tortura psicológica configurada por el peligro real de ser sometido a graves lesiones físicas
La Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, bien jurídico cuya protección encierra la 
finalidad principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Este Tribunal 
ha considerado de forma constante en su jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del ius cogens. El 
derecho a la integridad personal no puede ser suspendido bajo circunstancia alguna. (párr. 84)
De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas de tortura, tanto 
física como psicológica, y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona 
a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada 
“tortura psicológica”. (párr. 85) 
 
[…] [L]as características personales de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser 
tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad personal fue vulnerada, ya que tales características pueden 
cambiar la percepción de la realidad del individuo, y por ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son 
sometidas a ciertos tratamientos. (párr. 86)
La Corte observa que las declaraciones de los familiares y amigos del señor Iván Eladio Torres Millacura rendidas ante este 
Tribunal y ante la Comisaría Seccional Primera coinciden en que aquél fue detenido por miembros de la policía provincial, llevado 
al lugar conocido como “Km. 8”, despojado de su ropa y zapatos, y golpeado, luego de lo cual los mencionados policías le 
advirtieron que debía “correr” para salvar su vida, y procedieron a dispararle mientras éste se tiraba a los matorrales para 
refugiarse de los balazos. (párr. 87)
Para el Tribunal es evidente que el hecho de que autoridades policiales hayan obligado al señor Torres Millacura a desvestirse y 
lo hayan sometido a golpes y a amenazas contra su vida con armas de fuego, obligándolo a tirarse a los matorrales para evitar 
un aparente fusilamiento mientras se encontraba detenido, necesariamente le provocó sentimientos profundos de angustia y 
vulnerabilidad, lo cual constituyó un acto de tortura. (párr. 88)
Por lo tanto, el Tribunal considera que lo sucedido al señor Iván Eladio Torres Millacura en el denominado “Km. 8” a manos de 
agentes policiales fue violatorio de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 
(párr. 89)
Ahora bien, la Corte estima que el alegado incumplimiento de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura, debido a la falta de investigación de la tortura sufrida por el señor Torres Millacura, debe ser analizada en 
el capítulo correspondiente a las investigaciones realizadas sobre los hechos del presente caso (infra párrs. 109). (párr. 90)
La desaparición forzada como violación múltiple y continuada de derechos
La Corte estima pertinente reiterar su jurisprudencia constante en el sentido de que al analizar una presunta desaparición forzada 
se debe tener en cuenta la naturaleza continuada o permanente y el carácter pluriofensivo de la misma. (párr. 91)
La caracterización pluriofensiva y continuada o permanente de la desaparición forzada, plasmada en la jurisprudencia de este 
Tribunal, se desprende no sólo de la propia definición del artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, los travaux préparatoires a ésta, su preámbulo y normativa, sino también de otras definiciones contenidas en 
diferentes instrumentos internacionales  que, asimismo, señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición 
forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa 
de reconocer la detención y de revelar la suerte o paradero de la persona interesada. En ocasiones anteriores, este Tribunal ya 
ha señalado que, además, la jurisprudencia del Sistema Europeo de Derechos Humanos , las decisiones de diferentes instancias 
de las Naciones Unidas, al igual que varias Cortes Constitucionales de los Estados americanos y altos tribunales nacionales, 
coinciden con la caracterización indicada. (párr. 95)
La Corte ha verificado la consolidación internacional en el análisis de este crimen, el cual configura una grave violación de 
derechos humanos, dada la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de los derechos lesionados, 
por lo que implica un claro abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano  y cuya 
prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens. (párr. 96)
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En tal sentido, el análisis de la desaparición forzada debe abarcar el conjunto de los hechos que se presentan a consideración 
del Tribunal en el presente caso. Sólo de este modo el análisis legal de la desaparición forzada es consecuente con la violación 
compleja de derechos humanos que ésta conlleva, con su carácter continuada o permanente y con la necesidad de considerar 
el marco de abusos policiales en que ocurrieron los hechos,  a fin de analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar 
integralmente sus consecuencias. (párr. 97)
Deber de los Estados de prevenir la desaparición forzada
Ahora bien, de conformidad con el artículo I, incisos a) y b), de la Convención sobre Desaparición Forzada, los Estados 
Partes se comprometen a no practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a sancionar a 
los responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción. Ello es consecuente con la obligación a cargo del Estado de respetar 
y garantizar los derechos contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana […]. […]Como parte de dicha obligación, el 
Estado está en el deber jurídico de “[p]revenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente 
con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los 
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación”. (párr. 98)
En este sentido, el deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y 
cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos. Con respecto a las personas privadas de libertad, el Estado 
se encuentra en una posición especial de garante de los derechos de los detenidos. Así, la privación de libertad en centros 
legalmente reconocidos y la existencia de registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alia, contra la 
desaparición forzada. (párr. 99) 
Deber de garantizar el acceso a la justicia de los familiares de las víctimas de desaparición forzada
Ya que uno de los objetivos de la desaparición forzada es impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías 
procesales pertinentes, cuando una persona ha sido sometida a secuestro, retención o cualquier forma de privación de la 
libertad con el objetivo de su desaparición forzada, si no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental que los 
familiares u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos y eficaces como medio 
para determinar su paradero o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la 
hizo efectiva . (párr. 100)
Presunción de afectación a la integridad personal y al reconocimiento 
a la personalidad jurídica en los casos de desaparición forzada
Por tanto, el Tribunal considera razonable afirmar que Iván Eladio Torres Millacura fue detenido con base en el artículo 10, 
inciso b) de la Ley 815 y que fue desaparecido forzosamente por agentes del Estado, lo cual no sólo fue contrario al derecho a 
su libertad personal sino que, por la naturaleza misma de la desaparición forzada, también lo colocó en una grave situación de 
vulnerabilidad y riesgo de sufrir daños irreparables a su integridad personal  y vida. En este sentido, esta Corte ha sostenido que 
la desaparición forzada es violatoria del derecho a la integridad personal porque “el solo hecho del aislamiento prolongado y de 
la incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e inhumano [...] en contradicción con los párrafos 1 y 2 [del artículo 
5 de la Convención]”. (párr. 103)  
[…] De este modo, el contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica se refiere al correlativo deber 
general del Estado de procurar los medios y condiciones jurídicas para que ese derecho pueda ser ejercido libre y plenamente 
por sus titulares  o, en su caso, a la obligación de no vulnerar dicho derecho . En tal sentido, este Tribunal ha estimado que, en 
casos de desaparición forzada, atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos humanos, su 
ejecución puede conllevar la vulneración específica del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. Más allá de que 
la persona desaparecida no pueda continuar gozando y ejerciendo otros, y eventualmente todos, los derechos de los cuales 
también es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del 
ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación 
jurídica ante la sociedad y el Estado. (párr. 105) 
En el presente caso, el señor Torres Millacura fue puesto en una situación de indeterminación jurídica que anuló la 
posibilidad de ser titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en general, lo cual constituye una de las más graves formas de 
incumplimiento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos humanos . Esto se tradujo en una violación del 
derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, establecido en el artículo 3 de la Convención Americana. (párr. 106)
Por lo tanto, de lo anterior la Corte estima que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1, 5.2, 
7.1, 7.2 y 7.3 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, todos ellos en relación con las 
obligaciones establecidas en los artículos I.a) , II  y XI  de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio 
del señor Iván Eladio Torres Millacura. (párr. 107)
Por lo tanto, el Tribunal concluye que Argentina incurrió en responsabilidad internacional por las detenciones del señor Iván 
Eladio Torres Millacura realizadas el 26 de septiembre de 2003, en “septiembre” de ese año y el 3 de octubre de 2003, luego de lo 
cual fue desaparecido forzadamente, por lo cual violó los derechos reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2 y 7.3 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de Iván Eladio Torres Millacura. Asimismo, la 
Corte considera que tales hechos también configuraron la responsabilidad internacional del Estado por el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en los artículos I.a), II y XI de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas. (párr. 108)
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2.  DERECHO  A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN JUDICIAL EN RELACIÓN CON MARÍA LEONTINA 
MILLACURA LLAIPÉN, FABIOLA VALERIA TORRES Y MARCOS ALEJANDRO TORRES MILLACURA
Artículos 8.1 y 25  de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma  y, en relación, 
con los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura  y el artículo I.b)  de la Convención sobre 
Desaparición Forzada
Obligación de proveer procedimientos y recursos judiciales efectivos, rápidos 
y eficaces a los familiares de la víctima en los casos de desaparición forzada
Adicionalmente, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de violaciones de derechos humanos, o 
sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del 
esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en la búsqueda de una debida reparación. Asimismo, la 
Corte ha considerado que los Estados tienen la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las personas que aleguen ser 
víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 
del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 
1.1). (párr. 113) 
Además, tratándose de una desaparición forzada, y ya que uno de sus objetivos es impedir el ejercicio de los recursos legales 
y de las garantías procesales pertinentes, si la víctima misma no puede acceder a los recursos disponibles, resulta fundamental 
que los familiares u otras personas allegadas puedan acceder a procedimientos o recursos judiciales rápidos y eficaces como 
medio para determinar su paradero o su estado de salud, o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad 
o la hizo efectiva. (párr. 114)
Obligación de investigar ex officio y en un plazo razonable en casos de desaparición forzada de personas
En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a desaparición 
forzada debe iniciarse una investigación. Esta obligación es independiente de que se presente una denuncia, pues en casos 
de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar el caso 
ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los medios 
legales disponibles y  orientada a la determinación de la verdad y la persecución, captura, enjuiciamiento y castigo de todos 
los responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes 
estatales. En cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de actos destinados 
a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente. (párr. 115)
El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los hechos que se investigan y, en su 
caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar 
los derechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de 
las garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, el derecho de acceso a la justicia incluye que en la 
investigación de los hechos se procure determinar la suerte o paradero de las víctimas. (párr. 116)
 […] La Corte ya ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra los lineamientos del llamado “debido proceso 
legal”, que implica, entre otras cosas, el derecho de toda persona a ser oída, entre otras, dentro de un plazo razonable. Considerando 
las actuaciones realizadas desde que la señora Millacura Llaipén denunció la desaparición de su hijo, el Tribunal resalta que 
han transcurrido aproximadamente ocho años desde que el señor Torres desapareció y todavía no se han determinado las 
responsabilidades correspondientes, lo cual significa que el presente caso se encuentra en impunidad. Ésta ha sido definida por 
este Tribunal como la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables 
de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana. (párr. 133)
Falta de diligencia en la investigación como violación a múltiples derechos
La Corte ha establecido que, como parte del deber de investigar, el Estado debe llevar a cabo una búsqueda seria, en la cual 
realice todos los esfuerzos posibles para determinar a la brevedad el paradero de la víctima, ya que el derecho de los familiares 
de conocer el destino o paradero de la víctima desaparecida  constituye una medida de reparación y, por tanto, una expectativa 
que el Estado debe satisfacer a éstos. Es de suma importancia para los familiares de la víctima desaparecida el esclarecimiento 
del paradero o destino final de la misma, ya que esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados por la 
incertidumbre del paradero y destino de su familiar desaparecido. (párr. 136)
De lo anterior, el Tribunal observa que el Estado ha realizado diversos esfuerzos tendientes a la localización del paradero del 
señor Iván Eladio Torres Millacura como parte de su deber de investigar lo sucedido. Sin embargo, el señor Torres Millacura aún se 
encuentra desaparecido. (párr. 137)
 
De todo lo anterior, el Tribunal concluye que la investigación de las detenciones, los actos de tortura sufridos por el señor 
Iván Eladio Torres Millacura y su posterior desaparición forzada, en su conjunto, no ha sido llevada a cabo de forma diligente y 
dentro de un plazo razonable. Por lo tanto, la Corte considera que el Estado violó los derechos establecidos en los artículos 8.1 
y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 de la misma, en perjuicio de María Leontina Millacura Llaipén, Fabiola 
Valeria y Marcos Alejandro Torres Millacura, familiares del señor Iván Eladio Torres Millacura. Asimismo, el Tribunal estima que la 
falta de investigación de la desaparición forzada del señor Torres Milllacura y de los actos de tortura de que fue objeto también 
configura un incumplimiento de las obligaciones consagradas en el artículo I.b) de la Convención sobre Desaparición Forzada, y 
en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura en perjuicio de aquéllos. Tales artículos imponen a los Estados Partes 
la obligación de investigar las conductas prohibidas por dichos tratados y de sancionar a los responsables (supra párrs. 90 y 109). 
(párr. 139)
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3.  DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR Y GARANTIZAR 
LOS DERECHOS  RESPECTO DE MARÍA LEONTINA MILLACURA LLAIPÉN, FABIOLA VALERIA TORRES Y MARCOS 
ALEJANDRO TORRES MILLACURA
Artículo 5 de la Convención Americana en relación al artículo 1.1 de la misma
Violación a la integridad personal de los familiares de la víctima de desaparición forzada
La Corte también aceptó el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado en relación con los sufrimientos 
provocados a las señoras María Leontina Millacura Llaipén y Fabiola Valeria Torres, así como al señor Marcos Alejandro Torres 
Millacura, a consecuencia de la desaparición forzada del señor Torres Millacura, lo cual configuró una violación del artículo 5 de la 
Convención Americana (supra párr. 36). El Tribunal se referirá enseguida a los hechos establecidos para posteriormente precisar 
los alcances de esta violación. (párr. 140)
El Tribunal ha considerado en numerosos casos que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos humanos 
pueden ser, a su vez, víctimas. En particular, en casos que involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender 
que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese 
fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la constante 
negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de la víctima o de iniciar una investigación 
eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido . Por otra parte, esta Corte ha establecido que la privación de la verdad acerca 
del paradero de una víctima de desaparición forzada acarrea una forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. 
(párr. 142)
En el presente caso, aunado al reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por el Estado, la Corte observa 
que la señora Millacura Llaipén reclamó por la desaparición forzada de su hijo ante las autoridades estatales en reiteradas 
ocasiones, sin obtener respuesta en cuanto a su paradero en un plazo razonable (supra párrs. 139) […]. (párr. 143)
Igualmente, se desprende de las declaraciones rendidas ante este Tribunal que Marcos Alejandro Torres Millacura y Fabiola 
Valeria Torres sufrieron profundo dolor ante la ausencia de su hermano, y que ambos emprendieron acciones a fin de dar con 
su paradero. En cuanto a esta última, consta en el expediente ante la Corte que Fabiola Valeria Torres vivía con su madre y su 
hermano, el señor Iván Eladio Torres Millacura, a la fecha en que éste desapareció, y que aquélla interpuso un recurso de hábeas 
corpus a favor de su hermano ese mismo mes (supra párr. 134). (párr. 144)
Con base en las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que el Estado violó el derecho a la integridad personal 
reconocido en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en 
perjuicio de María Leontina Millacura Llaipén, Fabiola Valeria Torres y Marcos Alejandro Torres Millacura. (párr. 145)
4.  DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO  A LA LUZ DE LA CONVENCION INTERAMERICANA 
SOBRE LA DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS
Artículo 2 de la Convención Americana 
Tipificación del delito de desaparición forzada de personas
El Tribunal ya se ha referido a la obligación general de los Estados de adecuar su normativa interna a las normas de la 
Convención Americana, en términos de lo dispuesto por el artículo 2 de la Convención Americana. Esta misma obligación es 
aplicable a los Estados que se han adherido a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, pues dicha 
obligación deriva de la norma consuetudinaria conforme a la cual un Estado que ha suscrito un convenio internacional debe 
introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el cumplimiento de las obligaciones asumidas. 
(párr. 148)
El 31 de octubre de 1995 Argentina ratificó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la 
cual entró en vigor para dicho Estado el 28 de febrero de 1996 […]. Por lo tanto, a partir de ese momento surgió para Argentina la 
obligación específica de tipificar dicho delito de conformidad con el artículo III de ese instrumento. Sin embargo, en el presente 
caso, la Comisión Interamericana no alegó que la falta de tipificación del delito de desaparición forzada de personas haya 
constituido un impedimento u obstáculo para la investigación de lo sucedido al señor Torres. Por lo tanto, la Corte no puede 
pronunciarse en abstracto sobre este punto. (párr. 149)
No obstante, el Tribunal destaca que durante la audiencia pública, el Estado señaló que “acaba[ba] de ser sancionada 
recientemente la Ley 26.679, mediante la cual se modificó el Código Penal de la Nación, incluyendo la tipificación del delito de 
desaparición forzada de personas”. […] (párr. 150)
La Comisión también solicitó a la Corte que declarara la violación del artículo 2 de la Convención Americana “en relación 
con los artículos 3, 4, 5, 7, 8.1, 25 y 1.1 de la misma. No obstante, no argumentó la relación del artículo 2 con dichos artículos. Por 
lo tanto, el Tribunal tampoco se pronunciará sobre esta solicitud.  (párr. 151)
III. REPARACIONES
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5.  OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS
Artículo 1.1 de la Convención Americana en relación a los derechos establecidos en los artículos 5, 7, 8 y 
25 de la misma y el artículo 28 de la Convención
El Tribunal ya ha determinado el incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 1.1 de la Convención Americana 
en relación con cada uno de los derechos declarados violados en la presente Sentencia (supra párrs. 76, 80 a 82, 89, 107 a 108, 
139 y 145). Por lo tanto, la Corte no considera necesario pronunciarse sobre este alegato por separado. (párr. 155)
Improcedencia de la figura de clausula federal
No obstante, el Tribunal observa que la Comisión también alegó que el ámbito federal del Estado no adoptó las medidas 
necesarias para que la Provincia del Chubut investigara lo sucedido a Iván Eladio Torres Millacura. Al respecto, en otras ocasiones, 
alegatos similares formulados por la Comisión han sido analizados por la Corte en el marco de las obligaciones que impone a los 
Estados el artículo 28 de la Convención Americana. Sobre este artículo, el Tribunal ha sostenido que el alegato sobre la eventual 
inobservancia de las obligaciones emanadas del artículo 28 de la Convención debe referirse a un hecho con entidad suficiente 
para ser considerado como un verdadero incumplimiento. En el presente caso, los argumentos de la Comisión son insuficientes 
para declarar dicho incumplimiento. Por lo tanto, el Tribunal no se pronunciará al respecto. (párr.156)
Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ha indicado que toda violación de una 
obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa disposición “recoge 
una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 
responsabilidad de un Estado”. (párr. 157)  
Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte 
deberá observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. (párr. 158)
Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso son Iván Eladio 
Torres Millacura, María Leontina Millacura Llaipén, Fabiola Valeria Torres y Marcos Alejandro Torres Millacura, por lo que serán 
considerados beneficiarios de las reparaciones que ordene esta Corte. (párr. 160)
2.   Obligación de investigar los hechos y determinar el paradero de Iván Eladio Torres Millacura
La Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado “[r]ealizar una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta 
de los hechos, con el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad intelectual y material de las todas las personas que 
participaron en los hechos relacionados con la detención arbitraria, la tortura y la desaparición forzada de Iván Eladio Torres 
[Millacura]”’. (párr. 161)
 […] [L]a Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad 
en este caso, e iniciar y continuar las investigaciones que sean necesarias para determinar y, en su caso, sancionar a todos los 
responsables de los hechos sucedidos al señor Torres Millacura. El Estado debe dirigir y concluir las investigaciones y procesos 
pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los hechos. En particular, el Estado deberá:
iniciar y/o culminar las investigaciones pertinentes en relación con los hechos de que fue víctima el señor Iván Eladio a) 
Torres Millacura, tomando en cuenta los abusos policiales existentes en la Provincia del Chubut, con el objeto de que el 
proceso y las investigaciones pertinentes sean conducidas en consideración de estos hechos, evitando omisiones en la 
recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Dichas investigaciones deben estar dirigidas 
a la determinación de los autores materiales e intelectuales de los hechos del presente caso, y 
asegurarse que las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes de manera ex officio, y que b) 
para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los recursos logísticos y científicos necesarios para la recaudación 
y procesamiento de pruebas y, en particular, tengan las facultades para acceder a la documentación e información 
pertinentes para investigar los hechos denunciados y llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones 
esenciales para esclarecer lo sucedido a Iván Eladio Torres Millacura; y que las personas que participen en la investigación, 
entre ellas, los familiares de las víctimas y testigos, cuenten con las debidas garantías de seguridad. (párr. 164)
Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte considera que el Estado debe asegurar el pleno acceso y capacidad de 
actuar de los familiares de las víctimas en todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables, de acuerdo 
con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes 
deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad argentina conozca los hechos objeto del presente caso, así como a 
sus responsables. (párr. 165)
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Por otro lado, la Corte toma nota de que el Estado ha emprendido acciones tendientes a la determinación del paradero 
del señor Iván Eladio Torres Millacura. Así, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, dispone que el Estado deberá 
continuar con la búsqueda de éste, para lo cual debe realizar todos los esfuerzos posibles a la brevedad. […] (párr. 166)
Finalmente, en cuanto a la solicitud de los representantes de que la Corte ordene al Estado denunciar los hechos del 
presente caso ante la Corte Penal Internacional, este Tribunal no es competente para ordenar a un Estado denunciarse a sí 
mismo ante cualquier tribunal o corte, sea nacional o internacional. Por lo tanto, la solicitud de los representantes es notoriamente 
improcedente. (párr.168)
3.  Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Reconocimiento público de responsabilidad internacional, nombramiento de una plaza 
o calle con el nombre de Iván Torres Millacura y publicación de la Sentencia
El Tribunal toma nota de que la señora Millacura Llaipén ha rechazado expresamente que se ordene al Estado la realización 
de ciertas medidas de reparación (supra párr. 170). Como ha procedido la Corte en casos anteriores ante manifestaciones como 
la señalada, y en tanto medidas de satisfacción de las víctimas, el Tribunal no ordenará este tipo de medidas como reparación 
de los hechos. (párr. 172)
Capacitación de funcionarios policiales
La Corte ha concluido en esta Sentencia que abusos policiales como los que sufrió el señor Torres Millacura son cometidos 
de manera frecuente en la Provincia del Chubut (supra párrs. 60 a 62). Así, con el fin de garantizar la no repetición de violaciones de 
derechos humanos, la Corte considera importante fortalecer las capacidades institucionales del personal policial de la Provincia 
del Chubut mediante su capacitación sobre los principios y normas de protección de los derechos humanos, incluyendo los 
derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad de las personas, así como sobre los límites a los que se encuentran 
sometidos al detener a una persona. Para ello, el Estado debe implementar, en un plazo razonable, un programa o curso obligatorio 
sobre los puntos señalados como parte de la formación general y continua de los policías de todos los niveles jerárquicos de la 
Provincia del Chubut. En dicho programa o curso se deberá hacer referencia a la presente Sentencia, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana respecto de la desaparición forzada de personas, los tratos inhumanos y degradantes, la tortura y la libertad 
personal, así como las obligaciones internacionales de derechos humanos derivadas de los tratados de los cuales es Parte 
Argentina. (párr. 173)
Medidas legislativas
Al respecto, el Tribunal valora positivamente que el Estado argentino haya tipificado el delito de desaparición forzada en el 
Código Penal de la Nación mediante la Ley 26.679 sancionada el 13 de abril de 2011 y promulgada el 15 de mayo de 2011 (supra 
párr. 150). Por lo tanto, ya no corresponde ordenar dicha tipificación. (párr. 177)
Por otro lado, como fue referido en el Capítulo VIII de esta Sentencia, la Ley 815 modificada por la Ley 4123, la cual fue 
aplicada a los hechos del presente caso, ya no se encuentra vigente, sino la Ley XIX–No. 5 (supra párr. 68). En razón de que esta 
Ley no fue analizada por este Tribunal en el presente caso, no procede ordenar reforma alguna a la misma. (párr. 178)
4.   Indemnizaciones
Daño material
La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y ha establecido que éste supone “la pérdida 
o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter 
pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso”. (párr. 180) 
La Corte observa que según se desprende del expediente, […] a la fecha de su desaparición el señor Iván Eladio Torres 
Millacura se encontraba desempleado. No obstante, de dichas declaraciones se desprende también que solía realizar diversas 
labores relacionadas con la construcción. […] En consecuencia, la Corte decide fijar en equidad la cantidad de US $40,000.00 
(cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda argentina. Dicho monto deberá ser pagado 
en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párr. 207). (párr. 184)
 […] Es razonable suponer que la señora Millacura Llaipén incurrió en ciertas erogaciones a fin de buscar a su hijo, puesto 
que según lo relatado por ella, lo cual no fue rebatido por el Estado, vivió dentro de la Comisaría Seccional Primera por más de 
un año reclamándolo . Por lo tanto, la Corte decide fijar en equidad la cantidad de US $10,000.00 (diez mil dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de daño material a favor de la señora María Leontina Millacura Llaipén. Dicho monto deberá 
ser pagado en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párr. 206). (párr. 185)
 […] En cuanto a Fabiola Valeria Torres, la Corte considera razonable suponer que aquélla incurrió en costos a raíz de las 
gestiones que emprendió a fin de buscar al señor Iván Eladio Torres Millacura, tales como reclamar en la Comisaría Seccional 
Primera y dormir ahí junto con su madre, además de presentar un hábeas corpus a favor de su hermano (supra párr. 134). Por 
lo tanto, la Corte decide fijar en equidad la cantidad de US $5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) por 
concepto de daño material a su favor. Dicho monto deberá ser pagado en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párr. 
206). Finalmente, en relación con Marcos Alejandro Torres Millacura, la Corte toma en cuenta que según se desprende de su 
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declaración rendida ante el Tribunal, éste solicitó permiso en su trabajo a fin de acompañar a su madre en la búsqueda de su 
hermano Iván Eladio Torres Millacura, lo cual razonablemente supuso una merma de sus ingresos. Por lo tanto, la Corte decide 
fijar en equidad la cantidad de US $2,000.00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño material 
a favor de Marcos Alejandro Torres Millacura. Dicho monto deberá ser pagado en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra 
párr. 206). (párr. 186)
Daño inmaterial
En atención a las indemnizaciones ordenadas por el Tribunal en otros casos sobre desaparición forzada de personas, 
y en consideración de las circunstancias del presente caso, la entidad, carácter y gravedad de las violaciones cometidas, los 
sufrimientos ocasionados a la víctima, el tiempo transcurrido desde que comenzó la desaparición y la denegación de justicia, la 
Corte estima pertinente fijar, en equidad, la cantidad de US $50,000.00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
a favor de Iván Eladio Torres Millacura, como compensación por concepto de daño inmaterial. A su vez, por el mismo concepto, el 
Tribunal fija en equidad la compensación de US $35,000.00 (treinta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 
de la señora María Leontina Millacura Llaipén, así como la compensación de US $10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a favor de Fabiola Valeria Torres y US $5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Marcos 
Alejandro Torres Millacura, ya que se han comprobado las afectaciones a la integridad personal de éstos sufridas a consecuencia 
de los hechos del presente caso, así como sus esfuerzos para dar con el paradero de su hijo y hermano, respectivamente (supra 
párrs. 141 a 145). Dichos montos deberán ser pagados en el plazo que la Corte fije para tal efecto (infra párr. 206). (párr. 192)
5.  Costas y Gastos
Los gastos y costas comprenden los generados tanto ante las autoridades de la jurisdicción interna, como durante el 
trámite contencioso ante el sistema interamericano. Al respecto, el Tribunal reitera que las pretensiones de las víctimas o sus 
representantes en materia de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse en el primer momento procesal 
que se les concede, esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en 
un momento posterior, conforme a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión de este procedimiento. 
Asimismo, no es suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes hagan una argumentación 
que relacione la prueba con el hecho que se considera representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se 
establezcan con claridad los rubros y la justificación de los mismos. (párr. 197)
Tomando en cuenta lo anterior, en consecuencia, el Tribunal decide fijar en equidad la cantidad de US$ 15,000.00 (quince 
mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de gastos incurridos durante la tramitación del presente caso ante 
los órganos nacionales y del Sistema Interamericano. Esta cantidad deberá ser entregada en el plazo que la Corte fije para tal 
efecto (infra párr. 206) a la señora María Leontina Millacura Llaipén, quien a su vez deberá entregar la cantidad que corresponda 
a las personas u organizaciones que la hayan representado a nivel interno e interamericano. Posteriormente, la señora Millacura 
Llaipén deberá presentar al Tribunal los comprobantes correspondientes de dicha entrega. Durante el procedimiento de 
supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, la Corte podrá disponer el reembolso por parte del Estado a las víctimas 
o sus representantes de otros gastos razonables debidamente comprobados. (párr. 200)
6.   Reintegro de los gastos al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas
En el 2008 la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (en adelante la “OEA”) creó el Fondo de Asistencia 
Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, con el “objeto [de] facilitar [el] acceso al sistema interamericano de 
derechos humanos a aquellas personas que actualmente no tienen los recursos necesarios para llevar su caso al sistema”. En el 
presente caso se otorgó a las víctimas la ayuda económica necesaria para la comparecencia, con cargo al Fondo de Asistencia 
Legal, de la señora Millacura Llaipén y uno de sus representantes a la audiencia pública realizada en Panamá, así como para la 
rendición de una declaración ofrecida por éstos a cargo de la perita Nora Cortiñas (supra párrs. 10 y 40.b). (párr. 201)
En razón de las violaciones declaradas en la presente Sentencia, la Corte ordena al Estado el reintegro a dicho Fondo 
de la cantidad de US $10,043.02 (diez mil cuarenta y tres dólares con dos centésimas de los Estados Unidos de América) por 
concepto de los gastos realizados ya mencionados con ocasión de la audiencia pública (supra párr. 10). Dicha cantidad deberá 
ser reintegrada en el plazo de noventa días, contados a partir de la notificación del presente Fallo. (párr. 203)
7.  Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
Los pagos correspondientes a las indemnizaciones por daños material e inmaterial a favor del señor Iván Eladio Torres 
deberán ser entregados directamente a la señora María Leontina Millacura Llaipén, dentro del plazo de un año contado a partir 
de la notificación de este Fallo. (párr. 207)
En caso de que los beneficiarios fallezcan antes de que les sean entregadas las indemnizaciones respectivas, éstas se 
efectuarán directamente a sus derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. (párr. 208)
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o moneda 
argentina, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vigente en la bolsa de Nueva 
York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 209)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al 
interés bancario moratorio en Argentina. (párr. 212)
CASO N° 231GRANDE VS. ARGENTINA
I. HECHOS
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Caso: Grande vs. Argentina
Sentencia Nº: Serie C N° 231
Fecha de Sentencia: 31 de agosto de 2011
Víctima: Jorge Fernando Grande
Estado parte: Argentina
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_231_esp.pdf
El 28 de julio de 1980 la División de Bancos de la Policía Federal Argentina tomó conocimiento a través de información 
brindada, en forma confidencial, por el señor Jorge Fernando Grande –presunta víctima de este caso-, de que en la Cooperativa 
de Crédito Caja Murillo (en adelante “la Cooperativa”), en donde él trabajaba como Jefe de Créditos, se estaban otorgando 
créditos sin las garantías necesarias. Ese mismo día la Policía Federal Argentina, División de Bancos (en adelante “la Policía 
Federal”), allanó la sede de la Cooperativa y secuestró carpetas y otros documentos relacionados.
El 29 de julio de 1980 el señor Grande fue detenido en las instalaciones del Banco de la Nación. El 12 de agosto del 
mismo año, el Juzgado en lo Criminal y Correccional No.1 decretó la prisión preventiva contra el señor Grande y le impuso el 
embargo de sus bienes por el delito doloso previsto en el artículo 7 de la Ley N° 20.840. Tras haber estado privado de libertad 
14 días, el señor Grande fue excarcelado bajo caución juratoria. 
El 15 de agosto de 1983 el Procurador Fiscal Federal acusó a la presunta víctima como autor responsable del delito 
doloso previsto en el artículo 8 de la Ley No. 20.840 con el agravante establecido en el artículo 6 inciso b). Tres años después, 
el 2 de septiembre de 1986, el señor Grande contestó la acusación fiscal.
El 24 de mayo de 1988, basándose en la excepción previa de falta de acción en el acusador interpuesta por un 
defensor de otro de los imputados, la Sala Segunda de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal decretó la 
nulidad de los allanamientos a la Cooperativa y de todos los actos que fueran consecuencia de éstos, al considerar que 
los hechos se habían realizado sin una autorización judicial. El 24 de enero de 1989, el Juez Federal ordenó sobreseer 
definitivamente a los imputados, entre ellos, al señor Grande, y se declaró extinguida la acción penal por prescripción.                                 
                                                                                                                                                                                                                                                                                               
Posteriormente, el señor Grande presentó en la jurisdicción contencioso administrativa una demanda de daños y 
perjuicios en contra de Argentina. El 14 de abril de 1992 el Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal 
emitió su sentencia, en la que resolvió dar lugar a la demanda. En contra de este pronunciamiento, tanto los representantes 
del actor así como el Estado, apelaron ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. El 
6 de abril de 1993 la Sala Segunda de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal revocó el 
fallo recurrido y rechazó la demanda señalando, entre otros argumentos, que sólo cabía admitir la responsabilidad del Estado 
- Juez, cuando el error judicial era evidente y que, en aquél caso, no se cumplía tal presupuesto, pues el señor Grande se había 
beneficiado de la sentencia que declaró la nulidad de los allanamientos, sin haber planteado este recurso.
En contra de dicha sentencia el señor Grande presentó un recurso extraordinario federal ante la Cámara en lo 
Contencioso Administrativo Federal, por la causal de arbitrariedad. El 10 de junio de 1993 se resolvió el recurso extraordinario 
federal, confirmando la sentencia recurrida. Finalmente, la presunta víctima presentó una queja por la denegación del recurso 
extraordinario, y el 12 de abril de 1994 la Corte Suprema de Justicia resolvió denegarla. 
La Comisión Interamericana y el representante de la presunta víctima solicitaron a la Corte IDH que estableciera la 
responsabilidad internacional del Estado por las violaciones de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en perjuicio del señor 
Grande, por no haberle brindado acceso a su derecho a un debido proceso y a un recurso efectivo.
La Corte IDH admitió parcialmente la primera excepción preliminar (incompetencia ratione temporis) así como la segunda 
(violación del derecho de defensa del Estado Argentino durante la sustanciación del caso ante la Comisión) y observó que ni 
la Comisión ni el representante presentaron alegatos de hechos específicos y autónomos ocurridos durante la tramitación del 
reclamo indemnizatorio en la jurisdicción contenciosa administrativa que pudieran derivar en violaciones al debido proceso y 




Incompetencia ratione temporis del Tribunal
El Estado manifestó que “los hechos que motivaron la causa penal N° C144/80 tuvieron lugar en 1980” y, asimismo, los 
“hechos que el señor Grande alega para fundar su reclamo indemnizatorio, son también anteriores a la entrada en vigor de 
la Convención para la República Argentina”, a saber, el 5 de septiembre de 1984 “y, por tanto, quedan excluidos del ámbito de 
esa Honorable Corte”. Señaló, además, que con ocasión del reconocimiento de la competencia “dejó constancia de que las 
obligaciones contraídas solo tendrán efecto con relación a hechos acaecidos con posterioridad a la ratificación del mencionado 
instrumento”. En apoyo a su argumentación, el Estado citó el artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados y señaló que en ese sentido la Corte se pronunció en el caso Cantos Vs. Argentina, teniendo en consideración el 
principio de la irretroactividad de las normas internacionales, consagrado en dicha Convención y en el derecho internacional 
general.  (párr. 33)
A efectos de determinar si la Corte tiene o no competencia para conocer un caso o un aspecto del mismo, de acuerdo 
con el artículo 62.1 de la Convención Americana, el Tribunal debe tomar en consideración la fecha de reconocimiento de la 
competencia por parte del Estado, los términos en que el mismo se ha dado y el principio de irretroactividad, dispuesto en el 
artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969. (párr. 36)
La Corte hace notar que, en sus alegaciones a esta excepción preliminar,  tanto la Comisión Interamericana como el 
representante, respectivamente, hicieron referencia a hechos o diligencias policiales o judiciales, tales como: a) el allanamiento 
de la sede de la Cooperativa de Crédito Caja Murillo; b) el secuestro de diversa documentación; c) la detención del señor 
Grande y su privación de libertad del 29 de julio al 12 de agosto de 1980, y d) así como todas aquellas actuaciones judiciales 
desarrolladas en el proceso penal entre el 29 de julio de 1980 y el 5 de septiembre de 1984, todos ellos ocurridos antes de que 
el Estado reconociera la competencia contenciosa de la Corte.  En razón de lo expuesto, este Tribunal considera que dichos 
hechos, así como cualquier otro, ocurridos con anterioridad al reconocimiento de la competencia contenciosa efectuado el 5 
de septiembre de 1984 por el Estado, quedan fuera de la competencia de la Corte. (párr. 39)
Por tanto, el Tribunal es competente para conocer únicamente todos los hechos o actuaciones ocurridos con posterioridad 
al 5 de septiembre de 1984, respecto a las presuntas violaciones. En consecuencia, encuentra fundada la excepción preliminar 
en cuanto a los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha. (párr. 40)
Violación del derecho de defensa del Estado argentino durante la sustanciación 
del caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
Respecto del escenario fáctico en que el peticionario planteó la denuncia inicial vinculado con la demanda por daños y 
perjuicios y ello respecto a los artículos 8.2 y 10 de la Convención, el Estado alegó que ejerció oportunamente su defensa en 
relación con los hechos referidos en tanto que se trataba de una denuncia vinculada con los resultados de una causa que se 
llevó a cabo en sede contenciosa administrativa. Fue “la propia […] Comisión la que luego, violando el derecho de defensa del 
Estado […] cambi[ó] el objeto procesal de la denuncia focalizando la misma respecto de lo que habría acontecido en el ámbito 
del proceso penal”. Además, el Estado señaló que la Comisión en su informe sobre el fondo del asunto “no trató los argumentos 
vertidos por el Estado […] en cuanto a la falta de coherencia entre el informe de admisibilidad y los hechos invocados por 
el peticionario en [la] denuncia. En efecto, la Comisión se limita a invocar la preclusión procesal respecto de los requisitos 
de admisibilidad de la petición”. Finalmente, consideró que “se vio en una situación de desigualdad puesto que no tuvo la 
oportunidad de oponer las defensas necesarias respecto de los hechos no invocados por el peticionario −y que por lo tanto 
no integraban la litis− incluidos por la [Comisión] en su informe de admisibilidad, lo que ha violado el derecho de defensa del 
Estado”. (párr. 41)
Este Tribunal observa que el Estado ha sostenido reiteradamente que no pudo ejercer el derecho de defensa en el 
procedimiento de admisibilidad de la petición, ya que según éste la Comisión cambió el objeto procesal de la petición, para 
lo cual el Estado controvirtió requisitos de admisibilidad, y la Comisión no los valoró. De acuerdo a dichas manifestaciones 
del Estado y lo expresado por la Comisión al respecto, este Tribunal considera oportuno en el presente caso examinar el 
procedimiento seguido ante la Comisión Interamericana. (párr. 44)
Esta Corte ha sostenido que ‘[c]uando se alega como excepción preliminar un cuestionamiento a la actuación de la 
Comisión, en relación con el procedimiento seguido ante ésta, […] la Comisión Interamericana tiene autonomía e independencia 
en el ejercicio de su mandato conforme a lo establecido por la Convención Americana y, particularmente, en el ejercicio de las 
funciones que le competen en el procedimiento relativo al trámite de peticiones individuales. A su vez, en asuntos que estén 
bajo su conocimiento, la Corte tiene la atribución de efectuar un control de legalidad de las actuaciones de la Comisión, lo que 
no supone necesariamente revisar el procedimiento que se llevó a cabo ante ésta. La Corte revisará los procedimientos ante la 
Comisión cuando alguna de las partes alegue fundadamente que exista un error manifiesto o inobservancia de los requisitos 
de admisibilidad de una petición que infrinja el derecho de defensa’. (párr. 45) 
La Corte, en su carácter de órgano jurisdiccional, procede en el presente caso a revisar lo actuado precedentemente y 
decidido por la Comisión, en aras de asegurar la procedencia de los requisitos de admisibilidad y los principios de contradicción, 
equidad procesal y seguridad jurídica. (párr. 46)
La Comisión, en su Informe de Fondo No. 109/09 de 10 de noviembre de 2009, se limitó a señalar que “los argumentos 
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del Estado relativos a la admisibilidad del caso […] no tienen lugar en este momento procesal. En relación con el alegato del 
Estado, la Comisión indicó que los requisitos de admisibilidad fueron analizados oportunamente en el Informe de Admisibilidad, 
en el capítulo pertinente al agotamiento de los recursos internos y del plazo para la presentación de la petición”. En razón de 
ello, la Comisión señaló que “no se referirá a dichos alegatos en el […] informe”. (párr. 53)
De lo expuesto, la Corte observa que efectivamente en su Informe de Admisibilidad No. 3/02 la Comisión modificó, 
invocando el principio iura novit curia, el objeto de la petición del señor Grande, que se refería a las presuntas violaciones 
ocurridas en el proceso contencioso administrativo (supra párrs. 2 y 47). En específico, la Comisión incluyó la alegada violación 
del plazo razonable en el proceso penal y el análisis de los artículos 8 y 25 de la Convención, así como desestimó los alegatos del 
peticionario relativos a las alegadas violaciones a los artículos 8.2 y 10 de la misma, en relación con el reclamo indemnizatorio 
seguido en la jurisdicción contenciosa administrativa, y respecto de los cuales el Estado había emitido sus alegatos en la etapa 
de admisibilidad de la petición. Por tanto, fue en este momento cuando el Estado, procesalmente, tuvo conocimiento sobre el 
alcance del objeto de la petición en el presente caso.  (párr. 54)
Frente a este nuevo planteamiento de la Comisión, el Estado emitió distintos alegatos posteriores al Informe de 
Admisibilidad para controvertir la competencia de la Comisión para conocer del nuevo objeto de la petición, entre los que 
señaló la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario en lo que respecta al proceso penal, así como 
“la extemporaneidad en la presentación del reclamo referente a la presuntas violaciones en relación con el proceso penal”, en 
aplicación del artículo 46.1.b) de la Convención. Sin embargo, en el Informe de Fondo No. 109/09 la Comisión se limitó a indicar 
que los argumentos de admisibilidad no tenían lugar en ese momento procesal, por lo que no se pronunció al respecto. (párr. 
55)
La Corte ha señalado que ‘el trámite de las peticiones individuales se encuentra regido por garantías que aseguran a las 
partes el ejercicio del derecho de defensa en el procedimiento. Tales garantías son: a) las relacionadas con las condiciones de 
admisibilidad de las peticiones (artículos 44 a 46 de la Convención), y b) las relativas a los principios de contradicción (artículo 
48 de la Convención)  y equidad procesal. Igualmente es preciso invocar aquí el principio de seguridad jurídica (artículo 39 del 
Reglamento de la Comisión)’. (párr. 56)
 
Queda claro para esta Corte que la petición presentada dentro del plazo de seis meses exigido por el artículo 46.1.b) de la 
Convención era concerniente al reclamo indemnizatorio en el procedimiento contencioso administrativo, y no propiamente en 
relación con el proceso penal. Por tanto, respecto a las alegadas violaciones que fueron incluidas en el Informe de Admisibilidad 
No. 3/02, referentes a los hechos relacionados con el proceso penal, la Comisión no verificó debidamente el requisito de 
admisibilidad del artículo 46.1.b) de la Convención (supra párr. 57). (párr. 60) 
En consideración de lo anterior, en el presente caso, este Tribunal encuentra  fundada la presente excepción preliminar, 
debido a que con motivo del cambio en el objeto de la petición en el Informe de Admisibilidad, y la posterior aplicación, por 
parte de la Comisión, de la preclusión procesal de los alegatos del Estado frente a requisitos de admisibilidad en su Informe de 
Fondo, la Comisión omitió verificar el requisito de admisibilidad establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención respecto del 
proceso penal. En consecuencia, la Corte no conocerá del referido proceso penal. (párr. 61)
Falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna
Asimismo, esta Corte considera innecesario analizar si los recursos disponibles en la jurisdicción interna en relación 
con el proceso penal fueron agotados o no, siendo que para la fecha en que fue presentada la petición ante la Comisión 
Interamericana, el 2 de noviembre de 1994, el procedimiento penal ya había culminado, cuatro y diez meses antes, con una 
decisión de sobreseimiento en favor del señor Grande. (párr. 66)
Por otra parte, el Tribunal nota que no existe controversia entre las partes en relación con el agotamiento de los recursos 
internos en lo que concierne al proceso contencioso administrativo, el cual se encuentra dentro del objeto de análisis de esta 
Corte. (párr. 67)
Por tanto, el Tribunal considera que no es procedente pronunciarse sobre la presente excepción preliminar, y siendo 
que los hechos relacionados con las presuntas violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención ocurridas en el proceso 
contencioso administrativo se encuentran dentro de la competencia de la Corte, éstas serán analizadas en el fondo de la 
presente Sentencia. (párr. 68)
III. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
IV. PUNTOS RESOLUTIVOS
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1. DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículo 8 y 25 de la Convención Americana
En el presente Capítulo la Corte procederá a analizar los hechos en relación con el reclamo indemnizatorio en el 
procedimiento contencioso administrativo, respecto del cual la Comisión y el representante alegaron las violaciones a las 
garantías y protección judiciales reconocidas en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana. (párr. 77)
En lo que se refiere al procedimiento contencioso administrativo, el cual se tramitó dentro de la competencia contenciosa 
del Tribunal, esta Corte observa que el señor Grande interpuso una demanda de daños y perjuicios en la vía contenciosa 
administrativa para la determinación de sus derechos indemnizatorios, por considerar que hubo un error judicial en su contra, 
en el cual expuso su reclamos y fue oído por un juez competente. Asimismo, la presunta víctima tuvo la oportunidad de 
interponer todos los recursos disponibles en la jurisdicción interna, como se señaló en los párrafos 82 al 90 de la presente 
Sentencia. (párr. 91)
La Comisión y el representante alegaron la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en el referido 
procedimiento contencioso administrativo. Al respecto, la Comisión, para sustentar dicha violación, indicó en términos generales 
que: a) en el trámite del reclamo indemnizatorio no se tomó en cuenta la ilegalidad de la prueba recabada en el fuero penal ni el 
lapso prologando para tomar la decisión en la instancia penal, y b) el Estado no hizo nada para remediar la alegada violación 
del debido proceso en la jurisdicción penal, pese a que reconoció la irregularidad en la vía contencioso administrativa. Por su 
parte, el representante coincidió con los argumentos expresados por la Comisión, y en especial, señaló que la Sala Segunda 
de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo no consideró el accionar ilegítimo del Estado respecto a la ilegalidad de la 
prueba y la duración del proceso penal. (párr. 92)
Al respecto, el Tribunal observa que ni la Comisión ni el representante presentaron alegatos y hechos específicos y 
autónomos ocurridos durante la tramitación del reclamo indemnizatorio en la jurisdicción contenciosa administrativa que 
puedan derivar violaciones al debido proceso y garantías judiciales. En consecuencia, no se demostró la responsabilidad 
internacional del Estado por la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Jorge 
Fernando Grande. (párr. 93)
Por tanto, DECLARA: Por unanimidad, que 
1. Admite la primera excepción preliminar, de conformidad con los párrafos 36 al 40 de la presente Sentencia.
2. Admite la segunda excepción preliminar, de conformidad con los párrafos 44 al 61 de la presente Sentencia.
3. No procede pronunciarse sobre la tercera excepción preliminar, de conformidad con los párrafos 65 al 68 de la 
presente Sentencia.
4. No fue demostrado que el Estado violó los derechos a las garantías y protección judiciales establecidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los términos de los párrafos 91 al 93 
de la presente Sentencia. (párr. 94)
CASO N° 232CONTRERAS Y OTROS VS. SALVADOR
I. HECHOS
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Caso: Contreras y otros vs. Salvador
Sentencia Nº: Serie C N° 232
Fecha de Sentencia: 31 de agosto de 2011
Víctima: Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia, Serapio 
Cristián, Julia Inés Contreras y José Rivera Rivera
Estado parte: Salvador
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_232_esp.pdf
El caso Contreras y otros vs. Salvador se inserta en el contexto de un conflicto armado interno que se desarrolló entre 
los años 1980 a 1991. Durante éste se registraron serios hechos de violencia, tales como ataques contra la población civil y 
ejecuciones sumarias colectivas. En el marco de estos enfrentamientos apareció el terrorismo organizado y la oposición al 
gobierno se articuló a través de la creación de un Frente de Liberación Nacional. El 16 de enero de 1992, tras doce años de 
conflicto armado se firmó un acuerdo de paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador y el Frente de 
Liberación Nacional. 
En este contexto, se creó la “Comisión de Verdad” con el mandato de investigar los graves hechos de violencia ocurridos 
durante la guerra civil y elaborar recomendaciones respecto de casos individuales y de la situación general del país. En 
el informe final de esta comisión, emitido en 1993, se constataron ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y 
torturas cometidas principalmente por agentes estatales con el objeto de desarticular a la oposición. También se constataron 
desapariciones forzadas de niños y niñas, quienes eran sustraídos y retenidos ilegalmente por miembros de las fuerzas armadas 
para separarlos de la población enemiga y educarlos bajo la concepción ideológica sustentada por el Estado. Entre estos niños 
se encontraban Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, los hermanos Gregoria Herminia, Serapio Cristián, Julia Inés 
Contreras y José Rivera Rivera. 
Las hermanas Mejía Ramírez fueron sustraídas de su hogar tras presenciar la muerte de sus familiares en el transcurso 
de un operativo de contrainsurgencia denominado “Operación Rescate”, que se llevó a cabo el 13 de diciembre de 1981.
Los hermanos Contreras fueron capturados mientras huían de los efectivos militares en el contexto de un operativo 
militar de grandes proporciones denominado “Invasión Amarillo”, el cual se llevó a cabo el 24 de agosto de 1982. Gregoria 
Herminia Contreras se reencontró con su familia en el año 2006 y relató que había sido entregada a una pareja, registrada con 
un nombre falso y que nunca volvió a ver a sus hermanos. Además fue víctima de violación sexual. 
José Rubén Rivera fue sustraído por efectivos militares cuando tenía tres años de edad, en el marco de un operativo 
militar realizado en la zona del cantón La Joya, el 17 de mayo de 1983. 
En todos estos casos los familiares de los niños(as) desaparecidos(as) realizaron varias diligencias judiciales y extrajudi-
ciales para dar con su paradero. Presentaron denuncias y acciones de habeas corpus ante los tribunales de justicia, sin obtener 
resultados. 
Todos estos hechos fueron denunciados ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, quien decidió acumu-
lar los casos y demandar al Estado de El Salvador ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
La Corte determinó que el Estado era responsable de la violación de los derechos al reconocimiento de la personalidad 
jurídica, a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal, en perjuicio de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía 
Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera. Que era 
responsable de la violación de la prohibición de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, en perjuicio de 
Gregoria Herminia Contreras. Asimismo, estableció que era responsable de la violación del derecho a la vida familiar y a la 
protección de la familia en perjuicio todos los niños/as y sus familiares y responsable de la violación del derecho a la vida 
privada y familiar, a la protección de la familia y del derecho al nombre, en perjuicio de Gregoria Herminia Contreras. Por otra 
parte, que era responsable por la violación del derecho a la integridad personal, en perjuicio de los familiares de las víctimas. 
Finalmente, que era responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, en perjuicio 
de los niños/as así como de sus familiares y por la violación del derecho a la libertad personal, en perjuicio de Ana Julia Mejía 
Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén 
Rivera Rivera, como de sus familiares.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHOS A LA LIBERTAD PERSONAL, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, A LA VIDA, AL RECONOCIMIENTO DE 
LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA VIDA PRIVADA Y FAMILIAR, A LA IDENTIDAD, A LA PROTECCIÓN DE LA 
FAMILIA, AL NOMBRE Y DE LOS NIñOS Y NIñAS, EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y 
GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 7, 5, 4, 3, 11, 17, 18 y 19 en relación al artículo 1.1 de la Convención 
Reconocimiento del contexto en que ocurrieron los hechos del caso
Dada la importancia que reviste para el presente caso el establecimiento de los hechos que generaron la responsabilidad 
estatal, así como del contexto en el cual se enmarcaron los mismos, a fin de preservar la memoria histórica y evitar que se 
repitan hechos similares  y como una forma de reparación a las víctimas , en esta sección la Corte dará por establecidos los 
hechos del presente caso y la responsabilidad internacional derivada de los mismos, con base en el marco fáctico presentado 
en la demanda de la Comisión Interamericana y el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado, y tomando en 
consideración el escrito de solicitudes y argumentos de los representantes y el acervo probatorio. (párr. 56)
A continuación el Tribunal procederá a establecer los hechos constitutivos de cada una de las desapariciones forzadas 
de los entonces niños y niñas víctimas en el presente caso, así como las circunstancias que rodearon las mismas. No obstante, 
la Corte considera pertinente resaltar que estas desapariciones se enmarcaron dentro del conflicto armado anteriormente 
descrito, y en particular durante la primera época, en eventos que duraron varios días, en los cuales se documentaron 
desapariciones forzadas de adultos, niños y niñas, ejecuciones extrajudiciales y daños a la propiedad. Sin embargo, el Tribunal 
observa que la Comisión Interamericana no presentó en su total amplitud y complejidad el contexto específico de cada uno de 
los operativos militares en que se dieron las referidas desapariciones forzadas, sino que se limitó a hacer referencia a los días 
y lugares estrictamente relacionados con los hechos específicos. Sobre este marco fáctico el Estado realizó su reconocimiento 
de responsabilidad y es a ello a lo que se limita esta Corte en su determinación. (párr. 57)
La desaparición forzada de niños y niñas como violación múltiple y continuada de derechos humanos 
El Tribunal considera adecuado reiterar el fundamento jurídico que sustenta una perspectiva integral sobre la 
desaparición forzada de personas en razón de la pluralidad de conductas que, cohesionadas por un único fin, vulneran de 
manera permanente, mientras subsistan, bienes jurídicos protegidos por la Convención, así como realizar algunas precisiones 
sobre esta cuestión en atención a las particularidades que reviste esta práctica de violaciones de derechos humanos dirigida 
a niños y niñas en un contexto de conflicto armado. (párr. 80)
La caracterización pluriofensiva, en cuanto a los derechos afectados, y continuada o permanente de la desaparición 
forzada, también se desprende de la jurisprudencia de este Tribunal de manera constante desde su primer caso contencioso 
resuelto en 1988, incluso, con anterioridad a la definición contenida en la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas. Esta caracterización resulta consistente con otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos 
internacionales que señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la 
libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y 
de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. En ocasiones anteriores, este Tribunal ya ha señalado que, además, 
la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos , las decisiones de diferentes instancias de las Naciones Unidas , 
al igual que varias Cortes Constitucionales y otros altos tribunales de los Estados americanos, coinciden con la caracterización 
indicada.  (párr.82)
Adicionalmente, en el derecho internacional la jurisprudencia de este Tribunal ha sido precursora de la consolidación de 
una perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o permanente de la figura de la desaparición forzada de 
personas, en la cual el acto de desaparición y su ejecución se inician con la privación de la libertad de la persona y la subsiguiente 
falta de información sobre su destino, y permanece mientras no se conozca el paradero de la persona desaparecida y se 
determine con certeza su identidad . De conformidad con todo lo anterior, la Corte ha reiterado que la desaparición forzada 
constituye una violación múltiple de varios derechos protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un 
estado de completa indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte 
de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado. En suma, la práctica de desaparición forzada implica un 
craso abandono de los principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano de Derechos Humanos  y tanto 
su prohibición como el deber correlativo de investigar y, eventualmente, sancionar a los responsables han alcanzado carácter 
de jus cogens. (párr. 83)
La Corte reitera que la desaparición forzada de personas constituye una violación múltiple que inicia con una privación 
de libertad, cualquiera que fuere su forma, contraria al artículo 7 de la Convención Americana. En el presente caso, la Corte 
constató que agentes estatales sustrajeron y retuvieron ilegalmente a los niños y niñas, separándolos y removiéndolos de la 
esfera de custodia de sus padres o familiares (supra párrs. 60, 65 a 66 y 75 a 77), lo cual implicó una afectación a su libertad, 
en el más amplio sentido del artículo 7.1 de la Convención. (párr. 84)
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Afectación a la integridad psíquica, física y moral de los niños y niñas, por la 
sustracción y separación de sus padres o familiares, en contexto de conflictos armados
La jurisprudencia constante de esta Corte reconoce que las personas sometidas a privación de libertad que se encuentren 
bajo la custodia de cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su aquiescencia o tolerancia, que 
impunemente practiquen la tortura y el asesinato representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones 
al derecho a la integridad personal, aunque no se pueda demostrar los hechos violatorios. En el presente caso, la Corte entiende 
que la sustracción y separación de sus padres o familiares en las condiciones descritas, así como el hecho de haber quedado 
bajo el control de efectivos militares en el transcurso de una operación militar, produjo una afectación a la integridad psíquica, 
física y moral de los niños y niñas, derecho reconocido en el artículo 5 de la Convención Americana, generándoles sentimientos 
de pérdida, abandono, intenso temor, incertidumbre, angustia y dolor, los cuales pudieron variar e intensificarse dependiendo de 
la edad y las circunstancias particulares.  (párr.85)
Además, en el caso específico de niños y niñas separados de sus padres o familiares en el contexto de los conflictos 
armados, quienes se encuentran en una situación de particular vulnerabilidad, muchas veces se considera su apropiación, con 
fines diversos, como una consecuencia normal del conflicto armado o, por lo menos, inherente al mismo, lo cual sucedió al menos 
en el caso de Gregoria Herminia. Al tratárseles como objetos susceptibles de apropiación se atenta contra su dignidad e integridad 
personal, siendo que el Estado debería velar por su protección y supervivencia, así como adoptar medidas en forma prioritaria 
tendientes a la reunificación familiar. Al efecto, la Corte Interamericana ha señalado que existe una obligación de aplicar “el 
estándar más alto para la calificación de acciones que atenten contra [la] integridad personal [de los niños]”.  (párr.86)
Afectación del derecho a la personalidad jurídica y su vínculo con el 
derecho a  la identidad en casos de desaparición forzada de niños y niñas
De modo tal que la desaparición forzada también conlleva a la vulneración del derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica establecido en el artículo 3 de la Convención Americana, dado que su desaparición busca no sólo una 
de las más graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su 
existencia y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad y el Estado , aún más 
cuando la identidad ha sido alterada ilegalmente. (párr. 88)
Ha sido comprobado que muchos de los niños y niñas desaparecidos eran registrados bajo información falsa o sus 
datos alterados, como ocurrió en el caso de Gregoria Herminia, aspecto que irradia sus efectos en dos sentidos: por un lado, 
para el niño o niña apropiada, a quien se le imposibilita buscar a su familia y conocer su identidad biológica y, por el otro, a 
su familia de origen, a quienes se les obstaculiza el ejercicio de los recursos legales para restablecer la identidad biológica, 
el vínculo familiar y hacer cesar la privación de libertad. […] Esta violación solo cesa cuando la verdad sobre la identidad es 
revelada por cualquier medio y se garantizan a la víctima las posibilidades jurídicas y fácticas de recuperar su verdadera 
identidad y, en su caso, el vínculo familiar, con las consecuencias jurídicas pertinentes. (párr. 89)
Deber de prevención respecto del derecho a la vida de niños y niñas en 
casos que se insertan en un patrón sistemático de desapariciones forzadas 
En lo que se refiere al artículo 4.1 de la Convención Americana, la Corte ha considerado que por la naturaleza misma 
de la desaparición forzada, la víctima se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de 
que se violen diversos derechos, entre ellos, el derecho a la vida. Esta situación se ve acentuada cuando se está frente a un 
patrón sistemático de violaciones de derechos humanos y cuando se trata de niños o niñas, como en el presente caso, dado 
que la sustracción ilegal de sus padres biológicos también pone en riesgo la vida, supervivencia y desarrollo de los niños y 
niñas, este último entendido de una manera amplia abarcando aquellos aspectos relacionados con lo físico, mental, espiritual, 
moral, psicológico y social. Del mismo modo, la Corte ha establecido que la falta de investigación de lo ocurrido representa una 
infracción al deber de garantizar a toda persona sujeta a su jurisdicción la inviolabilidad de la vida y el derecho a no ser privado 
de ella arbitrariamente, lo cual comprende la prevención razonable de situaciones que puedan redundar en la supresión de 
ese derecho.  (párr.90)
En razón de que se desconoce hasta el momento el paradero o destino posterior de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina 
Mejía Ramírez, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera, la Corte considera que los mismos 
aún se encuentran sometidos a desaparición forzada. En el caso de Gregoria Herminia Contreras, quien fue ubicada en el año 
2006, su situación también debe calificarse como desaparición forzada, la cual concluyó al momento en que su identidad fue 
determinada. (párr. 92)
Por ende, el Estado es responsable por las desapariciones forzadas de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, 
Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera, y la consecuente 
violación a los derechos reconocidos en los artículos 7, 5.1, 4.1 y 3 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma. (párr. 93)
La Corte Interamericana destaca la gravedad de los hechos sub judice, ocurridos entre 1981 y 1983, los cuales se 
enmarcan en la fase más cruenta del conflicto armado en El Salvador (supra párrs. 48 a 50). Ciertamente las desapariciones 
de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian 
Contreras y José Rubén Rivera Rivera no constituyen hechos aislados, sino que se insertan en el patrón sistemático estatal de 
desapariciones forzadas de niños y niñas que se verificó durante el conflicto armado en El Salvador. El Estado así lo reconoció 
(supra párr. 17). (párr. 94)
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Contenido y alcance de la violencia sexual respecto de niños y niñas en contexto de conflicto armado
La Corte considera que la separación de los niños y niñas de sus familias en las circunstancias del presente caso 
ha causado afectaciones específicas en su integridad personal, de especial gravedad, las cuales pueden tener un impacto 
duradero. En el caso de Gregoria Herminia Contreras, el militar Molina le había asegurado que a sus padres los habían matado 
en el contexto del conflicto armado en El Salvador (supra párr. 69), lo cual le generó intenso sufrimiento psicológico. Asimismo, 
el Tribunal constata que Gregoria Herminia Contreras fue sometida a varias formas de violencia física, psicológica y sexual, 
incluyendo maltratos físicos, explotación laboral, humillaciones y amenazas por parte de su agresor, quien también la violó 
con un cuchillo, en circunstancias en que se hallaba en una situación de indefensión y desvalimiento absoluto, así como 
sujeta a la custodia, autoridad y completo control del poder del militar Molina. Además, el Tribunal resalta que la violación 
sexual constituye una experiencia sumamente traumática que puede tener severas consecuencias y causa gran daño físico 
y psicológico. (párr. 100)
Al respecto, ha sido señalado que “[l]a violencia contra los niños se presenta bajo diversas formas y depende de una 
amplia gama de factores, desde las características personales de la víctima y el agresor hasta sus entornos culturales y físicos”  
e incluye “toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido 
el abuso sexual”. Asimismo, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales que durante los conflictos armados las 
mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de violencia 
sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como “un medio simbólico para humillar a la parte contraria”. Además, “la 
violencia sexual afecta principalmente a los que han alcanzado la pubertad o la adolescencia”, siendo las niñas las más 
expuestas a sufrir este tipo de violencia. La violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se cometen 
en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos 
que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno.  (parr.101)
El Tribunal constata que el conjunto de malos tratos sufridos por Gregoria Herminia, su edad, las circunstancias de su 
desaparición y la imposibilidad de recurrir a su propia familia para protegerse, la colocaron en un estado de alta vulnerabilidad 
que agravó el sufrimiento padecido. La Corte resalta que Gregoria Herminia Contreras padeció los referidos actos de violencia 
durante casi 10 años, es decir, desde la edad de 4 hasta los 14 años. En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el 
conjunto de malos tratos, abusos físicos y psicológicos, vejámenes y sufrimientos que rodearon la vida de Gregoria Herminia 
durante su apropiación, así como los actos de violencia sexual a los cuales fue sometida estando bajo el control del militar 
Molina, constituyeron una violación del artículo 5.2 de la Convención Americana, que prohíbe la tortura y los tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Gregoria Herminia Contreras. 
(párr.102)
Deber del Estado de adoptar medidas especiales de protección en 
contexto de conflicto armado, en el marco del artículo 19 de la Convención 
En primer lugar, es importante precisar que en el presente caso las alegaciones sobre el derecho a la identidad deben 
ser analizadas en el contexto de las desapariciones forzadas por parte de agentes estatales de niños y niñas durante el 
conflicto armado en El Salvador y su posterior apropiación, cuyo objetivo era entre otros suprimir o extirpar la identidad a los 
niños o niñas de familias consideradas “guerrilleras” (supra párr. 53), sin que se tenga certeza en todos los casos del paradero 
o destino posterior. (párr. 105)
La Corte ya ha establecido en su jurisprudencia que la separación de niños de su familia constituye, bajo ciertas 
condiciones, una violación de su derecho a la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención Americana. Al respecto, 
es importante recordar que el Tribunal también ha señalado que “[e]l niño tiene derecho a vivir con su familia, llamada a 
satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psicológicas”. Por otra parte, en virtud del artículo 11.2 de la Convención, 
toda persona tiene derecho a recibir protección contra injerencias arbitrarias o abusivas en su familia, y en especial los niños 
y niñas, dado que la familia tiene un rol esencial en su desarrollo. (párr. 106)
En este contexto es importante determinar cuáles medidas de protección, especiales y diferenciadas, debía el Estado 
adoptar de conformidad con sus obligaciones bajo el artículo 19 de la Convención, en atención particular de la persona 
titular de derechos y del interés superior del niño. Así, puede notarse que, de las normas contenidas en la Convención sobre 
los Derechos del Niño, las cuales integran el corpus juris de los derechos de la niñez, se desprende que el Estado no solo debe 
abstenerse de interferir indebidamente en las relaciones privadas o familiares del niño y de la niña, sino también que, según las 
circunstancias, debe adoptar providencias positivas para asegurar el ejercicio y disfrute pleno de sus derechos. Esto exige que 
el Estado, como responsable del bien común, resguarde el rol preponderante de la familia en la protección del niño; y preste 
asistencia del poder público a la familia, mediante la adopción de medidas que promuevan la unidad familiar. Aún más, en el 
contexto de conflictos armados no internacionales, las obligaciones del Estado a favor de los niños se definen en el artículo 
4.3 del Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra, el cual dispone que: “[s]e proporcionarán a los niños los cuidados 
y la ayuda que necesiten y, en particular: […] b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias 
temporalmente separadas […]”.  (párr.107)
En suma, correspondía al Estado la protección de la población civil en el conflicto armado y especialmente de los 
niños y niñas, quienes se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad y riesgo de ver afectados sus derechos. Por 
el contrario, en el presente caso los agentes estatales actuaron totalmente al margen del ordenamiento jurídico, utilizando 
las estructuras e instalaciones del Estado para perpetrar la desaparición forzada de los niños y niñas, a través del carácter 
sistemático de la represión a que fueron sometidos determinados sectores de la población considerados como subversivos 
o guerrilleros, o de alguna manera contrarios u opositores al gobierno. En consecuencia, existieron injerencias sobre la vida 
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familiar que no sólo tuvieron un impacto sobre Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, 
Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera al ser sustraídos y retenidos ilegalmente (supra párr. 
84) vulnerando su derecho a permanecer con su núcleo familiar y establecer relaciones con otras personas que formen parte 
del mismo, sino que también generaron y continúan generando afectaciones específicas en cada uno de los integrantes de las 
familias, así como en las dinámicas propias de cada una de las familias (infra párr. 123). (párr. 108)
Por ello, el Estado violó el derecho a la familia reconocido en el artículo 17.1, así como en aplicación del principio iuria 
novit curia el artículo 11.2 de la Convención, en relación con los artículos 19 y 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de Ana 
Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y 
José Rubén Rivera Rivera. Del mismo modo, el Estado violó los artículos 17.1 y 11.2 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de sus familiares. (párr. 109)
Deber del Estado de garantizar y proteger el derecho al 
nombre y su vinculación con el derecho a la identidad
En cuanto al derecho al nombre, la Corte ha establecido que “constituye un elemento básico e indispensable de la 
identidad de cada persona”. En este sentido, el Tribunal ha señalado que “los Estados deben garantizar que la persona sea 
registrada con el nombre elegido por ella o por sus padres, según sea el momento del registro, sin ningún tipo de restricción al 
derecho ni interferencia en la decisión de escoger el nombre. Una vez registrada la persona, se debe garantizar la posibilidad 
de preservar y restablecer su nombre y su apellido. El nombre y los apellidos son esenciales para establecer formalmente el 
vínculo existente entre los diferentes miembros de la familia”.  (párr.110)
[…] Su cambio de nombre y apellido, como medio para suprimir su identidad, aún se mantiene pues el Estado no ha 
adoptado las medidas necesarias para realizar las modificaciones pertinentes en su registro y documento de identificación, 
incluyendo no sólo el nombre y el apellido, sino también la fecha, el lugar de nacimiento y los datos de sus padres biológicos. 
Por ello, el Estado es responsable por la violación del artículo 18 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de Gregoria Herminia Contreras. (párr. 111)
Derecho a la identidad como parte del corpus iuris 
internacional de protección de los derechos de niños y niñas
Ahora bien, el Tribunal ha reconocido que el derecho a la identidad no se encuentra expresamente contemplado 
en la Convención Americana. No obstante, el artículo 29.c de este instrumento establece que “[n]inguna disposición de la 
presente Convención puede ser interpretada en el sentido de […] excluir otros derechos y garantías que son inherentes al 
ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno”. Al respecto, la Corte ha utilizado las 
“Normas de Interpretación” de este artículo para precisar el contenido de ciertas disposiciones de la Convención, por lo que 
indudablemente una fuente de referencia importante, en atención al artículo 29.c) de la Convención Americana y al corpus juris 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, lo constituye la Convención sobre los Derechos del Niño, instrumento 
internacional que reconoció el derecho a la identidad de manera expresa. […] De la regulación de la norma contenida en la 
Convención sobre Derechos del Niño se colige que la identidad es un derecho que comprende varios elementos, entre ellos, 
se encuentra compuesto por la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares, incluidos en dicho articulado a modo 
descriptivo mas no limitativo. De igual forma, el Comité Jurídico Interamericano ha resaltado que el “derecho a la identidad es 
consustancial a los atributos y a la dignidad humana” y es un derecho con carácter autónomo, el cual posee “un núcleo central 
de elementos claramente identificables que incluyen el derecho al nombre, el derecho a la nacionalidad y el derecho a las 
relaciones familiares”. […] En consecuencia, en las circunstancias del presente caso y en atención al contexto de los términos 
de la Convención Americana, interpretados a la luz del artículo 31 de la Convención de Viena, el Tribunal estima que el conjunto 
de las violaciones a los derechos establecidos en la Convención Americana que fueron analizados constituyen una afectación 
al derecho a la identidad, el cual es inherente al ser humano, y se encuentra estipulado expresamente en la Convención sobre 
los Derechos del Niño. (párr.112)
Al respecto, esta Corte ha establecido previamente que “el derecho a la identidad puede ser conceptualizado, en general, 
como el conjunto de atributos y características que permiten la individualización de la persona en sociedad y, en tal sentido, 
comprende varios otros derechos según el sujeto de derechos de que se trate y las circunstancias del caso”. Es así que la 
identidad personal está íntimamente ligada a la persona en su individualidad específica y vida privada, sustentadas ambas 
en una experiencia histórica y biológica, así como en la forma en que se relaciona dicho individuo con los demás, a través 
del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social. Asimismo, es importante resaltar que, si bien la identidad entraña una 
importancia especial durante la niñez, pues es esencial para el desarrollo de la persona, lo cierto es que el derecho a la identidad 
no es un derecho exclusivo de los niños y niñas, pues se encuentra en constante construcción y el interés de las personas en 
conservar su identidad y preservarla no disminuye con el paso de los años. Además, el derecho a la identidad puede verse 
afectado por un sinnúmero de situaciones o contextos que pueden ocurrir desde la niñez hasta la adultez. (párr.113)
Evidentemente, la afectación del derecho a la identidad en las circunstancias del presente caso ha implicado un 
fenómeno jurídico complejo que abarca una sucesión de acciones ilegales y violaciones de derechos para encubrirlo e impedir 
el restablecimiento del vínculo entre los menores de edad sustraídos y sus familiares, que se traducen en actos de injerencia 
en la vida privada, así como afectaciones al derecho al nombre y a las relaciones familiares. (párr. 114)
En suma, el Tribunal considera que, sustraer a una menor de edad de su entorno familiar y cultural, retenerla ilegalmente, 
someterla a actos de violencia y violación sexual, inscribirla con otro nombre como propio, cambiar sus datos de identificación 
por otros falsos y criarla en un entorno diferente en lo cultural, social, religioso, lingüístico, según las circunstancias, así como 
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en determinados casos mantenerla en la ignorancia sobre estos datos, constituye una violación agravada de la prohibición 
de injerencias en la vida privada y familiar de una persona, así como de su derecho a preservar su nombre y sus relaciones 
familiares, como medio de identificación personal. Más aún cuando el Estado no ha adoptado con posterioridad ninguna 
medida dirigida a fin de reunificarla con su familia biológica y devolverle su nombre e identidad. (párr. 116)
De tal forma, es posible concluir que en tanto el Estado realizó injerencias sobre su vida privada y familiar y faltó a sus 
deberes de respeto y garantía sobre aspectos íntimos de la personalidad –como el derecho al nombre- así como factores que 
abarcan su interrelación con otros –el derecho a la familia-, el Estado violó los artículos 11.2, 17, 18 y 19 de la Convención 
Americana. Además, a la luz del artículo 19 de la Convención Americana, la Corte reitera la especial gravedad que reviste el 
que pueda atribuirse a un Estado Parte en la Convención el cargo de haber aplicado o tolerado en su territorio una práctica 
sistemática de sustracciones y retenciones ilegales de niños y niñas, que incluía la alteración de la identidad de los mismos. 
En conclusión, atendiendo al contexto de los términos de la Convención Americana, interpretados a la luz del artículo 29.c 
de dicho instrumento y del artículo 31 de la Convención de Viena, el Tribunal considera que el conjunto de violaciones de la 
Convención Americana establecidas en el presente caso configuran una afectación o pérdida del derecho a la identidad de 
Gregoria Herminia Contreras. (párr. 117)
Improcedencia de aplicar una presunción de violación de los derechos al nombre e identidad
En cuanto al alegato de los representantes que en el presente caso debe establecerse dicha violación también en 
perjuicio de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Julia Inés Contreras, Serapio Cristian Contreras y José Rubén 
Rivera Rivera, la Corte considera que el análisis de la violación de este derecho debe hacerse únicamente con respecto a 
Gregoria Herminia Contreras, pues aún cuando se ha establecido que “de un total de 222 jóvenes reencontrados con sus 
familiares, al 69 por ciento de ellos les fue alterado su nombre de origen” , no es posible aplicar una presunción para establecer 
la violación del derecho al nombre y a la identidad en todos los casos. En este supuesto la sola comprobación de la práctica de 
desapariciones no basta, pues se requiere prueba sobre las violaciones alegadas. (párr.118)
Afectación del derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas de desaparición forzada
Aunado al reconocimiento estatal, la Corte observa que de las declaraciones y el peritaje recibidos se desprende que 
los familiares de las víctimas vieron en una medida u otra su integridad personal afectada por una o varias de las situaciones 
siguientes: (a) sufrieron afectaciones psíquicas y físicas; (b) una alteración irreversible de su núcleo y vida familiares que se 
caracterizaban, entre otros, por valiosas relaciones fraternales; (c) estuvieron implicados en la búsqueda del paradero de las 
víctimas; (d) la incertidumbre que rodea el paradero de las víctimas obstaculiza la posibilidad de duelo, lo que contribuye a 
prolongar la afectación psicológica de los familiares ante la desaparición, y (e) la falta de investigación y de colaboración del 
Estado en la determinación del paradero de las víctimas y de los responsables de las desapariciones agravó las diferentes 
afectaciones que sufrían dichos familiares. […] (párr.121)
En cuanto a los hermanos y hermanas que no habían nacido al momento de los hechos, de la prueba se ha logrado 
determinar que los mismos también sufrieron una violación a su integridad psíquica y moral. El hecho de vivir en un entorno 
que padece del sufrimiento y la incertidumbre por la falta de determinación del paradero de las víctimas desaparecidas, a 
pesar del desempeño sin sosiego de los padres, causó un perjuicio a la integridad psíquica y moral de los niños y niñas que 
nacieron y vivieron en semejante ámbito. (párr.122)
Negación de la verdad a familiares de víctimas de desaparición forzada constituye trato cruel e inhumano
Por otra parte, la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que la privación de la verdad acerca del paradero de 
una víctima de desaparición forzada acarrea una forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. Además, 
la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de las víctimas o de 
iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido ha sido considerada, por este Tribunal, como una 
causa de acrecentamiento del sufrimiento de los familiares. Las circunstancias de este caso demuestran que las tres familias 
afectadas por las desapariciones de uno o más de sus hijos e hijas ven su sufrimiento agravado por la privación de la verdad 
tanto respecto de lo sucedido como del paradero de las víctimas, y por la falta de colaboración de las autoridades estatales 
a fin de establecer dicha verdad lo que, por ende, agravó la violación al derecho a la integridad personal de los familiares. 
(párr.123)
Con base en toda las anteriores consideraciones y en vista del reconocimiento de responsabilidad estatal, el Tribunal 
concluye que el Estado violó el derecho a la integridad personal reconocido en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de María Maura Contreras (madre), Fermín Recinos (padre), 
Julia Gregoria Recinos Contreras (hermana), Marta Daisy Leiva (hermana), Nelson Contreras (hermano fallecido), Rubén de 
Jesús López Contreras (hermano), Sara Margarita López Contreras (hermana), […]. (párr. 124)
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2.  DERECHOS A LA LIBERTAD PERSONAL, A LAS GARANTÍAS JUDICIALES, A LA PROTECCIÓN JUDICIAL Y A 
LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN, EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y 
GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 7, 8, 25 y 13 en relación al artículo 1.1 de la Convención Americana 
Obligación de investigar casos de desaparición forzada 
de niños y niñas que se insertan en un patrón sistemático
Primeramente, es pertinente recordar que la práctica sistemática de la desaparición forzada supone el desconocimiento 
del deber de organizar el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención, lo cual reproduce 
las condiciones de impunidad para que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. De ahí, la importancia de que aquél adopte 
todas las medidas necesarias para investigar y, en su caso, sancionar a los responsables; establecer la verdad de lo sucedido; 
localizar el paradero de las víctimas e informar a los familiares sobre el mismo; así como repararlos justa y adecuadamente 
en su caso. (párr.126)
La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas positivas que deben adoptar los 
Estados para garantizar los derechos reconocidos en la Convención. Así, desde su primera sentencia esta Corte ha destacado 
la importancia del deber estatal de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos, el cual adquiere particular 
importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados, como en el presente caso que 
se trata de desapariciones forzadas de niños y niñas que se enmarcan dentro de un patrón sistemático de graves violaciones a 
los derechos humanos, razón por la cual no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas 
de ninguna índole. (párr.127)
Obligación de investigar ex officio las desapariciones forzadas, 
orientada a la determinación de la verdad y a poner fin a la impunidad
Esta Corte ya ha considerado que, una vez ocurrida una desaparición forzada, es necesario que la misma sea 
efectivamente considerada y tratada como un hecho ilícito que pueda tener como consecuencia la imposición de sanciones 
para quien la cometa, instigue, encubra o de cualquier otra forma participe en la perpetración de la misma. En consecuencia, 
la Corte ha considerado que toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a 
desaparición forzada debe iniciarse una investigación penal. Esta obligación es independiente de que se presente una denuncia, 
pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de 
investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva, de modo tal que no dependa de la 
iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. Esto es un elemento 
fundamental y condicionante para la protección de los derechos afectados por esas situaciones  Por ende, la investigación 
debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la persecución, 
captura, enjuiciamiento y, eventual, castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente 
cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. Igualmente, la impunidad  debe ser erradicada mediante la 
determinación de las responsabilidades tanto generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus 
agentes o de particulares- . En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de 
jure, que mantengan la impunidad. (párr.128)
Deber de realizar las gestiones necesarias para determinar el paradero y suerte de la víctima
Asimismo, en casos de desaparición forzada, la investigación tendrá ciertas connotaciones específicas que surgen de 
la propia naturaleza y complejidad del fenómeno investigado, esto es que, adicionalmente, la investigación debe incluir la 
realización de todas las acciones necesarias con el objeto de determinar la suerte o destino de la víctima y la localización de 
su paradero. El Tribunal ya ha aclarado que el deber de investigar hechos de esta naturaleza subsiste mientras se mantenga 
la incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida, pues el derecho de los familiares de la víctima de conocer 
cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el Estado debe 
satisfacer con todos los medios a su alcance.  (párr.129)
En suma, por la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún si existe un contexto de violación sistemática de derechos 
humanos, los Estados se hallan obligados a realizar una investigación con las características señaladas y a determinar las 
responsabilidades penales por las autoridades judiciales competentes, siguiendo estrictamente los requerimientos del debido 
proceso establecidos en el artículo 8 de la Convención Americana. Además, la necesidad de erradicar la impunidad se presenta 
ante la comunidad internacional como un deber de cooperación entre los Estados, que deben adoptar las medidas necesarias 
para no dejar en la impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el derecho 
internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con otros Estados que lo hagan o procuren 
hacerlo. (párr. 130)
Las “comisiones de verdad” no substituyen a las investigaciones judiciales
Al respecto, la Corte considera pertinente reiterar, como lo ha hecho en otros casos, que, en cumplimiento de sus 
obligaciones de garantizar el derecho a conocer la verdad, los Estados pueden establecer comisiones de la verdad, las que 
contribuyen a la construcción y preservación de la memoria histórica, el esclarecimiento de hechos y la determinación de 
responsabilidades institucionales, sociales y políticas en determinados períodos históricos de una sociedad. No obstante, esto 
no completa o sustituye la obligación del Estado de establecer la verdad a través de procesos judiciales, por lo cual era una 
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obligación del Estado iniciar […] En razón de lo anterior, la Corte considera que, debido a que el Estado no inició sin dilación 
una investigación penal sobre lo sucedido a Gregoria Herminia, Julia Inés y Serapio Cristian Contreras, no obstante que en tres 
momentos distintos tuvo pleno conocimiento de que los mismos se encontraban desaparecidos durante el conflicto armado 
salvadoreño, el Estado incumplió su deber de investigar ex officio dichas desapariciones forzadas. (párr. 135)
Contenido reforzado del derecho al acceso a la justicia en el caso de desaparición forzada de niños y niñas
La Corte ha establecido que el derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los 
hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, 
en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a 
constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. Asimismo, el Tribunal ha señalado que los órganos estatales 
encargados de la investigación relacionada con la desaparición forzada de personas, cuyos objetivos son la determinación 
de su paradero y el esclarecimiento de lo sucedido, la identificación de los responsables y su posible sanción, deben llevar a 
cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. […] En el presente caso tal obligación se ve reforzada por el hecho que las 
víctimas eran niños y niñas al momento de los hechos, algunos en su primera infancia, por lo que el Estado tenía el deber de 
asegurar que fueran encontradas a la mayor brevedad. Los bienes jurídicos sobre los que recae la investigación obligan a 
redoblar esfuerzos en las medidas que deban practicarse para cumplir su objetivo, pues el paso del tiempo guarda una relación 
directamente proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener las pruebas y/o testimonios, 
dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia 
de investigación , identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales responsabilidades penales. […] 
Así pues, los Estados deben dotar a las autoridades correspondientes de los recursos logísticos y científicos necesarios para 
recabar y procesar las pruebas y, en particular, de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente 
para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. (párr.145)
Adicionalmente, en casos como éste, la Corte ha considerado que las autoridades encargadas de la investigación tienen 
el deber de asegurar que en el curso de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de 
graves violaciones de los derechos humanos, como las del presente caso. En aras de garantizar su efectividad, la investigación 
debe ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos, que ocurrieron en el marco de operativos de 
contrainsurgencia de las Fuerzas Armadas, y la estructura en la cual se ubicaban las personas probablemente involucradas en 
los mismos, evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. (párr. 
146)
Ahora bien, al analizar la efectividad de las investigaciones llevadas a cabo, la Corte tiene en cuenta el patrón sistemático 
de desapariciones forzadas de niños y niñas que fue perpetrado durante el contexto del conflicto armado salvadoreño así 
como los datos en cuanto al posible destino posterior de los mismos (supra párrs. 54 y 55), los cuales debían ser considerados 
también por las autoridades a cargo de la investigación. Para ello, el Tribunal se referirá, en primer lugar, a las diligencias 
realizadas para establecer las correspondientes responsabilidades penales y, posteriormente, a las diligencias tendientes a 
localizar el paradero de las víctimas. (párr. 147)
Diligencias necesarias para determinar las responsabilidades penales involucradas
En primer lugar, de la prueba del presente caso se desprende que, aún cuando se recibieron las declaraciones de 
algunos testigos, se realizaron inspecciones para ubicar a los familiares y se ofició a autoridades de las Fuerzas Armadas y 
al Ministro de la Defensa Nacional, con lo cual se constata cierta actividad investigativa de las autoridades encargadas de 
impulsar las investigaciones, no se agotaron todas las medidas que debían realizarse a fin de identificar a los posibles autores 
de los hechos y, en su caso, vincularlos al proceso. (párr. 148)
Así, no se realizó medida alguna para inspeccionar material hemerográfico a través del cual pudiera eventualmente 
obtenerse información sobre las personas que participaron en los operativos militares que se realizaron en el lugar y fecha de 
los hechos  ni se incorporó a las investigaciones las secciones correspondientes del Informe de la Comisión de la Verdad para 
[…] Esto es, en ninguna de las investigaciones llevadas a cabo se intentó aportar mayores pruebas tendientes a confirmar o 
desvirtuar la responsabilidad de las personas sindicadas. […] (párr. 149)
La Corte considera que en las investigaciones realizadas no se ha tenido en cuenta el contexto de los hechos, la 
complejidad de los mismos, los patrones que explican su comisión, la compleja estructura de personas involucradas ni la 
especial posición dentro de la estructura estatal, en esa época, de las personas que pudieran ser responsables. Sobre este 
punto, el Tribunal ha considerado que en hechos como los que se alegan en este caso dado el contexto y la complejidad de los 
mismos, es razonable considerar que existan diferentes grados de responsabilidad a diferentes niveles. (párr. 150)
Modus operandi que debe seguirse en la búsqueda de niños y niñas víctimas de desaparición forzada
Igualmente, no consta que se hayan realizado diligencias para determinar la posible localización de las víctimas que aún 
permanecen con paradero desconocido, de acuerdo al modus operandi relativo a las desapariciones de niños y niñas durante 
el conflicto armado, tales como oficiar y, en su caso, inspeccionar los registros y archivos de los orfanatos, casas hogares 
infantiles, hospitales, instituciones médicas, instalaciones militares, así como solicitar información al Comité Internacional de 
la Cruz Roja y a la Cruz Roja salvadoreña para determinar si los entonces niños y niñas fueron atendidos en algunas de 
sus instalaciones, obtener datos sobre los procesos de adopciones ante los Tribunales de Menores así como los registros de 
adopciones de la época, obtener datos de niños y niñas que registren salida por el aeropuerto en la época relevante, así como 
de las personas fallecidas sin identificar dentro del rango etario. Todo ello en el entendido que muchos de los niños y niñas 
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carecían de documentos que los identificaran, se les alteró su nombre de origen o se les inscribió en las alcaldías municipales 
con otros nombres y apellidos o se les alteró su registro familiar en los que se hizo constar la muerte de sus padres por medio 
de anotaciones o adjuntando partidas de defunción falsas. Igualmente, por tratarse de un patrón sistemático en que múltiples 
autoridades pudieron estar implicadas, incluyendo movimientos transfronterizos, el Estado ha debido utilizar y aplicar en 
este caso las herramientas jurídicas adecuadas para el análisis del caso, incluyendo la necesaria cooperación inter-estatal.  
(párr.152)
En definitiva, en el presente caso se verificó una instrumentalización del poder estatal como medio y recurso para 
cometer la violación de los derechos que debieron respetar y garantizar , lo que se ha visto favorecido por situaciones de 
impunidad de esas graves violaciones, propiciada y tolerada por el conjunto de investigaciones que no han sido coherentes 
entre sí ni suficientes para un debido esclarecimiento de los hechos y, en consecuencia, no han cumplido satisfactoriamente 
con el deber de investigar efectivamente las desapariciones forzadas de los entonces niños y niñas. La Corte advierte que 
habiendo transcurrido aproximadamente 30 años de iniciada la ejecución de los hechos y 16 años de iniciadas las primeras 
investigaciones, los procesos penales continúan en sus primeras etapas, sin que se haya individualizado, procesado 
y, eventualmente, sancionado a ninguno de los responsables, lo cual ha sobrepasado excesivamente el plazo que puede 
considerarse razonable para estos efectos. (párr.155)
Contenido y alcance del habeas corpus entendido como el medio 
idóneo para garantizar la libertad, la vida e integridad de las personas
Ahora bien, en razón de que el artículo 7.6 de la Convención  tiene un contenido jurídico propio que consiste en tutelar 
de manera directa la libertad personal o física, por medio del mandato judicial dirigido a las autoridades correspondientes 
a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez para que éste pueda examinar la legalidad de la privación y, en su 
caso, decretar su libertad  y dado que el principio de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los 
derechos reconocidos en ese instrumento, el Tribunal considera innecesario, tal como lo ha hecho en otras oportunidades, 
analizar aquella disposición en relación con el artículo 25 de la Convención. (párr.157)
La Corte ha considerado que el recurso de habeas corpus o exhibición personal representa el medio idóneo para 
garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación 
de su lugar de detención. Al respecto, la jurisprudencia de este Tribunal ya ha referido que estos recursos no solo deben existir 
formalmente en la legislación sino que deben ser efectivos.  (párr.158)
El Tribunal valora que por medio de los procesos de habeas corpus tramitados y decididos se haya podido esclarecer 
que se ha configurado una situación lesiva a la libertad personal de las víctimas, pues se “reconoci[ó] la violación constitucional 
al derecho de libertad física” de las referidas personas. No obstante, dichos procesos no fueron efectivos para localizar el 
paradero de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio 
Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera dado que no se realizaron de forma diligente las actuaciones procesales 
encaminadas a ello, tomando en cuenta las amplias facultades del juez ejecutor y la obligación de las autoridades estatales de 
brindarle la información requerida, por lo que la protección debida a través de los mismos resultó ilusoria. Consecuentemente, 
en aplicación del principio iuria novit curia la Corte considera que el Estado violó el artículo 7.6 de la Convención Americana, en 
perjuicio de los entonces niños y niñas Mejía Ramírez, Contreras y Rivera, así como de sus familiares. (párr.163)
Derecho al acceso a la información pública en el marco 
de investigaciones de desaparición forzada de personas
El Tribunal estima que el derecho a conocer la verdad tiene como efecto necesario que en una sociedad democrática se 
conozca la verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que el Estado 
debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar las violaciones de derechos humanos y, por el otro, con la 
divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos. Resulta esencial para garantizar el derecho 
a la información y a conocer la verdad que los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones 
necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho, especialmente cuando se trata de conocer la verdad de lo ocurrido en 
casos de violaciones graves de derechos humanos como las desapariciones forzadas del presente caso.  (párr.170)
En esta línea, la Corte considera que las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la 
prueba para alcanzar los objetivos de la investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la 
marcha del proceso investigativo. Del mismo modo, resulta esencial que los órganos a cargo de las investigaciones estén 
dotados, formal y sustancialmente, de las facultades y garantías adecuadas y necesarias para acceder a la documentación e 
información pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. 
Asimismo, es fundamental que las autoridades a cargo de la investigación puedan tener pleno acceso tanto a la documentación 
en manos del Estado así como a los lugares de detención. En efecto, el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la 
existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando 
que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. En 
este sentido, en caso de violaciones de derechos humanos, el Tribunal ya ha señalado que “las autoridades estatales no se 
pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o la confidencialidad de la información, o en razones de interés 
público o seguridad nacional, para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o administrativas 
encargadas de la investigación o proceso pendientes”.  (párr.171)
Respecto a la alegada violación del artículo 13 de la Convención, reconocida por el Estado, la Corte recuerda que 
toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene, de acuerdo con los 
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artículos 1.1, 8.1, 25, así como en determinadas circunstancias al artículo 13 de la Convención, el derecho a conocer la verdad, 
por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido . En el presente caso, la Corte considera que no 
existen elementos para constatar la alegada violación de aquella disposición, sin perjuicio del análisis ya realizado bajo el 
derecho de acceso a la justicia y la obligación de investigar. (párr. 173)
Alegaciones en contra de la ley de amnistía al ser considerada una amenaza de obstaculización
La Comisión señaló que en las investigaciones de las desapariciones forzadas del presente caso aún no se ha llegado 
al debate sobre la aplicación de la Ley de Amnistía, por encontrarse “en etapas tan incipientes que ni siquiera se ha llegado 
a imputar posibles responsables”, no obstante, dicha Ley se encuentra actualmente vigente en El Salvador, por lo que ante el 
eventual avance de las investigaciones y la posibilidad de llevar a juicio a posibles responsables, es indudable que su vigencia 
“constituye una amenaza de obstaculización de las perspectivas de justicia en etapas posteriores de las investigaciones”. 
Por su parte, los representantes alegaron que la Ley de Amnistía es otro de los obstáculos específicos que permitirían y 
propiciarían “una situación de absoluta impunidad”. Al respecto, expresaron que “[a] pesar de que en ninguno de estos casos 
se ha invocado la Ley de Amnistía, tampoco se han aplicado sanciones, lo que indica[ría] que el sistema de justicia asumió que 
esa Ley extinguió todo tipo de responsabilidad”. (párr. 174)
En razón que, de las pruebas aportadas por las partes, no se desprende que el Decreto Legislativo Nº 486 “Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz”, dictado en El Salvador el 20 de marzo de 1993, haya sido aplicado en las 
investigaciones del presente caso, no corresponde al Tribunal emitir un pronunciamiento sobre si tal ley es compatible o no 
con la Convención Americana a raíz de una violación específica en el presente caso. (párr. 175)
Deficiencias en el acceso a la justicia, en la investigación y en la efectiva sanción 
a los responsables comprometen la responsabilidad del Estado en casos de desapariciones forzadas
Han transcurrido aproximadamente 30 años desde las desapariciones forzadas de Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina 
Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Serapio Cristian Contreras, Julia Inés Contreras y José Rubén Rivera Rivera, sin 
que ninguno de sus autores materiales o intelectuales haya sido identificado y procesado, y sin que se conozca aún toda la 
verdad sobre los hechos, habiéndose establecido únicamente el paradero de Gregoria Herminia Contreras por la acción de un 
organismo no estatal. De modo tal que prevalece una situación de impunidad total. Desde el momento en que se iniciaron las 
investigaciones se ha verificado la falta de diligencia, exhaustividad y seriedad en las mismas. En particular, el incumplimiento 
del deber de iniciar una investigación ex officio, la ausencia de líneas de investigación claras y lógicas que hubieran tomado 
en cuenta el contexto de los hechos y la complejidad de los mismos, los largos períodos de inactividad procesal, la negativa de 
proporcionar información relacionada con los operativos militares, y la falta de diligencia y exhaustividad en el desarrollo de 
las investigaciones por parte de las autoridades a cargo de las mismas, permiten concluir a la Corte que los procesos internos 
en su integralidad no han constituido recursos efectivos para determinar la suerte o localizar el paradero de las víctimas, ni 
para garantizar los derechos de acceso a la justicia y de conocer la verdad, mediante la investigación y eventual sanción de 
los responsables y la reparación integral de las consecuencias de las violaciones. (párr. 176)
Por las razones anteriormente expuestas, la Corte concluye que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 
7.6, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Ana Julia Mejía Ramírez, 
Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Serapio Cristian Contreras, Julia Inés Contreras y José Rubén Rivera 
Rivera, y sus familiares. (párr. 177)
III. REPARACIONES
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Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ha indicado que toda violación de 
una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. (párr. 178)
 Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho reconocido en la misma. Por lo tanto, esta Corte considera como “parte 
lesionada” a […]. (párr. 181)
2.   Obligación de investigar los hechos que generaron las violaciones e identificar, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los responsables, así como determinar el paradero de las víctimas
Investigación, determinación, enjuiciamiento y, en su caso, 
sanción de todos los responsables materiales e intelectuales
El Tribunal reitera que tanto las investigaciones como la búsqueda de personas desaparecidas es un deber imperativo 
estatal, así como la importancia de que tales acciones se realicen conforme a los estándares internacionales, bajo un enfoque 
que tenga en cuenta que las víctimas eran niños y niñas al momento de los hechos. Para ello, la Corte considera necesario que 
el Estado adopte estrategias claras y concretas encaminadas a superar la impunidad en el juzgamiento de las desapariciones 
forzadas de los niños y niñas durante el conflicto armado salvadoreño, con el propósito de visibilizar el carácter sistemático que 
adquirió este delito que afectó de forma particular a la niñez salvadoreña y, por ende, evitar que estos hechos se repitan. (párr. 
184)
Teniendo en cuenta lo anterior, así como su jurisprudencia, este Tribunal dispone que el Estado debe continuar eficazmente 
y con la mayor diligencia las investigaciones abiertas, así como abrir las que sean necesarias con el fin de identificar, juzgar y, 
en su caso, sancionar a todos los responsables de las desapariciones forzadas de Gregoria Herminia Contreras, Serapio Cristian 
Contreras, Julia Inés Contreras, Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez y José Rubén Rivera Rivera. […] En particular, 
el Estado deberá:
a)  tomar en cuenta el patrón sistemático de desapariciones forzadas de niños y niñas en el contexto del conflicto armado 
salvadoreño, así como los operativos militares de grandes proporciones dentro de los que se enmarcaron los hechos de 
este caso, con el objeto de que los procesos y las investigaciones pertinentes sean conducidos en consideración de la 
complejidad de estos hechos y el contexto en que ocurrieron, evitando omisiones en la recolección de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación con base en una correcta valoración de los patrones sistemáticos que 
dieron origen a los hechos que se investigan;
b) identificar e individualizar a todos los autores materiales e intelectuales de las desapariciones forzadas de las víctimas. 
La debida diligencia en la investigación implica que todas las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la 
recaudación de la prueba, por lo que deberán brindar al juez, fiscal u otra autoridad judicial toda la información que 
requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo;
c)  asegurarse que las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes ex officio, y que para tal efecto 
tengan a su alcance y utilicen todos los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas 
y, en particular, tengan las facultades para acceder a la documentación e información pertinentes para investigar los 
hechos denunciados y llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo 
sucedido a las personas desaparecidas del presente caso; 
d)  […] el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra 
disposición análoga, la prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente 
similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación, y
e)  garantizar que las investigaciones por los hechos constitutivos de las desapariciones forzadas del presente caso se 
mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. (párr. 185)
Además, en las circunstancias del presente caso, el Tribunal estima pertinente que el Estado adopte otras medidas, tales 
como:
a)  articular mecanismos de coordinación entre los diferentes órganos e instituciones estatales con facultades de investigación 
[…]
b)  elaborar protocolos de actuación en la materia bajo un enfoque interdisciplinario y capacitar a los funcionarios […]
c)  promover acciones pertinentes de cooperación internacional […]
d)  asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucrados en el caso cuenten con los recursos humanos, 
económicos, logísticos, científicos o de cualquier índole necesarios para desempeñar sus tareas de manera adecuada, 
independiente e imparcial […] así como la protección de testigos, víctimas y familiares. (párr. 186)
El Estado debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las víctimas o sus familiares en todas las etapas de la 
investigación y el juzgamiento de los responsables. Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán 
ser publicados para que la sociedad salvadoreña conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. 
(párr. 187)
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Asimismo, el Estado debe iniciar las investigaciones pertinentes a fin de esclarecer, determinar las correspondientes 
responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea respecto de la apropiación 
de Gregoria Herminia Contreras así como la alteración de su identidad, y cualquier otro hecho ilícito conexo. (párr. 188)
Determinación del paradero de las víctimas de desaparición forzada
En consecuencia, es necesario que el Estado efectúe una búsqueda seria, en la cual realice todos los esfuerzos para 
determinar el paradero de Serapio Cristian Contreras, Julia Inés Contreras, Ana Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez 
y José Rubén Rivera Rivera a la mayor brevedad, la cual deberá realizarse de manera sistemática y rigurosa, contar con los 
recursos humanos, técnicos y científicos adecuados e idóneos y, en caso de ser necesario, deberá solicitarse la cooperación 
de otros Estados y organizaciones internacionales. Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus familiares y en lo 
posible procurar su presencia. (párr.191)
En caso de que luego de las diligencias realizadas por el Estado las víctimas o alguna de ellas se encuentre con vida, el 
Estado deberá asumir los gastos de su identificación bajo métodos fehacientes, del reencuentro y de la atención psicosocial 
necesaria, disponer las medidas para el restablecimiento de su identidad y realizar los esfuerzos necesarios para facilitar la 
reunificación familiar, en caso que así lo deseen. Si fueran encontradas sin vida, los restos previamente identificados deberán 
ser entregados a sus familiares a la mayor brevedad y sin costo alguno. Además, el Estado deberá cubrir los gastos fúnebres, 
en su caso, de común acuerdo con sus familiares.  (párr.192)
3.  Medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición
Restitución
Recuperación de la identidad de Gregoria Herminia Contreras
Con el fin de contribuir a la reparación de la señora Gregoria Herminia Contreras, el Tribunal ordena que el Estado adopte 
todas las medidas adecuadas y necesarias para la restitución de la identidad de Gregoria Herminia Contreras, incluyendo el 
nombre y apellido que sus padres biológicos le dieron, así como demás datos personales, lo cual debe abarcar la corrección de 
todos los registros estatales en El Salvador en los cuales Gregoria Herminia aparezca con el apellido “Molina” […]. (párr.195)
Adicionalmente, el Estado debe garantizar las condiciones para el retorno de Gregoria Herminia Contreras con el apoyo 
psicosocial adecuado a sus necesidades en el momento en que decida retornar a El Salvador de manera permanente. En dicho 
caso el Estado deberá pagar los gastos de traslado de Gregoria Herminia Contreras y de su familia. […] (párr.197)
Rehabilitación
Asistencia médica y psicológica o psiquiátrica a las víctimas
 […] Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de 
brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y de forma inmediata, adecuada y efectiva, el 
tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico, a las víctimas que así lo soliciten, incluyendo el suministro gratuito de los 
medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada uno de ellos. En el 
caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Asimismo, 
los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a sus lugares de 
residencia  en El Salvador por el tiempo que sea necesario. […] (párr.200)
[...] [E]l Tribunal considera pertinente determinar que, en el supuesto que Gregoria Herminia Contreras no desee retornar 
a dicho país, la Corte considera necesario que El Salvador proporcione una suma destinada a sufragar los gastos de tratamiento 
médico y psicológico o psiquiátrico, así como otros gastos conexos, en el lugar en que resida […] (párr.201)
Satisfacción
Publicación y difusión de la sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia:
a)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;
b)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y
c)  la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial.(párr. 203)
Finalmente, teniendo en cuenta la solicitud de los representantes, la Corte estima oportuno ordenar que el Estado 
publique, en el mismo plazo indicado anteriormente, el resumen oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, 
en un medio informativo de circulación interna de las Fuerzas Armadas de El Salvador. (párr. 204)
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Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
[…] [E]l Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en 
relación con los hechos del presente caso, refiriéndose a las violaciones establecidas en la presente Sentencia. Dicho acto deberá 
llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altos funcionarios del Estado y las víctimas del presente caso. El 
Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la modalidad de cumplimento del acto público de reconocimiento, 
así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. Además, el Estado debe cubrir 
los costos de traslado de las víctimas y difundir dicho acto a través de los medios de comunicación.  Para ello, el Estado cuenta 
con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr.206)
Designación de escuelas con nombres de las víctimas
[…] En el presente caso el Estado ha reconocido la existencia de un patrón sistemático de desapariciones forzadas de 
niños y niñas que fue perpetrado durante el contexto del conflicto armado interno salvadoreño, en el cual se enmarcan las 
desapariciones forzadas de José Rubén Rivera Rivera, Ana Julia y Carmelina Mejía Ramírez, y Gregoria Herminia, Serapio Cristian 
y Julia Inés Contreras. En tal sentido, dadas las circunstancias del caso, el Tribunal considera importante la designación de tres 
escuelas, una por cada grupo familiar: una con el nombre de Gregoria Herminia, Serapio Cristian y Julia Inés Contreras, otra con 
el nombre de Ana Julia y Carmelina Mejía Ramírez, y una tercera con el nombre de José Rubén Rivera Rivera, en cada uno de los 
lugares donde ocurrieron las desapariciones forzadas o en cualesquiera otros lugares cercanos de relevancia simbólica, previo 
acuerdo con las víctimas y sus representantes. […] (párr.208)
Realización, distribución y transmisión de un documental audiovisual
[…] Dada las circunstancias del presente caso, el Tribunal considera importante la realización de un audiovisual documental 
sobre la desaparición forzada de niños y niñas durante el conflicto armado en El Salvador, con mención específica del presente 
caso, en el que se incluya la labor realizada por la Asociación Pro-Búsqueda de Niños y Niñas Desaparecidos, cuyo contenido 
debe ser previamente acordado con las víctimas y sus representantes. […] (párr.210)
Garantías de no repetición
Acceso público a los archivos estatales
[…] [E]l Tribunal ha observado que una de las limitaciones para avanzar en las investigaciones es la falta de acceso a la 
información contenida en archivos acerca de los operativos de contrainsurgencia, así como de las personas, unidades y estamentos 
militares que participaron en las operaciones en las cuales desaparecieron las víctimas del presente caso, incluyendo sus 
jerarquías, funciones y responsabilidades. Puesto que tal información es de vital importancia para avanzar en las investigaciones 
judiciales y del Ministerio Público y posibilitar la identificación e individualización de los responsables, el Estado debe adoptar las 
medidas pertinentes y adecuadas para garantizar a los operadores de justicia, así como a la sociedad salvadoreña, el acceso 
público, técnico y sistematizado a los archivos que contengan información útil y relevante para la investigación en causas 
seguidas por violaciones a los derechos humanos durante el conflicto armado, medidas que deberá apoyar con las asignaciones 
presupuestarias adecuadas. (párr.212)
Programa de asistencia psicosocial a las personas reencontradas y a sus 
familiares y a las familias de quienes aún se encuentran desaparecidas
La Corte valora positivamente y toma nota de los acuerdos y coordinaciones realizadas entre el Estado y los representantes 
a fin de concretar un programa integral de asistencia psicosocial, destinado a las personas víctimas de desaparición forzada 
quienes han sido reencontradas y a sus familiares, así como a los familiares de quienes aún se encuentran desaparecidas, lo cual 
no será supervisado por el Tribunal. (párr. 214)
Deber de adoptar disposiciones de derecho interno
[…] [E]l Tribunal exhorta al Estado a continuar con el trámite legislativo y a adoptar, en un plazo razonable y de acuerdo 
con la obligación emanada del artículo 2 de la Convención Americana, las medidas que sean necesarias para tipificar el delito de 
desaparición forzada de personas de conformidad con los estándares interamericanos. Esta obligación vincula a todos los poderes 
y órganos estatales en su conjunto. En tal sentido, como esta Corte ha señalado anteriormente, el Estado no debe limitarse a 
impulsar el proyecto de ley correspondiente, sino que también debe asegurar su pronta sanción y entrada en vigor, de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en el ordenamiento jurídico interno. Mientras cumple con esta medida, el Estado deberá 
adoptar todas aquellas acciones que garanticen el efectivo enjuiciamiento y, en su caso, sanción de los hechos constitutivos de 
desaparición forzada a través de los mecanismos existentes en el derecho interno. (párr.219)
4.  Indemnizaciones compensatorias
Daño material
Por otra parte, la Corte valorará en el acápite de costas y gastos aquellas erogaciones económicas efectuadas por la 
Asociación Pro-Búsqueda originadas por la labor de búsqueda y reencuentro familiar de las víctimas en el presente caso (infra 
párr. 234), ya que los conceptos que han erogado se relacionan también con los gastos en el impulso de las investigaciones a 
nivel interno. (párr. 224)
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La Corte considera que, debido a las labores de búsqueda que realizaron directamente los familiares de las víctimas en 
situaciones adversas, así como a los gastos realizados por los familiares para la atención médica y medicamentos producto de 
las afectaciones que éstos experimentaron por las desapariciones forzadas constatadas en el presente caso […] es razonable fijar 
en equidad las siguientes cantidades por concepto de daño emergente […]. (párr.225)
Daño inmaterial
El Tribunal constató que a los entonces niños y niñas víctimas de desaparición forzada en el presente caso se les produjo una 
afectación a su integridad psíquica, física y moral, generándoles sentimientos de pérdida, abandono, intenso temor, incertidumbre, 
angustia y dolor (supra párr. 85). En el caso particular de Gregoria Herminia Contreras, la Corte constató afectaciones adicionales 
derivadas de su apropiación (supra párrs. 98 a 102).  Asimismo, la Corte estableció que, a raíz de los hechos del presente caso, 
los familiares de las víctimas sufrieron afectaciones psíquicas y alteraciones irreversibles a sus núcleos familiares, incertidumbre 
por el paradero de las víctimas y un sentimiento de impotencia por la falta de colaboración de las autoridades estatales y por 
la impunidad generada por más de tres décadas (supra párrs. 120, 121 y 123). En cuanto a los hermanos y hermanas de las 
víctimas, la Corte determinó que éstos también padecieron sufrimientos causándoles un perjuicio a su integridad psíquica y 
moral (supra párrs. 120 y 122).  En razón de lo anterior, el Tribunal estima pertinente fijar, en equidad, las siguientes sumas de 
dinero a favor de las víctimas, como compensación por concepto de daño inmaterial […]. (párr.228)
5.  Costas y gastos
[…] [C]orresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las 
autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante este Tribunal, teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, 
siempre que su quantum sea razonable. (párr. 232)
Asimismo, la Corte reitera que no es suficiente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argumentación que relacione la prueba con el hecho que se considera representado, y que, al tratarse de alegados 
desembolsos económicos, se establezcan con claridad los rubros y la justificación de los mismos. (párr. 233)
En consecuencia, la Corte decide fijar, en equidad, la cantidad de US$ 70.000,00 (setenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América) para la Asociación de Pro-Búsqueda de Niños y Niñas Desaparecidos por concepto de costas y gastos por las labores 
realizadas en la búsqueda de las víctimas y el litigio del caso a nivel interno e internacional, y adicionalmente, la Corte fija para el 
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), en equidad, una cantidad total de US$ 30.000,00 (treinta mil dólares de 
los Estados Unidos de América) por concepto de costas y gastos por el litigio del caso a nivel internacional. Esta cantidad deberá 
ser entregada directamente a las organizaciones representantes. La Corte considera que, en el procedimiento de supervisión del 
cumplimiento de la presente Sentencia, podrá disponer que el Estado reembolse a las víctimas o sus representantes los gastos 
razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 239)
6.  Reintegro de los gastos al Fondo de Asistencia Legal de víctimas
En el 2008 la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos  creó el Fondo de Asistencia Legal del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, el cual fue creado con el “objeto [de] facilitar acceso al sistema interamericano de derechos 
humanos a aquellas personas que actualmente no tienen los recursos necesarios para llevar su caso al sistema”. En el presente 
caso se otorgó a las víctimas la ayuda económica necesaria para la presentación con cargo al Fondo de tres declaraciones, en 
la audiencia pública realizada en Panamá (supra párrs. 8 y 9). (párr.240)
En razón de las violaciones declaradas en la presente Sentencia, la Corte ordena al Estado el reintegro a dicho Fondo de la 
cantidad de US$ 4.131,51 (cuatro mil ciento treinta y un dólares de los Estados Unidos de América con cincuenta y un centavos) 
por concepto de gastos realizados para la comparecencia de declarantes en la audiencia pública del presente caso. Dicha 
cantidad debe ser reintegrada en el plazo de noventa días, contados a partir de la notificación del presente Fallo. (párr.242)
7.  Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados
El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América. (párr. 
246)
Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizaciones o a sus derechohabientes no fuese posible el pago 
de las cantidades determinadas dentro del plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta o 
certificado de depósito en una institución financiera salvadoreña solvente, en dólares estadounidenses, y en las condiciones 
financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica bancaria. Si no se reclama la indemnización correspondiente 
una vez transcurridos diez años, las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses devengados. (párr. 247)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos deberán 
ser entregadas a las personas y organizaciones indicadas en forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin 
reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 248)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en El Salvador. (párr. 249)
CASO N° 233LÓPEZ MENDOZA VS. VENEZUELA
I. HECHOS
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Caso: López Mendoza vs. Venezuela
Sentencia Nº: Serie C N° 233
Fecha de Sentencia: 1 de septiembre de 2011
Víctima: Leopoldo López Mendoza
Estado parte: Venezuela
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_232_esp.pdf
El señor Leopoldo López Mendoza -Alcalde del Municipio Chacao, Caracas, Venezuela- fue inhabilitado para el ejercicio 
de la función pública por vía administrativa, en aplicación del artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal (“LOCGRSNCF”). 
La LOCGRSNCF, publicada en diciembre de 2001, precisa los funcionarios y personas que estarían sujetas al control, 
vigilancia y fiscalización de la Contraloría General de la República y dispone la posibilidad de imponer sanciones por actos, 
hechos u omisiones generadores de responsabilidad administrativa. En el artículo 105 de dicha ley se establece que la 
responsabilidad administrativa generará una sanción de multa y que el Contralor General de la República (en adelante “el 
Contralor”) podría imponer sanciones de suspensión, destitución o inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas. 
Las dos sanciones de inhabilitación impuestas por el Contralor General al Sr. López Mendoza fueron consecuencia de 
dos procedimientos administrativos seguidos en su contra, los cuales se resumen a continuación:
En el marco del primer procedimiento administrativo, el 12 de septiembre de 2003 se notificó al Sr. López Mendoza 
que se había iniciado una investigación sobre los aportes realizados por la empresa Petróleos de Venezuela S.A. (“PDVSA”), 
por concepto de donaciones y liberalidades, durante los años 1998, 1999, 2000 y 2001. El 29 de octubre de 2004 se emitió 
el auto decisorio por parte de la Dirección de Determinación de Responsabilidades de la Contraloría General de la República, 
declarando la responsabilidad administrativa del Sr. López Mendoza e imponiéndole una multa por haber incurrido en “conflicto 
de intereses” en relación con dos donaciones, puesto que, al momento de efectuarse éstas, se desempeñaba como trabajador 
de PDVSA y, a la vez, como miembro de la Junta Directiva de la organización que recibió las donaciones de dicha empresa. 
Además, su madre había autorizado una de las donaciones, en calidad de Gerente de Asuntos Públicos de la División Servicios 
de PDVSA. Considerando estos antecedentes, posteriormente, el 24 de agosto de 2005, el Contralor emitió una resolución 
imponiéndole al señor López Mendoza la sanción de inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas por un período de 
tres años.
En el segundo procedimiento, el 10 de febrero de 2004 se le informó al Sr. López Mendoza que la Dirección de Control de 
Municipios había acordado iniciar una investigación con el objeto de verificar ciertas reformas presupuestarias efectuadas por 
el Alcalde del Municipio de Chacao durante el ejercicio fiscal 2002. El 2 de noviembre de 2004 la Dirección de Determinación de 
Responsabilidades de la Contraloría General de la República declaró la Responsabilidad Administrativa del Sr. López Mendoza, 
imponiéndole una multa por ocho millones ciento cuarenta mil bolívares. Posteriormente, el 26 de septiembre de 2005, el 
Contralor General resolvió imponer al señor López Mendoza la sanción de inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas 
por un período de seis años.
Durante el desarrollo de ambos procedimientos administrativos el señor López Mendoza interpuso diversos recursos 
que fueron rechazados. Entre ellos, recursos de reconsideración en contra de las resoluciones del Contralor, cuestionado su 
manifiesta falta de motivación, lo cual a su juicio, atentaba contra su derecho a la defensa. 
La Corte IDH declaró que el Estado era responsable por la violación de los artículos  23.1.b y 23.2, el artículo 8.1 y el 
artículo 25.1 de la Convención de Derechos Humanos.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHOS POLÍTICOS, GARANTÍAS JUDICIALES, PROTECCIÓN JUDICIAL E IGUALDAD ANTE LA LEY EN 
RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y EL DEBER DE ADOPTAR 
DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO
Artículos 23, 8, 25 y 24 de la Convención Americana en relación a los artículos 1.1 y 2 de la misma
Limitaciones de la Corte IDH para referirse sobre la culpabilidad o inocencia de la víctima
A este respecto, la Corte precisa que no es un tribunal penal o una instancia que analiza o determina la responsabilidad 
criminal, administrativa o disciplinaria de los individuos, ya que no es competente para ello. En consecuencia, la Corte no 
resolverá sobre la culpabilidad o inocencia del señor López Mendoza respecto a las actuaciones irregulares que le fueron 
imputadas, ya que esto es materia de la jurisdicción venezolana. (párr. 98)
Derecho a ser elegido en cargos de elección popular
La Comisión alegó que la sanción de inhabilitación para ejercer cargos públicos restringió de manera indebida los 
derechos políticos del señor López Mendoza, ya que fue impuesta por un procedimiento administrativo y no por “condena, 
por juez competente, en proceso penal” como lo señala el artículo 23.2 de la Convención Americana, de tal forma que “es 
únicamente un tribunal judicial en un proceso penal el que puede restringir el derecho” y “cualquier restricción que se derive 
de dicho proceso deberá guardar estricto respeto a las garantías penales”. […] (párr. 101)
Los representantes compartieron la argumentación de la Comisión y agregaron que “el artículo 105 [de la LOCGRSNCF] 
no ha podido establecer la inhabilitación política para ejercer cargos públicos de elección popular, ya que conforme al artículo 
30 de la Convención Americana la ley sólo puede desarrollar las restricciones ya autorizadas por la Convención Americana y 
en este caso la única inhabilitación política autorizada es la que pueda imponer un juez competente mediante proceso penal”. 
[…] (párr. 102)
La Corte debe determinar si las sanciones de inhabilitación impuestas al señor López Mendoza por decisión de un 
órgano administrativo y la consiguiente imposibilidad de que registrara su candidatura para cargos de elección popular son o 
no compatibles con la Convención Americana. No corresponde, en cambio, que la Corte se pronuncie sobre la interpretación 
del derecho interno venezolano y, en particular, sobre la compatibilidad o incompatibilidad del artículo 105 de la LOCGRSNCF 
con la Constitución de Venezuela. Asimismo, la Corte considera que para decidir el presente caso no es necesario realizar un 
pronunciamiento respecto a los alegatos de derecho comparado presentados por el Estado. Si en el futuro se presentara ante 
la Corte algún caso en que se haya aplicado una de las normas citadas por el Estado, sería entonces procedente analizarlas a 
la luz de las disposiciones de la Convención Americana. (párr. 104)
Causales que permitirían restringir los derechos consagrados en el artículo 23.1 de la Convención
El artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el Estado en condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección 
de los asuntos públicos, directamente o por representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser elegido en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los 
electores, y iii) a acceder a las funciones públicas de su país. (párr. 106)
El artículo 23.2 de la Convención determina cuáles son las causales que permiten restringir los derechos reconocidos 
en el artículo 23.1, así como, en su caso, los requisitos que deben cumplirse para que proceda tal restricción. En el presente 
caso, que se refiere a una restricción impuesta por vía de sanción, debería tratarse de una “condena, por juez competente, 
en proceso penal”. Ninguno de esos requisitos se ha cumplido, pues el órgano que impuso dichas sanciones no era un “juez 
competente”, no hubo “condena” y las sanciones no se aplicaron como resultado de un “proceso penal”, en el que tendrían que 
haberse respetado las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 de la Convención Americana. (párr. 107)
La Corte estima pertinente reiterar que “el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la 
vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en 
la Convención y que sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar de derechos, sino también de “oportunidades”. 
Este último término implica la obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular 
de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. En el presente caso, si bien el señor López Mendoza ha podido 
ejercer otros derechos políticos (supra párr. 94), está plenamente probado que se le ha privado del sufragio pasivo, es decir, del 
derecho a ser elegido. (párr.108)
En virtud de lo que antecede, la Corte determina que el Estado violó los artículos 23.1.b y 23.2 en relación con el artículo 
1.1 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Leopoldo López Mendoza. (párr. 109)
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El debido respeto de las garantías judiciales en los procedimientos administrativos
Al respecto, la Corte ha indicado que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional, 
sean penales o no, tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana . Asimismo, la Corte recuerda lo expuesto en su jurisprudencia previa 
en el sentido que las sanciones administrativas y disciplinarias son, como las penales, una expresión del poder punitivo del 
Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de éstas . (párr. 111)
Derecho a la defensa y al recurso en los procedimientos administrativos
El Tribunal ha establecido anteriormente que el derecho a la defensa debe poder ejercerse desde que se señala a una 
persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso. Impedir que la persona 
ejerza su derecho de defensa es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la 
persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto 
del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. (párr. 117)
De esta manera, el Tribunal observa que en las diferentes fases de los procedimientos administrativos de responsabilidad, 
se ofrecieron oportunidades y audiencias al señor López Mendoza para la presentación de alegatos y pruebas. En efecto, la 
víctima tuvo una participación activa en los procedimientos que se siguieron en su contra, fue notificado del inicio de los 
mismos (supra párrs. 48 y 70), pudo hacerse representar por abogados, presentó pruebas testimoniales y documentales (supra 
párrs. 61, 75 y 86), interpuso recursos (supra párrs. 56, 61, 73, 79 y 84), todo ello obteniendo pronunciamientos en atención a 
sus solicitudes. Así, la Corte considera que no existió violación del derecho a la defensa del señor López Mendoza por parte 
de las autoridades administrativas y judiciales que se pronunciaron respecto a la imposición de las sanciones de multa. (párr. 
118)
[…] La prueba obrante en el expediente permite concluir que la no impugnación de actos de trámite no afectó la 
posibilidad de impugnar actos posteriores ni impidió, en su conjunto, la debida defensa respecto a las sanciones de multa que 
le fueron impuestas a la víctima. (párr. 120)
[…] [L]os representantes no demostraron en qué forma dicho período limitó la posibilidad de efectuar una defensa 
adecuada, como sí ocurrió bajo las circunstancias específicas de otro caso ante esta Corte, en el que se probó que un día para 
que el abogado defensor revisara todo un expediente constituía una violación del derecho a la defensa del imputado. (párr. 
121)
 […] Finalmente, la Corte observa que el señor López Mendoza tuvo la posibilidad de recurrir las decisiones en su contra 
y que en la respuesta a los recursos de nulidad interpuestos hubo una valoración judicial de los alegatos de la defensa en 
relación con la determinación de los hechos y del derecho aplicable en relación con los ilícitos administrativos adscritos y las 
multas impuestas (supra párrs. 57, 63, 80 y 85). (párr. 122)
Por todo lo expuesto, el Tribunal considera que no se ha configurado una violación del derecho a la defensa y del 
derecho a recurrir del fallo sancionatorio del señor López Mendoza, en relación con los procedimientos administrativos que 
finalizaron en determinación de responsabilidad y sanciones de multa. (párr. 123)
Principio de presunción de inocencia en los procedimientos administrativos
En el ámbito penal esta Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un fundamento de las 
garantías judiciales. La presunción de inocencia implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se 
le atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quien acusa. Así, la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye 
un requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba recae en la parte acusadora y no en el 
acusado. Además, la falta de prueba plena de la responsabilidad en una sentencia condenatoria constituye una violación al 
principio de presunción de inocencia, el cual es un elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa 
y acompaña al acusado durante toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su 
culpabilidad quede firme. Por otro lado, el principio de presunción de inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso 
con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está 
a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La presunción de inocencia se vulnera si 
antes de que el acusado sea encontrado culpable una decisión judicial relacionada con él refleja la opinión de que es culpable. 
(párr. 128)
Por otro lado, en el presente caso la Corte no encuentra prueba suficiente que le permita considerar que a la víctima 
se le haya tratado como culpable en las etapas de los procesos administrativos que finalizaron con la imposición de multas. 
En términos generales, las diferentes instancias de control, desde el inicio de los procedimientos, actuaron respecto al señor 
López Mendoza como si fuese una persona cuya responsabilidad disciplinaria estaba aún pendiente de determinación clara y 
suficiente. Tratándose de conductas establecidas como disciplinables, los órganos de control, a través de diferentes fases, se 
orientaron a analizar la potencial responsabilidad del señor López Mendoza respecto a los supuestos ilícitos administrativos. 
(párr. 131)
Por tanto, la Corte estima que no se ha comprobado que el Estado violó el artículo 8.1 de la Convención, en perjuicio de 
la víctima, en relación con la presunción de inocencia en las etapas de los procesos seguidos en su contra que culminaron con 
la determinación de su responsabilidad administrativa y la imposición de multas. (párr. 132)
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Ahora bien, una vez se han examinado los alegatos respecto a las controversias relacionadas con la imposición de las 
sanciones de multa, el Tribunal analizará los alegatos presentados por las partes respecto a la presunta violación de garantías 
judiciales en las etapas de los procesos que finalizaron en sanciones de inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. (párr. 
133)
Derecho a la defensa: necesidad de notificación, de exponer alegatos y pruebas
De los alegatos presentados por las partes, la Corte considera que es necesario analizar: i) la alegada falta de notificación 
de la posible imposición de la inhabilitación; ii) la presunta necesidad de exponer alegatos y prueba independientes con el fin 
de garantizar el derecho de defensa, y iii) el deber de motivación del Contralor a la hora de imponer la inhabilitación para ser 
candidato a un cargo de elección popular. (párr. 137)
Respecto de la alegada falta de notificación de la posible imposición de una sanción accesoria […] en un primer análisis no 
parecería necesaria la notificación específica de la situación planteada, siempre y cuando la persona haya tenido la oportunidad 
procesal de presentar alegatos y evidencia concreta relacionada con las posibles sanciones y que la decisión que las imponga 
haya sido adecuadamente motivada. (párr. 138)
[…] Ahora, si bien la Corte observa que el señor López Mendoza no contó con una etapa procesal entre las declaratorias de 
responsabilidad y la imposición de dicha inhabilitación en ninguno de los procesos administrativos que se llevaron a cabo en su 
contra en la que pudiera presentar alegatos y prueba específica sobre las posibles sanciones accesorias que se le podrían llegar 
a imponer, lo anterior no implica una violación a su derecho a la defensa por ese solo hecho, dado que el señor López Mendoza 
tuvo la oportunidad de controvertir la entidad de las fallas administrativas o de la gravedad de las irregularidades cometidas 
a través de recursos posteriores. Por tanto, en las circunstancias específicas del presente caso, la Corte considera que no era 
necesario que existiera un incidente procesal independiente, en el que se le hubiera dado oportunidad de presentar alegatos o 
prueba para que se cumpliera con su derecho de defensa frente a la imposición de posibles sanciones accesorias. (párr. 140)
Deber de motivación en los procedimientos administrativos
Respecto al deber de motivación del Contralor, la Corte reitera que la motivación “es la justificación razonada que 
permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración 
de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga 
credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por ello, las decisiones que adopten los 
órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían 
decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer 
cuáles fueron los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier 
indicio de arbitrariedad. Además, debe mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que 
el conjunto de pruebas ha sido analizado. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el 
artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso. (párr. 141)
[…] Si bien la Corte considera que el deber de motivar no exige una respuesta detallada a todos y cada uno de los argumentos 
de las partes, el Tribunal estima que el Contralor General debía responder y sustentar autónomamente sus decisiones, y no 
simplemente remitirse a las previas declaraciones de responsabilidad. En efecto, de una lectura de dichas resoluciones, la Corte 
no encuentra un análisis concreto de relación entre la gravedad de los hechos y la afectación a la colectividad, a la ética pública 
y a la moral administrativa. (párr. 146)
Si bien el Estado alegó “el alto grado de afectación que [la] conducta [del señor López Mendoza] tuvo en los valores de la 
ética pública y la moral administrativa, así como las nefastas repercusiones que su conducta como funcionario público tuvo en 
la colectividad” (supra párr. 103), la Corte observa que las decisiones internas no plasmaron con suficiente precisión este tipo de 
aspectos. El Tribunal considera que dados los alcances de la restricción al sufragio pasivo implicados en una inhabilitación para 
ser candidato, el Contralor tenía un deber de motivación explícita de la decisión, tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo. 
El Contralor tenía que desarrollar razones y fundamentos específicos sobre la gravedad y entidad de la falta supuestamente 
cometida por el señor López Mendoza y sobre la proporcionalidad de la sanción adoptada. Además, la Corte considera que 
una motivación adecuada para la imposición de la inhabilitación permite verificar que el Contralor ha realizado una evaluación 
concreta y autónoma, sin remisión a lo determinado por la Dirección de Determinación de Responsabilidades, respecto a los 
alegatos y evidencia que dieron origen a la declaración de responsabilidad. Sin una motivación adecuada y autónoma, la 
sanción de inhabilitación para postularse a un cargo de elección popular opera en forma casi automática, a través de un 
incidente procesal que termina siendo de mero trámite. (párr. 147)
[…] [E]l Tribunal considera que los problemas en la motivación al imponer la sanción de inhabilitación tuvieron un 
impacto negativo en el ejercicio del derecho a la defensa. La falta de motivación impedía un reexamen a profundidad sobre 
la argumentación o evidencia directamente relacionada con la imposición de una restricción al sufragio pasivo que, como es 
evidente y este caso lo demuestra, pueden ser notablemente más gravosas que la sanción principal. En este punto, el Tribunal 
reitera que la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son 
recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias 
superiores. (párr. 148)
En consecuencia, el Estado es responsable por la violación del deber de motivación y el derecho a la defensa en los 
procedimientos administrativos que derivaron en la imposición de las sanciones de inhabilitación, establecidos en el artículo 
8.1, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor López Mendoza. 
(párr. 149)
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Plazo razonable en los procedimientos administrativos: necesidad de valorar 
la complejidad del asunto, la actividad del interesado y de las autoridades judiciales
[…] Así, el Tribunal observa que las partes han desarrollado argumentos sobre la alegada violación del plazo razonable 
únicamente en lo que concierne a los recursos contencioso administrativos de nulidad interpuestos por la víctima en contra 
de las declaraciones de responsabilidad administrativa emitidas por la Dirección de Determinación de Responsabilidades para 
los casos de PDVSA y del Municipio Chacao. (párr. 161)
Como se estableció anteriormente, los recursos de nulidad interpuestos por la víctima en contra de las declaraciones 
de responsabilidad por los hechos de PDVSA y del Municipio Chacao fueron resueltos después de 3 años y casi 6 meses y de 
3 años, respectivamente. En orden a determinar si éste es un plazo razonable, la Corte, conforme a su jurisprudencia, tomará 
en cuenta: i) la complejidad del asunto, ii) la actividad procesal del interesado; iii) la conducta de las autoridades judiciales, y 
iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. En este sentido, correspondía a 
Venezuela justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual requirió del tiempo indicado para tratar el 
caso. Si no lo demuestra, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. (párr. 162)
Además de lo indicado por el Estado en cuanto a la complejidad del asunto, no se infiere del expediente que el señor López 
Mendoza haya desarrollado una actividad que provoque una demora indebida en la tramitación del proceso. En consecuencia, 
la Corte entiende que no hubo en el caso una actuación dilatoria por parte de la víctima. (párr. 164)
De esta manera, aún asumiendo que en promedio los plazos descritos en la Ley Orgánica permitan concluir que un 
recurso interpuesto ante el Tribunal Supremo de Justicia debe ser resuelto en 10 meses y medio, la Corte considera que el 
plazo de 3 años y casi 6 meses y de 3 años resulta razonable frente a la complejidad de los asuntos involucrados (supra párr. 
163). Además, la Corte constata que el Tribunal Supremo de Justicia promovió diligentemente diferentes actuaciones de las 
partes. (párr. 167)
El Tribunal recuerda que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. La Corte 
observa que si bien el señor López Mendoza tenía un especial interés en la celeridad de la solución de los recursos de nulidad 
interpuestos para concretar su postulación a las elecciones de noviembre de 2008, en las circunstancias del presente caso, no 
ha quedado claro que la falta de una decisión rápida sea la que genere afectaciones relevantes a los derechos de la víctima. 
(párr. 168)
Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado ha logrado justificar que el tiempo que el Tribunal Supremo de 
Justicia demoró en resolver los recursos de nulidad interpuestos por la víctima se ajustan a la garantía del plazo razonable. 
(párr. 169)
Conforme quedó establecido en esta Sentencia, el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la víctima contra el 
artículo 105 de la LOCGRSNCF fue resuelto después de 2 años y 2 meses aproximadamente. En orden a determinar si éste 
es un plazo razonable, nuevamente la Corte, conforme a su jurisprudencia, tomará en cuenta: i) la complejidad del asunto, ii) 
la actividad procesal del interesado; iii) la conducta de las autoridades judiciales, y iv) la afectación generada en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el proceso (supra párr. 162).  (párr. 174)
Además de ello, el Tribunal considera que el hecho de que el recurso interpuesto por el señor López Mendoza tuviera 
por objeto la declaración de inconstitucionalidad del artículo de una ley con efectos generales es un factor determinante para 
caracterizar su complejidad. (párr. 176)
El Estado señaló que los interesados “cumplieron, de manera oportuna, sus cargas procesales durante todo el iter 
procedimental”. Sobre el particular, el Tribunal considera que del expediente no se infiere que el señor López Mendoza haya 
desarrollado una actividad que provoque una demora indebida en la tramitación del proceso. En consecuencia, la Corte 
entiende que no hubo en el caso una actuación dilatoria por parte de la víctima. En lo que concierne a las causas posteriores 
y las correspondientes acumulaciones, el Tribunal ha valorado lo pertinente en el apartado precedente (supra párr. 175). (párr. 
177)
La Corte observa que si bien en el presente caso el señor López Mendoza tenía un especial interés en la celeridad de 
la solución del recurso para concretar su postulación a las elecciones de noviembre de 2008, dicha situación en sí misma 
no habría justificado que las autoridades judiciales sacrificaran el apropiado desarrollo del proceso y la determinación de 
la constitucionalidad o no de la norma bajo análisis que, en definitiva, tenía efectos generales que transcendían el interés 
particular de la víctima. […] (párr. 179)
Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado logró justificar que el tiempo que la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia demoró en resolver el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la víctima se ajusta a la garantía de 
plazo razonable. (párr. 180)
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Derecho a un recurso efectivo en la jurisdicción contencioso administrativa
La Corte ha entendido que para que exista un recurso efectivo no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley 
o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una 
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. Por otra parte, al evaluar la efectividad de recursos 
incoados ante la jurisdicción contencioso administrativa nacional, la Corte ha analizado si las decisiones tomadas en aquélla 
han contribuido efectivamente a poner fin a una situación violatoria de derechos, a asegurar la no repetición de los actos 
lesivos y a garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por la Convención. El Tribunal no evalúa la efectividad 
de los recursos interpuestos en función a una eventual resolución favorable a los intereses de la presunta víctima.  (párr. 184)
Al respecto, la Corte observa que los recursos judiciales interpuestos por el señor López Mendoza no cumplieron con 
dar una respuesta efectiva e idónea para proteger su derecho a ser elegido (supra párr. 109) y que pudiera salvaguardar las 
exigencias mínimas del deber de motivación en los procesos que derivaron en sanciones de inhabilitación (supra párr. 149), 
razón por la cual se vulneró el derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25.1, en relación con los artículos 1.1, 
8.1, 23.1.b y 23.2 de la Convención Americana, en perjuicio del señor López Mendoza. (párr. 185)
Facultad de los representantes de alegar la violación de nuevos derechos en el momento procesal oportuno
Teniendo en cuenta que la violación del artículo 24 no fue alegada por la Comisión Interamericana (supra párr. 186), la 
Corte reitera que las presuntas víctimas y sus representantes pueden invocar la violación de otros derechos distintos a los ya 
comprendidos en la demanda mientras ello se atenga a los hechos ya contenidos en la demanda (supra párr. 27) y se realice en 
el momento procesal oportuno -en el escrito de solicitudes y argumentos-, lo cual ocurre en el presente caso. Esta posibilidad 
tiene el propósito de hacer efectiva la facultad procesal de locus standi in judicio que se les reconoce en el Reglamento del 
Tribunal, sin desvirtuar por ello los límites convencionales a su participación y al ejercicio de la competencia de la Corte, ni 
un menoscabo o vulneración para el derecho de defensa del Estado, el cual cuenta con las oportunidades procesales para 
responder a los alegatos de la Comisión y de los representantes en todas las etapas del proceso. De tal manera, corresponde 
a la Corte, finalmente, decidir en cada caso acerca de la procedencia de alegatos de tal naturaleza en resguardo del equilibrio 
procesal de las partes. (párr. 190)
Estándar probatorio para determinar actos discriminatorios ante la ley
Al respecto, el Tribunal destaca que el Estado presentó pruebas orientadas a acreditar que las citadas personas 
supuestamente inhabilitadas para el ejercicio de funciones públicas no se encontraban en dicha situación con miras a las 
elecciones de 2004 y 2005, en la medida que sus casos respondían a alguno de los 4 supuestos señalados (supra párr. 188 y 
192). En ese sentido, consta en el expediente, inter alia, el oficio de 22 de noviembre de 2004 remitido por el Contralor General 
de la República al Presidente del Consejo Nacional Electoral (CNE) en el que se consigna una lista de 118 personas a las que 
se les impuso la sanción de inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas . Asimismo, el Estado remitió copia del oficio 
de 12 de junio de 2006 enviado por el Contralor General de la República a la Rectora Presidenta del Consejo Nacional Electoral 
(CNE) en el que consta una lista de 54 personas a las que también se les impuso las sanciones de inhabilitación o destitución. 
(párr. 193)
La Corte entiende que las 118 personas de la primera lista y las 54 de la segunda se encontraban bajo la sanción de 
inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas. Sin embargo, el Tribunal no tiene competencia para decidir si procedía en 
cado uno de dichos casos el impedimento de postulación a las elecciones realizadas en Venezuela en los años 2004 y 2005. 
En efecto, la Corte no tiene facultad para decidir si las referidas personas debieron estar impedidas de inscribirse y postular en 
los citados comicios electorales, en atención a los procedimientos administrativos y judiciales correspondientes a cada uno de 
ellos. Adicionalmente, el Tribunal hace notar que los representantes no presentaron en su escrito de solicitudes y argumentos 
la prueba suficiente que pudiese clarificar la presunta situación de discriminación que se habría configurado con relación a 
personas que, en la supuesta misma situación del señor López Mendoza, recibieron un trato diferente por parte del Consejo 
Nacional Electoral en los comicios de los años 2004 y 2005. Así, en las circunstancias específicas del presente caso, no es 
posible afirmar que el derecho establecido en el artículo 24 de la Convención otorgara al señor López Mendoza la facultad de 
exigir una misma respuesta del Consejo Nacional Electoral en su caso. (párr. 194)
En conclusión, el Estado no es responsable por la violación del derecho a la igualdad reconocido en el artículo 24 de la 
Convención Americana en perjuicio del señor López Mendoza. (párr. 195)
Seguridad jurídica sobre el momento en el que se puede imponer una sanción
La Corte considera que en el marco de las debidas garantías establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana 
se debe salvaguardar la seguridad jurídica sobre el momento en el que se puede imponer una sanción. Al respecto, la Corte 
Europea ha establecido que la norma respectiva debe ser: i) adecuadamente accesible, ii) suficientemente precisa, y iii) previsible 
. Respecto a este último aspecto, la Corte Europea utiliza el denominado “test de previsibilidad”, el cual tiene en cuenta tres 
criterios para determinar si una norma es lo suficientemente previsible, a saber: i) el contexto de la norma bajo análisis; ii) el 
ámbito de aplicación para el que fue creado la norma, y iii) el estatus de las personas a quien está dirigida la norma.  (párr. 
199)
Sobre el particular, la Corte considera que los problemas de indeterminación no generan, per se, una violación de la 
Convención, es decir, que el hecho de que una norma conceda algún tipo de discrecionalidad no es incompatible con el grado 
de previsibilidad que debe ostentar la norma, siempre y cuando el alcance de la discrecionalidad y la manera en que se 
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debe ejercer sea indicado con suficiente claridad con el fin de brindar una adecuada protección para que una interferencia 
arbitraria no se produzca . La Corte constata que existen criterios que el Contralor General debe seguir para tomar la decisión 
de imponer cualquiera de las tres sanciones que consagra el artículo 105 de la LOCGRSNCF (supra párr. 33), y que existen 
parámetros a la discrecionalidad que le concede dicha norma al Contralor. (párr. 202)
Al respecto, si bien el tiempo que transcurrió en el presente caso entre la declaratoria de responsabilidad y la imposición 
de la inhabilitación no fue en sí mismo excesivo, está probado que la norma interna no establecía un término o plazo fijo para 
que el Contralor ejerciera dicha facultad. La decisión de la Sala Político Administrativa mediante la cual se intentó suplir esta 
laguna normativa con el término de prescripción de la acción administrativa no cumple con el estándar de previsibilidad o 
certeza de la norma. En efecto, el “test de previsibilidad” implica constatar que la norma delimite de manera clara el alcance 
de la discrecionalidad que puede ejercer la autoridad y se definan las circunstancias en las que puede ser ejercida con el fin 
de establecer las garantías adecuadas para evitar abusos. La Corte considera que la incertidumbre sobre el plazo dentro 
del cual se podría imponer las sanciones accesorias establecidas en el artículo 105 de la LOCGRSNCF es contraria a la 
seguridad jurídica que debe ostentar un procedimiento sancionatorio. Por otro lado, el plazo de cinco años no es razonable 
para garantizar la previsibilidad en la imposición de una sanción. Constituye un plazo excesivamente prolongado y, por lo 
tanto, es incompatible con la necesidad de que un procedimiento sancionatorio concluya al momento de determinarse la 
responsabilidad correspondiente, de tal forma que el imputado no espere por un plazo demasiado amplio a que se determine 
el tipo de sanción que debe recibir por una responsabilidad que ya ha sido determinada. Además, la falta de un plazo cierto, 
previsible y razonable puede dar lugar a un ejercicio arbitrario de la discrecionalidad a través de sanciones aplicadas en un 
momento totalmente inesperado para la persona que ya fue declarada responsable previamente. (párr. 205)
En consecuencia, al no cumplir con el requisito de previsibilidad y, además, teniendo en cuenta lo señalado en el sentido 
que el artículo 105 de la LOCGRSNCF  permite la restricción del derecho a ser elegido por una autoridad que no es juez penal 
(supra párrs. 107 y 108), la Corte concluye en el presente caso se vulneraron los artículos 8.1, 23.1.b y 23.2, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. (párr. 206)
La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, 
la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, 
como ocurre en la mayoría de los casos, el Tribunal determinará medidas para garantizar los derechos conculcados, reparar 
las consecuencias que las infracciones produjeron y establecer una indemnización que compense los daños ocasionados. Por 
tanto, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de manera 
integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de restitución, satisfacción y garantías de no 
repetición tienen especial relevancia por los daños ocasionados. (párr. 209)
Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha 
sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. La víctima en el presente caso es el señor 
Leopoldo López Mendoza, por lo que será considerado beneficiario de las reparaciones que ordene esta Corte. (párr. 211)
Medidas de reparación integral: restitución, satisfacción y garantías de no repetición2. 
La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido reiteradamente que la sentencia constituye 
per se una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, en vista de las afectaciones 
al señor López Mendoza y consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario derivadas de las violaciones de los artículos 8, 23 
y 25 de la Convención Americana, declaradas en perjuicio de la víctima, la Corte estima pertinente fijar las siguientes medidas. 
(párr. 213)
Restitución
Se dejan sin efecto las medidas de inhabilitación para ejercer cargos públicos
La Corte ha señalado que, en las circunstancias específicas del presente caso, se violaron los artículos 23.1.b, 23.2 y 
8.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana (supra párrs. 109, 149, 205 y 206). En consecuencia, el 
Tribunal declara que el Estado, a través de los órganos competentes, y particularmente del Consejo Nacional Electoral (CNE), 
debe asegurar que las sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento para la postulación del señor López Mendoza 
en el evento de que desee inscribirse como candidato en procesos electorales a celebrarse con posterioridad a la emisión de la 
presente Sentencia. (párr. 217)
Asimismo, la Corte declara que el Estado debe dejar sin efecto las Resoluciones Nos. 01-00-000206 de 24 de agosto de 
2005 y 01-00-000235 de 26 de septiembre de 2005 emitidas por el Contralor General de la República (supra párrs. 58 y 81), 
mediante las cuales se declaró la inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas del señor López Mendoza por un período 
de 3 y 6 años, respectivamente. (párr. 218)
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Satisfacción
Reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado
Los representantes solicitaron que el Estado reconozca su responsabilidad internacional en el presente caso. (párr. 220)
La Corte estima que la medida solicitada por los representantes usualmente, aunque no exclusivamente, es ordenada 
con el objeto de reparar violaciones a los derechos a la vida, a la integridad y libertad personales  y, en ese sentido, el Tribunal 
considera que dicha medida no resulta necesaria para reparar la violación constatada en el presente caso. (párr. 221)
Por otro lado, la Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
 el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;a) 
 el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación b) 
nacional, y
 la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial.(párr. 222)c) 
Garantías de no repetición
Deber de adecuar la legislación interna y efectuar ex officio un control de convencionalidad
Teniendo en cuenta que el Tribunal declaró las violaciones al derecho a ser elegido y a las garantías judiciales (supra 
párrs. 109 y 149), la Corte considera que, como garantía de no repetición, el Estado deberá, en un plazo razonable, adecuar el 
artículo 105 de la LOCGRSNCF de acuerdo a lo señalado en los párrafos 199, 205 y 206 de esta Sentencia. (párr. 225)
Sin perjuicio de ello, conforme lo ha establecido en su jurisprudencia previa, este Tribunal recuerda que es consciente 
que las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes 
en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención Americana, 
todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia, también están sometidos 
a aquél, lo cual les obliga a velar para que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los 
niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención 
Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. (párr. 226)
Así, por ejemplo, tribunales de la más alta jerarquía en la región, tales como la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia de Costa Rica , el Tribunal Constitucional de Bolivia, la Suprema Corte de Justicia de República Dominicana, el 
Tribunal Constitucional del Perú , la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina  y la Corte Constitucional de Colombia 
, se han referido y han aplicado el control de convencionalidad teniendo en cuenta interpretaciones efectuadas por la Corte 
Interamericana. (párr. 227)
En conclusión, independientemente de las reformas legales que el Estado deba adoptar (supra párr. 225), con base en 
el control de convencionalidad, es necesario que las interpretaciones judiciales y administrativas y las garantías judiciales 
se apliquen, adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de este Tribunal que han sido reiterados en el 
presente caso. (párr. 228)
Otras medidas de reparación solicitadas 
Respecto a esta solicitud, la Corte considera que la emisión de la presente Sentencia y las reparaciones ordenadas en 
este capítulo resultan suficientes y adecuadas para remediar las violaciones sufridas por la víctima. Por otro lado, el Tribunal 
ha señalado que el supuesto contexto de persecución y generación de obstáculos a los miembros de partidos de la oposición 
política en Venezuela a través de la aplicación de sanciones administrativas como la inhabilitación para el ejercicio de funciones 
públicas planteado por los representantes no fue incluido por la Comisión en su demanda (supra párr. 28), motivo por la cual, 
por razones procesales, no fue valorado en  el fondo del asunto. Así, la Corte reitera que las reparaciones deben tener un nexo 
causal con los hechos del caso y las violaciones declaradas (supra párr. 210). Por lo tanto, el Tribunal no se pronuncia respecto 
a la referida solicitud de reparaciones. (párr. 230)
Indemnización Compensatoria por daño material e inmaterial3. 
La Corte observa que no existe prueba sobre el daño material sufrido por el señor López Mendoza y que, respecto al 
daño moral, la única prueba que obra en el expediente se relaciona con la declaración de la víctima en la audiencia pública. 
El señor López Mendoza señaló que “no pued[e] ejercer ningún tipo de función pública ante el Estado venezolano, en el nivel 
local, regional o nacional [y que] fu[e] excluido totalmente de participar como servidor público [y] de poder ejercer [su] derecho 
político y presentar[se] como candidato a cargo de elección popular”. […] Finalmente, precisó que “a partir del año 2008 […] no 
h[a] podido ser un servidor público dentro de la estructura del Estado venezolano[ y que, no obstante ello, se] h[a] mantenido 
con [las] comunidades, […] organizando la esperanza de un pueblo que quiere una opción de cambio”. (párr. 234)
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Considerando que la jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la Sentencia puede constituir per 
se una forma de reparación  (infra párr. **) y, teniendo en cuenta que en las circunstancias del caso sub judice el Tribunal no 
cuenta con otro elemento a valorar adicional a la declaración de la víctima y que los representantes de la víctima no hicieron 
una solicitud concreta por concepto de daño material e inmaterial, la Corte no determina una medida de reparación pecuniaria 
al respecto. (párr. 235)
Costas y gastos4. 
En cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual 
comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso 
ante el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción 
internacional de protección de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad 
y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 241)
En el presente caso el Tribunal observa que en cuanto a los procedimientos administrativos y judiciales internos, 
los representantes únicamente remitieron prueba de los gastos por pago de honorarios profesionales respecto de los dos 
procedimientos administrativos ante la Contraloría General de la República, ascendentes a US$ 1.744,18. Es decir, que no 
consta en el expediente respaldo probatorio respecto a los montos en que la víctima habría  incurrido con ocasión de los 
citados cuatro procesos judiciales y por concepto de gastos procesales. Sin embargo, la Corte considera que es razonable 
suponer que durante estos procesos la víctima realizó erogaciones económicas. Por otra parte, con relación al proceso ante 
el Sistema Interamericano, la Corte observa que el señor López Mendoza y los representantes incurrieron en diversos gastos 
relativos a honorarios, transporte, servicios de comunicación, viáticos, fotocopias, entre otros. Si bien algunos montos no han 
quedado acreditados en su totalidad, el Tribunal puede inferir que en el Sistema Interamericano la víctima y los representantes 
incurrieron en gastos por un monto aproximado de US$ 11.557,52. Además, si bien los representantes  solicitaron US$ 35.000 
por honorarios,  no presentaron argumentos específicos que permitan analizar la razonabilidad y alcance de dicha  solicitud. 
(párr. 242)
 
Teniendo en cuenta los alegatos y observaciones de las partes, así como la prueba aportada, la Corte determina en 
equidad que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 12.000,00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
la víctima, por concepto de costas y gastos. Dicha cantidad deberá ser cancelada dentro del plazo de un año a partir de la 
notificación de la presente Sentencia. El señor López Mendoza entregará, a su vez, la cantidad que estime adecuada a quienes 
fueron sus representantes en el fuero interno y en el proceso ante el Sistema Interamericano. Igualmente, la Corte precisa que 
en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la presente Sentencia, podrá disponer el reembolso a la víctima o sus 
representantes, por parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 243)
Modalidad de cumplimiento del reintegro de costas y gastos 5. 
El Estado deberá efectuar el reintegro de costas y gastos directamente a la víctima, dentro del plazo de un año contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 244)
El Estado debe cumplir su obligación mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en una cantidad 
equivalente en moneda venezolana, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté 
vigente en la bolsa de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 245)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al 
interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 248)
CASO N° 234 BARBANI DUARTE Y OTROS VS. URUGUAY
I. HECHOS
92
Caso: Barbani Duarte y otros vs. Uruguay
Sentencia Nº: Serie C N° 234
Fecha de Sentencia: 13 de octubre de 2011
Víctima: Alicia Barbani Duarte
Estado parte: Uruguay
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_234_esp.pdf
En diciembre de 2001, como consecuencia de los controles de capital y congelación de depósitos en las cuentas bancarias 
en Argentina, los depositantes argentinos comenzaron a retirar sus depósitos del Uruguay. Durante el primer semestre del 2002, 
se generó una crisis de confianza hacia el sistema bancario uruguayo. A partir de febrero de 2002 comenzó una prolongada 
“corrida” bancaria debido al temor de que se reprodujeran los eventos que precedieron y siguieron al default argentino. 
El Banco de Montevideo tenía una significativa exposición de sus activos en Argentina, por lo que la pesificación y las 
restricciones de salida de capitales impuestas en ese país comprometieron seriamente su liquidez y solvencia. A partir de enero 
de 2002 la situación del Banco de Montevideo se agravó, ya que apoyó financieramente al Trade & Commerce Bank que estaba 
sufriendo una intensa salida de depósitos; éste era parte del consorcio Velox al cual pertenecía el Banco de Montevideo y la 
Caja Obrera.
El 31 de diciembre de 2002, el Banco Central de Uruguay dispuso la disolución y liquidación del Banco de Montevideo, 
debido al patrimonio negativo que presentaba la entidad. En la misma resolución, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 24 la Ley 17.613, se constituyó el “Fondo de Recuperación del Patrimonio Bancario del Banco de Montevideo”, el cual 
sería administrado por el Banco Central y estaría integrado por todos los derechos, obligaciones, títulos, garantías y activos 
líquidos de la entidad bancaria. 
Paralelamente a estas medidas, el 21 de diciembre de 2002 se dictó la Ley Nº 17.613 de “Fortalecimiento del Sistema 
Financiero” (“Ley 17.613”), en cuyo artículo 31 se facultaba al Banco Central del Uruguay a otorgar a los ahorristas de los Bancos 
de Montevideo y La Caja Obrera, cuyos depósitos habían sido transferidos a otras instituciones sin mediar su consentimiento, los 
mismos derechos que correspondían a los demás ahorristas de dichos bancos. Al efecto, el Banco Central del Uruguay conformó 
una Comisión (“Comisión Asesora”) que debía asesorar al Directorio del Banco Central del Uruguay en la determinación de la 
condición de ahorrista del Banco de Montevideo y La Caja Obrera de acuerdo al supuesto del artículo 31 de la Ley 17.613. 
 
El Banco Central recibió 1426 peticiones bajo el artículo 31 de la Ley 17.613, de las cuales sólo 22 obtuvieron un dictamen 
favorable de la Comisión Asesora, para finalmente ser acogidas con una resolución favorable por parte del Directorio del 
Banco Central. En el presente caso, las 539 presuntas víctimas presentaron peticiones ante el Banco Central, las que fueron 
desestimadas.
La situación de los peticionarios ante esta Comisión eran tres: (i) aquéllos que habían suscrito contrato directamente con 
Trade & Commerce Bank; (ii) los peticionarios que habían invertido en fondos de inversión, y (iii) aquéllos que eran adquirentes 
de participaciones en certificados de depósitos del Trade & Commerce Bank. El Banco Central, siguiendo la recomendación de 
la Comisión Asesora, consideró que no tenía competencia para examinar posibles vicios al consentimiento, razón por la cual 
muchas de las solicitudes fueron desestimadas, al no abordarse este aspecto clave para muchos de los peticionarios que no 
tuvieron información suficiente para tomar una correcta decisión.
Por otra parte, al menos 136 presuntas víctimas ejercieron acciones ante la jurisdicción ordinaria en contra del Banco de 
Montevideo por  incumplimiento de contrato y reparación de daños y perjuicios. En diez de estos casos –los cuales agrupaban 
a varias de las presuntas víctimas- se condenó al Banco de Montevideo y en nueve de ellos se confirmó dicha condena en 
segunda instancia. En estos procesos, los tribunales analizaron el consentimiento, los alegados vicios al mismo y/o el deber de 
informar del referido banco. En algunos casos se estimó que el Banco de Montevideo –el cual actuaba como comisionista en 
la operativa de compra de los certificados de depósito del Trade & Commerce Bank o de participaciones en los mismos- no le 
había informado suficientemente a los peticionarios durante el proceso de formación de su consentimiento, puesto que dicho 
banco tenía conocimiento de la iliquidez e insolvencia del Trade & Commerce Bank.
 
La Corte concluyó que el Estado de Uruguay violó: (i) el derecho a ser oído protegido en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de las 539 personas que interpusieron una petición bajo 
el artículo 31 de la Ley 17.613; (ii) el derecho a un tratamiento igualitario en relación con la garantía procesal de una debida 
motivación, protegidos en los artículos 1.1 y 8.1 de la Convención Americana, en perjuicio de la señora Alicia Barbani Duarte y 
del señor Jorge Marenales; y (iii) el derecho a la protección judicial reconocido en el artículo 25.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Daniel Dendrinos Saquieres, Fabiana Lijtenstein, Jean Leroy, Martín 
Guerra, María Ivelice Gigli Rodríguez, Leandro Rama Sienra, Clara Volyvovic, Pablo Raúl Roure Casas, Marta Rodríguez Lois, Ángel 
Notaro, Alba Bonifacino y Thomas Máximo Neuschul, quienes interpusieron acciones de nulidad que no recibieron un examen 
completo por parte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHO A SER OÍDO, A LAS DEBIDAS GARANTÍAS PROCESALES Y DERECHO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN
Artículos 8 y 24 de la Convención Americana
Aplicación del artículo 8.1 de la Convención respecto de cualquier  
autoridad pública que adopte decisiones que determinen derechos de las personas
El artículo 8 de la Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, el cual está compuesto de un conjunto 
de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a efectos de que las personas estén en condiciones de 
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. (párr. 116)
 
El artículo 8.1 de la Convención no se aplica solamente a jueces y tribunales judiciales. Las garantías que establece 
esta norma deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los órganos estatales adoptan decisiones sobre la 
determinación de los derechos de las personas, ya que el Estado también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o 
unipersonales, la función de adoptar decisiones que determinan derechos. (párr. 118)
 
Las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención son también aplicables al supuesto en que alguna 
autoridad pública adopte decisiones que determinen tales derechos, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas 
propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas garantías destinadas a asegurar que la decisión no sea 
arbitraria. (párr. 119) 
Contenido y alcance del derecho a ser oído 
El Tribunal ha desarrollado el derecho a ser oído protegido en el artículo 8.1 de la Convención, en el sentido general de 
comprender el derecho de toda persona a tener acceso al tribunal u órgano estatal encargado de determinar sus derechos y 
obligaciones, el cual en cierto tipo de procesos debe ejercerse de manera oral. Asimismo, al pronunciarse sobre la observancia 
de las garantías del debido proceso en la investigación de violaciones de derechos humanos, la Corte ha indicado que implica 
el deber estatal de garantizar que las víctimas o sus familiares tengan “amplias posibilidades  de ser oídos” “en todas las etapas 
de los respectivos procesos, [de manera que] puedan formular sus pretensiones y presentar elementos probatorios y que éstos 
sean analizados de forma completa y seria por las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, responsabilidades, 
penas y reparaciones”. (párr. 120) 
Sobre el particular, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la exigencia de que una persona “sea 
oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal independiente e imparcial” es equiparable al 
derecho a un “juicio” o a “procedimientos judiciales” justos. Al respecto, la Corte Europea ha desarrollado el criterio según el 
cual un procedimiento justo supone que el órgano encargado de administrar justicia efectúe “un examen apropiado de las 
alegaciones, argumentos y pruebas aducidas por las partes, sin perjuicio de sus valoraciones acerca de si son relevantes para 
su decisión”. (párr. 121) 
El examen requerido en el presente caso amerita que la Corte precise el alcance del derecho a ser oído establecido en el 
artículo 8.1 de la Convención Americana. Ese derecho implica, por un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso 
al órgano competente para que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales como 
la presentación de alegatos y la aportación de prueba). Por otra parte, ese derecho abarca un ámbito de protección material 
que implica que el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue 
concebido. Esto último no significa que siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el 
resultado para el que fue concebido.  (párr. 122)
El Tribunal resalta que no surge del acervo probatorio que a través de los recursos de la justicia ordinaria que resolvían 
las demandas contra el Banco de Montevideo se pudiera aplicar el artículo 31 de Ley 17.613 y realizar las determinaciones 
en él dispuestas (infra párr. 226). Tales determinaciones debían realizarse por el órgano administrativo encargado del referido 
procedimiento, que fue especialmente creado para atender los reclamos de las personas que alegadamente cumplían con los 
requisitos de dicha norma. (párr. 128)
A partir de dichos antecedentes, este Tribunal considera que para garantizar que efectivamente los peticionarios fueran 
oídos en sus reclamos, a través de este procedimiento especial, era necesario que el órgano encargado de resolver las peticiones 
pudiera analizar el consentimiento de forma completa, porque la ausencia de consentimiento era un requisito determinante 
para acceder a los derechos contemplados en el artículo 31 de la Ley 17.613. Dicho análisis incluye la valoración de todos los 
alegatos de los peticionarios que significaran una afectación al consentimiento, tales como los vicios que lo pudieran invalidar 
y la falta de información veraz y completa por parte de los Bancos de Montevideo y La Caja Obrera. Ese análisis debió tomar 
en cuenta no sólo aquellos elementos que permiten construir el consentimiento, tales como un contrato de administración de 
inversiones o instrucciones particulares para la transferencia, sino también aquéllos que lo podrían invalidar o afectar, como 
lo serían los alegados vicios al consentimiento. (párr. 136)
La Corte considera que, de haberse realizado un análisis completo del consentimiento al resolverse las peticiones 
presentadas al amparo del artículo 31 de la Ley 17.613, el resultado de las decisiones desestimatorias podría haber sido otro. 
(párr. 137)
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Deber de asegurar el acceso a un procedimiento y órgano efectivos e idóneos 
El Tribunal toma nota de la explicación dada por el Estado respecto de las limitaciones impuestas por el principio de 
especialidad en el Uruguay (supra párr. 132), así como de las razones por las cuales a través de dicha ley se decidió que el 
órgano competente para determinar los derechos dispuestos en dicha norma sería un órgano administrativo y no judicial. Al 
respecto, la Corte destaca que a través del referido artículo 31 se otorgaron derechos a determinadas personas que cumplieran 
con los requisitos estipulados en esa norma. El Estado podría haber delegado su determinación en órganos judiciales a través 
de procedimientos ordinarios si solo éstos tenían la competencia para resolver determinados aspectos de la controversia, pero 
en su lugar decidió crear un procedimiento especial y delegar su resolución en un órgano administrativo que alegadamente 
tenía limitaciones para ello. La Corte estima que, al crear un procedimiento especial para determinar los referidos derechos, 
el Uruguay debió garantizar que el órgano al cual le fuera encargada su resolución tuviera la competencia necesaria para 
realizar un análisis completo de los requisitos dispuestos en el artículo 31 de la Ley 17.613. (párr. 140)
En virtud de que en el presente caso ha quedado acreditado que el órgano administrativo decidió no analizar los 
elementos que podrían invalidar o afectar el consentimiento, la Corte considera que ello significó un análisis incompleto del 
tercer requisito del artículo 31 de la Ley 17.613, que incidió directamente en la decisión de acoger o no las peticiones de las 
presuntas víctimas. Cualquier determinación de que había consentimiento sin tener en cuenta elementos que lo pudieran 
afectar o invalidar, tales como los alegados vicios al consentimiento y la falta del deber de informar de forma completa y veraz, 
era incorrecta. (párr. 141)
El Tribunal concluye que el procedimiento administrativo especial resultó inefectivo, a la luz de lo que se tenía que 
determinar (supra párrs. 133 a 136), debido a que el Banco Central realizó un examen incompleto del fondo de las peticiones, 
por lo cual el Estado incurrió en una violación del ámbito material del derecho a ser oído protegido en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de las 539 personas que interpusieron una 
petición bajo el artículo 31 de la Ley 17.613, indicadas en el Anexo sobre víctimas de la presente Sentencia. (párr. 142)
Consideraciones para no estimar víctimas del caso ante la Corte IDH a ciertos peticionarios 
[…] En virtud del objeto del presente caso, así como las razones por las cuales la Corte declaró una violación al ámbito 
material del derecho a ser oído, el Tribunal hace notar que sólo consideró víctimas de este caso a aquellas personas que 
presentaron peticiones ante el Banco Central bajo el artículo 31 de la Ley 17.613, ya sea que las hubieran presentado 
personalmente o las mismas hubiesen sido presentadas en su representación, de lo cual debe existir constancia en el respectivo 
expediente del Banco Central . (párr. 146)
Con respecto a las referidas 179 presuntas víctimas, el Tribunal concluye que no las considerará como víctimas en el 
presente caso debido a que no fue aportada al expediente ninguna prueba que evidencie su participación en el procedimiento 
del cual alegan ser víctimas, teniendo en cuenta las razones por las cuales el Tribunal concluyó que había habido una violación 
del derecho a ser oído comprendido en el artículo 8.1 de la Convención Americana (supra párrs. 133 a 142). Esta conclusión 
no excluye la posibilidad de que en el futuro el Estado, de buena fe, disponga y adopte medidas a favor de dichas personas. 
(párr. 147)
Inadecuada valoración de las pruebas para determinar el consentimiento 
de los peticionarios no constituye por sí sola una vulneración al debido proceso
Con respecto a lo alegado por la Comisión Interamericana y las representantes sobre la aplicación de presunciones para 
determinar el consentimiento, la Corte observa que al aplicar la citada norma el Directorio del Banco Central y el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo no hacen referencia a presunciones de consentimiento. De las decisiones aportadas al expediente 
del presente caso, la Corte ha constatado que dichos órganos analizaron o valoraron la prueba que les fue aportada para 
determinar si había o no consentimiento, otorgándole determinado valor probatorio a elementos tales como la firma de 
contratos generales de administración de inversiones o de instrucciones particulares, o la falta de objeción a los estados de 
cuenta. La Corte no cuenta con los elementos ni le corresponde determinar la legalidad de las normas internas o de las normas 
y usos bancarios por los cuales dichos elementos podían ser interpretados como una manifestación de consentimiento. (párr. 
159)
Por tanto, el Tribunal concluye que el actuar de dichos órganos al pronunciarse sobre el requisito de ausencia de 
consentimiento tomando en cuenta los referidos elementos no constituye por sí solo una violación de las garantías del debido 
proceso de las víctimas. Sin embargo, por otras razones, la Corte concluyó en el apartado B.1 del presente capítulo que en la 
determinación de dicho requisito por el órgano administrativo se configuró una violación al ámbito material del derecho a ser 
oído de las víctimas por no haberse realizado un análisis completo (supra párrs. 133 a 142). En cuanto a lo sostenido por la 
Comisión Interamericana y las representantes de las presuntas víctimas en el sentido que ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo no se analizaron los alegatos y prueba sobre vicios del consentimiento y sobre falta de información completa y 
veraz, la Corte se pronunciará al respecto más adelante al resolver sobre la efectividad del recurso de nulidad ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo (infra párrs. 200 a 220). (párr. 160)
Alegada discriminación por diferencia de trato entre los recurrentes en el ámbito interno
Después de haber analizado la prueba aportada respecto de los procesos ante el Banco Central, la Corte considera que, 
contrario a lo alegado por la Comisión y las representantes, en los 22 casos de peticiones aceptadas no se aplicó un nuevo 
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criterio ni se creó un requisito distinto a lo estipulado en el artículo 31 de la Ley 17.613. Las personas comprendidas en esos 22 
casos lograron probar el requisito de ausencia de consentimiento. […] (párr. 170)
[…] Asimismo, la Corte ha notado que la prueba en la cual se basó el órgano administrativo para considerar acreditada 
la ausencia de consentimiento en la mayoría de los casos fue ofrecida por los propios peticionarios, ya fuera en la petición 
inicial, durante la vista que se les otorgaba del proyecto de resolución elaborado por la Comisión Asesora (supra párr. 85) o al 
presentar el recurso de revocatoria y sustanciarlo (supra párr. 88). (párr. 171)
Una vez determinado que no se configuran los supuestos fácticos en los que se basan la Comisión Interamericana y las 
representantes para alegar las referidas violaciones, la Corte concluye que no ha quedado acreditada la violación al artículo 
8.1 de la Convención Americana por dichos motivos. (párr. 172)
Diferencias entre el artículo 1.1 y el artículo 24 de la Convención Americana
El Tribunal recuerda que mientras la obligación general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y 
garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos en la Convención Americana, el artículo 24 protege el derecho a “igual 
protección de la ley”. Si se alega que un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, el hecho debe 
ser analizado bajo el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si por el contrario la alegada discriminación se refiere a 
una protección desigual de la ley interna, el hecho debe examinarse bajo el artículo 24 de la misma. (párr. 174)
 
En el presente caso, la Corte observa que las representantes alegaron un supuesto tratamiento arbitrario y 
discriminatorio por parte del órgano administrativo encargado de resolver sus peticiones bajo el artículo 31 de la Ley 17.613. 
Tal alegada discriminación debe ser analizada bajo el deber genérico de respetar y garantizar los derechos convencionales sin 
discriminación, reconocido por el artículo 1.1 de la Convención Americana.  (párr. 175)
Inexistencia de un tratamiento arbitrario y discriminatorio 
En primer término, la Corte se remite a lo previamente resuelto con respecto a la alegada “presunción del consentimiento 
y criterios descalificantes” (supra párrs. 159 y 160). La Corte determinó que no se había configurado una violación a las debidas 
garantías en virtud de una alegada aplicación preferencial de un nuevo criterio en beneficio de las personas relacionadas con 
los 22 casos aceptados (supra párrs. 170 a 172). El Tribunal recuerda que concluyó que lo que la Comisión y las representantes 
identifican como un “nuevo criterio” aplicado en beneficio de 22 casos aceptados por el Directorio del Banco Central, se trató 
en realidad del análisis de la ausencia del consentimiento, el cual lograron probar respecto de tres situaciones distintas (supra 
párr. 170). Tal como quedó explicado, en la mayoría de  esos casos aceptados se tuvo por probado que los peticionarios 
procuraron no renovar su participación en el certificado de depósito (supra párr. 170). (párr. 176)
Por tanto, la Corte determinó que, al haber aceptado los referidos 22 casos, no se configuró una violación al debido 
proceso en perjuicio de las presuntas víctimas en este proceso. Consecuentemente, la Corte concluye que tal actuar no 
configura un tratamiento arbitrario y discriminatorio, puesto que se trató del análisis de los requisitos dispuestos en el artículo 
31 de la Ley 17.613 y no de un nuevo criterio aplicado sólo en beneficio de algunos peticionarios. (párr. 177)
No obstante tal conclusión general, la Corte resalta que, a través del procedimiento especial ante el Banco Central, se 
debían determinar los derechos individuales de una cantidad considerable de personas que debían probar que se encontraban 
en la situación estipulada en el artículo 31 de la Ley 17.613. Este procedimiento fue creado especialmente para determinar 
esos derechos, después de lo cual dejaría de existir. Por tanto, era obligación del Estado asegurar que todos obtuvieran 
un pronunciamiento debidamente motivado, de forma tal que permitiera constatar que los criterios para determinar la 
configuración de los requisitos establecidos por el mencionado artículo 31 fueron aplicados de manera objetiva a todos los 
peticionarios.  (párr. 178)
La Corte pasará a analizar si se configuró un trato arbitrario o discriminatorio respecto de presuntas víctimas cuyas 
peticiones hubieren sido rechazadas, a pesar de haberse encontrado en los mismos supuestos de ausencia de consentimiento 
que los 22 casos aceptados por haber procurado no renovar o retirar sus fondos. Lo que corresponde determinar es si alguna de 
las cuatro personas señaladas por las representantes como presuntas víctimas de un tratamiento arbitrario y discriminatorio 
se encuentran en los mismos supuestos que fueron determinantes para la aceptación de cualquiera de los referidos 22 casos. 
La Corte advierte que para que se configure un tratamiento arbitrario o discriminatorio no basta con la sola coincidencia en 
uno y otros casos de elementos tales como los contratos de administración de inversiones, instrucciones particulares o estados 
de cuenta no objetados, puesto que en los casos aceptados habría otros supuestos que fueron considerados determinantes 
para concluir que había ausencia de consentimiento.  (párr. 179)
Vulneración del principio de igualdad y no discriminación 
en relación con el deber de motivar las resoluciones judiciales
[…] Según consta de las decisiones administrativas relativas al caso de la señora Barbani y del referido escrito presentado 
por los miembros de la Comisión Asesora en el proceso penal incoado en su contra (supra párr. 181), en la denegatoria de su 
petición fue determinante el hecho de que la manifestación de su voluntad de retirar su dinero y no renovar fue realizada antes 
de su vencimiento y que tal vencimiento tuvo lugar después de decretada la intervención del Banco de Montevideo. La Corte 
constata que en dos casos que fueron aceptados también se presentó una situación similar en cuanto a la solicitud de retiro y el 
vencimiento.  Adicionalmente, en esos dos casos los peticionarios probaron que el producto financiero (certificados de depósito 
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en el Trade & Commerce Bank) les fue ofrecido con la condición de que podrían retirar los fondos antes del vencimiento. En el 
caso de la señora Barbani Duarte, este Tribunal constató que existe prueba en su expediente ante el Banco Central  de que 
el producto financiero (certificados de depósito en el Trade & Commerce Bank) también tenía la condición de que “podía ser 
retirado en cualquier momento”, y que cuando la señora Barbani Duarte fue a retirar su dinero “el Banco en forma unilateral se 
lo negó” “por instrucciones de Gerencia”. La Corte no encuentra una razón objetiva y razonable que justifique la diferencia del 
tratamiento entre el caso de Alicia Barbani Duarte y los referidos dos casos que fueron aceptados en aplicación de la misma 
norma, por lo que concluye que en el caso de la señora Barbani Duarte no se garantizó una debida motivación que permitiera 
constatar que los criterios para determinar la configuración del requisito de la ausencia del consentimiento fueron aplicados 
de manera objetiva, lo cual constituye una violación de los artículos 1.1 y 8.1 de la Convención Americana. (párr. 183)
[…] De la revisión del expediente de la referida peticionaria aceptada, surge que efectivamente en ese caso se aceptó 
la petición respecto de una participación en certificados de depósito que vencía el 20 de junio de 2002, puesto que no había 
mediado consentimiento para la renovación. La Corte no encuentra una razón objetiva y razonable que justifique la diferencia 
del tratamiento de ambos casos en aplicación de la misma norma, por lo que concluye que en el caso del señor Marenales no 
se garantizó una debida motivación que permitiera constatar que los criterios para determinar la configuración del requisito 
de la ausencia del consentimiento fueron aplicados de manera objetiva, lo cual constituye una violación de los artículos 1.1 y 
8.1 de la Convención Americana. (párr. 184)
Por tanto […] la Corte concluye que se configuró un trato arbitrario o discriminatorio en perjuicio de las víctimas Alicia 
Barbani Duarte y Jorge Marenales, puesto que el Estado no garantizó una debida motivación de las resoluciones del Banco 
Central correspondientes a sus peticiones bajo el artículo 31 de la Ley 17.613 que permitieran constatar que los criterios para 
determinar la configuración del requisito de la ausencia del consentimiento fueron aplicados de manera objetiva, lo cual 
constituye una violación del derecho a un tratamiento sin discriminación, en relación con la garantía procesal de una debida 
motivación, protegidos en los artículos 1.1 y 8.1 de la Convención Americana, en perjuicio de la señora Alicia Barbani Duarte y 
del señor Jorge Marenales. (párr. 185)
Imposibilidad de considerar la alegada falta de información 
en materia probatoria respecto de aquellos que no son víctimas del caso
Las personas aceptadas en esos 22 casos no son presuntas víctimas ante este Tribunal, por lo cual la Corte no puede 
entrar a analizar sus procedimientos salvo que ello fuera necesario para determinar un tratamiento desigual con respecto a 
las presuntas víctimas violatorio de la Convención Americana. En este caso, la Comisión Interamericana y las representantes 
no han alegado que el órgano administrativo hubiere otorgado un tratamiento distinto a declaraciones propuestas por las 
presuntas víctimas, sino que pretenden que esta Corte realice un análisis aislado de la prueba rendida en 22 casos de personas 
que no son presuntas víctimas. (párr. 193)
A partir de las anteriores consideraciones, la Corte concluye que no se configuró una violación de la Convención 
Americana con base en la alegada falta de información en materia probatoria. (párr. 194)
Contenido y alcance del derecho a un recurso efectivo
La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Parte de garantizar, 
a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 
de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. En ese sentido, no pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un 
caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de 
justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial 
mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. (párr. 200)
De otra parte, como lo ha señalado anteriormente el Tribunal, al evaluar la efectividad de los recursos incoados en la 
jurisdicción contencioso administrativa nacional, la Corte debe observar si las decisiones tomadas en aquélla han contribuido 
efectivamente a poner fin a una situación violatoria de derechos, a asegurar la no repetición de los actos lesivos y a garantizar 
el libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por la Convención. El Tribunal no evalúa la efectividad de los recursos 
interpuestos en función a una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima. (párr. 201)
Extensión de la revisión que debe proporcionar un recurso judicial para que sea considerado efectivo
La Corte considera que, para resolver la controversia entre las partes sobre la efectividad de la protección judicial 
en el presente caso, requiere realizar algunas consideraciones relevantes respecto de la extensión de la revisión que debe 
proporcionar un recurso judicial para que sea efectivo, de conformidad con el artículo 25 de la Convención. (párr. 202)
Este Tribunal se referirá a algunos factores relevantes tratándose de casos como el presente, en donde se somete a 
los órganos judiciales el conocimiento de una decisión administrativa previa que se alega violatoria de los derechos de una 
presunta víctima.  Para ello, la Corte toma en cuenta el desarrollo jurisprudencial realizado por  la Corte Europea de Derechos 
Humanos sobre esta materia. Al respecto, el Tribunal considera que resulta importante analizar factores tales como: a) la 
competencia del órgano judicial en cuestión; b) el tipo de materia sobre la cual se pronunció el órgano administrativo, teniendo 
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en cuenta si ésta involucra conocimientos técnicos o especializados; c) el objeto de la controversia planteado ante el órgano 
judicial, lo cual incluye los alegatos de hecho y de derecho de las partes, y d) las garantías del debido proceso ante el órgano 
judicial. Sobre esto último, la Corte ha establecido, a través de su jurisprudencia reiterada, que para que se preserve el derecho 
a un recurso efectivo, en los términos del artículo 25 de la Convención, es indispensable que dicho recurso se tramite conforme 
a las reglas del debido proceso, consagradas en el artículo 8 de la Convención. (párr. 203)
Este Tribunal coincide con la Corte Europea, en términos generales, en entender que existe una revisión judicial suficiente 
cuando el órgano judicial examina todos los alegatos y argumentos sometidos a su conocimiento sobre la decisión del órgano 
administrativo, sin declinar su competencia al resolverlos o al determinar los hechos. Por el contrario, esta Corte estima que 
no hay una revisión judicial si el órgano judicial está impedido de determinar el objeto principal de la controversia, como por 
ejemplo sucede en casos en que se considera limitado por las determinaciones fácticas o jurídicas realizadas por el órgano 
administrativo que hubieran sido decisivas en la resolución del caso. (párr. 204)
A este respecto, resulta relevante destacar que la Corte Europea ha considerado que el recurso es efectivo por contar 
con una revisión judicial suficiente aun cuando el órgano judicial no estuviere facultado para analizar todos los aspectos de 
una decisión administrativa, si aquél es capaz de anular dicha decisión bajo distintos supuestos, entre ellos una incorrecta 
interpretación de los hechos o de la ley. Igualmente, este Tribunal se ha pronunciado sobre un caso en el cual el recurso judicial 
disponible era un recurso de nulidad, encontrando que el mismo resultaba idóneo para la protección de los derechos violados 
en dicho caso. (párr. 210)
Por tanto, la Corte concluye que, en el presente caso, el recurso de nulidad podría haber representado un recurso 
efectivo, en la medida en que la anulación de la decisión administrativa permitiera amparar a las presuntas víctimas contra 
el acto violatorio de sus derechos. En el presente caso, para que el recurso de nulidad fuera efectivo éste tendría que 
conllevar tanto la anulación del acto como la consecuente determinación o, de ser el caso, el reconocimiento de los derechos 
establecidos a través del artículo 31 de la Ley 17.613. El único caso que fue resuelto favorablemente por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo fue el de dos personas que no son presuntas víctimas en el presente caso, y aunque fue aportada 
la sentencia no se presentó información sobre las consecuencias de la anulación de la decisión administrativa en relación con 
el reconocimiento de los derechos otorgados por el artículo 31 de la Ley 17.613. (párr. 211)
El Tribunal no cuenta con los elementos necesarios para analizar si en la ejecución de una sentencia que resuelva un 
recurso de nulidad, específicamente relacionada con la aplicación del artículo 31 de la Ley 17.613, se podría haber configurado 
una inefectividad del mismo, lo cual podría suceder si solamente se anula el acto administrativo y no se determinan o reconocen 
los derechos establecidos en dicha norma. (párr. 212)
Dadas las razones por las cuales la Corte declaró una violación al ámbito material del derecho a ser oído de las presuntas 
víctimas (supra párrs. 133 a 142), el Tribunal encuentra que para que la acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo fuera efectiva, en los términos del artículo 25.1 de la Convención Americana, era necesario que dicho tribunal 
examinara de forma completa si el análisis realizado por el Banco Central respecto del requisito del consentimiento era acorde 
con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 17.613 para la determinación de los derechos otorgados en el mismo. (párr. 216)
Además, el Tribunal observa que en otras 11 de las sentencias aportadas, que resuelven las acciones de nulidad, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo analizó los requisitos estipulados en el artículo 31 y su aplicación por el Banco 
Central, pero los alegatos presentados sobre vicios del consentimiento o la falta del deber de informar no fueron materia de 
una verificación para comprobar si se habían configurado o no. De esta forma, el tribunal encargado de resolver el recurso 
judicial incurrió, al igual que el órgano administrativo (supra párrs. 140 a 142), en un examen incompleto de las peticiones 
sometidas a su conocimiento. (párr. 218)
Por tanto, la Corte concluye que el Estado no garantizó a los demandantes en esos 11 casos (supra párr. 218) un recurso 
judicial que los amparara, de forma efectiva, contra la violación al ámbito material de su derecho de ser oído ante el órgano 
administrativo, para la determinación de los derechos otorgados en el artículo 31 de la Ley 17.613. En consecuencia, la Corte 
declara que el Uruguay violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Daniel Dendrinos Saquieres, Fabiana Lijtenstein, Jean Leroy, Martín 
Guerra, María Ivelice Gigli Rodríguez, Leandro Rama Sienra, Clara Volyvovic, Pablo Raúl Roure Casas, Marta Rodríguez Lois, 
Ángel Notaro, Alba Bonifacino y Thomas Máximo Neuschul. (párr. 220)
La obtención de ciertos resultados positivos por parte de algunas víctimas 
ante la jurisdicción ordinaria no significa que estas vías hayan otorgado un recurso efectivo
 La Corte encontró probado que al menos 136 presuntas víctimas presentaron acciones en la jurisdicción ordinaria 
contra el Banco de Montevideo por, inter alia, incumplimiento de contrato e indemnización por daños y perjuicios. En diez casos 
se condenó al Banco de Montevideo, de los cuales nueve se encuentran firmes (supra párr. 107). (párr. 224)
El Uruguay alegó la existencia de otros “medios de reclamación judicial” que habrían permitido a las presuntas víctimas 
“obtener una sentencia de condena contra [el] Banco de Montevideo SA (en liquidación) que les posibilitara ser incluidos como 
cuotapartistas de[l] Banco de Montevideo – Fondo de Recuperación de Patrimonio Bancario”. […] (párr. 225)
Teniendo en cuenta lo alegado por el Estado y el respaldo probatorio aportado al respecto, lo que la Corte puede entrar 
a analizar en el presente caso sobre los alegados recursos es si estos permitían a los tribunales que los resolverían considerar la 
materia objeto de la controversia en el presente caso […] En contraste, las acciones civiles contra el Banco de Montevideo a las 
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cuales hace referencia el Estado solamente podían dar como resultado la determinación del derecho a ser reconocido como 
acreedor de dichos bancos, por lo cual pasarían también a ser cuotapartistas del Fondo de Recuperación, pero no siempre 
por el monto que alegaban fue transferido sin su consentimiento, sino muchas veces por el monto que el respectivo tribunal 
fijara como indemnización por el incumplimiento de alguna obligación del banco. Si bien dichas acciones permitían un análisis 
del consentimiento de los demandantes así como de la falta del deber de brindar información veraz y completa por parte del 
Banco de Montevideo, la Corte resalta que del acervo probatorio no surge que a través de tales recursos que resolvían las 
demandas contra el Banco de Montevideo se pudiera aplicar el artículo 31 de Ley 17.613 y realizar las determinaciones en él 
dispuestas, ni revisar la actuación del órgano administrativo que se alegó violatoria de las garantías del debido proceso. (párr. 
226)
El hecho que algunas presuntas víctimas hicieran uso de esas vías judiciales, y que hubieran obtenido sentencias 
favorables, no significa que estos recursos eran efectivos en el presente asunto. Ello solo evidencia la búsqueda por parte de 
estas presuntas víctimas de medios alternativos que les permitieran amparar judicialmente al menos parte de los derechos 
dispuestos en el artículo 31 de la Ley 17.613. (párr. 228)
Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que estas acciones ante la jurisdicción ordinaria no 
otorgaban todos los derechos dispuestos a través del referido artículo 31, ni revisaban o modificaban la decisión adoptada 
por el órgano administrativo, por lo cual no pueden ser considerados como recursos efectivos para la materia objeto de este 
caso. (párr. 229)
2. DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículo 21 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Alegada afectación a la propiedad privada por ausencia de la devolución del dinero
[…] Al respecto, las representantes resaltaron que como consecuencia directa de la violación a las garantías judiciales 
por el actuar de la Comisión Asesora “también [se violó] el derecho de propiedad”. Indicaron que “la consecuencia de la 
aplicación incorrecta de criterios por parte de[ la Comisión Asesora] fue la no devolución de [sus] ahorros”, y que “[a]l tratarse 
de un reclamo de dinero que [les] pertenece, la ausencia de devolución del mismo configura la violación al uso y al goce de 
[su] propiedad privada[, …] privación [que] carece de justificación alguna”. (párr. 234)
El Estado alegó que “[n]o hay acto alguno del Estado Uruguayo ni del Banco Central del Uruguay que haya estado 
dirigido a privar a las peticionarias de los fondos que invirtieron, ni a limitarles su disponibilidad”, ya que “se trata del fracaso 
de una inversión particular, realizada […] a través de una institución privada uruguaya”. […] (párr. 235)
La Corte reitera que las presuntas víctimas y sus representantes pueden invocar la violación de otros derechos distintos 
a los ya comprendidos en la demanda mientras ello se atenga a los hechos ya contenidos en la demanda y se realice en el 
momento procesal oportuno (párr. 36). (párr. 236)
Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia un concepto amplio de propiedad que abarca, entre otros, el uso y 
goce de los bienes, definidos como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio 
de una persona. Asimismo, la Corte ha protegido a través del artículo 21 convencional los derechos adquiridos, entendidos 
como derechos que se han incorporado al patrimonio de las personas. (párr. 237)
En el presente caso la Corte no se ha pronunciado con respecto a si las presuntas víctimas cumplen o no con los 
requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley 17.613 para acceder a los derechos establecidos a través de dicha norma, 
ya que no le corresponde realizar tal determinación. Además, todas las decisiones administrativas y judiciales internas en 
relación con tales derechos han sido desestimatorias de las pretensiones de las presuntas víctimas.  A diferencia de otros casos 
en que la Corte ha resuelto una violación del artículo 21 en relación o derivada de las violaciones declaradas de los artículos 
8 y 25, en el presente caso no existe una decisión interna ni una determinación por parte de esta Corte en cuanto a que 
efectivamente a las presuntas víctimas les asistiere la razón en sus reclamos sobre los derechos a que se refiere dicho artículo 
31. Por consiguiente, la Corte no encuentra elementos para declarar una violación del artículo 21 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. (párr. 238)
III. REPARACIONES
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Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana , la Corte ha indicado que toda violación de 
una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente , y que esa disposición 
recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre responsabilidad de un Estado.  (párr. 239)
Parte Lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso son: a) las 539 
personas víctimas de la violación al derecho a ser oído respecto de sus peticiones ante el Banco Central (supra párr. 133 a 142); 
b) la señora Alicia Barbani Duarte y el señor Jorge Marenales, de la violación del derecho a un tratamiento sin discriminación en 
relacion con el derecho a la garantía procesal de una debida motivación en la decisión del Banco Central (supra párrs. 183 a 185), 
y c) Daniel Dendrinos Saquieres, Fabiana Lijtenstein, Jean Leroy, Martín Guerra, María Ivelice Gigli Rodríguez, Leandro Rama Sienra, 
Clara Volyvovic, Pablo Raúl Roure Casas, Marta Rodríguez Lois, Ángel Notaro, Alba Bonifacino y Thomas Máximo Neuschul, de la 
violación al derecho a la protección judicial (supra párrs. 218 a 220). (párr. 242)
Medidas de reparación2. 
La jurisprudencia internacional y en particular de la Corte, ha establecido reiteradamente que la sentencia constituye per 
se una forma de reparación. No obstante, considerando las circunstancias del caso sub judice, y las afectaciones a las víctimas 
derivadas de las violaciones de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, declaradas en su perjuicio, la Corte estima 
pertinente fijar las siguientes medidas. (párr. 243)
Medidas de satisfacción y garantías de no repetición
Garantizar un debido proceso y protección judicial en la determinación de los derechos de las víctimas
La Corte considera que, como consecuencia de las violaciones declaradas en la presente Sentencia, el Uruguay debe 
garantizar que las víctimas de este caso o sus derechohabientes puedan presentar nuevas peticiones respecto de la determinación 
de los derechos establecidos en el referido artículo 31, las cuales deberán ser conocidas y resueltas con las debidas garantías 
por un órgano que tenga la competencia necesaria para realizar un análisis completo de los requisitos dispuestos en la referida 
norma, en los términos establecidos en los párrafos 133 a 142 de la presente Sentencia. En todo caso, la Corte recuerda al Estado 
que, de conformidad con el artículo 25.1 de la Convención Americana y lo determinado en esta Sentencia, tiene la obligación de 
garantizar a las víctimas o sus derechohabientes un recurso judicial efectivo que los ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales. (párr. 248)
Para dar cumplimiento a esta medida de reparación, el Estado deberá determinar, en un plazo de seis meses, el órgano que 
resolverá las nuevas peticiones. Una vez que el Estado determine lo anterior, deberá adoptar las medidas pertinentes para dar a 
conocer a las víctimas del presente caso dicha determinación, así como el procedimiento bajo el cual se examinarán las nuevas 
peticiones y el plazo para presentarlas. En el cumplimiento de esta medida, el Estado deberá tener en cuenta que las víctimas del 
presente caso tienen diferentes nacionalidades y lugares de residencia. […] Asimismo, además de la publicación oficial, deberá 
publicar tal información en un diario de amplia circulación nacional y en las páginas oficiales de internet de los órganos estatales 
que considere pertinentes. (párr. 249)
Para el cumplimiento de esta medida el Estado deberá resolver las nuevas peticiones en un plazo máximo de tres años, 
contado a partir de que determine el órgano encargado de resolver tales peticiones. El Uruguay deberá tomar las previsiones 
necesarias para que las víctimas que sean aceptadas bajo el artículo 31 de la Ley 17.613, luego del examen adecuado de sus 
nuevas peticiones, puedan ser reconocidas como cuotapartistas del Fondo de Recuperación Bancario respectivo y recibir el 
complemento del artículo 27 de la referida Ley. (párr. 250)
[…] [L]a Corte considera que en el presente caso no le corresponde pronunciarse sobre reparaciones de personas no 
identificadas como víctimas. Esta conclusión no excluye la posibilidad de que en el derecho interno se permita que dichas personas 
puedan presentar nuevas peticiones. (párr. 251)
Publicación y difusión de la Sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia:
a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;
b) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y
c) la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial. (párr. 252)
Indemnización Compensatoria por daño inmaterial
Las representantes solicitaron en su escrito de alegatos finales que la Corte ordene al Estado el pago de “una indemnización 
apropiada” por “[e]l daño moral sufrido que se solicita sea un 33% del capital depositado”. Asimismo, en cuanto al impacto de las 
violaciones, enfatizaron que las víctimas a quienes representan “incluye a 80 personas de 70 a 97 años, una de ellas no vidente, 
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para las cuales este tema les ha privado de una vejez digna”.  (párr. 255)
Por tanto, la Corte no considera procedente una indemnización inmaterial basada en el monto de los alegados depósitos 
de las víctimas. No obstante, la Corte debe reconocer que las violaciones a los derechos a las garantías judiciales y protección 
judicial declaradas en esta Sentencia (supra párrs. 140 a 142, 183 a 185 y 218 a 220), produjeron un daño inmaterial, propio de 
la incertidumbre en la determinación de sus derechos. Es propio de la naturaleza humana que toda persona que padece una 
violación a sus derechos humanos experimente un sufrimiento. (párr. 259) 
En consecuencia, la Corte fija en equidad una compensación de US$ 3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de 
América), como indemnización por daño inmaterial. El mencionado monto deberá ser entregado a cada víctima indicada en el 
Anexo de la presente Sentencia, o a su derechohabiente dentro de un plazo de un año a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. (párr. 260)
Otras pretensiones de reparación
La Comisión “solicit[ó] a la Corte que fije en equidad el monto de la indemnización correspondiente al daño emergente y 
lucro cesante, en uso de sus amplias facultades en esta materia”. (párr. 261)
Por su parte, las representantes solicitaron que el Estado “[p]ag[ue] una indemnización compensatoria apropiada del 
daño sufrido por las violaciones declaradas […], en perjuicio de las víctimas”. Conforme a las representantes “una indemnización 
apropiada” en este caso supondría: 
i) “[l]a restitución de todo el capital depositado por cada un[a de las víctimas] en el BM y que se encontraba en certificados 
de depósito del TCB”;
ii) “[l]os daños y perjuicios generados por los años en que los legítimos titulares de los dineros ahorrados no pudieron hacerse 
de los mismos, que son el interés legal del dinero”, y
iii) “[l]a desvalorización del dólar respecto del peso uruguayo entre 2002 y 2011 que es aproximadamente el 50 % de su valor”.  
(párr. 262)
La Corte reitera que no se pronunció con respecto a la pretensión de las víctimas a que se les concedan los derechos 
establecidos en el artículo 31 de la Ley 17.613, por lo cual las referidas solicitudes de reparación de la Comisión Interamericana y las 
representantes son incompatibles con las violaciones declaradas en la presente Sentencia. El Tribunal ya determinó que la medida 
que repara adecuadamente las violaciones declaradas en el presente caso, es la relativa a que se les permita presentar nuevas 
peticiones respecto de la determinación de los derechos establecidos en el referido artículo 31 (supra párrs. 248 a 251). (párr. 265)
Costas y gastos3. 
[…] En cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual 
comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante 
el Sistema Interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional 
de protección de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tomando en 
cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 270) 
En el presente caso el Tribunal observa que las representantes no remitieron prueba alguna que acreditara el monto de las 
costas y gastos en que éstas o las víctimas hubieran podido incurrir en el trámite del presente caso. (párr. 271)
No obstante lo anterior, tal como lo ha hecho en otros casos, el Tribunal puede inferir que las representantes incurrieron en 
gastos en la tramitación del caso ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Teniendo en cuenta lo anterior y ante la 
falta de comprobantes de estos gastos, la Corte fija, en equidad, que el Estado debe entregar la cantidad total de US$ 20.000,00 
(veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda uruguaya, por concepto de costas y gastos en el 
litigio del presente caso. La Corte hace notar que las representantes no indicaron a quién o quiénes se debía reintegrar las costas 
y gastos. Al respecto, el Tribunal determina que el Estado deberá entregar dicha cantidad, en partes iguales, a las señoras Alicia 
Barbani Duarte y María del Huerto Breccia, representantes de la mayoría de las víctimas ante esta Corte. Igualmente, señala que 
en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la presente Sentencia podrá disponer el reembolso a las víctimas o sus 
representantes, por parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 272)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados4. 
El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño inmaterial y el reintegro de costas y gastos, 
directamente a las personas indicadas en la Sentencia, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación del presente 
Fallo, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 273)
El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en 
una cantidad equivalente en moneda uruguaya, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que esté vigente en la bolsa 
de Nueva York, el día anterior al pago. (párr. 275)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos deberán ser 
entregadas a las personas indicadas en forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones derivadas de 
eventuales cargas fiscales. (párr. 278)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en el Uruguay. (párr. 279)
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Caso: Fleury y otros vs. Haití
Sentencia Nº: Serie C N° 236
Fecha de Sentencia: 23 de noviembre de 2011
Víctima: Lysias Fleury, Rose Benoit Fleury, Rose M. Fleury, Flemingkov
Fleury y Heulingher Fleury
Estado parte: Haití
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_236_esp.pdf
En el año 2002, existía en Haití un contexto de polarización política, inseguridad pública y de deficiencia institucional 
generalizada. En este escenario, la Policía Nacional de Haití llevaba a cabo de manera constante detenciones ilegales, infligiendo 
torturas y malos tratos a los detenidos durante los arrestos. Las denuncias presentadas por las presuntas víctimas de estas 
prácticas carecían de efectividad y rara vez culminaban en procedimientos y sanciones a los responsables, lo que generaba 
en la población una percepción de impunidad.
Lysias Fleury, ciudadano haitiano de 39 años, trabajaba para la organización no gubernamental Comisión Episcopal 
Nacional de Justicia y Paz como defensor de los derechos humanos y consejero jurídico, siendo además consultor en un bufete 
jurídico especializado en conflictos rurales. En el desempeño de sus funciones como defensor, representaba a víctimas de 
violencia doméstica, agresiones sexuales, secuestro y detenciones ilegales, colaboraba además en la redacción de reportes y 
en la formulación de recomendaciones relativas a las violaciones a los derechos humanos en el sistema penal de Haití.
El 24 de junio de 2002, dos policías y otros tres hombres, ingresaron al domicilio del señor Fleury, donde se encontraba 
con su esposa e hijos, argumentando que se les había informado que éste había adquirido una bomba de agua robada. El 
señor Fleury negó la acusación, sin embargo, los policías lo detuvieron sin mediar orden judicial. Al momento de la detención se 
identificó como abogado y defensor de derechos humanos, ante lo cual los policías lo amenazaron e intimidaron; fue golpeado 
en la cara con una pistola y recibió repetidos golpes en la cabeza.
El señor Fleury no fue informado de los motivos de su detención y permaneció detenido durante 17 horas, sin alimentación 
ni agua en una celda compartida con otras siete personas privadas de libertad. Además, fue obligado a limpiar con sus manos 
los excrementos de su celda y nuevamente golpeado dentro de la celda, lo que le significó hematomas en todo el cuerpo, 
fracturas y la perforación de su tímpano.
Posteriormente, fue obligado a firmar una declaración en la que afirmaba no haber sido maltratado por la policía, sino 
por el Consejo de Administración de las Secciones Comunales, luego de lo que fue puesto en libertad el día 25 de junio.
Tras ser dejado en libertad, fue recogido por su esposa y miembros de la Comisión Episcopal y llevado al Hospital de  
Haití, donde constató sus lesiones. El padre Jan Hanssens –miembro de la Comisión Episcopal- presentó una denuncia ante el 
Inspector General de la Policía para que se iniciara una investigación en contra de los agentes implicados en los actos de tortura 
contra el señor Fleury, no recibiendo respuesta alguna. Asimismo, presentó un escrito ante el “Commissaire du Gouvernement” 
de Puerto Príncipe y solicitó al Ministerio Público que entablara una acción penal en contra de los policías. Ambas diligencias 
no tuvieron éxito y hasta la fecha no se ha iniciado investigación alguna ni se han aplicado sanciones disciplinarias en contra 
de los agentes de seguridad pública.
Hacia finales de 2002, el señor Fleury retomó su trabajo, pero no pudo vivir con su familia pues temía por su vida y por 
la de su familia. Sólo pudo visitar a su esposa en contadas ocasiones y hasta el año 2004 no pudo ver a sus hijos; año en el que 
intentó volver a su hogar sin resultados favorables dada la persecución policial. 
El año 2007, al concurrir a Estados Unidos para participar en una audiencia ante la Comisión Interamericana relativa a 
su caso, el señor Fleury decidió solicitar la condición de refugiado y no volver a Haití. La familia del señor Fleury llegó a Estados 
Unidos en mayo de 2009.
La Corte IDH declaró que el Estado es responsable por la violación del derecho a la libertad personal (artículos 7.1, 7.2, 
7.3 y 7.4), a la integridad personal (artículos 5.1 y 5.2), a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 25.1) en 
contra del señor Fleury. Asimismo, declaró que el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
en perjuicio de la esposa e hijos del señor Fleury, del derecho de circulación y residencia (artículo 22.1) en perjuicio del señor 
Fleury y su familia, así como por la violación de la libertad de asociación en perjuicio de Lysias Fleury (artículo 16).
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL
Artículos 7.1, 7.2, 7.3 y 7.4 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Requisitos requeridos por la Convención para la legitimidad 
de las detenciones: legalidad, ausencia de arbitrariedad y proporcionalidad
Para los efectos del artículo 7.2 de la Convención, una detención, sea por un período breve, o una “demora”, así sea con 
meros fines de identificación, constituyen formas de privación a la libertad física de la persona y, por ende, en tanto limitación 
a la misma debe ajustarse estrictamente a lo que la Convención Americana y la legislación interna establezcan al efecto, 
siempre y cuando ésta sea compatible con la Convención. Es decir, el artículo 7.2 de la Convención remite automáticamente 
a las disposiciones legales y constitucionales a nivel interno, por lo que cualquier requisito establecido en éstas que no sea 
cumplido, haría que la privación de libertad sea ilegal y contraria a la Convención Americana. (párr.54)
La Constitución de Haití de 1989 establece el derecho a la libertad personal en las siguientes disposiciones:
Artículo 24.1: Nadie puede ser procesado, arrestado o detenido excepto en los casos que determina la ley y de la 
manera prescrita por la misma.
Artículo 24.2: Excepto cuando el responsable de un delito es sorprendido en delito flagrante, nadie puede ser arrestado 
o detenido excepto mediante orden por escrito emitida por un funcionario competente.
Artículo 24.3: Para que una orden de este tipo pueda ponerse en práctica, deben cumplirse los siguientes requisitos:
[…]
(párr. 55) 
En el presente caso, el Tribunal observa que el señor Fleury fue detenido sin que fuera emitida o le fuera presentada una 
orden de arresto (“mandat d’arrêt”), que contuviera la justificación del mismo y la disposición legal que indique una sanción 
asociada a un delito previamente tipificado en la legislación penal haitiana (supra párr. 35). El señor Fleury tampoco fue privado 
de libertad durante la comisión de un delito en flagrancia. Además, según fue señalado por las partes y no controvertido por el 
Estado, el arresto del señor Fleury se llevó a cabo a las 19:00 horas (supra párr. 33), es decir fuera del horario establecido por la 
Constitución para tales efectos. Por lo tanto, la detención del señor Fleury fue manifiestamente contraria a lo dispuesto en la 
legislación interna y, por lo tanto, ilegal, en violación del artículo 7.2 de la Convención Americana. (párr. 56)
En cuanto a la arbitrariedad de la detención, el artículo 7.3 de la Convención establece que “nadie puede ser sometido 
a detención o encarcelamiento arbitrarios”. Sobre esta disposición, en otras oportunidades la Corte ha considerado que nadie 
puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aún calificados de legales- puedan reputarse 
como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, 
imprevisibles, o faltos de proporcionalidad. (párr.57)
Respecto del artículo 7.3, este Tribunal ha establecido que, si bien cualquier detención debe llevarse a cabo de 
conformidad con los procedimientos establecidos en la ley nacional, es necesario además que la ley interna, el procedimiento 
aplicable y los principios generales expresos o tácitos correspondientes sean, en sí mismos, compatibles con la Convención. 
Sin embargo, como lo ha establecido el Comité de Derechos Humanos, “no se debe equiparar el concepto de “arbitrariedad” 
con el de “contrario a ley”, sino que debe interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de incorrección, 
injusticia e imprevisibilidad. (párr.58)
Toda causa de privación o restricción al derecho a la libertad personal no sólo debe estar prevista en la ley, en los 
términos del artículo 7.3 de la Convención, su finalidad debe ser legítima y compatible con la Convención y no debe ser una 
consecuencia del ejercicio de derechos. En este caso, el señor Fleury no fue detenido en una situación de flagrancia y su 
detención por parte de la PNH nunca persiguió el objetivo de formularle cargos o de ponerlo a disposición de un juez por 
la supuesta o posible comisión de un hecho ilícito […] Por ello, el señor Fleury fue detenido arbitrariamente, en violación del 
artículo 7.3 de la Convención. (párr.59)
Derecho del detenido a ser informado de las razones de 
la detención y a ser notificado por escrito de los cargos
En un caso en que se alegue la violación del artículo 7.4 de la Convención, se deben analizar los hechos bajo el derecho 
interno y la normativa convencional, puesto que la información de los “motivos y razones” de la detención debe darse “cuando 
ésta se produce” y dado que el derecho contenido en aquella norma implica dos obligaciones: i) la información en forma oral 
o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la notificación, por escrito, de los cargos. En el presente caso, el Estado no 
informó al señor Fleury de las “razones” de su detención ni le notificó los “cargos” en su contra, por lo que, además de ilegal, su 
detención constituyó una violación del derecho reconocido en el artículo 7.4 de la misma. (párr.60)
Derecho del detenido a ser llevado sin demora ante un juez
El artículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de una persona debe ser sometida sin demora a revisión 
judicial. En este sentido, la Corte ha señalado que el control judicial inmediato es una medida tendiente a evitar la arbitrariedad 
o ilegalidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado de Derecho corresponde al juzgador garantizar los 
derechos del detenido, autorizar la adopción de medidas cautelares o de coerción cuando sea estrictamente necesario y 
procurar, en general, que se trate al inculpado de manera consecuente con la presunción de inocencia. (párr.61)
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[…] Es claro que toda persona sometida a cualquier forma de privación de la libertad debe ser puesta a disposición de las 
autoridades competentes, para asegurar, entre otros, sus derechos a la libertad personal, integridad personal y las garantías 
del debido proceso, lo cual debe ser realizado inmediatamente y en el plazo máximo de detención legalmente establecido, que 
en Haití sería de 48 horas. De tal manera, corresponde a las autoridades policiales o administrativas demostrar si existieron 
razones o circunstancias legítimas para no haber puesto, sin demora, a la persona a disposición de las autoridades competentes 
[…]. (párr.63)
Por todo lo anterior, el Tribunal declara que el Estado violó el derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 7.1, 
7.2, 7.3 y 7.4 de la Convención, en relación con la obligación de respetar ese derecho, contenida en el artículo 1.1 de la misma, 
en perjuicio del señor Fleury. (párr. 64)
2. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL
Artículo 5 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Consideraciones generales sobre el artículo 5 de la Convención 
El artículo 5.1 de la Convención consagra en términos generales el derecho a la integridad personal, tanto física, psíquica como 
moral. Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de someter a alguien a torturas 
o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como el derecho de toda persona privada de libertad a ser tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. La Corte entiende que cualquier violación del artículo 5.2 de la 
Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la misma. (párr. 68)
La Corte se referirá a continuación a: 1) los alegados actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes 
cometidos contra el señor Fleury; 2) las condiciones en que estuvo detenido el señor Fleury, y 3) la alegada violación del 
derecho a la integridad personal en perjuicio de los familiares del señor Fleury. El alegado incumplimiento de la obligación de 
investigar dichos hechos será abordada en el capítulo relativo a los derechos a las garantías y a la protección judicial del señor 
Fleury y de sus familiares. (párr. 69)
Prohibición de la tortura como norma de ius cogens
En primer lugar, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido de que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. La prohibición absoluta 
de la tortura, tanto física como psicológica, pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. Dicha prohibición subsiste 
aun en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros 
delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interno, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad 
política interna u otras emergencias o calamidades públicas. (párr.70)
Los tratados de alcance universal  y regional  consagran tal prohibición y el derecho inderogable a no ser sometido a 
ninguna forma de tortura. Igualmente, numerosos instrumentos internacionales consagran ese derecho y reiteran la misma 
prohibición, incluso bajo el derecho internacional humanitario. (párr. 71)
Derecho a la integridad: tortura y otro tipo de tratos crueles, inhumanos o degradantes
Ahora bien, para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como “tortura”, 
de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato: a) es 
intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se cometa con cualquier fin o propósito. (párr.72)
Además, la Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas 
connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los 
tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación concreta. (párr. 
73)
Límites al uso de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad
En cuanto al uso de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad, esta Corte ha señalado que el mismo debe atenerse 
a criterios de motivos legítimos, necesidad, idoneidad y proporcionalidad. Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la 
fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la 
dignidad humana, en violación del artículo 5 de la Convención Americana. (párr.74)
Obligación del Estado de proveer una explicación 
satisfactoria ante las afectaciones a la salud de privados de libertad
En cualquier caso, la jurisprudencia de este Tribunal también ha señalado que siempre que una persona es detenida 
en un estado de salud normal y posteriormente aparece con afectaciones a su salud, corresponde al Estado proveer una 
explicación creíble de esa situación. En consecuencia, existe la presunción de considerar responsable al Estado por las lesiones 
que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales. En dicho supuesto, recae en el Estado la obligación 
de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, 
mediante elementos probatorios adecuados. (párr.77)
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Actos de tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes 
en el marco de una detención ilegítima de un defensor de los derechos humanos
De acuerdo con la descripción de los actos de violencia que sufrió el señor Fleury por parte de agentes de la Policía 
de Haití y, en ese contexto, no cabe la menor duda que los mismos fueron cometidos intencionalmente y que le provocaron 
severos sufrimientos y secuelas físicas. En tales circunstancias, muchos de esos actos pueden ser ostensiblemente calificados 
como formas de tortura y otros como tratos crueles, inhumanos y degradantes. (párr. 78)
Además, según los hechos denunciados, los maltratos cometidos en su contra tenían como finalidad humillarlo y 
castigarlo por su carácter de defensor de derechos humanos. Esta circunstancia es revelada por las alusiones constantes que 
hacían miembros de la PNH a tal condición al momento de someterlo a los abusos físicos (supra párr. 36). Al respecto, el señor 
Fleury declaró que al momento de su detención, luego de que se identificara como defensor de derechos humanos, uno de los 
policías lo habría amenazado (supra párr. 34) y que cuando le ordenaron limpiar la celda, le manifestaron: “la persona que se 
dice de los derechos humanos va a limpiar la celda”. (párr. 79)
Deber del Estado de tomar medidas especiales de  protección 
respecto de los defensores y defensoras de derechos humanos 
Con respecto a la condición profesional de defensor de derechos humanos del señor Fleury, esta Corte reitera que el 
cumplimiento del deber de crear las condiciones necesarias para el efectivo goce y disfrute de los derechos establecidos en la 
Convención, está intrínsecamente ligado a la protección y al reconocimiento de la importancia del papel que cumplen las y los 
defensores de derechos humanos, cuya labor es fundamental para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de Derecho. 
Además, resulta pertinente resaltar que las actividades de vigilancia, denuncia y educación que realizan las defensoras y los 
defensores de derechos humanos contribuyen de manera esencial a la observancia de los derechos humanos, pues actúan 
como garantes contra la impunidad. (párr.80)
En ese sentido, este Tribunal recuerda que la defensa de los derechos humanos sólo puede ejercerse libremente cuando 
las personas que la realizan no son víctimas de amenazas ni de cualquier tipo de agresiones físicas, psíquicas o morales u otros 
actos de hostigamiento. Para tales efectos, los Estados tienen la obligación de adoptar medidas especiales de protección de 
las defensoras y defensores, acordes con las funciones que desempeña, contra los actos de violencia que regularmente son 
cometidos en su contra, y entre otras medidas, deben protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados 
a su vida e integridad y generar las condiciones para la erradicación de violaciones por parte de agentes estatales o de 
particulares e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad. (párr.81)
Por lo anterior, la Corte concluye que el señor Lysias Fleury fue torturado y sometido a tratos crueles, inhumanos y 
degradantes en las instalaciones de la Subcomisaría de Bon Repos por funcionarios de la Policía Nacional de Haití. Por ello, el 
Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, reconocido en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana, en perjuicio del señor Fleury. (párr. 82)
Deber del Estado de garantizar condiciones mínimas de detención compatibles con la dignidad personal
Este Tribunal ha señalado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda persona privada de 
libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal. En este sentido, los Estados 
no pueden invocar privaciones económicas para justificar condiciones de detención que no cumplan con los estándares 
mínimos internacionales en esta área y no respeten la dignidad del ser humanos. (párr.83)
Esta Corte ha indicado que como responsable de los establecimientos de detención, el Estado se encuentra en una 
posición especial de garante de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia. En ese mismo sentido, ante esta 
relación e interacción especial de sujeción, el Estado debe asumir una serie de responsabilidades particulares y tomar diversas 
iniciativas especiales para garantizar a las personas detenidas o retenidas las condiciones necesarias para contribuir al goce 
efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna circunstancia pueden restringirse o de aquéllos cuya restricción no deriva 
necesariamente de la privación de libertad y que, por tanto, no es permisible, incluyendo el derecho a la vida, a la integridad 
personal y el debido proceso . Su falta de cumplimento puede resultar en una violación de la prohibición absoluta de aplicar 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. (párr. 84)
Asimismo, el Tribunal ha considerado que la detención en condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación y luz 
natural, sin cama para el reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o con restricciones 
indebidas al régimen de visitas, constituyen una violación a la integridad personal. En ese mismo sentido, las Reglas Mínimas 
de Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos establecen criterios básicos para interpretar el contenido del derecho 
de las personas privadas de la libertad a un trato digno y humano. Esas reglas incluyen, entre otras, la prohibición estricta de 
las penas corporales, de los encierros en celdas oscuras, así como las normas básicas respecto al alojamiento e higiene. (párr. 
85)
En las circunstancias del presente caso, el señor Fleury fue detenido en una celda con hacinamiento, sin ventilación, sin 
instalaciones sanitarias y condiciones de higiene adecuadas y sin acceso a alimentos o agua potable. Independientemente del 
tiempo de detención, toda persona en situación de detención debe ser tratada con el debido respeto a su dignidad. (párr.86)
Esta Corte constata que las condiciones de detención que enfrentó el señor Fleury no se ajustan a los estándares 
mínimos de detención exigidos por los instrumentos internacionales por lo que el Estado es responsable por la violación del 
artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. (párr. 87)
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Afectación de la integridad personal de los familiares de la víctima
La Corte observa que familiares del señor Fleury habrían sido afectados por su situación de diversas formas, a saber: 
a) su esposa e hija mayor fueron testigos de su detención y de los maltratos que los caracterizaron, situación que provocó 
una angustia y un sufrimiento moral y psíquico importante; b) la señora Fleury tuvo que observar el estado en el cual se 
encontraba su marido al salir de la Subcomisaría donde había sido torturado; c) la señora Fleury y sus hijos sufrieron un 
intenso padecimiento moral al haber estado separados de su esposo y padre durante los años en que él tuvo que esconderse 
por miedo a las represalias; d) la familia nuclear del señor Fleury vivió durante años sometida a la ansiedad y angustia de 
sentirse vigilados por personas extrañas que lo buscaban, y e) la esposa y los hijos del señor Fleury tuvieron que migrar de 
Haití para encontrarse con él, afectando en gran medida sus referencias de identidad cultural. En particular, la esposa del 
señor Fleury experimentó frustración en sus proyectos de vida profesional. (párr. 88)
Por todo lo anterior, este Tribunal declara que el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad 
personal, en los términos del artículo 5.1 de la Convención Americana, en perjuicio de su esposa Rose Benoit Fleury, su hija 
Rose M. y Flemingkov Fleury y su hijo Heulingher Fleury. (párr. 89)
3. DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA
Artículo 22.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Contenido y alcance del derecho de circulación y residencia
El Tribunal ha establecido en anteriores oportunidades que el derecho de circulación y de residencia, reconocido en el 
artículo 22.1 de la Convención, es una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona, que incluye: a) el derecho 
de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él y escoger su lugar de residencia, y b) el 
derecho de éstos de ingresar, permanecer y salir del territorio del Estado sin interferencia ilegal. Así, el disfrute de este derecho 
no depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea circular o permanecer en un lugar. Asimismo, la 
Corte ha considerado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado 
no ha establecido las condiciones, ni provisto los medios adecuados para ejercerlo. En ese sentido, el derecho de circulación y 
de residencia puede resultar afectado cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las 
garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas 
y hostigamientos provienen de actores no estatales. (párr.93)
En este caso, si bien no consta que el Estado ha restringido de manera formal la libertad de circulación y de residencia 
de los miembros del núcleo familiar del señor Lysias Fleury, los hechos establecidos llevan inequívocamente a la conclusión de 
que la Corte estima que dicha la libertad de circulación y de residencia se encuentra limitada por una grave restricción de facto, 
que se origina en las amenazas y hostigamientos que han provocado su salida del país, así como el temor fundado generado 
por todo lo ocurrido al señor Fleury, aunado a la falta de investigación y enjuiciamiento de los responsables de los hechos, lo 
que los ha mantenido alejados de su comunidad. Esta situación puede estar asimismo comprendida en la interpretación que 
la Corte ha dado al artículo 22.1 de la Convención. (párr.94)      
Con base en las anteriores consideraciones, la Corte declara que el Estado es responsable por la violación del derecho 
de circulación y de residencia reconocido en el artículo 22.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Lysias Fleury, de Rose Lilienne Benoit Fleury, y de Rose, Metchnikov y Flemingkov Fleury. (párr. 96)
4. DERECHO A LA LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
Artículo 16 de la Convención Americana
Obligaciones positivas y negativas del Estado ante la libertad de asociación
El artículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo la jurisdicción de los Estados Partes tienen 
el derecho y la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que limiten o 
entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización 
común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad. (párr.99)
Al igual que las obligaciones negativas referidas, la Corte Interamericana ha observado que de la libertad de asociación 
también “se derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados contra la misma, proteger a quienes la ejercen e investigar 
las violaciones de dicha libertad”. Al respecto, este Tribunal ha establecido que los Estados tienen el deber de facilitar los medios 
necesarios para que los defensores de derechos humanos realicen libremente sus actividades; protegerlos cuando son objeto 
de amenazas para evitar los atentados a su vida e integridad; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización 
de su labor, e investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad. (párr.100)
[…] [H]ay elementos suficientes para considerar que las violaciones ocasionadas al señor Fleury tuvieron relación con 
su trabajo de defensor de derechos humanos, por lo que los hechos del caso tuvieron como consecuencia que no pudiera 
continuar ejerciendo su libertad de asociación en el marco de esa organización. Es decir, el Estado no garantizó su libertad de 
asociación, en violación del artículo 16 de la Convención. (párr. 102)
III. REPARACIONES
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5. ACCESO A LA JUSTICIA: DERECHOS A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Deber de proveer recursos judiciales efectivos y de investigar, juzgar y sancionar a los responsables
La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las personas que 
aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad 
con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, 
de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (artículo 1.1). (párr. 105)
Además, el Tribunal ya ha afirmado que la obligación de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
violaciones de derechos humanos se encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar 
los derechos reconocidos en la Convención, de conformidad con el artículo 1.1 de la misma. Este deber es una obligación que 
debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser 
infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. (párr. 106)
Deber de que las víctimas y sus familiares cuenten con amplias posibilidades 
de actuación en los procesos judiciales sobre violaciones a los derechos humanos
La Corte ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de violaciones de derechos 
humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en 
procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación. A la 
luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, 
una investigación seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y 
orientados a la determinación de la verdad. (párr.107)
Deber de efectuar una investigación pronta, exhaustiva, 
imparcial, independiente y dentro de un plazo razonable
Es decir, las autoridades administrativas o judiciales no llevaron a cabo una investigación pronta, exhaustiva, imparcial, 
independiente y dentro de un plazo razonable de los hechos, lo que evidentemente ha imposibilitado que se determine, 
individualice y procese a los responsables de los hechos, a pesar de contar con elementos claros para ello, como era el propio 
testimonio del señor Fleury. (párr. 110)
Además, la Corte observó el contexto en que se enmarcan los hechos del presente caso: las investigaciones por abusos 
cometidos por funcionarios de las fuerzas de seguridad haitiana no eran efectivas y raras veces las denuncias presentadas por 
presuntas víctimas desembocan en procedimientos y sanciones a los responsables de esos hechos, lo que favorecía y propiciaba 
la impunidad (supra párr. 29). (párr. 111)
Acceso a la justicia de la víctima y sus familiares y su relación con la situación de impunidad
De tal manera, los responsables de los actos de tortura y tratos crueles y degradantes infligidos al señor Fleury 
continúan gozando de plena impunidad. Más aún, habría personas señaladas como autores de esos hechos que continuarían 
desempeñándose como funcionarios de la PNH (supra párr. 49). (párr. 112)
En este caso, además, la falta de acceso a la justicia sufrida por el señor Fleury ha afectado a sus familiares, pues durante 
los meses y años posteriores a su detención, la familia ha vivido con temor a represalias de los autores (supra párrs. 41 y 42), lo 
cual se vio favorecido por la señalada situación de impunidad. No obstante, si bien a los familiares les pudo afectar la impunidad, 
no intentaron recursos. (párr. 113)
Por todo lo anterior, el Tribunal declara que el Estado violó el derecho de acceso a la justicia, reconocido en los artículos 
8.1 y 25 de la Convención, en relación con la obligación de respetar esos derechos establecidos en el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio del señor Fleury. (párr. 114)
Con base en lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana , la Corte ha indicado que toda violación de una 
obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente , y que esa disposición recoge 
una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 
responsabilidad de un Estado. (párr. 115)
Parte lesionada1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho reconocido en la misma. Por lo tanto, esta Corte considera como “parte 
lesionada” al señor Lysias Fleury así como a sus familiares, a saber: su esposa Rose Benoit Fleury, sus hijas Rose M. y Flemingkov 
Fleury y su hijo Heulingher Fleury, por lo que serán considerados beneficiarios de las reparaciones que ordene esta Corte. (párr. 
118)
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Obligación de investigar los hechos2. 
[…] [L]a Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la impunidad 
en este caso, e iniciar las investigaciones que sean necesarias para determinar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
los hechos perpetrados contra el señor Lysias Fleury. El Estado debe dirigir y concluir las investigaciones y procesos pertinentes 
en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los mismos, así como individualizar y procesar, y en su caso 
sancionar, a todos los responsables de los hechos. Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán ser 
públicamente divulgados para que la sociedad haitiana conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. 
(párr.120)
En cuanto a la investigación de los actos de tortura, es importante que las autoridades competentes tomen en consideración 
las normas internacionales de documentación e interpretación de los elementos de prueba forense respecto de la comisión de 
actos de tortura y particularmente las definidas en el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (“el Protocolo de Estambul”). (párr.121)
Medidas de satisfacción y garantías de no repetición3. 
Medidas de satisfacción 
En este caso la Corte estima suficiente, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado publique, en el plazo de seis 
meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
 el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;a) 
  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación b) 
nacional, y
  la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio webc)  oficial. (párr.125)
Garantías de no repetición
Medidas de capacitación para funcionarios públicos
En mérito de lo constatado en el expediente, la Corte determinó que las violaciones a los derechos del señor Fleury se 
caracterizaron por acciones y omisiones particularmente de funcionarios de la Policía Nacional de Haití, por lo que el Tribunal 
establece que el Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva disposición presupuestaria, un programa o 
curso obligatorio como parte de la formación general y continua de la Policía Nacional de Haití, en todos los niveles jerárquicos, 
que contemple, entre otros, cursos o módulos sobre los estándares nacionales e internacionales en derechos humanos, 
particularmente en, de uso proporcional de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad del Estado, de tratamiento adecuado 
a las personas detenidas y en materia de investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes y tortura. (párr.129)
Además, el Tribunal constató las violaciones a los derechos del señor Fleury por no haber tenido acceso efectivo a la 
justicia. Por ende, la Corte dispone que el Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, un programa o curso obligatorio como parte de la formación general y continua de los operadores judiciales 
haitianos, que contemple entre otros, cursos o módulos sobre los estándares nacionales e internacionales en derechos humanos 
y particularmente en materia de arrestos, de detenciones, de investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de arrestos o 
detenciones ilegales, de tratos crueles, inhumanos o degradantes y de tortura. (párr.130)
Fortalecer mecanismos de rendición de cuentas
Con respecto a los mecanismos de rendición de cuentas de los integrantes de la Policía Nacional de Haití, esta Corte 
constata que la Comisión Interamericana ha recomendado en su observaciones del año 2007 sobre su visita a Haití que se 
fortalezcan los órganos internos de control de la PNH, tales como la Oficina del Inspector General de la PNH, y que se revisen 
los procedimientos de investigación de los funcionarios que puedan estar implicados en violaciones a los derechos humanos. 
También recomendó que se mejorara la coordinación entre los funcionarios judiciales del Estado y su poder judicial a fin de 
asegurar investigaciones efectivas e independientes de los abusos de los derechos humanos cometidos por miembros de las 
fuerzas de seguridad haitiana. (párr. 131)
[…] Teniendo en cuenta los procesos de cooperación internacional que puedan existir en la materia, y para que hechos 
como los del presente caso no se repitan, el Estado deberá adoptar las decisiones institucionales y dar las instrucciones que 
correspondan para revisar y fortalecer sus mecanismos y órganos de rendición de cuentas de miembros de la Policía Nacional 
de Haití que puedan estar involucrados en violaciones a los derechos humanos. (párr.132)
Indemnizaciones4. 
Daño material
La Corte observa que, de la información remitida por las partes, se pueden distinguir los siguientes rubros respecto del 
lucro cesante de la víctima: a) pérdida de ingresos por las actividades del señor Fleury con la organización Comisión Episcopal de 
Justicia y Paz, y b) pérdida de ingreso por la actividad el señor Fleury ante la firma de abogados Roudy, Aly, Woodson Bertrand 
[…]. (párr.136)
En cuanto al daño emergente, la Corte señala que la información proporcionada por las partes permiten inferir los 
siguientes rubros: a) deuda que el señor Fleury contrajo con la organización entre junio de 2002 y septiembre de 2003, por 
préstamos efectuados mientras se escondía y no ejercía su actividad profesional; b) gastos de transporte para el señor Fleury 
y su familia por tener que exilarse en Estados Unidos; c) gastos de llamadas telefónicas a su familia durante el período que 
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la misma se encontraba todavía en Haití; d) envíos de dinero que tuvo que efectuar el señor Fleury para ayudar a su familia 
cuando se encontraba en Estados Unidos y ellos en Haití, y e) pérdida de la casa del señor Fleury en Haití que el mismo tuvo que 
dejar cuando se exilió sin poder venderla. La Corte constata que no surge del acervo probatorio que el señor Fleury contrajera 
una deuda con la organización. Además, si bien el señor Fleury pudo probar el valor del bien inmueble que poseía en Haití, no 
proporcionó información sobre el destino actual del mismo o sobre su situación jurídica contractual […]. (párr.137)
Por lo anterior, el Tribunal decide fijar en equidad la cantidad de US$65,000.00 (sesenta y cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América) por concepto de daño material a favor del señor Lysias Fleury […]. (párr.138)
Daño inmaterial
Al fijar la compensación por daño inmaterial en el presente caso, se debe considerar que el señor Fleury fue sometido a 
tortura y a tratos crueles y degradantes en la Subcomisaría de Bon Repos; y sufrió por tener que separase de su familia durante 
varios años, por haber tenido que esconderse sin posibilidades de llevar a cabo una vida familiar, por haber tenido que exilarse 
y dejar su profesión de abogado de derechos humanos. Además, hasta el día de hoy, el señor Fleury padece secuelas físicas de 
las torturas que le fueron infligidas. En particular, es casi sordo de la oreja derecha y le es muy difícil alzar se brazo izquierdo o 
levantar objetos pesados. También se debe considerar que los integrantes de su familia sufrieron porque estuvieron impedidos 
de verlo durante años y porque presenciaron su detención violenta y humillante […] Además, como consecuencia de las torturas 
sufridas por el señor Fleury, de los hechos posteriores de amenazas y vigilancia por parte de los integrantes de la PNH, de la 
separación con su marido, y del exilio a Estados Unidos, la señora Rose Fleury sufrió de ansiedad, depresión y sensaciones de 
aislamiento. (párr.143)
Además, siguiendo el criterio establecido en otros casos, la Corte considera que el daño inmaterial infligido al señor Fleury 
resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a torturas experimente un profundo 
sufrimiento, angustia, terror, impotencia e inseguridad, por lo que este daño no requiere pruebas. (párr.144)
En consecuencia, la Corte estima pertinente fijar una cantidad, en equidad, como compensación por concepto de daños 
inmateriales, las cantidades de: 
a)  US $50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor del señor Lysias Fleury; 
b)  US $15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora Rose Lilienne Benoit Fleury, 
esposa del señor Fleury, y
c)  US $3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de cada uno de sus hijos, a saber Rose, Flemingkov 
y Heulingher Fleury. (párr.145)
Costas y gastos5. 
Como lo ha señalado la Corte, las costas y gastos hacen parte del concepto de reparación, toda vez que la actividad 
desplegada por las víctimas con el fin de obtener justicia, implica erogaciones que deben ser compensadas cuando la 
responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. En cuanto a su reembolso, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la 
jurisdicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante este Tribunal, teniendo en cuenta las circunstancias del 
caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser 
realizada con base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum 
sea razonable. (párr. 150)   
Teniendo en cuenta los alegatos y observaciones de las partes, así como el hecho de que en este caso el señor Fleury y sus 
familiares han sido representados por una clínica jurídica de una universidad que actuó pro bono, la Corte determina en equidad 
que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 1.500,00 (mil quinientos dólares de los Estados Unidos de América) al señor 
Fleury, por concepto de costas y gastos [...] El señor Lysias Fleury entregará, a su vez, la cantidad que estime adecuada a quienes 
fueron sus representantes en el proceso ante el Sistema Interamericano. Igualmente, la Corte precisa que en el procedimiento de 
supervisión del cumplimiento de la presente Sentencia, podrá disponer el reembolso a la víctima o sus representantes, por parte 
del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 152)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados6. 
El Estado debe cumplir sus obligaciones mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o moneda haitiana, 
utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vigente en la bolsa de Nueva York, Estados 
Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 154)
Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizaciones no fuese posible que las reciban dentro del plazo 
indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta o certificado de depósito en una institución financiera de 
Haití, en dólares de los Estados Unidos de América y en las condiciones financieras más favorables que permitan la legislación y 
la práctica bancaria de Haití. Si al cabo de 10 años las indemnizaciones no han sido reclamadas, las cantidades serán devueltas 
al Estado con los intereses devengados. (párr. 155)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos deberán 
ser entregadas a las personas indicadas en forma íntegra conforme a lo establecido en este fallo, sin reducciones derivadas de 
eventuales cargas fiscales. (párr. 156)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al 
interés bancario moratorio en Haití. (párr. 157)
CASO N° 237FAMILIA BARRIOS VS. VENEZUELA
I. HECHOS
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Caso: Familia Barrios vs. Venezuela
Sentencia Nº: Serie C N° 237
Fecha de Sentencia: 24 de noviembre de 2011
Víctima: Benito Antonio Barrios y otros integrantes de la familia Barrios
Estado parte: Venezuela
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf
El presente caso se refiere a los atentados sufridos por los integrantes de la familia Barrios, quienes en su mayoría 
residían en la población de Guanayén, Estado Aragua, Venezuela. En 1998 dicha familia estaba compuesta por la señora 
Justina Barrios, sus 12 hijos e hijas, los correspondientes compañeros y compañeras de vida de éstos, y 22 nietos y nietas. 
Desde entonces hasta la fecha, cuatro hijos y tres nietos de la señora Justina Barrios han sido privados de la vida por disparos 
de arma de fuego en eventos ocurridos en 1998, 2003, 2004, 2005, 2009, 2010 y 2011, en los que se ha reportado la intervención 
de funcionarios policiales. Asimismo, las residencias de algunos de los integrantes de la familia Barrios han sido allanadas e 
incluso incendiadas, y sus bienes sustraídos y destruidos. Otros miembros de la familia, incluidos niños, han sido detenidos, 
agredidos y amenazados en diversas oportunidades. Estos hechos provocaron que varios integrantes de la familia Barrios 
dejaran Guanayén para vivir en otras localidades, y también que algunos de los familiares que residían en otros lugares 
dejaran de ir a Guanayén.
El 24 de septiembre de 2004 el entonces Presidente de la Corte IDH dictó una Resolución de medidas urgentes, en la 
cual ordenó a Venezuela adoptar las medidas necesarias para proteger la vida y la integridad personal de algunos de los 
integrantes de la familia Barrios. Dicha Resolución fue ratificada por la Corte el 23 de noviembre de 2004 y ampliada a otros 
familiares por Resoluciones de 29 de junio y 22 de septiembre de 2005, 4 de febrero y 25 de noviembre de 2010, y 21 de 
febrero de 2011. Al momento de dictarse la Sentencia del presente caso, las medidas provisionales ordenadas por el Tribunal 
se encontraban vigentes.
Dentro del marco fáctico del presente caso se iniciaron ocho investigaciones penales. En ninguna de esas investigaciones 
se ha llegado al esclarecimiento judicial de los hechos ni se ha sancionado a los responsables. Tres de las causas han sido 
archivadas, dos de ellas sobreseídas y el resto de las causas se encuentran en etapas preliminares de la investigación. Respecto 
de todas estas investigaciones se desprenden elementos comunes que demuestran falta de debida diligencia en las mismas, 
como retardos en la práctica de diligencias clave para el desarrollo de las investigaciones y extravío de expedientes. 
El 26 de julio de 2010 la Comisión Interamericana sometió a la jurisdicción de la Corte IDH el presente caso. La Corte IDH 
resolvió que el Estado de Venezuela es responsable por la violación del derecho a la vida (artículo 4.1 en relación con el artículo 
1.1 de la Convención Americana), del derecho a la integridad personal (artículo 5 en relación con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana), del derecho a la libertad personal (artículo 7 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana), del derecho 
a la protección especial de los niños (artículos 19, 4, 5, 7 y 22.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana), 
del derecho a la vida privada (artículos 11.2 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana), del derecho a la 
propiedad privada (artículos 21.1 y 21.2 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana), del derecho de circulación 
y de residencia (artículo 22.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana) y del derecho a las garantías y a la 
protección judiciales (artículos 8.1 y 25.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana) de distintos miembros 
de la familia Barrios, según cada caso. Adicionalmente, la Corte IDH resolvió que el Estado de Venezuela es responsable por el 
incumplimiento de los artículos 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHOS A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, A LA LIBERTAD PERSONAL Y DERECHOS DEL NIñO, EN 
RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS
Artículos 4, 5, 7 y 19 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Consideraciones generales
Contenido y alcance de las obligaciones de respeto y garantía
El Tribunal ha establecido que, de acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención, los Estados están obligados a respetar 
y garantizar los derechos humanos reconocidos en ella. La responsabilidad internacional del Estado se funda en actos u 
omisiones de cualquier poder u órgano de éste, independientemente de su jerarquía, que violen la Convención Americana. 
(párr. 45)
En cuanto al deber de respeto, la Corte ha sostenido que la primera obligación asumida por los Estados Partes, en los 
términos del citado artículo, es la de “respetar los derechos y libertades” reconocidos en la Convención. Así, en la protección de 
los derechos humanos, está necesariamente comprendida la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal. (párr. 46)
Sobre la obligación de garantía, la Corte ha establecido que puede ser cumplida de diferentes maneras, en función del 
derecho específico que el Estado deba garantizar y de las particulares necesidades de protección, ya sea por su condición 
personal o por la situación específica en que se encuentre. Esta obligación implica el deber de los Estados de organizar todo el 
aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, 
de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como parte de 
dicha obligación, el Estado está en el deber jurídico de “prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de 
investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción 
a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada 
reparación”. Lo decisivo es dilucidar “si una determinada violación […] ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder 
público o si éste ha actuado de manera que la transgresión se haya cumplido en defecto de toda prevención o impunemente”. 
(párr. 47)
Rol fundamental del derecho a la vida para el ejercicio de los demás derechos
Asimismo, el Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana, 
por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los Estados tienen la obligación de garantizar la 
creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, 
el deber de impedir que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), 
sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la 
vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo 
su jurisdicción. (párr. 48)
Criterios que determinan el uso legítimo de la fuerza 
por parte de miembros de cuerpos de seguridad del Estado
En razón de lo anterior, de manera especial los Estados deben vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está 
atribuido el uso legítimo de la fuerza, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su jurisdicción. La Corte 
ha tenido oportunidad de pronunciarse en otros casos acerca de los criterios que determinan el uso legítimo de la fuerza por 
parte de miembros de cuerpos de seguridad del Estado. A la luz de esos criterios son analizados los hechos de este caso. Al 
respecto, el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales: a) debe estar definido por la excepcionalidad, y 
debe ser planeado y limitado proporcionalmente por las autoridades. En este sentido, sólo podrá hacerse uso de la fuerza o 
de instrumentos de coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control; b) el uso de la 
fuerza letal y las armas de fuego contra las personas debe estar prohibido como regla general, y su uso excepcional deberá 
estar formulado por ley y ser interpretado restrictivamente, no siendo más que el “absolutamente necesario” en relación 
con la fuerza o amenaza que se pretende repeler; c) debe estar limitado por los principios de proporcionalidad, necesidad 
y humanidad. La fuerza excesiva o desproporcionada por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que 
da lugar a la pérdida de la vida puede por tanto equivaler a la privación arbitraria de la vida, y d) la legislación interna debe 
establecer pautas lo suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes 
estatales, así como para asegurar un control independiente acerca de la legalidad de la misma. La obligación de iniciar una 
investigación seria, independiente, imparcial y efectiva ante el conocimiento de que agentes de seguridad han hecho uso 
de armas de fuego con consecuencias letales, constituye un elemento fundamental y condicionante para la protección del 
derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones. (párr. 49)
111
Prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes
Por otra parte, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, bien jurídico 
cuya protección encierra la finalidad principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Este Tribunal ha considerado de forma constante en su jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día 
al dominio del ius cogens. El derecho a la integridad personal no puede ser suspendido bajo circunstancia alguna. (párr. 50)
De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas de 
tortura, tanto física como psicológica, y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter 
a una persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede 
ser considerada “tortura psicológica”. (párr. 51)
La Corte ya ha establecido que “[l]a infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las personas es una clase 
de violación que tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según los factores endógenos y 
exógenos que deberán ser demostrados en cada situación concreta”. Es decir, las características personales de una supuesta 
víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser tomadas en cuenta al momento de determinar si la 
integridad personal fue vulnerada, y por ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son sometidas 
a ciertos tratamientos. Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el 
propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de 
la Convención Americana. (párr. 52)
Límites al ejercicio de la detención
El artículo 7 de la Convención consagra garantías que representan límites al ejercicio de la autoridad por parte de agentes 
del Estado. Esos límites se aplican a los instrumentos de control estatales, uno de los cuales es la detención. Dicha medida debe 
estar en concordancia con las garantías reconocidas en la Convención, siempre y cuando su aplicación tenga un carácter 
excepcional y respete el principio a la presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, 
indispensables en una sociedad democrática. (párr. 53)
Al respecto, la Corte ya ha establecido que el artículo 7 de la Convención tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas 
entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad 
y a la seguridad personales”. Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías previstas en los numerales 
2 al 7 de este artículo. Particularmente, el artículo 7.2 de la Convención establece que “nadie puede ser privado de su libertad 
física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por 
las leyes dictadas conforme a ellas”. La reserva de ley debe forzosamente ir acompañada del principio de tipicidad, que obliga 
a los Estados a establecer, tan concretamente como sea posible y “de antemano”, las “causas” y “condiciones” de la privación 
de la libertad física. Por otra parte, el artículo 7.3 de la Convención Americana establece que “nadie puede ser sometido a 
detención o encarcelamiento arbitrarios”. Esto significa que, junto con lo señalado sobre la reserva de ley, una restricción a la 
libertad que no esté basada en una causa o motivo concretos puede ser arbitraria y, por tanto, violatoria del artículo 7.3 de 
la Convención. Adicionalmente, la Convención Americana consagra en el artículo 7.4 que “[t]oda persona detenida o retenida 
debe ser informada de las razones de su detención”. Finalmente, el artículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de 
una persona debe ser sometida sin demora a revisión judicial, de modo a evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones. 
Cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 
7.1 de la misma. (párr. 54)
Deber de excepcionalidad en la detención de niños y niñas
La Corte anteriormente ha señalado que, de conformidad con el artículo 19 de la Convención Americana, el Estado 
debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas o cuidados 
especiales orientados en el principio del interés superior del niño. Asimismo, el Estado tiene el deber de adoptar todas las 
medidas positivas para asegurar la plena vigencia de los derechos del niño. En tal sentido, debe prestar especial atención a 
las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición particular de vulnerabilidad. La obligación de 
proteger el interés superior de los niños existe para el Estado durante cualquier procedimiento en el cual estén involucrados. 
Por otra parte, las “medidas de protección” a que alude el artículo 19 de la Convención Americana incluyen las referentes a la 
no discriminación, a la prohibición de la tortura y a las condiciones que deben observarse en casos de privación de la libertad 
de niños. Finalmente, la detención de menores debe ser excepcional y por el período más breve posible. (párr. 55)
Obligación de respetar los derechos
Detención ilegal y privación de la vida de Benito Antonio Barrios y de 
Narciso Barrios como actos del Estado que comprometen su responsabilidad internacional
Respecto del caso del señor Benito Antonio Barrios, de la prueba aportada por las partes y considerando la afirmación 
del Estado de que hubo una simulación de enfrentamiento, la Corte considera que su detención no se realizó en comprobada 
situación de flagrancia ni fue resultado de una orden judicial. Por lo anterior, el Tribunal concluye que el señor Benito Antonio 
Barrios fue detenido ilegalmente por miembros de la policía de Aragua, quienes lo privaron de su vida momentos más tarde, 
no siendo necesario, por ende, determinar si la víctima fue trasladada sin demora ante la autoridad judicial competente, o si 
fue informada de los motivos de su detención. Evidentemente la detención del señor Benito Antonio Barrios constituyó un acto 
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ilegal y no fue ordenada por una autoridad competente y el fin de la misma no era ponerlo a disposición de un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley, por lo que resulta innecesario al Tribunal pronunciarse acerca de la denunciada arbitrariedad 
de tal medida. (párr. 65)
Por lo anterior, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la vida contenido en el artículo 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Benito Antonio Barrios y Narciso Barrios. Asimismo, 
las agresiones y la detención ilegal contra el señor Benito Antonio Barrios constituyeron una violación de los derechos a la 
integridad y a la libertad personales, previstos, respectivamente, en los artículos 5.1, 5.2, 7.1 y 7.2 de la Convención Americana, 
también en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en su perjuicio. (párr. 68)
Ilegalidad de las detenciones de los niños Jesús Ravelo, Gustavo Ravelo, 
Luisa del Carmen Barrios, Elbira Barrios, Jorge Antonio Barrios Ortuño, y otros
El Tribunal ha considerado que para los efectos del artículo 7 de la Convención, una detención, sea ésta por un período 
breve, o una “demora”, constituye una privación a la libertad física de la persona y, por lo tanto, toda limitación a la misma debe 
ajustarse estrictamente a lo que la Convención Americana y la legislación interna establezcan al efecto, siempre y cuando ésta 
sea compatible con la Convención. Corresponde a este Tribunal, por consiguiente, verificar los criterios para la privación de 
libertad conforme la legislación venezolana, a fin de establecer la convencionalidad de la detención. (párr. 75)
Ahora bien, Venezuela no ha negado que estas detenciones efectivamente ocurrieron ni presentó información sobre la 
legalidad de las mismas. No existe en el expediente prueba aportada por el Estado sobre la existencia de una orden judicial 
o de flagrancia, sobre la existencia de una motivación o justificación de las detenciones o que se les hayan comunicado a las 
personas afectadas las eventuales razones de las privaciones de libertad mencionadas. Tampoco consta que las detenciones 
ni las posteriores liberaciones de los niños fueran registradas oficialmente ni que tuvieran la oportunidad de comunicarse con 
sus padres o familiares (supra párr. 74). Lo anterior incumple con los requisitos dispuestos en el artículo 44 de la Constitución 
venezolana sobre libertad personal (supra párr. 76), y por tanto, hace que las privaciones de libertad sean ilegales y contrarias 
a la Convención Americana. Asimismo, en el caso de la detención de 3 de marzo de 2004 de los niños Jorge Antonio Barrios 
Ortuño y Rigoberto Barrios, dadas las circunstancias particulares indicadas (supra párr. 73), su manifiesta ilegalidad de suyo 
implica arbitrariedad. (párr. 78)
Lo anterior permite al Tribunal concluir que las privaciones de la libertad de los señores Jesús Ravelo, Gustavo Ravelo, 
Luisa del Carmen Barrios, Elbira Barrios, Rigoberto Barrios, Jorge Antonio Barrios Ortuño y Oscar José Barrios resultaron ilegales 
y violaron el derecho a la libertad personal, consagrado en los artículos 7.1, 7.2 y 7.4 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en su perjuicio. En el caso de los niños Rigoberto Barrios y Jorge Antonio Barrios 
Ortuño la privación de la libertad indicada (supra párrs. 73 y 78) y resultó, además, arbitraria en violación del artículo 7.3 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. [...] (párr. 79)
Por otra parte, la Corte reitera que la vulnerabilidad del detenido se agrava cuando la detención es ilegal o arbitraria y 
que la persona se encuentra en completa indefensión, de la cual surge un riesgo cierto de que se transgredan otros derechos, 
como son los correspondientes a la integridad física y al trato digno […] La amenaza recibida por los niños se refería a que 
serían privados de la vida si denunciaban lo que les había ocurrido. Asimismo, el examen forense realizado a Rigoberto Barrios 
concluyó la existencia de contusiones en el hombro y el flanco izquierdos, además de lesiones leves (supra párr. 73). (párr. 80)
Afectación del derecho a la integridad personal por la mera amenaza 
de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención
La Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención, 
cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal. 
Asimismo, crear una situación amenazante o amenazar a un individuo con quitarle la vida puede constituir, en algunas 
circunstancias, al menos, tratamiento inhumano. En el presente caso, al momento de la ocurrencia de estos hechos, dos 
integrantes de la familia Barrios ya habían sido privados de la vida por funcionarios policiales (supra párrs. 62 y 63), de 
manera que las amenazas con armas de fuego contra la vida de los niños y las agresiones mientras estaban privados de 
libertad necesariamente les provocó sentimientos profundos de angustia y vulnerabilidad, lo cual constituyó una violación a 
la integridad personal. (párr. 82)
Por otra parte, el Tribunal observa que el 19 de junio de 2004 los funcionarios policiales no solamente agredieron a los 
señores Ravelo y a la señora Luisa del Carmen Barrios, sino que además los amenazaron con otras agresiones y uno de ellos 
disparó su arma cerca de los mismos (supra párr. 74). Dichas agresiones y amenazas representan conductas que afectan 
el derecho a la integridad personal y que son prohibidas por el artículo 5 de la Convención [...] De la información disponible, 
el Tribunal concluye que la amenaza con arma de fuego y las agresiones mientras estaban detenidos, necesariamente 
provocaron sentimientos de angustia y vulnerabilidad a los señores Ravelo y a las señoras Luisa del Carmen Barrios y Elbira 
Barrios, lo cual constituye una violación al derecho a su integridad personal. (párr. 83)
Con base en lo anterior, el Tribunal considera que los hechos mencionados violaron el derecho a la integridad personal, 
reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Gustavo 
Ravelo, Jesús Ravelo, Luisa del Carmen Barrios, Elbira Barrios, Rigoberto Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios 
Ortuño. (párr. 84)
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Contenido y alcance particular de los derechos a la libertad e integridad personal al estar ante niños y niñas
Asimismo, la obligación del Estado de respetar los derechos a la libertad y a la integridad de toda persona bajo su 
jurisdicción presenta modalidades especiales en el caso de niños, como se desprende de las normas sobre protección a los 
niños establecidas en la Convención Americana y en la Convención sobre los Derechos del Niño; y se transforma en una 
obligación de “prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél”. En ese sentido, la 
Corte ha señalado que conforme a su jurisprudencia y otros instrumentos internacionales, la detención de niños “debe ser 
excepcional y por el período más breve posible” (supra párr. 55). Al respecto, el Tribunal observa que Rigoberto Barrios, Oscar 
José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño eran niños al momento de los hechos, de modo que las detenciones, agresiones y 
amenazas de las cuales fueron víctimas revistieron de mayor gravedad y se manifestaron incluso en su forma más extrema, 
al ser éstas amenazas de muerte. En consecuencia, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la protección especial 
por su condición de niños, de Rigoberto Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño, consagrado en el artículo 
19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. (párr. 85)
Afectación del derecho a la libertad personal y a la vida de Rigoberto Barrios
El 3 de marzo de 2004 Rigoberto Barrios, de 15 años, fue detenido por agentes policiales, agredido y amenazado de 
muerte […]. (párr. 94)
Con base en lo anterior, el Tribunal considera que el Estado violó los derechos a la integridad personal y a la vida, 
derivados de los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana, leídos conjuntamente con el artículo 1.1 del mismo instrumento, 
en perjuicio de Rigoberto Barrios. Asimismo, dado que la víctima era niño al momento del atentado que resultó en su muerte, 
y teniendo en cuenta el deber especial de protección del Estado (supra párr. 55), éste violó el artículo 19 de la Convención 
Americana en su perjuicio, en relación con el artículo 1.1 de la misma. (párr. 96)
Obligación de prevenir y garantizar los derechos
Alcances generales del deber de garantía
[…] Dicha obligación requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar los 
derechos de todas las personas bajo su jurisdicción (obligación positiva), conforme al deber de garantizar su pleno y libre 
ejercicio (supra párr. 48). (párr. 116)
El señor Luis Alberto Barrios era beneficiario de medidas cautelares dispuestas por la Comisión. Asimismo, los señores 
Oscar José Barrios, Wilmer José Flores Barrios y Juan José Barrios eran beneficiarios de medidas provisionales ordenadas 
por la Corte. No obstante lo anterior, fueron privados de su vida, respectivamente, el 20 de septiembre de 2004, el 29 de 
noviembre de 2009, el 1 de septiembre de 2010 y el 28 de mayo de 2011. Por su parte, el señor Néstor Caudi Barrios también 
era beneficiario de medidas provisionales cuando sufrió un atentado contra su vida el 2 de enero de 2011. (párr. 117)
Contenido y alcance del deber de garantía: límites a su resguardo ante actos de terceros y la necesidad de 
estar en conocimiento del riesgo de afectación de derechos para comprometer la responsabilidad del Estado
La Corte no cuenta con elementos suficientes que permitan atribuir a la acción de agentes estatales las privaciones de 
la vida de Luis Alberto Barrios, Oscar José Barrios, Wilmer José Flores Barrios y Juan José Barrios ni el atentado contra Néstor 
Caudi Barrios. Por otra parte, conforme a su jurisprudencia, las obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados 
no implican su responsabilidad ilimitada frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas 
de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una 
situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de 
prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la lesión 
de determinados derechos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las 
circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía. (párr. 123)
En este caso, el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían los referidos miembros de la familia Barrios, 
tanto por efecto de las denuncias y medidas de protección solicitadas y ordenadas a nivel interno, como en virtud de las 
medidas cautelares y provisionales ordenadas por los órganos del Sistema Interamericano. […] el deber de diligencia estatal 
para prevenir la vulneración de sus derechos adquirió un carácter especial y más estricto respecto de los señores Luis Alberto 
Barrios, Oscar José Barrios, Wilmer José Flores Barios, Néstor Caudi Barrios y Juan José Barrios. Esta obligación de medio, al 
ser más estricta, exigía la actuación pronta e inmediata de los órganos estatales ordenando medidas oportunas y necesarias 
dirigidas a la determinación de los responsables de las amenazas y de los crímenes acontecidos en el mismo contexto. (párr. 
124)
De lo anterior, se desprende que el Estado no ha demostrado que realizó acciones suficientes y efectivas para prevenir 
los atentados contra la vida de los cinco integrantes de la familia Barrios antes referidos. La medida interna de protección 
consistió exclusivamente en rondines esporádicos a las residencias de algunos miembros de la familia Barrios, no incluyendo, 
por ejemplo, a Luis Alberto Barrios y Wilmer José Flores Barrios. Por otra parte, el Estado no ha aportado evidencia de que 
investigó seria y exhaustivamente los hechos que antecedieron a los atentados, aún cuando Oscar José Barrios era niño en 
la época de aquellos hechos; de manera que esta medida no fue suficiente para mitigar el riesgo que sufrían las víctimas y 
prevenir adecuadamente futuros actos de violencia. (párr. 130)
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[…] En consecuencia, el Tribunal considera que el Estado no cumplió con su deber de adoptar las medidas necesarias y 
razonables con el fin de garantizar efectivamente el derecho a la vida de los señores Luis Alberto Barrios, Oscar José Barrios, 
Wilmer José Flores Barrios y Juan José Barrios, y el derecho a la integridad personal del señor Néstor Caudi Barrios, quienes 
además, eran beneficiarios de medidas cautelares y provisionales otorgadas por el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. La responsabilidad internacional por estos hechos es atribuible al Estado en la medida en que éste incumplió su 
obligación de prevención que deriva de los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención, leídos conjuntamente con el artículo 1.1 de 
dicho instrumento, que obliga al Estado a garantizar el goce de los derechos. (párr. 131)
Por otra parte, respecto de lo alegado por los representantes de que el incumplimiento de las medidas provisionales 
representó una violación de los derechos previstos en los artículos 44 y 63.2 de la Convención, el Tribunal observa que el 
incumplimiento del deber estatal de adoptar las medidas de protección apropiadas para proteger la vida de los beneficiarios 
de las medidas cautelares y provisionales redundó en uno de los factores que conllevaron a la violación de esos derechos, lo 
cual fue ya analizado supra bajo el artículo 4.1, en conexión con el artículo 1.1, de la Convención. (párr. 132)
2.  DERECHOS A LA VIDA PRIVADA Y A LA PROPIEDAD PRIVADA
Artículos 11 y 21 de la Convención Americana
Relación entre vida privada, vida familiar y el domicilio: ámbito personal exento de injerencias
El Tribunal ha establecido que la protección de la vida privada, la vida familiar y el domicilio implica el reconocimiento de 
que existe un ámbito personal que debe estar exento e inmune a las invasiones o injerencias abusivas o arbitrarias por parte 
de terceros o de la autoridad pública. En este sentido, el domicilio y la vida privada y familiar se encuentran intrínsecamente 
ligados, ya que el domicilio se convierte en un espacio en el cual se puede desarrollar libremente la vida privada y la vida 
familiar. (párr. 140)
Afectación del derecho a la vida privada como consecuencia de allanamientos ilegales
De la prueba disponible no consta que los allanamientos fueran realizados mediante una orden judicial o bien que el 
ingreso fuera consentido por los afectados o que ocurriera bajo flagrante delito u otro supuesto legalmente admitido. Asimismo, 
el Estado no ha controvertido específicamente los alegatos de la Comisión y de los representantes, ni tampoco ha desvirtuado 
los elementos que apuntan a la participación de agentes del Estado en tales hechos. (párr. 146)
Con base en lo anterior, la Corte considera que el ingreso de funcionarios policiales en las residencias de Brígida Oneyda 
Barrios y de Luis Alberto Barrios y Orismar Carolina Alzul García sin orden judicial o autorización legal o con el consentimiento 
de sus habitantes, constituyó una injerencia arbitraria y abusiva en su domicilio familiar. Por lo tanto, el Estado violó el derecho 
a la vida privada, consagrado en el artículo 11.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Brígida Oneyda Barrios, Luis Alberto Barrios y Orismar Carolina Alzul García y de sus familiares que consta al 
Tribunal vivían en esas residencias: Marcos Antonio Díaz Barrios, Sandra Marivi Betancourt Barrios, Junior Jose Betancourt 
Barrios, Wilneidys Betania Pimentel Barrios, Ronis David Barrios Alzul y Roniel Alberto Barrios Alzul. (párr. 147)
Contenido y alcance del derecho a la propiedad privada
Respecto del derecho de propiedad, la Corte ha desarrollado en su jurisprudencia un concepto amplio que abarca, entre 
otros, el uso y goce de los bienes, definidos como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar 
parte del patrimonio de una persona. Dicho concepto comprende tanto los muebles, como inmuebles, elementos corporales o 
incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de valor. (párr. 148)
Afectación del derecho a la propiedad privada como consecuencia 
de la sustracción de bienes muebles por parte de agentes policiales sin autorización
En el presente caso, el Tribunal considera que el derecho de propiedad de Brígida Oneyda Barrios, Luis Alberto Barrios, 
Orismar Carolina Alzul García y los familiares antes indicados (supra párr. 147) fue afectado por el hecho de que agentes 
policiales, durante el allanamiento de sus viviendas, retiraron electrodomésticos, dinero, medicamentos, ropa y artículos de 
higiene personal sin autorización, los cuales no fueron devueltos; destruyeron documentos, ropas y electrodomésticos, e 
incendiaron parcialmente la residencia de Luis Alberto Barrios y Orismar Carolina Alzul García. Las víctimas fueron privadas 
injustificadamente de tales bienes y el Estado no controvirtió específicamente estos hechos ni proveyó explicaciones sobre lo 
ocurrido. (párr. 149)
Por lo anterior, la Corte concluye que el Estado violó el derecho a la propiedad privada reconocido en los artículos 21.1 
y 21.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Brígida Oneyda 
Barrios, Luis Alberto Barrios y Orismar Carolina Alzul García así como de los familiares que consta al Tribunal residían en dichos 
domicilios: Marcos Antonio Díaz Barrios, Sandra Marivi Betancourt Barrios, Junior Jose Betancourt Barrios, Wilneidys Betania 
Pimentel Barrios, Ronis David Barrios Alzul y Roniel Alberto Barrios Alzul. (párr. 150)
Finalmente, esta Corte entiende que, de los hechos establecidos en los párrafos anteriores y conforme a lo estipulado en 
los artículos 1.1, 11 y 21 de la Convención Americana, surgió la obligación estatal de investigar las injerencias en los domicilios 
familiares y la afectación del derecho a la propiedad privada de las víctimas. La evaluación acerca de la obligación de garantía 
de dichos derechos por la vía de una investigación de lo ocurrido, se hará en el Capítulo X de esta Sentencia. (párr. 151)
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3.  DERECHO DE CIRCULACIÓN Y RESIDENCIA, PROTECCIÓN A LA FAMILIA, Y DERECHOS DEL NIñO/A
Artículos 22.1, 17 y 19 de la Convención Americana
Contenido y alcance del derecho de circulación y de residencia
La Corte ha establecido en anteriores oportunidades que el derecho de circulación y de residencia es una condición 
indispensable para el libre desarrollo de la persona , y contempla, inter alia, el derecho de quienes se encuentren legalmente 
dentro de un Estado a circular libremente en él así como escoger su lugar de residencia . El disfrute de este derecho no 
depende de ningún objetivo o motivo en particular de quien desea circular o permanecer en un lugar. Este Tribunal ha señalado 
que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las 
condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo. Un ejemplo de lo anterior ocurre cuando una persona es víctima de 
amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el 
territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales. (párr. 162)
La Corte considera que Venezuela no ha restringido de manera formal la libertad de circulación y de residencia de los 
miembros de la familia Barrios. Sin embargo, el Tribunal estima que en este caso dicha libertad se encuentra limitada por 
graves restricciones de facto, que se originan en las amenazas, hostigamientos y otros actos violentos que han provocado la 
partida de varios de sus miembros de la población de Guanayén, así como la inhibición de otros de regresar a esa población, 
debido al temor fundado de que la vida o la integridad personal propia o de sus familiares podrían estar en peligro por los 
hechos violentos ocurridos y la inseguridad, aunado a la falta de investigación y enjuiciamiento de los responsables de los 
hechos. En efecto, el Estado es responsable por la conducta de sus agentes que causó los desplazamientos y por no haber 
establecido las condiciones ni haber provisto los medios que permitieran a los miembros de la familia Barrios regresar de 
forma segura. Como ha establecido esta Corte con anterioridad, la falta de una investigación efectiva de hechos violentos 
puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento forzado. (párr. 165)
Con base en las anteriores consideraciones, la Corte declara que el Estado es responsable por la violación del derecho de 
circulación y de residencia reconocido en el artículo 22.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma […] En este 
caso el Tribunal considera que los niños a la época de los hechos han sido especialmente afectados por los desplazamientos 
familiares, de manera que el Estado violó el derecho a la protección especial por su condición de niños y niñas de Oscar José 
Barrios, Luilmari Carolina Guzmán Barrios, Luiseidys Yulianny Guzmán Barrios, Danilo David Solórzano, Elvis Sarais Colorado 
Barrios, Cirilo Antonio Colorado Barrios, Lorena del Valle Pugliese Barrios, Wilmer José Flores Barrios, Génesis Andreina Navarro 
Barrios, Victor Tomas Navarro Barrios, Heilin Alejandra Navarro Barrios, Marcos Antonio Díaz Barrios, Sandra Marivi Betancourt 
Barrios, Junior Jose Betancourt Barrios y Wilneidys Betania Pimentel Barrios, consagrado en el artículo 19 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. (párr. 168)
Alegada afectación a la protección de la familia
Los representantes solicitaron al Tribunal que declare la violación del derecho de protección a la familia “en perjuicio 
de la familia Barrios cuyos miembros han sido identificados”. Alegaron que en el presente caso existió una “afectación directa 
al conjunto de la familia por las constantes amenazas y persecuciones que sufrieron sus miembros, el desplazamiento de 
que fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del núcleo familiar y la pérdida[,] para muchos de sus 
miembros, de la figura esencial del padre, a raíz de las ejecuciones cometidas”. (párr. 170)
La Corte considera que dichos alegatos se refieren a supuestas afectaciones que, en lo sustancial, se examinan en 
distintos Capítulos de la presente Sentencia, por lo que no estima necesario hacer un pronunciamiento adicional al respecto. 
(párr. 171)
4.   DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana 
Deber de investigar las violaciones a los derechos humanos
La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuentra dentro de las medidas positivas que deben 
adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la Convención. La Corte ha sostenido que para cumplir con 
la obligación de garantía los Estados deben no solo prevenir, sino también investigar las violaciones a los derechos humanos 
reconocidos en ese instrumento, como las alegadas en el presente caso y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, 
del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones de los derechos humanos. 
(párr. 174)
El deber de investigar es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un 
deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión 
de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada 
de elementos probatorios. La obligación del Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y 
que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las 
violaciones de derechos humanos. (párr. 175)
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Deber de las autoridades estatales de iniciar ex officio una investigación seria imparcial y efectiva
A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin 
dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación 
de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, especialmente 
cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. (párr. 176)
De otra parte, la Corte ha advertido que esta obligación se mantiene “cualquiera que sea el agente al cual pueda 
eventualmente atribuirse la violación, aún los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, 
en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado”. (párr. 177)
Derecho de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, 
o de sus familiares, de ser oídos y actuar en los procesos judiciales respectivos
Por otra parte, la Corte también ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de 
violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los 
respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de 
una debida reparación. En este sentido, la Corte ha señalado que en un caso de ejecución extrajudicial los derechos afectados 
corresponden a los familiares de la víctima fallecida, quienes son la parte interesada en la búsqueda de justicia y a quienes 
el Estado debe proveer recursos efectivos para garantizarles el acceso a la justicia, la investigación y eventual sanción, en su 
caso, de los responsables y la reparación integral de las consecuencias de las violaciones. (párr. 178)
Consecuentemente, conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y 
los Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea efectivamente investigado por las autoridades del Estado; se siga un 
proceso contra los presuntos responsables de estos ilícitos; en su caso, se les impongan las sanciones pertinentes, y se reparen 
los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. (párr. 179)
Elementos generales que configuran la falta de una debida diligencia en la investigación
Dentro del marco fáctico del presente caso se iniciaron ocho investigaciones penales a nivel interno. En ninguna de esas 
investigaciones se ha llegado al esclarecimiento judicial de los hechos ni se ha sancionado a los responsables. Respecto de 
todas estas investigaciones se desprenden elementos comunes que demuestran falta de debida diligencia en las mismas. La 
Corte procederá a continuación a hacer un recuento de dichos elementos comunes y, posteriormente, el Tribunal realizará el 
análisis particular de cada una de ellas. (párr. 233)
La Corte observa que en las inspecciones oculares se omitió fotografiar inmediatamente los lugares de los hechos, 
las evidencias encontradas, los cuerpos de las víctimas fallecidas y los bienes afectados, tampoco consta que se tomaran 
huellas dactilares en las armas supuestamente involucradas en los hechos, ni en otras evidencias recaudadas, ni que se 
realizaran indagaciones para determinar a quién pertenecían las armas que no se habían atribuido a los agentes involucrados. 
En igual sentido, tampoco se realizaron inspecciones técnicas forenses en los momentos iniciales de las investigaciones, como 
experticias de reconstrucción de los hechos, e incluso en algunos casos las víctimas fueron las que presentaron evidencias 
(supra párrs. 204 y 211). Por otra parte, se omitió la presentación de los libros de novedades de las comisarías involucradas, o 
estos se presentaron con un notable retraso, y no se indagó el paradero de los mismos en los casos en los que las autoridades 
responsables indicaron que no estaban en su posesión, ni tampoco consta que se investigaran, en su caso, responsabilidades 
administrativas por su extravío u ocultamiento. Adicionalmente, tampoco se llamó a declarar con inmediatez a todos los 
funcionarios policiales involucrados y previamente identificados, ni a los posibles testigos y los familiares de las víctimas. Por 
último, diversas autoridades omitieron o retrasaron la práctica o la remisión de material probatorio solicitado por la Fiscalía y, 
en su caso, por el Cuerpo de Investigaciones. (párr. 234)
Principios rectores a seguir en las investigaciones frente a una muerte violenta
Por otra parte, esta Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en una investigación cuando 
se está frente a una muerte violenta. Conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, las autoridades estatales que 
conducen una investigación de este tipo deben intentar como mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) recuperar y 
preservar el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal 
de los responsables; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; d) 
determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado 
la muerte, y e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar 
exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. (párr. 235)
En las investigaciones de las muertes del presente caso, en las que se alegó enfrentamiento armado de la policía con 
las víctimas, no se realizó un examen de absorción atómica con base en las muestras recuperadas de las manos, el cual, a 
criterio del perito Baraybar, permitiría determinar si la víctima había manipulado un arma de fuego en el momento anterior de 
su muerte. (párr. 236)
Respecto de las autopsias practicadas a los cuerpos de las víctimas fallecidas, éstas presentan, en general, las mismas 
características en todos los casos, constando solamente las actas de resultado de autopsia en las que únicamente se describen 
las heridas encontradas y se indican la causa de la muerte. Al respecto, el perito Baraybar manifestó, inter alia, los siguientes 
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elementos comunes con respecto de las autopsias practicadas en los casos en análisis: a) no se menciona si se hicieron tomas 
fotográficas a la víctima; b) no se menciona la hora de la muerte, la temperatura corporal o la rigidez del cuerpo; c) no se 
mencionan las personas involucradas en la necropsia; d) no se adjuntaron fotografías que pudieran sustentar las conclusiones 
del reporte, ni se mencionaron los métodos usados para determinar el perfil biológico de la víctima, y e) no se menciona la 
toma de rayos x ni al cuerpo ni a la dentadura, ni cómo fueron ubicadas las postas recuperadas dentro de las víctimas. (párr. 
237)
Falta de debida diligencia en la recaudación y preservación del material probatorio y en el agotamiento de 
las líneas investigativas, como impedimentos para sancionar a  los responsables y obtener el conocimiento 
de la verdad
Las mencionadas fallas y omisiones en la obtención de pruebas demuestran falta de debida diligencia del Estado en la 
recuperación y preservación de material probatorio. Esto generó en varios de los casos la pérdida de evidencias importantes, 
y la dificultad de determinar la verdad de lo ocurrido e identificar y, en su caso, sancionar a los culpables. (párr. 238)
Asimismo, la Corte advierte que la orden de archivo de la causa por parte de la Fiscalía en los casos de Luis Alberto 
Barrios y de Rigoberto Barrios se emitió (supra párrs. 223 y 228) a pesar de no haber contado con todos los elementos de 
prueba y de no realizar otras de importancia. Así, Venezuela no indicó ni consta que haya interrogado a algún funcionario 
policial presuntamente implicado, ni tampoco que hubiera iniciado una línea de investigación que vinculara estos hechos con 
los anteriormente sufridos por las víctimas que eran atribuidos a agentes policiales. A criterio del Tribunal, la Fiscalía debió 
agotar las posibles líneas de investigación en las que aparecían señalados agentes policiales. Al contrario de lo indicado por 
el Fiscal en sus correspondientes solicitudes de archivo, en la investigación de esas muertes correspondía al investigador 
descartar si los hechos antecedentes, independientemente de su calificación jurídica, tenían relación o no con las referidas 
muertes. Es por ello que la Corte considera que no se agotaron las líneas de investigación posibles antes de decretar el archivo 
de las causas. (párr. 239)
Investigación de la muerte de Benito Antonio Barrios
[…] El Tribunal considera que no es suficiente con que el Estado manifieste que existe una orden de aprehensión para 
justificar que no se ha avanzado en la causa, sino que tiene que demostrar que se ejecutaron actos efectivos. (párr. 244)
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de la muerte de Benito Antonio Barrios. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a la protección 
judiciales previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Justina Barrios, Jorge Antonio Barrios Ortuño, Carlos Alberto Ortuño y Eloisa Barrios. (párr. 245)
Investigación de los allanamientos, destrucción y robo en las viviendas de Justina Barrios, 
Elbira Barrios,Orismar Carolina Alzul García, Brígida Oneyda Barrios y Luis Alberto Barrios
En la investigación de los hechos no se realizaron inmediatamente diligencias relevantes para su esclarecimiento (supra 
párr. 234), teniendo en especial consideración que se trataba de hechos relativos a lugares habitacionales, por lo que una 
pronta y exhaustiva recolección de pruebas podría evitar la pérdida de las mismas. (párr. 246)
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de los allanamientos, destrucción de bienes y incendio de las viviendas de Luis Alberto Barrios, Orismar Carolina 
Alzul García, Brígida Oneyda Barrios, Justina Barrios y Elbira Barrios. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a 
la protección judiciales previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio de Luis Alberto Barrios, Orismar Carolina Alzul García, Brígida Oneyda Barrios, Justina Barrios, Elbira Barrios 
y Eloisa Barrios. (párr. 249)
Investigación de la muerte de Narciso Barrios y las amenazas contra Néstor Caudi Barrios
Por último, la Corte resalta que pese a las diferentes declaraciones y pruebas que vinculaban estos hechos con las 
amenazas contra Néstor Caudi Barrios y los allanamientos y destrucción de las viviendas de algunos de los miembros de la 
familia, las autoridades no realizaron investigaciones del conjunto de hechos o medidas tendientes a confirmar si efectivamente 
existían esos vínculos entre los diferentes hechos ocurridos en marcos temporales además muy cercanos, contra determinados 
miembros de la familia Barrios. (párr. 253)
El Tribunal advierte que respecto a Néstor Caudi Barrios, si bien se ordenaron medidas de protección a su favor (supra 
párrs. 121 y 208), no consta que se haya realizado ninguna investigación tendiente a determinar el origen de las amenazas 
denunciadas y sancionar a los posibles responsables. (párr. 255)
Consecuentemente, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de la muerte de Narciso Barrios, y no realizaron investigación con respecto a las amenazas denunciadas por 
Néstor Caudi Barrios. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a la protección judiciales previstos en los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Néstor Caudi Barrios, y de 
Justina Barrios, Annarys Alexandra Barrios Rangel, Benito Antonio Barrios Rangel y Eloisa Barrios. (párr. 256)
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Investigación de la detención de Rigoberto Barrios y de Jorge Antonio Barrios Ortuño: 
privación de libertad arbitraria e ilegal de niños y niñas
La Corte considera que los órganos estatales encargados de la investigación de la denuncia de tortura y de privación 
ilegal y arbitraria de libertad de los niños, cometida por funcionarios policiales, cuyo objetivo es la determinación de los hechos, 
la identificación de los responsables y su posible sanción, deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. Las 
características personales de las víctimas, quienes eran niños al momento de los hechos, y los bienes jurídicos sobre los cuales 
recae la investigación, obliga a realizar esfuerzos en la práctica de medidas necesarias para lograr dicho objetivo. El actuar 
omiso o negligente de los órganos estatales no resulta compatible con las obligaciones emanadas de la Convención. (párr. 
259)
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de la privación de libertad, agresión, amenazas y tortura sufridas por los niños Rigoberto Barrios y Jorge Antonio 
Barrios Ortuño. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a la protección judiciales previstos en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, e incumplió los artículos 6 y 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, respecto de la obligación de investigar los alegados actos de tortura, en 
perjuicio de Rigoberto Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño. (párr. 260)
Investigación de la privación de libertad, las amenazas y las lesiones en perjuicio de Luisa del Carmen 
Barrios, Gustavo Ravelo, Jesús Ravelo, Elbira Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño
En esta investigación hubo omisiones en la práctica de diligencias a las cuales se hizo referencia anteriormente (supra 
párr. 234). Pese a ello, la Fiscalía decretó el sobreseimiento de la causa, sin que conste que adoptara medidas para la práctica 
efectiva de aquellas diligencias que había ordenado y que no se habían realizado. […] (párr. 262)
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en la 
investigación de la privación de libertad, agresión y amenazas a que se refiere este acápite. Por ello, el Estado violó los derechos 
a las garantías y a la protección judiciales previstos en los artículo 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Luisa del Carmen Barrios, Gustavo Ravelo, Jesús Ravelo, Elbira Barrios, Oscar José 
Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño. (párr. 263)
Investigación de la muerte de Luis Alberto Barrios
Adicionalmente, hubo pruebas que ya se habían practicado anteriormente, como la autopsia, que no consta que fueran 
entregadas a la autoridad a cargo de la investigación, de manera que en septiembre de 2005 todavía era requerida por la 
Fiscalía esta prueba que había sido practicada en octubre de 2004. Lo mismo ocurrió con la remisión de las armas requeridas. 
Estas últimas, además, no fueron examinadas hasta mayo de 2006, mes en que la Fiscalía solicitó el archivo de la causa (supra 
párrs. 222 y 223). (párr. 265)
Por todo lo anterior, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en 
la investigación de la muerte de Luis Alberto Barrios. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a la protección 
judiciales previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Justina Barrios, Orismar Carolina Alzul García, Ronis David Barrios Alzul, Roniel Alberto Barrios Alzul, Luis Alberto 
Alzul y Eloisa Barrios. (párr. 266)
Investigación del atentado y posterior muerte de Rigoberto Barrios
Al igual que en investigaciones de los otros casos analizados en este capítulo, la Corte observa que se reiteraron en varias 
ocasiones las solicitudes de práctica de determinadas diligencias como las experticias de trayectoria balística, levantamiento 
planimétrico y reconocimiento legal hematológico, la identificación de funcionarios policiales adscritos a la Comisaría de 
Barbacoas y el registro de armamentos (supra párrs. 224, 225 y 227). Asimismo, practicada en marzo de 2005 la experticia de 
reconocimiento legal y hematológica de los fragmentos de bala extraídos del cuerpo de la víctima, la Fiscalía Vigésima solicitó 
la remisión de la misma a su despacho más de un año después. (párr. 269)
Consecuentemente, la Corte Interamericana concluye que las autoridades no actuaron con la debida diligencia en 
la investigación del atentado y la muerte de Rigoberto Barrios. Por ello, el Estado violó los derechos a las garantías y a la 
protección judiciales previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio de Maritza Barrios. (párr. 272)
Acceso a la justicia: cuatro elementos de la razonabilidad 
del plazo a considerar en el desarrollo de la investigación
Este Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un tiempo razonable, el derecho de 
las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione 
a los responsables. La falta de razonabilidad en el plazo para el desarrollo de la investigación constituye, en principio, por sí 
misma, una violación de las garantías judiciales. En ese sentido, la Corte ha considerado cuatro elementos para determinar 
la razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) conducta de las autoridades 
judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. (párr. 273)
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En cuanto al primer elemento, la Corte observa que en ninguno de esos cuatro casos el retardo en el desarrollo de la 
investigación puede justificarse en razón de la complejidad del asunto. En efecto, en el caso de las dos muertes mencionadas 
no se trata de casos donde haya una pluralidad de víctimas, ni presentan características particularmente complejas, ya que se 
trata de muertes de una sola persona, hay individualización de los posibles autores y consta la existencia de testigos. Respecto 
de las otras dos investigaciones los autores están identificados por las víctimas o los testigos, hay identificación de testigos y 
se aportaron posibles líneas de investigación al referir una posible motivación del mismo. (párr. 275)
En cuanto al segundo elemento, las víctimas o sus familiares, especialmente la señora Eloisa Barrios en el caso de 
las muertes de sus hermanos, asumieron una posición activa a través de su abogado, poniendo en conocimiento de las 
autoridades la información de que disponían. Asimismo, en varias ocasiones denunciaron ante diversas autoridades la falta 
de actividad procesal, y solicitaron el impulso de las investigaciones, llegando incluso a interponer un recurso de amparo por 
retardo judicial en uno de los casos (supra párrs. 192 a 194, 199 a 204, 206, 208, 211 y 217). (párr. 276)
Respecto de la conducta de las autoridades, en cuanto a la investigación de la muerte del señor Benito Antonio Barrios, 
la Corte ya ha indicado el retraso en la práctica de determinadas diligencias (supra párrs. 234, 241 y 243). Asimismo, el Tribunal 
constata que desde su muerte, momento en que se inició la investigación del caso, hasta la fecha han transcurrido más de 13 
años y la causa penal sigue tramitándose en el fuero interno. […] (párr. 277)
En cuanto al tercer elemento en relación con la investigación de los allanamientos a las viviendas, se produjo una demora 
en recibir declaraciones de testigos y de los presuntos autores, en especial de los policías implicados, quienes comparecieron 
tres años después; en cumplir diligencias ordenadas como la remisión del libro de novedades, y en realizar una inspección 
técnica de las viviendas, las cuales se llevaron a cabo en febrero de 2005 (supra párrs. 201 y 203). Adicionalmente, hubo un 
período de más de un año en que las autoridades no realizaron diligencias. Cinco años después de los hechos se informaba 
sobre diligencias que habían sido solicitadas desde un inicio, y transcurridos ocho años desde los hechos no se ha esclarecido 
lo ocurrido. (párr. 279)
Sobre la conducta de las autoridades encargadas de la investigación de la muerte de Narciso Barrios, el Tribunal advierte 
que si bien la Fiscalía ordenó de manera pronta la práctica de diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos, las 
autoridades a cargo de las mismas se demoraron en la realización de diligencias (supra párr. 234). Así, las entrevistas a testigos 
de relevancia como Néstor Caudi Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño, quienes presenciaron los hechos, se realizaron más 
de cinco meses después de ocurridos los mismos (supra párrs. 206, 207 y 209). Asimismo, otras medidas no se realizaron con 
celeridad, tales como: a) el levantamiento planimétrico se remitió casi un año después de los hechos y tras varias solicitudes; 
b) la entrega de las armas de fuego asignadas a la Comisaría de Barbacoas fueron entregadas para la realización de las 
experticias pertinentes casi un año después de ocurridos los hechos, y c) las evidencias balísticas extraídas del cuerpo de la 
víctima no fueron enviadas para la realización de la experticia de rigor sino hasta casi dos mes después de ocurrida la muerte, 
sin que se haya explicado la razón de este retraso (supra párrs. 205, 207 y 209). (párr. 280)
Con respecto al cuarto elemento, el cual se refiere a la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de las personas involucradas, la Corte considera, como ha hecho anteriormente, que no es necesario realizar 
el análisis del mismo para determinar la razonabilidad del plazo de las investigaciones aquí referidas. (párr. 284)
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que las investigaciones de las muertes de Benito Antonio Barrios y 
Narciso Barrios y de los allanamientos de las viviendas de Luis Alberto Barrios, Orismar Carolina Alzul García, Brígida Oneyda 
Barrios, Justina Barrios y Elbira Barrios, y las de las detenciones, amenazas y lesiones a Luisa del Carmen Barrios, Gustavo 
Ravelo, Jesús Ravelo, Elbira Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño, excedieron un plazo razonable. Por ello, 
el Estado violó los derechos previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma, en perjuicio de las personas indicadas en los párrafos 245, 249, 256 y 263 de la Sentencia. (párr. 285)
Investigación sobre las muertes de Oscar José Barrios, de Wilmer José Flores Barrios 
y de Juan José Barrios, y sobre el atentado contra Néstor Caudi Barrios
[…] De lo anterior, se desprende que la investigación de la muerte de Oscar José Barrios es una investigación que está 
en marcha y que se refiere a un hecho reciente, respecto de la cual la Corte no cuenta con suficientes elementos que le 
permitan pronunciarse sobre la alegada violación a los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial. De igual 
modo, las investigaciones de las muertes de Wilmer José Flores Barrios y de Juan José Barrios, y del atentado contra Néstor 
Caudi Barrios, se tratan de casos recientes respecto de los cuales este Tribunal no cuenta con elementos específicos para 
pronunciarse sobre esta alegada violación. (párr. 289)
Derecho a la verdad
La Corte recuerda que el derecho a la verdad se encuentra subsumido fundamentalmente en el derecho de la 
víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y 
las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de 
la Convención, lo cual constituye además una forma de reparación. En consecuencia, en este caso el Tribunal no hará un 
pronunciamiento adicional respecto de la supuesta violación del derecho a la verdad formulada por los representantes. (párr. 
291)
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Falta de la debida diligencia para llevar a cabo las investigaciones
La Corte observa que si bien se iniciaron investigaciones en el presente caso, ha quedado evidenciado que no se llevaron 
a cabo diligencias necesarias para proceder a la comprobación material de los hechos. Además, en ninguna de ellas se llegó 
a identificar y sancionar a los responsables, y se constataron retardos en la práctica de diligencias clave para el desarrollo 
de las investigaciones, sin que ello haya sido justificado suficientemente por el Estado. Por ello, este Tribunal encuentra que 
en este caso el conjunto de las investigaciones no constituyó un medio efectivo para garantizar los derechos a la vida, a la 
integridad personal, a la libertad personal, a la vida privada y a la propiedad privada de las víctimas. Como lo ha manifestado 
reiteradamente este Tribunal, la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos. (párr. 292)
La Corte considera que, en el presente caso, estas fallas y omisiones comunes en las investigaciones demuestran que 
las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia ni con arreglo a las obligaciones derivadas de los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención concernientes al deber de investigar. (párr. 293)
5.  DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL DE LOS FAMILIARES EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 
RESPETAR LOS DERECHOS
Artículo en 5 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Presunción de afectación a la integridad psíquica y moral de 
los familiares directos de las víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos
Al respecto, este Tribunal ha estimado que se puede presumir un daño a la integridad psíquica y moral de los familiares 
directos de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción juris tantum respecto de 
madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes, siempre que corresponda a 
las circunstancias particulares del caso. En el caso de tales familiares, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción. 
Respecto de los demás familiares, sobre quienes el Tribunal no presumirá un daño a la integridad personal, la Corte evaluará, 
por ejemplo, si existe un vínculo particularmente estrecho entre aquellos y las víctimas del caso que les permita establecer 
una afectación a su integridad personal y, por ende, una violación del artículo 5 de la Convención. El Tribunal también podrá 
evaluar si las presuntas víctimas se han involucrado en la búsqueda de justicia en el caso concreto, o si han padecido un 
sufrimiento propio producto de los hechos del caso o acausa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades 
estatales frente a los hechos. (párr. 302)
De esta manera, tomando en consideración las circunstancias del presente caso, el Tribunal presume la violación al 
derecho a la integridad personal de los familiares directos de Benito Antonio Barrios, Narciso Barrios y Rigoberto Barrios 
respecto de quienes se ha determinado la responsabilidad de agentes estatales (supra párrs. 68 y 96), así como de los familiares 
directos de Luis Alberto Barrios, Oscar José Barrios, Wilmer José Flores Barrios y Juan José Barrios, en cuyas muertes se ha 
determinado la responsabilidad del Estado por el incumplimiento de su deber de garantía y prevención (supra párr. 131). (párr. 
303)
Afectación a la integridad psíquica y moral de otros familiares 
de las víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos
En cuanto a los hermanos y otros familiares de las víctimas indicados por la Comisión en su Informe de Fondo, la Corte 
recuerda que, conforme a su jurisprudencia, respecto de ellos así como de los demás miembros de la familia Barrios, no puede 
presumirse una afectación a su integridad en los términos del artículo 5.1 de la Convención Americana. Por lo tanto, se deberá 
analizar si en la prueba aportada por las partes se acredita alguna afectación a la integridad personal de aquellos. (párr. 305)
Al respecto, con base en las declaraciones testimoniales, así como las partes pertinentes del dictamen psicológico y 
otros documentos que constan en el expediente, el Tribunal encuentra demostrado que respecto a algunos de los familiares 
no directos de las víctimas se han dado alguna o varias de las siguientes circunstancias: a) entre ellos y las víctimas ejecutadas 
mediaba un estrecho vínculo familiar; b) se han involucrado en la interposición de acciones o denuncias a nivel interno para 
la búsqueda de justicia; c) la muerte de sus familiares les ha ocasionado secuelas a nivel personal, físicas y emocionales; d) 
los hechos han afectado sus relaciones familiares, además de haber causado una fragmentación en la dinámica familiar, y 
han provocado que algunos de ellos hayan tenido que asumir nuevos roles dentro de la misma; e) las afectaciones que han 
experimentado se han visto agravadas por las omisiones estatales frente a la falta de investigación sobre lo sucedido y de 
información sobre la razón por la cual sus familiares fueron ejecutados, así como por el permanente deseo de obtener justicia, 
y f) debido a lo sucedido con sus hermanos y sobrinos han tenido que verse obligados a desplazarse a otras localidades. (párr. 
306)
Del mismo modo, ha quedado demostrado que la muerte de sus hermanos ha ocasionado secuelas a nivel personal, 
físicas y emocionales a Brígida Oneyda Barrios, Lilia Ysabel Solórzano Barrios, Luisa del Carmen Barrios, Pablo Julián Solórzano 
Barrios, Elbira Barrios y a Eloisa Barrios, así como a algunos de los sobrinos de los fallecidos, como es el caso de Marcos 
Antonio Diaz Barrios, Sandra Marivi Betancourt Barrios, Junior José Betancourt Barrios, Wilneidys Betania Pimentel Barrios, 
Beatriz Adriana Cabrera Barrios, Victor Daniel Cabrera Barrios, Luilmari Carolina Guzmán Barrios y Luiseidys Yulianny Guzmán 
Barrios. En ese sentido, la violación del derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas se verifica por las 
consecuencias que han tenido en ellos los hechos a nivel personal, físico y principalmente emocional. […] (párr. 309)
[…] Al respecto, la Corte considera que la violación al derecho a la integridad de los familiares de las víctimas se debe 
III. REPARACIONES
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también a la falta de investigaciones efectivas para el esclarecimiento de los hechos, y la sanción de los responsables y, en 
general, a la impunidad en la que permanecen los casos, lo cual agrava los sentimientos de frustración, impotencia y angustia. 
En particular, la Corte observa que la falta de investigación y respuesta de las autoridades estatales ha menoscabado la 
integridad personal de la señora Eloísa Barrios, quien ha impulsado los procedimientos a nivel interno e internacional, puesto 
que “[t]odo lo que ella ha realizado hasta ahora solo ha potenciado el tormento de su estado emocional, pues le ha tocado 
conocer y […] lidiar con todas las vías que sostienen la imposibilidad de hacer justicia”. (párr. 310)
Por otro lado, la Corte considera que la afectación al derecho a la integridad de los familiares de las víctimas, en algunos 
casos, se manifiesta en haberse sentido obligados a desplazarse a otras localidades por temor (supra párr. 163), dejando el 
pueblo de Guanayén, en el cual vivía prácticamente toda la familia antes de que ocurriera la primera muerte, ocasionando la 
desintegración y ruptura de la convivencia de determinados integrantes de la familia Barrios. […] (párr. 311)
En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el derecho a la integridad personal establecido en el 
artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de las siguientes 
personas: Justina Barrios, Brígida Oneyda Barrios, […] (párr. 312)
Necesidad de analizar las violaciones a los derechos humanos del caso desde una perspectiva integrada
Tras haber analizado los hechos del caso, la Corte concluyó que Venezuela: a) es responsable por las violaciones 
cometidas por agentes policiales del estado Aragua en relación con los derechos a la vida, a la integridad y libertad personales, 
a la vida privada, a la propiedad privada, y de residencia y circulación de diversos integrantes de la familia Barrios; b) incumplió 
el deber de protección y prevención respecto de cinco beneficiarios de medidas de protección ordenadas por los órganos del 
Sistema Interamericano, y c) no investigó seria y diligentemente los hechos del caso. (párr. 313)
El Tribunal considera que los hechos sucedidos en contra de numerosos integrantes de la familia Barrios no pueden 
analizarse de manera aislada, existiendo relaciones entre varios de los mismos como se indica en la presente Sentencia. En 
efecto, los atentados contra la vida de sus integrantes, fundamentalmente a partir de 2004, tuvieron características comunes: 
se trataron de muertes producidas por varios disparos de arma de fuego en lugares cercanos a sus residencias en la población 
de Guanayén. En todos estos casos, el Estado conocía la situación de riesgo en la cual se encontraban los diversos integrantes 
de la familia quienes eran beneficiarios de medidas cautelares o provisionales y que, además, denunciaron las amenazas y 
demás hechos internamente. En tales denuncias se atribuía la responsabilidad a funcionarios de la policía del estado Aragua. 
Hasta el presente ninguna de las investigaciones abiertas por los hechos del presente caso ha concluido con el esclarecimiento 
de los hechos y la sanción de sus responsables. Por el contrario, varios de esos procesos han sido archivados o todavía están 
en etapas preliminares de la investigación. (párr. 314)
En consideración de las violaciones declaradas en los capítulos anteriores, el Tribunal procederá a analizar las 
pretensiones presentadas por la Comisión y por los representantes, así como los argumentos del Estado, con el objeto de 
disponer las medidas dirigidas a reparar los daños ocasionados a las víctimas. En cuanto a los argumentos del Estado, la Corte 
observa que sólo presentó alegatos específicos sobre algunas medidas de reparación solicitadas. Por lo demás, de manera 
general, Venezuela solicitó al Tribunal que desestime las solicitudes de reparaciones de la Comisión y de los representantes. 
(párr. 317)
Parte lesionada1. 
Se considera como parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana, a quien ha sido 
declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las víctimas en el presente caso han sido 
identificadas en los capítulos de fondo correspondientes (supra párrs. 68, 79, 84, 85, 96, 131, 147, 150, 168, 245, 249, 256, 260, 
263, 266, 272, 285 y 312). Dichas personas serán consideradas beneficiarios de las reparaciones que ordene este Tribunal. 
(párr. 318)
Obligación de investigar los hechos2. 
En el Capitulo X de la presente Sentencia, la Corte declaró la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial debido a la falta de investigación, enjuiciamiento y eventual sanción de los responsables de los hechos. […] 
Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre investigaciones en este 
tipo de casos, inter alia:
a)  las investigaciones pertinentes deben ser conducidas tomando en consideración la relación entre los distintos hechos 
del caso, evitando omisiones en la recolección de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación;
b)  deben identificar e individualizar a los autores materiales e intelectuales de las violaciones cometidas. La debida 
diligencia en la investigación implica que todas las autoridades estatales competentes están obligadas a colaborar en 
recabar la prueba y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso investigativo, y
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c)  las autoridades competentes deben realizar las investigaciones correspondientes ex officio y para tal efecto deben tener 
a su alcance y utilizar todos los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y que 
las personas que participen en la investigación, entre ellas los familiares de las víctimas, los testigos y los operadores de 
justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad. (párr. 322)
[…] [L]a privación del derecho a la vida constituye una violación grave de derechos humanos y, como tal, su investigación 
no puede estar sujeta a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, ni a ninguna otra disposición análoga, como la 
prescripción, la irretroactividad de la ley penal, la cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente similar de responsabilidad. 
(párr. 323)
La Corte, como también ha establecido en su jurisprudencia, considera que el Estado debe asegurar el pleno acceso 
y capacidad de actuar de los familiares de las víctimas en todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los 
responsables, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Además, los resultados de los procesos 
correspondientes deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad venezolana conozca los hechos objeto del 
presente caso, así como a sus responsables. (párr. 324)
Finalmente, como lo ha dispuesto en otras oportunidades  el Tribunal dispone que, de acuerdo con la normativa 
disciplinaria pertinente, el Estado examine las eventuales irregularidades procesales e investigativas relacionadas con el 
presente caso, y en su caso, sancione la conducta de los servidores públicos correspondientes. (párr. 325)
Medidas de reparación integral: restitución, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición3. 
Rehabilitación
Asistencia médica y psicológica a las víctimas
La Corte considera, como lo ha hecho en otros casos, que es necesaria una medida de reparación que brinde una atención 
adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, derivadas de las violaciones establecidas en la 
presente sentencia. Por lo tanto, el Tribunal estima conveniente disponer que el Estado brinde atención médica y psicológica 
gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de sus instituciones públicas de salud especializadas a las víctimas 
que así lo soliciten. Para ello, deberán tomarse en consideración los padecimientos específicos de los beneficiarios mediante 
la realización previa de una valoración física y psicológica o psiquiátrica. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán 
prestarse por el tiempo que sea necesario e incluir el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente requieran. 
(párr. 329)
Satisfacción
Publicación de la Sentencia
La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia:
a)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial;
b)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y
c)  la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web oficial. (párr. 332)
Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional
Como lo ha hecho en otros casos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional en relación con los hechos del presente caso, refiriéndose a las violaciones establecidas en 
esta Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública conducida por altas autoridades nacionales y 
estatales y con presencia de los miembros de la familia Barrios, y deberá ser difundido a través de medios de comunicación. El 
Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la modalidad de cumplimiento del acto público de reconocimiento, 
así como las particularidades que se requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. Para ello el Estado cuenta 
con el plazo de un año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 334)
Beca de estudios
La Corte ha establecido en la presente Sentencia que varios miembros de la familia Barrios tuvieron que desplazarse 
como consecuencia de los hechos, han sufrido desintegración familiar y los hechos les han generado secuelas a nivel personal, 
físico y emocional. Los representantes indicaron que los hechos incidieron en la educación de algunos miembros de la familia 
y se refirieron a la manifestación de interés “de los familiares” en retomar sus estudios. […] En atención a lo anterior, la Corte 
estima oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, como lo ha dispuesto en otros, que el Estado 
otorgue becas en instituciones públicas venezolanas, en beneficio de Jorge Antonio Barrios Ortuño, […], que cubran los costos 
de educación correspondientes a matrícula y material educativo, hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean 
técnicos o universitarios. […] (párr. 336)
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Garantías de no repetición
Programas de formación de funcionarios
[…] Sin embargo, con el fin de garantizar la no repetición de violaciones de derechos humanos, la Corte considera 
importante fortalecer las capacidades institucionales del personal policial del estado Aragua mediante su capacitación sobre 
los principios y normas de protección de los derechos humanos, incluyendo los derechos a la vida, y a la integridad y libertad 
personales, así como a los límites a los que se encuentran sometidos al detener a una persona. Para ello, el Estado debe 
continuar con las acciones desarrolladas e implementar, en un plazo razonable, un programa o curso obligatorio sobre los 
puntos señalados como parte de la formación general y continua de los policías del estado Aragua de todos los niveles 
jerárquicos. En dicho programa o curso se deberá hacer referencia a la presente Sentencia, a la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana respecto de la prohibición de la tortura, la integridad y libertad personales, el uso de la fuerza y los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes respecto del sistema penal, así como a las obligaciones internacionales de derechos humanos 
derivadas de los tratados de los cuales es parte Venezuela. (párr. 341)
Otras medidas de reparación solicitadas
Adecuación del derecho interno en materia de uso letal de la fuerza
De la normativa aportada por el perito Rosario Salas, el Tribunal observa que el Estado ha elaborado los principios sobre 
uso de la fuerza en el “Manual de Uso Progresivo y Diferenciado de la Fuerza Policial”. Asimismo, la legislación prevé el tipo de 
armas para uso policial de los distintos cuerpos policiales del Estado, así como el tipo de municiones, armamento no letal y 
armamento prohibido. Además, la legislación venezolana reglamenta el control, almacenamiento y distribución de armas de 
fuego, establece un procedimiento trimestral de rendición de cuentas y especifica las circunstancias en que los funcionarios 
policiales están autorizados a portar dichas armas; prevé su utilización de manera excepcional […] Por otro lado, la normativa 
venezolana prevé la obligación de rendición de cuentas por parte de la policía. A fin de implementar dicha obligación, se ha 
creado un sistema informes periódicos y especiales sobre las actividades policiales. Con base en lo anterior, la Corte no estima 
necesario ordenar en el presente caso una medida de reparación adicional al respecto. (párr. 346)
Adecuación de la ley de protección de víctimas y testigos
El Tribunal observa que los representantes no aportaron elementos suficientes que indiquen que las falencias que 
atribuyen a la protección de los integrantes de la familia Barrios se deriven de un problema normativo de la ley de víctimas y 
testigos. Con base en lo anterior, el Tribunal no ordena la medida de reparación solicitada. (párr. 348)
Identificación de la fuente de riesgo
[…] [L]a Corte recuerda que el Estado debe cumplir con las obligaciones derivadas de las medidas provisionales ordenadas 
en el marco del presente caso, las cuales incluyen, además de la protección de los beneficiarios, la investigación de los hechos 
que originaron las medidas de protección. (párr. 351)
Creación de un registro de detenidos público y accesible
[…] Al respecto, el Tribunal no estima necesario disponer la medida de reparación solicitada. (párr. 353)
Creación de un proceso de recolección de estadísticas
[…] En este sentido, pese a las divergencias alegadas respecto a las estadísticas presentadas ante esta Corte, existen 
cifras oficiales de criminalidad y violencia en el Estado y se encuentra normada la obligación de los cuerpos de policía y del 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de seguridad ciudadana de recopilar y procesar información. Por 
ello, la Corte no estima necesario ordenar la medida de reparación solicitada. (párr. 356)
Indemnización compensatoria4. 
Daño material
La Corte observa que, si bien en el presente caso no se han aportado elementos probatorios para precisar el daño 
causado al patrimonio de los integrantes de la familia Barrios, la Corte ha considerado probada la destrucción de propiedad 
privada y la sustracción de bienes de Brígida Oneyda Barrios, Luis Alberto Barrios y Orismar Carolina Alzul García (supra párr. 
138). Como consecuencia de ello, el Tribunal considera procedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización 
por la suma de US$600,00 (seiscientos dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en Bolívares Fuertes, a 
favor de Brígida Oneyda Barrios, y la cantidad de US$ 5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
Orismar Carolina Alzul García y Luís Alberto Barrios, o su equivalente en Bolívares Fuertes. (párr. 364)
[…] En vista de ello, el Tribunal fija en equidad la suma de US $2,000.00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de 
América), o su equivalente en Bolívares Fuertes, que deberán ser cancelados por el Estado a Maritza Barrios por concepto de 
reembolso por gastos en atención médica. Por otro lado, respecto a la atención médica y psicológica de los demás miembros 
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de la familia Barrios, la Corte no encuentra prueba suficiente en el expediente para corroborar la alegada atención. Por lo 
tanto, no se pronunciará respecto a dicha medida de reparación. (párr. 366)
[…] Sin embargo, la Corte considera que es razonable suponer que la señora Luisa del Carmen Barrios ha realizado 
erogaciones económicas con motivo de la manutención de los hijos de Narciso Barrios. En vista de ello, el Tribunal fija en 
equidad la suma de US$ 5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en Bolívares Fuertes 
a su favor. (párr. 370)
Teniendo en cuenta la edad de las víctimas al momento de su fallecimiento, los elementos que obran en el expediente y 
con base en el criterio de equidad, la Corte decide fijar, las siguientes cantidades por daño material: […] (párr. 373)
Daño inmaterial
En atención a su jurisprudencia, y en consideración de las circunstancias del presente caso, las violaciones cometidas, 
los sufrimientos ocasionados, el tiempo transcurrido, la denegación de justicia, así como el cambio en las condiciones de vida, 
las comprobadas afectaciones a la integridad personal de los familiares de las víctimas y las restantes consecuencias de orden 
inmaterial que sufrieron, el Tribunal fija en equidad las siguientes sumas de dinero a favor de las víctimas, como compensación 
por concepto de daño inmaterial: […] (párr. 378)
Costas y Gastos5. 
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro del 
concepto de reparación establecido en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 379)
En cuanto al reembolso, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente el alcance de éste, que abarca los gastos 
generados ante las autoridades de la jurisdicción interna y los realizados en el curso del proceso ante el sistema interamericano, 
teniendo en cuenta la acreditación de los gastos hechos, las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción 
internacional de protección de los derechos humanos. La estimación se puede hacer con base en el principio de equidad y 
apreciando los gastos comprobados por las partes, siempre que su quantum sea razonable. (párr. 381)
[…] En el presente caso, el Tribunal observa que los documentos remitidos por los representantes sobre costas y gastos 
previos a la remisión del escrito de solicitudes y pruebas, han sido remitidos extemporáneamente (supra párr. 17). Por lo tanto, 
el Tribunal sólo considerará aquellos aportados con los alegatos finales escritos que se refieran a las nuevas costas y gastos 
en que haya incurrido con ocasión del procedimiento ante esta Corte, es decir, aquellos realizados con posterioridad al escrito 
de solicitudes y argumentos. (párr. 382)
Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ha constatado que los representantes incurrieron en diversos gastos ante este 
Tribunal. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte determina, en equidad, que el Estado debe entregar la cantidad de US$ 
2.000,00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en Bolívares Fuerte, a favor de la señora Eloisa 
Barrios, y la suma total de US$ 18.000,00 (dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la Comisión de 
Justicia y Paz del estado Aragua, de COFAVIC, y del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional, por concepto de costas 
y gastos. En el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, la Corte podrá disponer el reembolso 
por parte del Estado a las víctimas o sus representantes de gastos posteriores razonables y debidamente comprobados. (párr. 
383)
Reintegro de los gastos al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas6. 
En razón de las violaciones declaradas en la presente Sentencia, la Corte ordena al Estado el reintegro a dicho Fondo de 
la cantidad de US$ 3.232,16 (tres mil doscientos treinta y dos dólares de los Estados Unidos de América con dieciséis centavos) 
por concepto de gastos realizados para la comparecencia de una declarante y un perito en la audiencia pública del presente 
caso, así como de la presentación de una declaración mediante affidávit. Dicha cantidad debe ser reintegrada a la Corte en el 
plazo de noventa días, contados a partir de la notificación del presente Fallo. (párr. 386)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados7. 
El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o 
en un equivalente en Bolívares Fuertes, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que esté vigente en la bolsa de 
Nueva York, el día anterior al pago. (párr. 389)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como reintegro de costas y gastos deberán 
ser entregadas a las personas y organizaciones indicadas en forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin 
reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 391)
En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en Venezuela. (párr. 392)
CASO N° 238FONTEVECCHIA Y D´AMICO VS. ARGENTINA
I. HECHOS
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Caso: Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina
Sentencia Nº: Serie C N° 238
Fecha de Sentencia: 29 de noviembre de 2011
Víctima: Jorge Fontevecchia y Héctor D’Amico
Estado parte: Argentina
Caso Completo en:   
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_238_esp.pdf
Los señores Jorge Fontevecchia y Héctor D’Amico, periodistas con 30 y 40 años de ejercicio de la profesión, al momento 
en que acontecieron los hechos, se desempeñaban, respectivamente, como director de “Editorial Perfil Sociedad Anónima” y 
director de la revista “Noticias”, de la misma editorial. Esta revista semanal hace investigación periodística y tiene una línea 
crítica con los gobiernos de turno.
Entre octubre y noviembre de 1995, Noticias publicó tres ediciones, en las cuales se incluían notas referentes a la 
existencia de un hijo no reconocido (Carlos Nair) del señor Carlos Saúl Menem -entonces Presidente de la República Argentina- 
con la diputada Martha Meza. En tales notas, se hacía mención a la entrega que el entonces Presidente habría hecho de 
importantes sumas de dinero y  regalos de gran valor económico a su hijo y a la madre del niño; a los encuentros que habrían 
tenido en la Casa de Gobierno; a la existencia de amenazas contra Carlos Nair, atribuidas por la señora Meza al Gobierno 
nacional; y, a la existencia de un acuerdo entre la señora Meza y el señor Menem por medio del cual este último le otorgaba una 
pensión por un monto de veinte mil dólares mensuales, creaba un fideicomiso a favor de Carlos Nair por una cifra cercana al 
millón de dólares, y prestaba “cobertura política” en relación con una investigación que estaba enfrentando en aquel momento 
el esposo de la señora Meza por un supuesto desfalco millonario.
En algunas de estas notas se hizo referencia al libro “El Jefe. Vida y Obra de Carlos Saúl Menem”, de donde se obtuvo 
parte de la información publicada. Asimismo, en algunos casos, las notas eran ilustradas con fotografías de comienzos de la 
década de los 90’, en las que aparecían el señor Menem, la señora Meza y el hijo de ambos. En todas las fotos, la imagen del 
niño aparece distorsionada de manera que no pueda ser reconocido.
El señor Menem, quien al momento de las publicaciones referidas era Presidente de la Nación inició una demanda de 
daños y perjuicios contra la editorial y, los señores Jorge Fontevecchia y Hector D´Amico. El objeto de dicha acción era obtener 
un resarcimiento económico por el alegado daño moral causado a consecuencia de las publicaciones de la revista en el marco 
de una supuesta violación del derecho a su intimidad. 
El 10 de julio de 1997 un juez de primera instancia en lo civil resolvió la controversia rechazando la demanda interpuesta 
por el señor Menem. Dicha sentencia fue apelada y, el 11 de marzo de 1998, una sala de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Civil de la Capital Federal revirtió la sentencia apelada dando lugar a la demanda, condenándose a la editorial, y a los 
señores Jorge Fontevecchia y Héctor D´Amico a pagarle al señor Menem, en el plazo de 10 días, la suma de $150.000,00 
dólares por concepto de indemnización al haber violado su derecho a la intimidad. 
Contra esta sentencia los demandados interpusieron un recurso extraordinario federal. El 25 de septiembre de 2001 
la Corte Suprema confirmó la sentencia recurrida aunque modificó el monto indemnizatorio, reduciéndolo a la suma de 
$60.000,00 dólares.
El 10 de diciembre de 2010 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió el caso a la jurisdicción de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Corte resolvió que el Estado Argentino violó el derecho a la libertad de 
expresión en perjuicio de los señores Jorge Fontevecchia y Hector D’Amico.
II. CONSIDERACIONES DE FONDO DE LA CORTE
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1.  DERECHO A LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN, EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 
RESPETAR LOS DERECHOS
Artículo 13 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana
Contenido y alcance del derecho a la libertad de expresión: restricciones admisibles a este derecho
Respecto al contenido de la libertad de pensamiento y de expresión, la jurisprudencia de esta Corte ha sido constante 
en señalar que quienes están bajo la protección de la Convención Americana tienen el derecho de buscar, recibir y difundir 
ideas e informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los 
demás. (párr. 42)
Sin embargo, la libertad de expresión no es un derecho absoluto. El artículo 13.2 de la Convención, que prohíbe la 
censura previa, también prevé la posibilidad de exigir responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este derecho. 
Estas restricciones tienen carácter excepcional y no deben limitar, más allá de lo estrictamente necesario, el pleno ejercicio de 
la libertad de expresión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto de censura previa. (párr. 43)
Deber del Estado de impulsar el pluralismo informativo: 
el rol del derecho a la libertad de expresión en una sociedad democrática
En su jurisprudencia la Corte ha establecido que los medios de comunicación social juegan un rol esencial como 
vehículos para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de expresión en una sociedad democrática, razón por la cual es 
indispensable que recojan las más diversas informaciones y opiniones. Los referidos medios, como instrumentos esenciales de 
la libertad de pensamiento y de expresión, deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan. (párr. 44)
Dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática y la elevada responsabilidad que 
ello entraña para quienes ejercen profesionalmente labores de comunicación social, el Estado no sólo debe minimizar las 
restricciones a la circulación de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, la participación de 
las distintas informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo informativo. En consecuencia, la equidad debe regir 
el flujo informativo. En estos términos puede explicarse la protección de los derechos humanos de quien enfrenta el poder de 
los medios y el intento por asegurar condiciones estructurales que permitan la expresión equitativa de las ideas. (párr. 45)
El umbral de protección de la libertad de expresión es relativo dependiendo 
de la calidad del sujeto y del interés público de la actividad que realiza
Asimismo, el Tribunal recuerda que las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el desempeño de 
un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores, entre otras, gozan de mayor 
protección, de manera tal que se propicie el debate democrático. La Corte ha señalado que en una sociedad democrática los 
funcionarios públicos están más expuestos al escrutinio y a la crítica del público. Este diferente umbral de protección se explica 
porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio más exigente. Sus actividades salen del dominio de la esfera privada 
para insertarse en la esfera del debate público. Este umbral no solo se asienta en la calidad del sujeto, sino en el interés público 
de las actividades que realiza. (párr. 47)
Contenido y alcance del derecho a la vida privada
Por  su  parte,  el  artículo  11  de  la  Convención Americana reconoce que toda persona tiene, entre otros, derecho a 
la vida privada y prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella, enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida 
privada de sus familias, sus domicilios o  sus correspondencias. El ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento 
e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública  y comprende, 
entre otras dimensiones, tomar decisiones relacionadas con diversas áreas de la propia vida libremente, tener un espacio de 
tranquilidad personal, mantener reservados ciertos aspectos de la vida privada y controlar la difusión de información personal 
hacia el público. (párr. 48)
El artículo 11.2 de la Convención Americana protege al individuo frente a la posible interferencia arbitraria o abusiva del 
Estado. Sin embargo, eso no significa que el Estado cumpla sus obligaciones convencionales con el solo hecho de abstenerse 
de realizar tales interferencias. Además, el artículo 11.3 de la Convención impone a los Estados el deber de brindar la protección  
de la ley contra aquellas injerencias. En consecuencia, el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la vida privada 
mediante acciones positivas, lo cual puede implicar, en ciertos casos, la adopción de medidas dirigidas a asegurar dicho 
derecho protegiéndolo de las interferencias de las autoridades públicas así como también de las personas o instituciones 
privadas, incluyendo los medios de comunicación. (párr. 49)
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Necesidad de encontrar un equilibrio entre los derechos a la vida privada y libertad de expresión
En este contexto, la Corte debe encontrar un equilibrio entre la vida privada y la libertad de expresión que, sin ser 
absolutos, son dos derechos fundamentales garantizados en la Convención Americana y de la mayor importancia en una 
sociedad democrática. El Tribunal recuerda que el ejercicio de cada derecho fundamental tiene que hacerse con respeto y 
salvaguarda de los demás derechos fundamentales. En ese proceso de armonización le cabe un papel medular al Estado 
buscando establecer las responsabilidades y sanciones que fueren necesarias para obtener tal propósito. La necesidad de 
proteger los derechos que pudieran verse afectados por un ejercicio abusivo de la libertad de expresión, requiere la debida 
observancia de los límites fijados a este respecto por la propia Convención. (párr. 50)
Requisitos que debe cumplir la responsabilidad ulterior civil para 
no ser considerada una limitación ilegítima a la libertad de expresión
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones y lo alegado por las partes, la Corte examinará si la medida de 
responsabilidad ulterior civil aplicada en el presente caso cumplió con los requisitos de estar prevista en la ley, perseguir un fin 
legítimo y ser idónea, necesaria y proporcional. Al respecto, si bien este Fallo se referirá a las dos sentencias internas relativas 
al presente caso (supra párrs. 38 y 39), el análisis se centrará, principalmente, en la decisión de la Corte Suprema que dejó firme 
la condena civil y decidió de forma definitiva el reclamo de las presuntas víctimas. (párr. 51)
a) Legalidad de la medida 
El derecho a la intimidad por cuya violación fueron condenadas civilmente las presuntas víctimas estaba previsto en el 
artículo 1071 bis del Código Civil, el cual es una ley en sentido formal y material. En cuanto a lo alegado por los representantes, 
que la norma cuestionada no satisface el requisito de ley material (supra párr. 23), la Corte considera que si bien es una 
disposición que, efectivamente, está redactada en términos generales, ello no es suficiente para privarla de su carácter de ley 
material. (infra párrs. 89 a 92). (párr. 52)
b) Finalidad e idoneidad de la medida 
La Corte ha señalado que los funcionarios públicos, al igual que cualquier otra persona, están amparados por la 
protección que les brinda el artículo 11 convencional que consagra, entre otros, el derecho a la vida privada. Asimismo, 
el artículo 13.2.a de la Convención establece que “el respeto a los derechos […] de los demás” puede ser motivo para fijar 
responsabilidades ulteriores en el ejercicio de la libertad de expresión. En consecuencia, la protección del derecho a la vida 
privada de toda persona  es  un  fin  legítimo  acorde  con  la  Convención.  Por  otra  parte,  la  vía  civil  es idónea porque sirve 
al fin de salvaguardar, a través de medidas de reparación de daños, el bien jurídico que se quiere proteger, es decir, podría estar 
en capacidad de contribuir a la realización de dicho objetivo.  (párr. 53)
c) Necesidad de la medida  
Desde su primera decisión sobre la materia el Tribunal ha hecho suyo el criterio que para que una restricción a la libre 
expresión sea compatible con la Convención Americana, aquella debe ser necesaria en una sociedad democrática, entendiendo 
por “necesaria” la existencia de una necesidad social imperiosa que justifique la restricción. (párr. 54)
  
Asimismo, la Corte ha establecido que el Estado tiene que dotar a las personas de los medios para establecer las 
responsabilidades y sanciones que fueren necesarias para respetar y salvaguardar los derechos fundamentales. En su 
jurisprudencia, el Tribunal ha analizado casos en los cuales se debatía la necesidad de la sanción penal y ha establecido que 
“no estima contraria a la Convención cualquier medida penal a propósito de la expresión de informaciones u opiniones”. (párr. 
55)
En sentido similar, la Corte tampoco estima contraria a la Convención Americana una medida civil a propósito de la 
expresión de informaciones u opiniones que afecten la vida privada o intimidad personal. Sin embargo, esta posibilidad se 
debe analizar con especial cautela, ponderando la conducta desplegada por el emisor de aquéllas, las características del daño 
alegadamente causado y otros datos que pongan de manifiesto la necesidad de recurrir a la vía civil. Ambas vías, bajo ciertas 
circunstancias y en la medida que reúnan ciertos requisitos, son legítimas. (párr. 56)
   
El diferente umbral de protección ante funcionarios públicos y el interés público 
como criterios relevantes para definir el estándar de protección de la libertad de expresión
El Tribunal considera que los estándares que ha utilizado respecto a la protección de la libertad de expresión en los casos 
de los derechos a la honra y a la reputación son aplicables, en lo pertinente, a casos como el presente. Ambos derechos están 
protegidos en el mismo artículo bajo una fórmula común e involucran principios similares vinculados con el funcionamiento 
de una sociedad democrática. De tal modo, dos criterios relevantes, tratándose de la difusión de información sobre eventuales 
aspectos de la vida privada, son: a) el diferente umbral de protección de los funcionarios públicos, más aún de aquellos que 
son elegidos popularmente, respecto de las figuras públicas y de los particulares, y b) el interés público de las acciones que 
aquellos realizan. (párr. 59)
El diferente umbral de protección del funcionario público se explica porque se expone voluntariamente al escrutinio 
de la sociedad, lo cual lo puede llevar a un mayor riesgo de sufrir afectaciones a su derecho a la vida privada. En el presente 
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caso se trataba del funcionario público que ostentaba el más alto cargo electivo de su país, Presidente de la Nación y, por ello, 
estaba sujeto al mayor escrutinio social, no solo sobre sus actividades oficiales o el ejercicio de sus funciones sino también 
sobre aspectos que, en principio, podrían estar vinculados a su vida privada pero que revelan asuntos de interés público. (párr. 
60)
En cuanto al carácter de interés público, en su jurisprudencia la Corte ha reafirmado la protección a la libertad de 
expresión respecto de las opiniones o informaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad tiene un legítimo interés de 
mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del Estado, o afecta derechos o intereses generales 
o le acarrea consecuencias importantes. En el presente caso, tanto la Comisión como los representantes señalaron que, por 
diversos motivos, la información era de interés público y ello justificaba su difusión (supra párrs. 18 y 23). (párr. 61)
  
La información relativa a la existencia del hijo no reconocido por el señor Menem, así como la relación de este último 
con el niño y con su madre constituían la causa principal y un elemento central e inseparable de los hechos publicados por 
la revista Noticias que informaban sobre: a) la disposición de cuantiosas sumas de dinero hacia esas personas por parte del 
entonces Presidente de la Nación; b) la entrega a dichas personas de regalos costosos, y c) la presunta existencia de gestiones 
y favores económicos y políticos al entonces esposo  de la señora Meza. Dicha información se relaciona con la integridad de 
los funcionarios y, aún sin necesidad de determinar si se hizo uso de fondos públicos para fines personales, la disposición de 
sumas cuantiosas y regalos costosos por parte de un Presidente de la Nación, así como con la eventual existencia de gestiones 
o interferencias en una investigación judicial, son cuestiones sobre las cuales existe un legítimo interés social en conocerlas. 
Por ello, para este Tribunal la información difundida por la revista Noticias posee el carácter de interés público y su publicación 
resultó en un llamado para ejercer el control público y, en su caso, judicial respecto de aquellos hechos.  (párr. 62)
Disponibilidad del derecho a la vida privada por parte del interesado
Por otra parte, en el presente caso surge del acervo probatorio que la información relativa a los “lazos familiares” del 
Presidente y la posible paternidad sobre Carlos Nair Meza había sido difundida en distintos medios de comunicación, al menos, 
dos años antes de su publicación por la revista Noticias en 1995. […] (párr. 63)
De lo anterior se desprende que, para el momento de la publicación por parte de la revista  Noticias, los hechos 
cuestionados que dieron lugar a la presente controversia relativos a la paternidad no reconocida de un hijo extramatrimonial, 
habían tenido difusión pública en medios escritos, tanto en Argentina como en el extranjero. Por otro lado, no consta al Tribunal 
que ante aquellas difusiones públicas previas de la información, el señor Menem se hubiera interesado en disponer medidas de 
resguardo de su vida privada o en evitar, de cualquier otra manera, la difusión pública que luego objetó respecto de la revista 
Noticias.  (párr. 64)
Adicionalmente, el Tribunal constata que el señor Menem adoptó, con anterioridad a que se realizaran las publicaciones 
que luego cuestionó, pautas de comportamiento favorables a dar a conocer esas relaciones personales, al compartir actos 
o situaciones públicas con dichas personas, las cuales aparecen registradas en varias de las fotos que ilustran las notas, 
e incluso recibiendo al niño y a su madre en un lugar oficial como la Casa de Gobierno (supra párrs. 32, 35 y 36). La Corte 
recuerda que el derecho a la vida privada es disponible para el interesado y, por ello, resulta relevante la conducta desplegada 
por el mismo. En este caso, su conducta no fue de resguardo de la vida privada en ese aspecto. (párr. 65)
Necesidad de tomar en consideración el contexto en que se realizan expresiones de interés publico
Por último, como lo ha sostenido la Corte anteriormente, el poder judicial debe tomar en consideración el contexto 
en el que se realizan las expresiones en asuntos de interés público; el juzgador debe “ponderar el respeto a los derechos o a 
la reputación de los demás con el valor que tiene en una sociedad democrática el debate abierto sobre temas de interés o 
preocupación pública”. Este Tribunal observa que en su decisión la Corte Suprema se refirió a cuándo una intromisión en la 
intimidad podría estar justificada y a la protección de la  intimidad del “hombre” público, entre otros aspectos (supra  párr.  39).  
Sin  embargo,  no  analizó  en  el  caso  en  concreto  si  la información cuestionada tenía o no carácter de interés público o 
contribuía a un debate de interés general. Por el contrario, en su decisión se refirió a los alegados aspectos de la vida privada 
de manera aislada de las cuestiones de interés público que de ellos se derivan y que constituyen el aspecto fundamental de 
las notas cuestionadas […]. (párr. 66)
Derecho a la propia imagen: las imágenes o fotografías personales 
se encuentran incluidas dentro del ámbito de protección del artículo 13 de la Convención
En relación con las cinco fotografías que ilustran las notas cuestionadas en las cuales aparece el señor Menem con su hijo, 
la Corte recuerda que la protección que otorga la Convención Americana a la vida privada se extiende a otros ámbitos además 
de los que específicamente enumera dicha norma. Aunque el derecho a la propia imagen no se encuentra expresamente 
enunciado en el artículo 11 de la Convención, las imágenes o fotografías personales, evidentemente, están incluidas dentro del 
ámbito de protección de la vida privada. Asimismo, la fotografía es una forma de expresión que recae en el ámbito de protección 
del artículo 13 de la Convención. La fotografía no solo tiene el valor de respaldar o dar credibilidad a informaciones brindadas 
por medio de la escritura, sino que tiene en sí misma un importante contenido y valor expresivo, comunicativo e informativo; 
de hecho, en algunos casos, las imágenes pueden comunicar o informar con igual o mayor impacto que la palabra escrita. Por 
ello, su protección cobra importancia en tiempos donde los medios de comunicación audiovisual predominan. Sin  embargo, 
por esa misma razón y por el contenido de información personal e íntima que pueden tener las imágenes, su potencial para 
afectar la vida privada de una persona es muy alto. (párr. 67)
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El Tribunal ha concluido que el tema sobre el cual informaban los artículos que acompañaban las fotografías se referían 
a la máxima autoridad electiva del país y eran  de interés público (supra parrs. 60 a 62). La Corte considera que las imágenes 
estaban  fundamentalmente dirigidas a respaldar la existencia de la relación entre el señor Menem, la señora Meza y Carlos Nair 
Meza, apoyando la credibilidad de la nota escrita y, de tal modo, llamar la atención sobre la disposición de sumas cuantiosas 
y regalos costosos así como la eventual existencia de otros favores y gestiones, por parte del entonces presidente en beneficio 
de quienes aparecen retratados en las imágenes publicadas. De esta forma, las imágenes representan una contribución al 
debate de interés general y no están simplemente dirigidas a satisfacer la curiosidad del público respecto de la vida privada 
del presidente Menem. (párr. 68)
Adicionalmente, el Tribunal considera relevante atender a las circunstancias sobre cómo las fotografías fueron obtenidas. 
Al respecto, el Estado no objetó ni controvirtió ante esta Corte lo afirmado por la Comisión y los representantes sobre el hecho 
de que las fotografías fueron tomadas con consentimiento del mandatario (supra párrs. 19 y 24), ni lo afirmado por el señor 
D’Amico en la audiencia pública del presente caso, en el sentido de que ninguna de las fotografías fue tomada por la revista 
sino que fueron entregadas a Noticias por la Oficina de Prensa de la Presidencia de la Nación. Con base en lo anterior, el 
Tribunal no encuentra en el presente caso algún elemento que indique que las fotografías en cuestión fueron obtenidas en un 
clima de hostigamiento o persecución respecto del señor Menem o de cualquier otro modo que le hubiera generado un fuerte 
sentimiento de intrusión, tales como el ingreso físico a un lugar restringido o el uso de medios tecnológicos que posibiliten la 
captación de imágenes a distancia o que hayan sido tomadas de cualquier otra manera subrepticia. (párr. 69)
Por otra parte, si bien la Corte Suprema señaló en su decisión que las publicaciones de las imágenes “no [fueron] 
autorizadas por el actor en el tiempo y en el contexto en que fueron usadas por el medio de prensa”, este Tribunal considera 
que no toda publicación de imágenes requiere el consentimiento de la persona retratada. Esto resulta aún más claro cuando 
las imágenes se refieren a quien desempeña el más alto cargo ejecutivo de un país, dado que no sería razonable exigir que 
un medio de comunicación deba obtener un consentimiento expreso en cada ocasión que pretenda publicar una imagen del 
Presidente de la Nación. Por ello, en este caso en particular, la alegada ausencia de autorización del señor Menem tampoco 
transforma a las imágenes publicadas en violatorias de su privacidad. (párr. 70)
Falta de necesidad de la medida de responsabilidad ulterior
Este Tribunal considera que las publicaciones realizadas por la revista Noticias respecto del funcionario público 
electivo de más alto rango del país trataban sobre asuntos de interés público, que los hechos al momento de ser difundidos 
se encontraban en el dominio público y que el presunto afectado con su conducta no había contribuido a resguardar la 
información cuya difusión luego objetó. Por ello, no hubo una injerencia arbitraria en el derecho a la vida privada del señor 
Menem. De tal modo, la medida de responsabilidad ulterior impuesta, que excluyó cualquier ponderación en el caso concreto 
de los aspectos de interés público de la información, fue innecesaria en relación con la alegada finalidad de proteger el derecho 
a la vida privada. (párr. 71)
En consecuencia, la Corte Interamericana considera que el procedimiento civil en la justicia argentina, la atribución de 
responsabilidad civil, la imposición de la indemnización más los intereses, las costas y gastos, así como la orden de publicar un 
extracto de la sentencia y el embargo dictado contra uno de los periodistas afectaron el derecho a la libertad de expresión de 
los señores Jorge Fontevecchia y Héctor D’Amico. (párr. 72)
Desproporcionalidad de la sanción civil puede generar un efecto inhibidor en la libertad de expresión
Por último, dado que el Tribunal ha establecido que la medida de responsabilidad ulterior impuesta internamente no 
cumplió con el requisito de ser necesaria en una sociedad democrática, no analizará si el monto de la condena civil en el 
presente caso resultó o no desproporcionado. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte estima oportuno reiterar que el temor a 
una sanción civil desproporcionada puede ser a todas luces tan o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de la libertad 
de expresión que una sanción penal, en tanto tiene la potencialidad de comprometer la vida personal y familiar de quien 
denuncia o, como en el presente caso, publica información sobre un funcionario público, con el resultado evidente y disvalioso 
de autocensura, tanto para el afectado como para otros potenciales críticos de la actuación de un servidor público. (párr. 74)  
Con base en lo expuesto, el Tribunal  concluye que no hubo una injerencia abusiva o arbitraria en la vida privada 
del señor Menem en los términos del artículo 11 de la Convención Americana y que, por el contrario, las publicaciones 
cuestionadas constituyeron un ejercicio legítimo del derecho a la libre expresión reconocido en el  artículo 13 de dicho tratado. 
En consecuencia, la Corte Interamericana concluye que la medida de responsabilidad ulterior impuesta en el presente caso 
violó el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión de los señores Jorge Fontevecchia y Héctor D’Amico, reconocido 
en el artículo 13 de la Convención Americana, en relación con la obligación de respetar ese derecho, establecida en el artículo 
1.1 del mismo instrumento. (párr. 75)
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2.  DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO EN RELACIÓN CON LA LIBERTAD DE 
PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN
Artículo 2 en relación al artículo 13 de la Convención Americana
Alegada necesidad de modificar las disposiciones de derecho interno
Los representantes alegaron que la normativa argentina, principalmente el artículo 1071 bis del Código Civil, adolece 
de distintas fallas que contradicen el mandato de la Convención Americana debido a: a) la amplia discrecionalidad con la 
que cuenta el juzgador para determinar cuándo la intromisión en la vida privada de una persona es arbitraria y la falta 
de consideración al especial carácter que reviste la información de interés público, y b) la ausencia de criterios claros que 
puedan ser usados para la determinación de los montos de condena en casos en los que se demanda por daño moral por 
violación al derecho a la intimidad. Fue con base en dicha norma que los tribunales argentinos dictaron las sentencias contra 
los periodistas por entender que las publicaciones cuestionadas habían incurrido en una intromisión arbitraria a la intimidad 
del entonces presidente. El referido artículo no constituye, en tanto norma que posibilita una restricción, una ley en sentido 
material, porque permite una amplísima discrecionalidad al juzgador en la interpretación del fondo del asunto así como en la 
determinación de las eventuales reparaciones. (párr. 77)
El Estado sostuvo que, en el contexto de su política pública de reformas legislativas con miras a adaptar el ordenamiento 
jurídico argentino en materia de libertad de información y de expresión a la Convención Americana, tras la reforma del Código 
Penal realizada como parte del cumplimiento de la Sentencia del caso Kimel, el sistema jurídico argentino resultaría compatible 
con los estándares internacionales en la materia; “la legislación civil y penal vigente -con la interpretación que le asigna 
actualmente la Corte Suprema de Justicia de la Nación- no resultaría incompatible con la Convención Americana”. […] (párr. 
82)
Contenido y alcance de la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno
La Corte ha interpretado que la adecuación de la normativa interna a los parámetros establecidos en la Convención 
implica la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: a) la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza 
que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u 
obstaculicen su ejercicio, y b) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de 
dichas garantías. La primera vertiente se satisface con la reforma, la derogación, o la anulación de las normas o prácticas que 
tengan esos alcances, según corresponda. La segunda, obliga al Estado a prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos 
humanos y, por eso, debe adoptar todas las medidas legales, administrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar 
que hechos similares vuelvan a ocurrir en el futuro. (párr. 85)
Nivel de precisión y taxatividad exigible a las normas civiles 
que restringen la libertad de expresión en contraposición a las penales
Con anterioridad esta Corte se ha pronunciado sobre las restricciones a la libertad de expresión basadas en la ley penal. 
Si la restricción proviene de dicho ámbito del derecho es preciso observar los estrictos requerimientos característicos de la 
tipificación penal y debe ser formulada  de manera expresa, precisa, taxativa y previa. En el presente caso, los representantes 
han cuestionado la compatibilidad del artículo 1071 bis del Código Civil con la Convención Americana (supra párrs. 23 y 77 a 
81). (párr. 86)
Dicho artículo protege la vida privada y la intimidad y establece las medidas que un juez puede ordenar ante su 
infracción. La norma cuestionada por los representantes: a) no define qué debe entenderse por entrometerse arbitrariamente 
en la vida ajena, más allá de brindar ciertos ejemplos; b) señala que la afectación a la intimidad, entre otros supuestos, se 
puede producir “mortificando a otros en sus costumbres o sentimientos” o “perturbando de cualquier modo su intimidad”, y c) 
establece, entre otras posibles medidas, la publicación de la sentencia y una “indemnización que fijará equitativamente el juez, 
de acuerdo con las circunstancias”. (párr. 87)
La Corte recuerda que es la ley la que debe establecer las restricciones a la libertad de expresión y solamente para 
lograr los fines que la propia Convención señala. La definición legal debe ser necesariamente expresa y taxativa. No obstante, 
el grado de precisión requerido a la legislación interna depende considerablemente de la materia. La precisión de una norma 
civil puede ser diferente a la requerida por el principio de legalidad en materia penal, por la naturaleza de los conflictos que 
la primera está destinada a resolver. No puede exigirse que la norma civil, al contrario de lo que usualmente ocurre con las 
normas penales, prevea con extrema precisión los supuestos de hecho que puedan presentarse; ello impediría que la norma 
civil resolviera una innumerable cantidad de conflictos que la realidad ofrece en forma permanente y que resulta de imposible 
previsión para el legislador. (párr. 89)
La Corte considera que la ley debe estar formulada con precisión suficiente para permitir a las personas regular 
su conducta, de manera de ser capaces de prever con  un grado que sea razonable, de acuerdo a las circunstancias, las 
consecuencias que una acción determinada puede conllevar. Como ha sido señalado, si bien la certeza en la ley es altamente 
deseable, ello puede traer una rigidez excesiva. Por otra parte, la ley debe ser capaz de mantenerse vigente a pesar de las 
circunstancias cambiantes. En consecuencia, muchas leyes están formuladas en términos que, en mayor o menor medida, 
son vagos y cuya interpretación y aplicación son cuestiones de práctica. (párr. 90)
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Aplicación de la normativa vigente debe realizarse conforme a la Convención
      
La Corte determinó que la violación del artículo 13 de la Convención Americana resultó de la decisión de la Corte 
Suprema que confirmó la condena civil impuesta por un tribunal de alzada. De tal modo la medida de responsabilidad ulterior 
impuesta resultó innecesaria en una sociedad democrática e incompatible con aquel tratado (supra  párrs.  54  a  75).  En  
el  presente  caso  no  fue  la  norma  en  sí  misma  la  que determinó el resultado lesivo e incompatible con la Convención 
Americana, sino su aplicación en el caso concreto por las autoridades judiciales del  Estado, la cual no observó los criterios de 
necesidad mencionados.   (párr. 91) 
Si bien los argumentos de los representantes y las consideraciones de los peritos sobre la eventualidad que, con base a 
la norma cuestionada, se arriben a decisiones contrarias al derecho a la libre expresión resultan atendibles, la Corte considera 
que, en general, aquella disposición, en grado suficiente, permite a las personas regular sus conductas y prever razonablemente 
las consecuencias de su infracción. De tal modo que su aplicación resulte conforme a la Convención dependerá de su 
interpretación judicial en el caso concreto. (párr. 92)
Deber de los jueces y de los órganos vinculados a la administración 
de justicia de ejercer ex officio un “control de convencionalidad”
Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente que las autoridades internas están sujetas al imperio 
de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
es parte de un tratado internacional como la Convención Americana, dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos sus  
jueces, quienes deben velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación  
de normas o interpretaciones contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en 
todos los niveles están en la obligación de  ejercer  ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y 
la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y  de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no 
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana. (párr. 93)
Al respecto, la Corte destaca la importancia de que los órganos judiciales argentinos aseguren que los procedimientos 
internos en los cuales se debate el ejercicio del derecho a la libertad de expresión, cumplan con el propósito y fin así como 
las demás obligaciones derivadas de la Convención Americana. De tal modo, es preciso que en el análisis de casos como el 
presente tengan en cuenta el umbral diferenciado de protección al derecho a la vida privada consecuencia de la condición 
de funcionario público, la existencia de interés público de la información y la eventualidad que las indemnizaciones civiles no 
impliquen una inhibición o autocensura de quienes ejercen el derecho a la libre expresión y de la ciudadanía, lo cual restringiría 
ilegítimamente el debate público y limitaría el pluralismo informativo, necesario en toda sociedad democrática. (párr. 94)
El Estado no incumplió la obligación de adoptar disposiciones de 
derecho interno en relación al derecho a la libertad de expresión
Por otra parte, el Tribunal toma nota de los cambios que se han producido a nivel interno en materia de libertad de 
expresión, tales como la reforma legislativa derivada del caso Kimel, que modificó el código penal argentino eliminando la 
posibilidad que las expresiones u opiniones relacionadas con asuntos de interés público configuren supuestos de calumnia 
o injuria, la sanción de la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, así como los cambios institucionales y 
jurisprudenciales ocurridos en la Corte Suprema en materia de libertad de expresión. (párr. 95)
Con base en las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que el Estado no incumplió la obligación general de 
adoptar disposiciones de derecho interno establecida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con el derecho 
a la libertad de expresión, respecto de la legislación civil. (párr. 96)
III. REPARACIONES
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La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, 
la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, 
como ocurre en la mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tribunal determinará medidas para garantizar 
los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones produjeron y establecer una indemnización que 
compense los daños ocasionados. (párr. 98)
Parte Lesionada 1. 
El Tribunal reitera que se considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la Convención Americana, 
a quien ha sido declarado víctima de la violación de algún derecho consagrado en la misma. Las partes lesionadas en el 
presente caso son los señores Jorge Fontevecchia y Héctor D´Amico, en su carácter de víctimas de la violación a su derecho 
a la libertad de pensamiento y de expresión (supra párr. 75). En atención a ello, serán beneficiarios de las reparaciones que el 
Tribunal disponga en el  presente apartado. (párr. 101)
Medidas de restitución, satisfacción y garantías de no repetición2. 
Medida de restitución
Dejar sin efecto la sentencia civil
Esta Corte ha determinado que la sentencia emitida el 25 de septiembre de 2001 por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación que confirmó la condena impuesta por un tribunal de alzada, violó el derecho a la libertad de expresión de los 
señores Jorge Fontevecchia y Héctor D´Amico (supra párrs. 54 a 75). Por lo tanto, el Tribunal dispone, de conformidad con 
su jurisprudencia, que el Estado debe dejar sin efecto dichas sentencias en todos sus extremos,  incluyendo, en su caso, 
los alcances que estas tengan respecto de terceros; a saber: a) la atribución de responsabilidad civil de los señores Jorge 
Fontevecchia y Héctor D’Amico; b) la condena al pago de una indemnización, de intereses y costas y de la tasa de justicia; 
tales montos deberán ser reintegrados con los intereses y actualizaciones que correspondan de acuerdo al derecho interno, y 
c) así como cualquier otro efecto  que tengan o hayan tenido aquellas decisiones. A efectos de cumplir la presente reparación, 
el Estado debe adoptar todas las medidas judiciales, administrativas y de  cualquier otra índole que sean necesarias, y cuenta 
para ello con el plazo de un año a partir de la notificación de la presente Sentencia. (párr. 105)
Medida de satisfacción
Publicación y divulgación de la presente sentencia
La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado deberá publicar, en el plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia: 
a)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial; 
b)  el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación 
nacional, y 
c)  la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en la página del Centro de Información 
Judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. (párr. 108)
Otras medidas de reparación solicitadas
Pedido público de disculpa y reconocimiento de responsabilidad internacional
La Corte Interamericana considera que la emisión de la presente Sentencia, la medida de dejar sin efecto las sentencias 
internas en todos sus extremos, así como la difusión de este Fallo en diversos medios, tanto en uno privado de amplia 
circulación social, como en dos oficiales, resultan medidas de reparación suficientes y adecuadas para remediar las violaciones 
ocasionadas  a las víctimas y cumplir con la finalidad indicada por los representantes. (párr. 110)
Adecuación del ordenamiento jurídico interno
La Corte concluyó que la condena civil contra los señores Fontevecchia y D´Amico constituyó un hecho violatorio del 
artículo 13 de la Convención Americana (supra párr. 75) pero no declaró la violación del artículo 2 de dicho tratado respecto 
de la legislación civil (supra párr. 96). En consecuencia, el Tribunal considera que no corresponde ordenar esta medida de 
reparación solicitada por los representantes y estima suficiente lo indicado sobre el control de convencionalidad mencionado 




Tal como se ha expresado en esta Sentencia, la Corte ha ordenado dejar sin efecto las decisiones que violaron el 
derecho a la libertad de expresión de los señores Fontevecchia y D´Amico en todos sus extremos, lo cual incluye el reintegro 
de las sumas efectivamente pagadas por cada una de las víctimas o, en su caso, por Editorial Perfil, con los intereses y 
actualizaciones que correspondan de acuerdo al derecho interno (supra párr. 105). (párr. 117)
La Corte observa que los representantes han hecho un alegato genérico sobre una supuesta disminución de las 
posibilidades de desarrollar nuevos emprendimientos económicos, de conseguir nuevos trabajos o de la existencia de 
consecuencias que no determinan. Sin embargo, no han brindado precisiones en sus fundamentos ni prueba que sostenga sus 
aseveraciones. Por lo anterior, el Tribunal considera que no corresponde ordenar una indemnización al respecto. (párr. 118)
La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño inmaterial y los supuestos en que corresponde 
indemnizarlo. Al respecto, ha establecido que el daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones 
causados a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así 
como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o de su familia. (párr. 120)
Al respecto, la Corte Interamericana reitera que la emisión de la presente Sentencia, la medida de dejar sin efecto las 
decisiones internas en todos sus extremos, así como la difusión de este Fallo en diversos medios, tanto en uno privado de 
amplia circulación social como en dos oficiales, los cuales incluyen el poder judicial, resultan medidas de reparación suficientes 
y adecuadas para  remediar las violaciones ocasionadas a las víctimas. (párr. 123)
Costas y gastos4. 
Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos están comprendidos dentro del 
concepto de reparación establecido en el artículo 63.1 de la Convención Americana. (párr. 124)
El Tribunal observa que los representantes no remitieron prueba alguna que acreditara el monto que las víctimas habrían 
abonado a sus abogados en el trámite del proceso interno ni en relación con la participación de aquellas en la audiencia 
pública ante esta Corte. Sin embargo, el Tribunal puede inferir que las presuntas víctimas incurrieron en dichos gastos y, 
por ello, decide fijar, en equidad, para cada una de ellas la suma de US$ 5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) por concepto de gastos relativos al proceso interno y US$ 2.000,00 (dos mil dólares de los Estados Unidos de América) 
por los gastos relacionados con su participación en la audiencia pública ante esta Corte.  (párr. 128)
En cuanto a la solicitud de reintegro de los gastos indicados por el Centro de Estudios Legales y Sociales en su condición 
de representante en la tramitación ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el Tribunal dispone que el Estado 
debe  pagar por concepto de costas y gastos la suma de US$ 7.770,00 (siete mil setecientos setenta dólares de los Estados 
Unidos de América). (párr. 129)
Finalmente, la Corte determina que el Estado deberá entregar las cantidades indicadas en los párrafos precedentes a las 
víctimas (supra párr. 128) y a sus representantes (supra párr. 129). Igualmente, señala  que en el procedimiento de supervisión 
del cumplimiento de la presente Sentencia, el Tribunal podrá disponer el reembolso a las víctimas o a sus representantes, por 
parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. (párr. 130)
Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados5. 
El Estado deberá efectuar el pago por concepto de costas y gastos así como el reintegro de las sumas abonadas como 
consecuencia de las sentencias internas de conformidad con lo indicado (supra párrs. 128, 129 y 105), dentro del plazo de un 
año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, en los términos de los párrafos siguientes. (párr. 131)
El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o 
en una cantidad equivalente en moneda argentina, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de cambio que esté vigente en 
la bolsa de Nueva York, Estados Unidos de América, el día anterior al pago. (párr. 133)
Las cantidades asignadas en la presente Sentencia deberán ser entregadas a las personas indicadas en forma íntegra, 
conforme a lo establecido en este Fallo, sin reducciones derivadas de eventuales cargas fiscales. (párr. 135)
En caso que el Estado incurriera en  mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada correspondiente al 
interés bancario moratorio en Argentina. (párr. 136)
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